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CONTESTACIÓN DEMANDA 

 

CARLOS JOSE HERRERA CASTAÑEDA, identificado con la C.C. No. 79.954.623 

de Bogotá y T.P. No. 141.955 del C.S.J., obrando en calidad de apoderado 

de la parte demandada SECRETARIA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ conforme 

al poder que me fuera conferido, por medio del presente escrito y estando 

dentro del término legal, procedo a contestar la demanda promovida en 

los siguientes términos: 

 

I. A LAS PRETENSIONES Y CONDENAS 

 

Me opongo a todas  y  cada una de las  pretens iones  y  condenas 

de la demandante por carecer de fundamentos de hecho y de derecho en 

los siguientes términos: 

 

1. Me opongo a esta pretensión teniendo en cuenta que va dirigida a que 

se declare la nulidad del acto administrativo, además los fundamentos 

presentados en la demanda no permiten soportar las condenas solicitadas 

por la parte actora y en todo caso el acto acusado está revestido de 

presunción de legalidad que deberá desvirtuar la parte actora. 

Ahora en gracia de discusión, la entidad que represento si bien interviene 

en la elaboración o proyección del acto administrativo en este caso del 

reconocimiento de la prestación solicitada, es el Fondo Nacional de 

Prestaciones del Magisterio quien aprueba el mismo y la Fiduprevisora como 

administradora de esa cuenta especial a quien compete el análisis sobre su 

reconocimiento y pago, en esa medida la única intervención que efectúa 

la entidad territorial llamada de acuerdo con la Ley anti trámites es la 

elaboración y remisión del acto administrativo que en últimas es aprobado 

como en el caso de autos por la referida sociedad fiduciaria.  

2. Me opongo a esta pretensión teniendo en cuenta que va dirigida a que 

se declare la nulidad del acto administrativo referido, además los 

fundamentos presentados en la demanda no permiten soportar las 

condenas solicitadas por la parte actora y en todo caso el acto acusado 

está revestido de presunción de legalidad que deberá desvirtuar la parte 

actora. 

3. Me opongo, teniendo en cuenta que el acto mencionado en este 

aparte fue expedido por una autoridad distinta al Distrito Capital 

 

 



II. A LOS HECHOS 

 

Doy respuesta a cada uno de los hechos de demanda en el mismo orden 

de su formulación así: 

 

1. Es cierto  

2. No es un hecho, corresponde a una consideración de orden personal de la 

parte actora. 

3. No es cierto tal y como se propone, el traslado de la petición obedece a 

que mi representada no es quien aprueba la pretensión reclamada por 

parte del extremo actor, por tal razón debe trasladar lo solicitado a la 

Fiduprevisora. 

4. No le consta a la entidad que represento, teniendo en cuenta que se refiere 

a una petición radicada ante la Fiduprevisora. 

5. No le consta a la entidad que represento, teniendo en cuenta que se refiere 

a una petición radicada ante la Fiduprevisora. 

 

III. RAZONES Y FUNDAMENTOS DE LA DEFENSA 

 
RÉGIMEN LEGAL DE LAS PRESTACIONES DE LOS DOCENTES. 

 

Desde la expedición de la Ley 812 de 2003 por la cual se aprueba el Plan 

Nacional de Desarrollo 2003, se consagró en su artículo 81 lo siguiente: 

 
 "El régimen prestacional de los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, que 

se encuentren vinculados al servicio público educativo oficial, es el establecido para 

el Magisterio en las disposiciones vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia 

de la presente ley. 

 

El Gobierno Nacional buscará la manera más eficiente para administrar las recursos 

del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, para lo cual contratará 

estos servicios con aplicación de los principios de celeridad, transparencia, economía 

e igualdad, que permita seleccionar la entidad fiduciaria que ofrezca y pacte las 

mejores condiciones de servicio, mercado, solidez y seguridad financiera de 

conformidad con lo establecido en el artículo 3o de la Ley  91 de 1989. En todo caso 

el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio se administrará en 

subcuentas independientes, correspondiente a los recursos de pensiones, cesantías y 

salud.” 

 

Por su parte el artículo Art 2° y 3° de la Ley 91 de 1989 a través de la cual se 

crea el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, refiere a la 

forma como se asumirán las obligaciones prestacionales de los docentes, 

entre la nación y los entes territoriales, de la siguiente manera: 

 
Artículo 2º.- De acuerdo con lo dispuesto por la Ley 43 de 1975, la Nación y las 

entidades territoriales, según el caso, asumirán sus obligaciones prestacionales con el 

personal docente, de la siguiente manera: 

 

(…) 

 

5.- Las prestaciones sociales del personal nacional y nacionalizado que se causen a 

partir del momento de la promulgación de la presente Ley, son de cargo de la Nación 

y serán pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio; pero 

las entidades territoriales, la Caja Nacional de Previsión Social, el Fondo Nacional de 

Ahorro o las entidades que hicieren sus veces, pagarán al Fondo las sumas que resulten 

adeudar hasta la fecha de promulgación de la presente Ley a dicho personal, por 

concepto de las prestaciones sociales no causadas o no exigibles.  

 



Artículo 3°.- Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como 

una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y 

estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos serán manejados por una entidad 

fiduciaria estatal o de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del 

capital.  

 

Para tal efecto, el Gobierno Nacional suscribirá el correspondiente contrato de fiducia 

mercantil, que contendrá las estipulaciones necesarias para el debido cumplimiento 

de la presente Ley y fijará la Comisión que, en desarrollo del mismo, deberá cancelarse 

a la sociedad fiduciaria, la cual será una suma fija, o variable determinada con base 

en los costos administrativos que se generen. La celebración del contrato podrá ser 

delegada en el Ministro de Educación Nacional. 

 

El Fondo será dotado de mecanismos regionales que garanticen la prestación 

descentralizada de los servicios en cada entidad territorial sin afectar el principio de 

unidad." (Subrayado fuera de texto). 

 

LA IMPOSIBILIDAD DE CONDENA EN CABEZA DE LA SECRETARIA DE EDUCACION 

DISTRITAL 

Es reconocido por doctrina y jurisprudencia que la legitimación en causa no 

es un presupuesto del proceso. No obstante, aunque se reúnan los 

presupuestos procesales (demanda, capacidad y competencia), si no 

existe legitimación por activa o por pasiva, es claro que se deba dictar una 

sentencia absolutoria, pues mal podría condenarse a quien no es la persona 

que debe responder del derecho reclamado o a quien es demandado por 

quien carece de la titularidad de la pretensión que se reclama. 

 Se entiende entonces que la legitimación en causa es un fenómeno 

sustancial que consiste en la identidad del demandante con la persona a 

quien la ley concede el derecho que reclama, y en la identidad del 

demandado con la persona frente a la cual se puede exigir la obligación 

correlativa (CSJ, Sentencia del 2 de febrero de 1990, MP Dr. José Alejandro 

Bonivento Fernández).      

 Ahora, este reconocimiento puede ser oficioso conforme al inciso 1º del 

artículo 306 del Código de Procedimiento Civil que es principio que 

analógicamente es permitido tenerlo en cuenta al tenor del artículo 145 del 

Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social.    

Sobre este particular son varios los pronunciamientos de las altas cortes en 

tal sentido: 

 
“(…) Así pues, toda vez que la legitimación en la causa de hecho alude a la relación 

procesal existente entre demandante -legitimado en la causa de hecho por activa- y 

demandado -legitimado en la causa de hecho por pasiva- y nacida con la 

presentación de la demanda y con la notificación del auto admisorio de la misma a 

quien asumirá la posición de demandado, dicha vertiente de la legitimación procesal 

se traduce en facultar a los sujetos litigiosos para intervenir en el trámite del plenario y 

para ejercer sus derechos de defensa y de contradicción; la legitimación material, en 

cambio, supone la conexión entre las partes y los hechos constitutivos del litigio, ora 

porque resultaron perjudicadas, ora porque dieron lugar a la producción del daño. De 

ahí que un sujeto pueda estar legitimado en la causa de hecho pero carecer de 

legitimación en la causa material, lo cual ocurrirá cuando a pesar de ser parte dentro 

del proceso no guarde relación alguna con los intereses inmiscuidos en el mismo, por 

no tener conexión con los hechos que motivaron el litigio, evento éste en el cual las 

pretensiones formuladas estarán llamadas a fracasar puesto que el demandante 

carecería de un interés jurídico perjudicado y susceptible de ser resarcido o el 

demandado no sería el llamado a reparar los perjuicios ocasionados a los actores. En 



suma, en un sujeto procesal que se encuentra legitimado de hecho en la causa no 

necesariamente concurrirá, al mismo tiempo, legitimación material, pues ésta 

solamente es predicable de quienes participaron realmente en los hechos que han 

dado lugar a la instauración de la demanda o, en general, de los titulares de las 

correspondientes relaciones jurídicas sustanciales; por consiguiente, el análisis sobre la 

legitimación material en la causa se contrae a dilucidar si existe, o no, relación real de 

la parte demandada o de la demandante con la pretensión que ésta fórmula o la 

defensa que aquella realiza, pues la existencia de tal relación constituye condición 

anterior y necesaria para dictar sentencia de mérito favorable a una o a otra. 

Y también se ha reconocido que: 

“(…) Si bien, la decisión de segunda instancia en general debe ceñirse a los 

argumentos expuestos en el recurso impetrado, dicho imperativo procesal no opera 

en el rastreo de la legitimación en la causa, porque esta constituye un exigencia de la 

sentencia, independiente de la conducta procesal que asuman las partes, debiendo 

el Juez en ese caso, aún de oficio, verificar si efectivamente los convocados en la 

relación jurídica procesal, corresponden a los sujetos de la relación jurídica sustancial 

que dio origen a la obligación, como bien lo ha señalado la jurisprudencia: 

“La legitimación en la causa, o sea, el interés directo, legítimo y actual del “titular de 

una determinada relación jurídica o estado jurídico” (U. Rocco, Tratado de derecho 

procesal civil, T. I, Parte general, 2ª reimpresión, Temis-Depalma, Bogotá, Buenos Aires, 

1983, pp. 360), tiene sentado la reiterada jurisprudencia de la Sala, “es cuestión propia 

del derecho sustancial y no del procesal, por cuanto alude a la pretensión debatida 

en el litigio y no a los requisitos indispensables para la integración y desarrollo válido de 

éste” (Cas. Civ. sentencia de 14 de agosto de 1995 exp. 4268), en tanto, “según 

concepto de Chiovenda, acogido por la Corte, la ‘legitimatio ad causam’ consiste en 

la identidad de la persona del actor con la persona a la cual la ley concede la acción 

(legitimación activa) y la identidad de la persona del demandado con la persona 

contra la cual es concedida la acción (legitimación pasiva). (Instituciones de Derecho 

Procesal Civil, I, 185)” (CXXXVIII, 364/65), por lo cual, “el juzgador debe verificar la 

legitimatio ad causam con independencia de la actividad de las partes y sujetos 

procesales al constituir una exigencia de la sentencia estimatoria o desestimatoria, 

según quien pretende y frente a quien se reclama el derecho sea o no su titular” (Cas. 

Civ. sentencia de 1° de julio de 2008, [SC-061-2008], exp. 11001-3103-033-2001-06291-

01)”. 

En el presente caso, mi representada la Secretaría de Educación Distrital no 

se encuentra legitimada en la causa por pasiva, porque si la ley no le ha 

transferido la administración del fondo, no puede entrar a variar los factores 

y mucho menos conciliar los efectos patrimoniales de los actos 

administrativos referidos a aspectos pensionales, ya que los dineros no le 

pertenecen. 

 

Al respecto hay que recordar que son numerosas las disposiciones que 

establecen en cabeza de un ente diferente a la Secretaría de Educación 

Distrital cualquier eventual pago por los conceptos aquí reclamados. 

 

Es así como en la Ley 91 de 1989. Art. 2 numeral 5 se dispone: 

 
“(…)  Las prestaciones sociales del personal nacional y nacionalizado que se 

causen a partir del momento de la promulgación de la presente ley, son de 

cargo de la Nación y serán pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio (…)” 

 

A su turno el Decreto 2831 de 2005 contempló: 

 
“La Secretaría de Educación de la entidad territorial certificada a la que se 



encuentre vinculado el docente deberá:  

- Recibir y radicar en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas 

con el reconocimiento de prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio, de acuerdo con los formularios que 

adopte la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos de 

dicho fondo. 

-Expedir con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los 

recursos del Fondo y conforme con los formatos únicos por ésta adoptados, 

certificación de tiempo de servicios y régimen salarial y prestacional, del 

docente peticionario o causahabiente, de acuerdo con la normatividad 

vigente. 

-Elaborar v remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, 

dentro de los 15 días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, a la 

sociedad fiduciaria encargada del manejo v administración de los recursos 

del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio para su 

aprobación, junto con la certificación descrita en el numeral anterior, Previa 

aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y 

administración de los recursos del Fondo 

- Remitir a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, copia de los actos 

administrativos de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de éste, 

junto con la constancia de ejecutoria para efecto de pago y dentro de los 3 

días siguientes a que se encuentre en firme. (…)”. 

 

En consecuencia, y al no estar encargada del manejo de los recursos del 

Fondo Nacional de prestaciones sociales del Magisterio, no es viable proferir 

condena en contra de la Secretaria de Educación Distrital. 
 

DE LA GESTION DE LOS ENTES TERROTRIALES EN EL TRAMITE DE PRESTACIONES 

SOCIALES 

 

Al respecto es necesario señalar que con ocasión de la expedición de la Ley 

91 del 29 de diciembre de 1989, por la cual se creó el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, se indicó en su artículo 15, lo siguiente:  

 
“Artículo 15º.- A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente 

nacional y nacionalizado y el que se vincule con posterioridad al 1 de enero 

de 1990 será regido por las siguientes disposiciones:  

1.- Los docentes nacionalizados que figuren vinculados hasta el 31 de 

diciembre de 1989, para efectos de las prestaciones económicas y sociales, 

mantendrán el régimen prestacional que han venido gozando en cada 

entidad territorial de conformidad con las normas vigentes. 

 […] 

3.- Cesantías: 

Para los docentes nacionalizados vinculados hasta el 31 de diciembre de 

1989, el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio pagará un 

auxilio equivalente a un mes de salario por cada año de servicio o 

proporcionalmente por fracción de año laborado, sobre el último salario 

devengado, si no ha sido modificado en los últimos tres meses, o en caso 

contrario sobre el salario promedio del último año. 

 

A su vez, el Decreto 2563 de 1990, por el cual se determinan las 

responsabilidades de pago de las prestaciones sociales del personal 

docente nacional y nacionalizado y se dictan otras disposiciones, estableció 

en sus artículos 10 y 26:  

 

“Artículo 10º.- La deuda con el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio por concepto de las cesantías del personal docente 

nacionalizado, no causadas a 29 de diciembre de 1989, se liquidará 

teniendo en cuenta el régimen prestacional vigente en cada entidad 

territorial. En cada caso deberán deducirse los valores pagados por 

liquidaciones parciales de cesantías y realizarse los ajustes que resulten del 



estimativo actuarial sobre los efectos de su futura valorización por la 

retroactividad aplicable al tiempo servido hasta esa fecha. 

Las responsabilidades de pago al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio por este concepto serán, a prorrata del tiempo servido por el 

docente, las mismas señaladas en el Capítulo II para las prestaciones 

causadas, teniendo en cuenta que la valorización futura por efecto de la 

retroactividad es de cargo de la entidad responsable del período 

valorizado.”. 

“Artículo 26º.- Si una vez realizado el corte de cuentas con las entidades 

territoriales y sus cajas de previsión seccional o las entidades que hagan sus 

veces, el Fondo Nacional de Ahorro y la Caja Nacional de Previsión Social, 

se presentare déficit entre el monto estimado de las deudas a 29 de 

diciembre de 1989 y su costo efectivo de liquidación, este faltante será 

cubierto por la Nación.”. 

 

Además, téngase en cuenta lo previsto en el Art 53 de la Ley 962 de 2005 
“Por la cual se dictan disposiciones sobre racionalización de trámites y procedimientos 
administrativos de los organismos y entidades del Estado y de los particulares que ejercen funciones 
públicas o prestan servicios públicos”, al respecto: 
 

ARTÍCULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que 

pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán 

reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de 

resolución por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser 

elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial certificada 

correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto 

administrativo de reconocimiento se hará mediante resolución que llevará la 

firma del Secretario de Educación de la entidad territorial. 

 

Así las cosas, teniendo en citado Fondo (según el artículo 4º de la referida 

ley) la función de atender las prestaciones sociales de los docentes 

nacionales y nacionalizados ninguna obligación podrá recaer en cuanto a 

este tema en cabeza de la Secretaria de Educación del Distrito. 

 

DE LA PRESTACIÓN PRETENDIDA POR LA PARTE ACTORA – PRIMA DE MEDIO 

AÑO Y/O MESADA ADCIONAL DEL MES DE JUNIO. 
 

En tal sentido, por ser un asunto debatido con anterioridad y que fue 

clarificado por la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado a 

través del concepto de noviembre 22 de 2007 – radicado 1.857 con 

ponencia del honorable Magistrado Enrique José Arboleda, nos permitimos 

transcribir in extenso por su importancia dicho pronunciamiento, con el cual 

la referida Corporación explicó la improcedencia del reconocimiento 

solicitado por la parte actora en los siguientes términos: 
 

 

“2. La mesada adicional del mes de junio: 

2.1. Su origen y evolución: 

Como lo reseña la consulta de la señora Ministra, la mesada adicional del mes de junio 

fue concebida durante las discusiones del proyecto de normatividad en materia de 

seguridad social que se concretó en la ley 100 de 1993, con la finalidad de compensar 

a un grupo de pensionados a los cuales la aplicación de la fórmula consagrada en la 

ley 4ª de 1976 para el reajuste de su pensión, pudo haberles significado un menor valor 

frente al resultado de las reglas establecidas en la ley 71 de 198818. Tal finalidad sustentó 

la decisión del legislador, recogida en el artículo 142 de la ley 100 de 1993, de consagrar 

la mesada adicional del mes de junio, relacionando sus destinatarios. Las expresiones 

subrayadas fueron declaradas inexequibles19, pero a continuación se transcribe la 

versión originalmente aprobada: 



"Artículo 142. Mesada adicional para actuales pensionados: Los pensionados por 

jubilación, invalidez, vejez y sobrevivientes, de sectores públicos, oficial, semioficial, en 

todos sus órdenes, en el sector privado, y del Instituto de Seguros Sociales, así como los 

retirados y pensionados de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, cuyas pensiones 

se hubiesen causado y reconocido antes del primero (1º) de enero de 1988, tendrán 

derecho al reconocimiento y pago de treinta (30) días de la pensión que le corresponda 

a cada uno de ellos por el régimen respectivo, que se cancelará con la mesada del mes 

de junio de cada año, a partir de 1994. / Los pensionados por vejez del orden nacional, 

beneficiarios de los reajustes ordenados en el decreto 2108 de 1992, recibirán el 

reconocimiento y pago de los treinta días de la mesada adicional sólo a partir de junio 

de 1996. 

"Parágrafo. Esta mesada adicional será pagada por quien tenga a su cargo la 

cancelación de la pensión sin que exceda de quince (15) veces el salario mínimo legal 

mensual." 

La norma así aprobada fue incorporada por el legislador como una de las "disposiciones 

finales del Sistema General de Pensiones", regulado en el Libro I de la ley 100 de 199320, 

que "con las excepciones previstas en el artículo 279" y el respeto a los derechos 

adquiridos, se aplica a "todos los habitantes del territorio nacional."21 

Por sus antecedentes y su ubicación en el cuerpo normativo, la mesada adicional es 

parte del sistema general de pensiones. Esta afirmación se refuerza al observar que la 

misma ley 100, artículo 279, excluía del régimen general a varios grupos de pensionados, 

pese a lo cual el texto del artículo 142 incluyó de manera expresa uno de esos grupos, el 

de "los retirados y pensionados de las Fuerzas Militares y de Policía", para que pudieran 

gozar del beneficio de la mesada adicional. En este sentido, la Corte Constitucional 

señaló en la sentencia C-461-95, al ordenar aplicar un beneficio similar a los afiliados al 

Fondo de Prestaciones del Magisterio: 

"La excepción al régimen general, consagrada en el artículo 279 de la ley 100, es total. 

Vale decir, a los afiliados del mencionado Fondo no se les aplica la Ley 100, en ninguna 

de sus partes, en lo referente al Sistema Integral de Seguridad Social. El artículo 142 – que 

consagra la mesada adicional para pensionados – tampoco se aplicaría a los afiliados 

al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, dado que tal artículo forma 

parte del Sistema Integral de Seguridad Social."22 

Ahora bien, en nuestro ordenamiento es claro que los requisitos, condiciones y beneficios 

que configuran un régimen general o un régimen especial, son excluyentes23, de manera 

que los destinatarios de uno y de otro se sujetan en su integridad al que les sea aplicable; 

salvo disposición legal en contrario que extienda un beneficio del régimen general a los 

pensionados bajo regímenes especiales pero sin modificar estos últimos, como es el caso 

que nos ocupa. 

Es claro que la mesada adicional creada por el artículo 142 de la ley 100 de 1993 es un 

beneficio del sistema general de pensiones, y por lo mismo, de él estaban excluidos 

quienes se pensionaran bajo los regímenes exceptuados expresamente por el artículo 

279 de la misma ley 100; al analizar esta última disposición, la Corte Constitucional con 

base en la ley 91 de 1989 encontró que los docentes que no tuvieran derecho a la 

pensión de gracia y los vinculados al fondo de Prestaciones del Magisterio, antes del 1º 

de enero de 1988, sin derecho a esa pensión, configuraban una excepción arbitraria 

pues su régimen pensional no incluía ningún beneficio similar a la mesada adicional del 

mes de junio, con lo cual se rompía la igualdad de todos los pensionados24; y tomó esta 

situación como ejemplo de comparación entre el régimen general y los regímenes 

especiales, a fin de determinar la constitucionalidad de estos; así, en la sentencia C-080-

9925, se lee: 

"…7. Con base en los anteriores criterios, la Corte concluyó que, por ejemplo, la exclusión 

de la mesada pensional adicional prevista por la Ley 100 de 1993 a ciertos maestros 

desconocía la igualdad, por cuanto estos no gozaban, dentro de su régimen especial, 

de ningún beneficio similar o equivalente ‘que obre como compensación por el 

deterioro que causa la inflación sobre el poder adquisitivo de las pensiones… 8. El análisis 

precedente muestra que, conforme a la jurisprudencia de la Corte, en principio no es 

posible comparar las prestaciones individuales de  los regímenes especiales de 

seguridad social frente a la regulación establecida por el sistema general de pensiones 

o de salud. Sin embargo, en algunos casos, y de manera excepcional, es procedente un 

examen de igualdad. Para tal efecto, se requiere que se trate de una prestación 



claramente separable del conjunto de beneficios previstos por el régimen, en la medida 

en que tiene una suficiente autonomía y no se encuentra indisolublemente ligada a otras 

prestaciones…" 

La extensión de la mesada adicional del sistema general de pensiones a los grupos de 

pensionados exceptuados de él, tiene como antecedente la sentencia C- 409-9426 que 

declaró inexequibles las expresiones "actuales" y "cuyas pensiones se hubiesen causado 

y reconocido antes del primero (1º) de enero de 1988", del artículo 142 de la ley 100 de 

1993, por considerar que "la desvalorización constante y progresiva de la moneda" 

afectaba a todos los pensionados en los reajustes anuales de sus mesadas; la segunda, 

ya comentada, de la cual surgió un grupo de docentes que por no tener derecho a la 

pensión de gracia y haberse vinculado al servicio antes del 1º de enero de 1980, no 

tenían un beneficio equivalente, de manera que la excepción del artículo 279 de la ley 

100 de 1993 se había tornado discriminatoria en cuanto impedía el reconocimiento a 

este sector de pensionados de dicha mesada adicional. 

Las razones expuestas en la sentencia C-409-94 fundamentaron la iniciativa 

parlamentaria que se concretó en la ley 238 de 199527, y que fue propuesta y aprobada 

como una "adición" de un parágrafo al artículo 279 de la ley 100 de 1993 para que, sin 

modificar su texto, esto es conservando el reconocimiento de los regímenes especiales 

de ECOPETROL y del Magisterio, por lo mismo exceptuados del sistema general de 

pensiones, se precisara que los pensionados de esos sectores tendrían derecho a los 

beneficios consagrados en los artículos 14 y 142 de dicha ley. El texto aprobado fue el 

siguiente: 

"Parágrafo 4. Las excepciones consagradas en el presente artículo no implican negación 

de los beneficios y derechos determinados en los artículos 14 y 142 de esta ley para los 

pensionados de los sectores aquí contemplados". 

Destaca la Sala que la iniciativa fue muy clara en el sentido de aplicar a un grupo de 

pensionados unos beneficios del régimen general, pero no planteó, ni se discutió, la 

modificación de los correspondientes regímenes especiales; de este modo, el texto 

aprobado muestra que con él se permite el reconocimiento de la mesada adicional a 

los sectores de pensionados exceptuados de ese régimen general pero sin modificar sus 

propios regímenes especiales para incorporarla a ellos. 

Es decir, la mesada pensional no dejó de ser un beneficio del régimen general de 

pensiones, pero tampoco fue incluida como parte de los beneficios de los regímenes 

especiales ni de los expresamente relacionados en el artículo 279 de la ley 100 de 1993; 

en rigor, la ley 238 lo que hizo fue introducir una excepción muy particular a la excepción 

general, consistente en permitir que un beneficio regulado para los pensionados bajo el 

régimen general pudiera ser aplicado a quienes por estar sujetos a regímenes especiales 

de pensión, no podían ser destinatarios de dicho beneficio. 

Conservándose como parte del sistema general, la derogatoria de la mesada pensional 

en la forma como quedó dispuesta por el inciso octavo del artículo 1º del Acto Legislativo 

No. 01 del 2005, aplica a todos los pensionados, incluidos los docentes oficiales, como se 

expone a continuación. 

2.2. La supresión de la mesada adicional del mes de junio: 

Con la finalidad de introducir como principio constitucional la indispensable 

sostenibilidad del sistema de seguridad social y limitar la posibilidad de que por ley o 

negociación colectiva continuara la multiplicidad de regímenes pensionales y su 

impacto en las finanzas públicas, el gobierno nacional presentó dos proyectos de acto 

legislativo el 20 de julio y el 19 de agosto del 200428, los cuales fueron acumulados para 

su estudio y trámite. 

Ambos proyectos contenían la siguiente propuesta de norma constitucional: 

"Las personas a las que se les reconozca pensión a partir de la entrada en vigencia del 

presente acto legislativo no podrán recibir más de trece (13) mesadas pensionales al 

año." 

Esta propuesta no encontró reparos en el Congreso y desde el inicio de los debates fue 

modificada para que la prohibición no quedara referida al reconocimiento de la 

pensión sino a su causación; así, la norma aprobada como inciso octavo del artículo 1º 

del Acto Legislativo No. 01 del 2005, ordena: 



"Artículo 1º… 

"Las personas cuyo derecho a la pensión se cause a partir de la vigencia del presente 

Acto Legislativo no podrán recibir más de trece (13) mesadas pensionales al año. Se 

entiende que la pensión se causa cuando se cumplen todos los requisitos para acceder 

a ella, aún cuando no se hubiese efectuado su reconocimiento." 

En los debates, la propuesta fue aceptada en razón del impacto económico de esa 

mesada adicional; pero también se dio el acuerdo de introducir una excepción para los 

pensionados que reciban mesadas no superiores a tres salarios mínimos mensuales 

legales vigentes, siempre que reúnan los requisitos para pensionarse antes del 31 de julio 

del 2011; este acuerdo se recogió en el parágrafo transitorio 6º del Acto Legislativo No. 

01 del 2005: 

"Parágrafo transitorio 6o. Se exceptúan de lo establecido por el inciso 8o. del presente 

artículo, aquellas personas que perciban una pensión igual o inferior a tres (3) salarios 

mínimos legales mensuales vigentes, si la misma se causa antes del 31 de julio de 2011, 

quienes recibirán catorce (14) mesadas pensionales al año". 

De manera que, a partir del 25 de julio del 2005, fecha en la cual se publicó el Acto 

Legislativo No. 01 del 200529, las personas que adquieran el derecho a la pensión 

recibirán un máximo de trece mesadas al año, con la excepción establecida en el 

parágrafo 6º transitorio, que, evidentemente, también está restringida en el tiempo y en 

sus destinatarios. 

Entonces, los docentes oficiales que causen su derecho a la pensión de jubilación o de 

vejez a partir del 25 de julio del 2005, fecha de entrada en vigencia del Acto Legislativo 

No. 01 del 2005, no podrán recibir la mesada adicional del mes de junio creada por el 

artículo 142 de la ley 100 de 1993; con la salvedad del parágrafo transitorio 6º del 

mencionado acto legislativo” 

 

DEL CASO EN CONCRETO 

 

Analizada en conjunto la normatividad referida anteriormente, es claro para 

esta parte que la entidad que represento carece de legitimación en la 

causa por pasiva en el caso que nos ocupa, no sólo porque la que está 

llamada a responder respecto al eventual reconocimiento de la prestación 

pensional de la demandante seria el Fondo de Prestación Sociales del 

Magisterio y la Fiduprevisora como administradora de esa cuenta especial y 

la entidad territorial solo estaría obligada de acuerdo con la Ley anti trámites 

a la elaboración y remisión del acto administrativo que en todo caso debe 

aprobarse por el Fonpremag quien es en últimas quien hace el análisis de la 

norma para conceder la prestación pensional. 

 

Además, como se dejó plasmado en líneas anteriores, la actora no le asiste 

derecho a lo pretendido teniendo en cuenta que mediante la Resolución 

por medio de la cual la entidad resolvió el reconocimiento de la prestación 

pensional lo hizo aplicando la norma vigente para el caso en concreto 

estando ajustada a derecho.  

 

IV. EXCEPCIONES 

 

Como consecuencia de los presupuestos expuestos en el capítulo que 

precede, me permito proponer las siguientes excepciones de fondo: 

 

1. EXCEPCIONES DE PREVIAS 

 

FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA.-  

 

Excepción que tiene como fundamento los siguientes argumentos: 



 

Si bien es cierto la excepción de la legitimación en la causa por pasiva, 

en este tipo de procesos no constituye excepción de fondo solicito se 

tenga en cuenta  que  la Secretaria de Educación Distrital no es quien 

autoriza ni determina a quien ni cómo debe reconocerse las 

prestaciones pensionales.  Es la Fiduciaria la Previsora S.A. 

 

Legitimación de hecho en la causa se entiende como la relación 

procesal. La cual establece que se entre el demandante y el 

demandado por intermedio de la pretensión procesal; es decir es una 

relación jurídica nacida de la atribución de una conducta, en la 

demanda, y de la notificación de está  al demandado. Quien cita a otro 

y endilga a otro la conducta causante de la demanda, está legitimado 

de hecho por activa y aquél a quien  se cita y se atribuya  acción  u 

omisión  resulta legitimado de  hecho   y  por  pasiva,   después   de  la  

notificación del  auto  admisorio  de  la demanda. 

 

La legitimación material en la causa alude, por regla general, a la 

participación real de las personas en el hecho origen de la demanda, 

independientemente de que dichas personas hayan demandado o 

hayan sido demandadas. 

 

La legitimación material en la causa activa y pasiva, es una condición 

anterior y necesaria, entre otras, para dictar sentencia de mérito 

favorable, al demandante o al demandado: 

 

La falta de legitimación material en la causa por activa o por pasiva, no 

enerva la pretensión procesal en su contenido, como sí lo hace una 

excepción de fondo. Sin más, si la legitimación en la causa es un 

presupuesto de la sentencia de fondo, porque otorga a las partes el 

derecho a que el juez se pronuncie sobre el mérito  de  las pretensiones del 

actor las razones de la oposición  por el demandado, mediante sentencia  

favorable  o desfavorable, al ser una calidad subjetiva de las partes en 

relación con el interés sustancial que se discute en el proceso, cuando 

una  de las partes carece de dicha calidad o atributo no puede el juez 

adoptar una decisión de mérito y debe entonces simplemente 

declararse inhibido para  fallar el caso de fondo. 

 

La Secretaría de Educación Distrital  no se encuentra legitimada en la causa 

por pasiva, porque si la ley no le ha transferido la administración del Fondo 

de prestaciones Sociales del Magisterio, no puede entrar a variar los factores 

y mucho menos conciliar los efectos patrimoniales de los actos 

administrativos, y aquellos dineros no le pertenecen. 

 

A continuación se citan las normas pertinentes que refuerzan el 

planteamiento anterior: 

 

- Ley 33 de 1985. Art.1. El empleado oficia lque sirva o haya servido veinte años 

continuos o discontinuos y llegue a la edad de 55años, tendrá derecho a que por 

la respectiva caja de previsión se le pague una pensión mensual vitalicia de 

jubilación equivalente al 75% del salario promedio que sirvió de base para los 

aportes durante el último año de servicios. 

 
- Ley 91 de 1989. Art. 2 numeral 5. Las prestaciones sociales del personal nacional y 



nacionalizado que se causen a partir del momento de la promulgación de la 

presente ley, son de cargo de la Nación y serán pagadas por el Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio... 

 

- Decreto 3135 de 1968 y Decreto 1848 de'1969. El valor de la pensión mensual 

vitalicia de jubilación será equivalente al '75% del promedio de los salarios y primas 

de toda especie en el último año de servicios por el empleado oficial que haya 

adquirido el status jurídico de jubilado, por reunir los requisitos señalados en la ley 

para tal fin.                                                                                              

 

- Decreto 2831 de 2005. La Secretaría de Educación de la entidad territorial 

certificada a la que se encuentre vinculado   el  docente deberá: 

 

Recibir y radicar en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas con el 

reconocimiento de prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, de acuerdo con los formularios que adopte la 

sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos de dicho fondo. 

 

Expedir con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos 

del Fondo y conforme con los formatos únicos por ésta adoptados, certificación de 

tiempo de servicios y régimen salarial y prestacional, del docente peticionarioo 

causahabiente, de acuerdo con la normatividad vigente. 

 

Elaborar v remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, dentro de 

los 15 días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, a la sociedad fiduciaria 

encargada del manejo y administración de los recursos del Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio para su aprobación, junto con la certificación 

descrita en el numeral anterior. 

 

Previa  aprobación  por  parte  de  la  sociedad  fiduciaria  encargada  del  manejo 

y administración de los recursos del Fondo, suscribire el acto administrativo de 

reconocimiento de prestaciones económicas a cargo del Fondo, de acuerdo con 

las leyes 91 de 1989 y 962 de 2005, y las normas que las adiciones o modifiquen, y 

surtir los trámites administrativos a que haya lugar, en los términos v con las 

formalidades y efectos previstos en la ley. 
 

Remitira la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo 

Nacional  de  Prestaciones   Sociales  del  Magisterio,  copia  de  los  actos 

administrativos de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de éste, junto 

con la constancia de ejecutoria para efecto de pago y dentro delos 3 días 

siguientes a que se encuentre en firme.” 

 

2. EXCEPCIONES DE FONDO.- 

 

LEGALIDAD DE LOS ACTOS ACUSADOS: 

 

Fundo la presente excepción en los siguientes motivos: 

 

El artículo 88 del C.P.A.C.A contempla: 

 
Artículo 88. Presunción de legalidad del acto administrativo. Los actos 

administrativos se presumen legales mientras no hayan sido anulados por la 

Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. Cuando fueren suspendidos, 

no podrán ejecutarse hasta tanto se resuelva definitivamente sobre su 

legalidad o se levante dicha medida cautelar. 

 

Conforme ha sido reiterado en numerosas oportunidades por las Altas Cortes 

se entiende que la presunción de legalidad del acto administrativo, hace 



referencia a “la presunción de validez del acto administrativo mientras su 

posible nulidad no haya sido declarada por autoridad competente. La 

presunción de legitimidad importa, en sustancia, una presunción de 

regularidad del acto, también llamada presunción de “legalidad”, de 

“validez”, de “juridicidad” o pretensión de legitimidad.  

 
En el mismo sentido, se ha manifestado que la presunción de legalidad del acto 

administrativo es “la suposición de que el acto fue emitido conforme a derecho, 

dictado en armonía con el ordenamiento jurídico. Es una resultante de la juridicidad 

con que se mueve la actividad estatal.  La legalidad justifica y avala la validez de 

los actos administrativos; por eso crea la presunción de que son legales, es decir, se 

los presume válidos y que respetan las normas que regulan su producción” 

 
La presunción se desprende del hecho supuesto de que la administración ha 

cumplido íntegramente con la legalidad preestablecida en la expedición del acto, 

lo que hace desprender a nivel administrativo importantes consecuencias  entre 

ellas, la ejecutoriedad del mismo. 

 

Al respecto vale la pena finalizar reiterando lo expresado en el acápite de razones 

y fundamentos de derecho en el sentido de que las normas aplicables al caso 

concreto de la demandante son aquellas que en efecto ha contemplado la 

entidad demandada.  

 
PRESCRIPCION:  

 

La cual aplicaría conforme a las disposiciones legales y sobre aquellas solicitudes 

que han sobrepasado el término máximo legal para su reclamación. 

 
LA GENÉRICA O INNOMINADA.-  

 

Solicito al señor Juez que se sirva declarar probada cualquier otra excepción que 

resulte demostrada en el curso del proceso. 

 

V. PRUEBAS 

 

Solicito se tengan como pruebas a favor de la parte que represento las aportadas 

con la demanda. 

 

VI. NOTIFICACIONES. 

 

Para efectos de notificaciones a la entidad que represento o al suscrito suministro 

los siguientes datos:  A la entidad en la represento, SECRETARIA DE EDUCACION DE 

BOGOTA, en la Av. El Dorado No. 66 -  63 de Bogotá. 

 

Al suscrito en la Carrera 18 No. 137-53 Tercer piso de la ciudad de Bogotá o al 

Correo electrónico del apoderado: chepelin@hotmail.fr 

 

Señor Juez,  

 
CARLOS JOSE HERRERA CASTAÑEDA 

C.C. No. 79.954.623 de Bogotá  

T.P. No. 141.955 del C.S.J. 
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8   • DECRETO 	 JI 

2.4 MAR 2021 
"Por medio del cual se establecen lineamientos para el ejercicio de la representación 

judicial y extrajudicial de Bogota D.C., y se efectüan unas delegaciones" 

LA ALCALDESA MAYOR DE BOGOTA, D. C. 

En uso de sus facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas por los 
numerales 1 y 3 del artIculo 315 de la Constitución Poiltica, los artIculos 35, 38 numerales 
1, 3, y 6; los artIculos 39 y 53 del Decreto Ley 1421 de 1993; el artIculo 9 de la Ley 489 de 
1998, los artIculos 159 y 160 de la Ley 1437 de 2011, ci artIculo 17 del Acuerdo Distrital 

257 de 2006 y, 

CONSIDERANDO: 

Que ci numeral 3 del artIculo 315 de la Constitución PolItica atribuye a los alcaldes la función 
de dirigir la acción administrativa del municipio; asegurar el cumplimiento de las funciones 
y la prestación de los servicios a su cargo; y representarlo judicial y extrajudicialmente. 

Que el artIculo 322 Idem establece que ci regimen politico, fiscal y administrativo de Bogota, 
Distrito Capital, será el que determinen la Constitución, las leyes especiales que para el 
mismo se dicten y las disposiciones vigentes para los municipios. 

Que el artIculo 35 del Decreto Ley 1421 de 1993 dispone que el/la Alcalde/sa Mayor es el/la 
jefe/a del gobiemo y de la administraciOn distrital, representa legal, judicial y 
extrajudicialmente a! Distrito Capital, y por disposición del artIculo 53 del mismo Estatuto, 
ejerce sus atribuciones por medio de los organismos o entidades creados por ci Concejo 
Distrital. 

Que ci articulo 9 de la Ley 489 de 1998 faculta a las autoridades administrativas, en virtud 
de lo dispuesto en la Constitución Politica para delegar las funciones a él conferidas por ci 
ordenamiento jurIdico, a sus colaboradores o a otras autoridades con funciones afines o 
complementarias, mediante acto de delegacion expreso. 

) 
Que asi mismo el artIculo 53 del Codigo de Procedimiento Administrativo y de 10 

Contencioso Administrativo - Ley 1437 de 2011, en adelante CPACA dispone que los 
procedimientos y trámites administrativos podrán realizarse a través de medios electrónicos 
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y, para garantizar la igualdad de acceso a la administraciOn, la autoridad deberá asegurar 
mecanismos suficientes y adecuados de acceso gratuito a los medios eiectrónicos o permitir 
ci uso altemativo de otros procedimientos. 

Que el üitimo inciso del artIculo 159 del CPACA, determina que las entidades y Organos que 
conforman ci sector central de las administraciones del nivel territorial, están representadas 
por el respectivo gobernador o aicalde distrital o municipal. En los procesos originados en la 
actividad de los órganos de control del nivel territorial, la representación judicial 
corresponderá al respectivo personero o contralor. 

Que el iuitimo inciso del artIculo 160 del CPACA seflala que los abogados vinculados a las 
entidades püblicas pueden representarias en los procesos contencioso-administrativos 
mediante poder otorgado en la forma ordinaria, o mediante deiegacion general o particular 
efectuada en acto administrativo. 

Que ci artIculo 186 del CPACA dispone que "todas las actuaciones judiciales susceptibies de 
surtirse en forma escrita deberán realizarse a través de las tecnologIas de la inlormaciOn y las 
comunicaciones, siempre y cuando en su envIo y recepción se garantice su autenticidad, 
integridad, conservación y posterior consulta, de conformidad con la icy". 

Que de conformidad con lo seflalado en ci artIculo 197 del CPACA, las entidades püblicas 
de todos los niveles, que actüen ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, deben tener 
un buzón de correo electrónico exclusivamente para recibir notificaciones. 

Que la anterior disposición es concordante con lo previsto en ci artIculo 103 del Codigo 
General del Proceso - Ley 1564 de 2012, en adelante CGP, al determinar que en todas las 
actuaciones judiciales deberá procurarse el uso de las tecnologIas de la información y las 
comunicaciones en la gestión y trámite de los procesos judiciaies, con ci fin de faciiitar y 
agilizar ci acceso a iajusticia, asI como ampliar su cobertura. 

Que conforme lo estabiece el numeral 13 del artIcuio 2.2.22.2.1 del Decreto Nacional 1083 
de 2015, modificado por ci Decreto Nacional 1499 de 2017 dentro de las poilticas de gestión 
y desempeflo institucionai se encuentra la defensa j uridica. 
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Que el artIculo 17 del Acuerdo Distrital 257 de 2006, faculta a las autoridades administrativas 
del Distrito Capital para delegar el ejercicio de sus funciones a sus colaboradores o a otras 
autoridades con funciones afines o complementarias, de conformidad con la Constitución 
PolItica y la ley, especialmente con la Ley 489 de 1998. 

Que el artIculo 1 del Acuerdo Distrital 638 de 2016 creó el Sector Administrativo Gestión 
Juridica integrado por la Secretarla Juridica Distrital como una entidad del Sector Central, 
con autonomIa administrativa y fmanciera. 

Que el Decreto Distrital 323 de 2016 modificado por el Decreto Distrital 798 de 2019 y por 
el Decreto Distrital 136 de 2020, estableció la estructura organizacional y funciones generales 
de la Secretarla Juridica Distrital. 

Que conlorme con el artIculo 2 del Decreto Distrital 323 de 2016, modificado por el artIculo 
1 del Decreto Distrital 798 de 2019 la Secretarla Juridica Distrital se constituye como el ente 
rector en todos los asuntosjuridicos del Distrito Capital y tiene por objeto formular, orientar, 
coordinar y dirigir la gestión jurIdica de Bogota D.C.; asI como la definición, adopción, 
coordinación y ejecución de polIticas en materia de gestion judicial y representaciOn judicial 
y extrajudicial, entre otras. Por consiguiente, es necesario articular y orientar el ejercicio de 
la representación judicial y extrajudicial a la actual organización administrativa. 

Que el numeral 4 del artIculo 3 del referido Decreto Distrital 323 de 2016, establece en cabeza 
de la Secretarla Juridica Distrital el ejercicio del poder preferente a nivel central, 
descentralizado y local en los casos que la Administración lo determine. 

Que el artIculo 90 del Decreto Distrital 430 de 2018 "Por el cual se adopta el Modelo de 
Gestión Juridica Püblica del Distrito Capital y se dictan otras disposiciones" establece 
competencias especiales a cargo de la Secretarla Juridica Distrital, para ejercer el poder 
preferente a nivel central, descentralizado y local en los casos en que asI lo determine. 
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Que todas la entidades y organismos distritales del sector central, dentro de su estructura, 
cuentan con una dependencia que, entre otras funciones, se encarga de la representación 
judicial y extrajudicial de la respectiva entidad. 

Que es necesario reducir los trámites asociados a la suscripción de poderes generales, 
favoreciendo la celeridad y la economla procesal que demandan los trámites ante la 
jurisdicción. AsI como armonizar las delegaciones otorgadas a los jefes juridicos de las 
entidades en los Decretos Distritales de funciones de éstas, con el Decreto Distrital que 
concentra las reglas de la actividad litigiosa del Distrito. 

Que se requiere incorporar reglas generales en relación con las acciones tutelas, mej orar las 
delegaciones especiales en cabeza de las entidades del sector central y en general, impartir 
lineamientos que actualicen, orienten, unifiquen, articulen y fortalezcan la gestion judicial y 
extrajudicial, de acuerdo con los principios de la función administrativa y con los objetivos 
trazados por el Modelo Integrado de Planeación y Gestión. 

En mérito de lo expuesto, 

DECRETA: 

CAPTULO I 

REPRESENTACION JUDICIAL Y EXTRAJUDICIAL DE LAS ENTIDADES DE 
LA ADMINISTRACION DISTRITAL 

ArtIculo 1°.- Representación judicial y extrajudicial del sector central de la 
administración Distrital. Delegase a los Jefes y/o Directores de las Oficinas o direcciones 
JurIdicas y/o Subsecretarios JurIdicos de las entidades y organismos distritales del sector 
central la representación judicial y extrajudicial de Bogota, Distrito Capital, en relación con 
sus respectivos organismos, para todos aquellos procesos, acciones de tutela, diligencias, yb 
actuaciones judiciales, extrajudiciales o administrativas que se adelanten con ocasión de los 
actos, hechos, omisiones u operaciones que realicen, en que participen o que se relacionen 
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con asuntos inherentes a cada uno de ellos, conforme a su objeto, misionalidad y funciones; 
con las facultades, limitaciones y reglas previstas en ci artIculo 50  de este decreto. 

Parágrafo. En los casos en que la entidad cuente con más de una dependencia con funciones 
jurIdicas, la delegaciOn recae en aquella que, atendiendo a su estructura intema, desempefle 
la función de representación judicial y extrajudicial. 

ArtIculo 2°.- Representación judicial y extrajudicial del sector descentralizado de la 
administración Distrital. Las entidades del sector descentralizado conforme su naturaleza, 
se representan a sj mismas en to judicial y extrajudicial a través de sus representantes legates 
y conforme los actos de delegación internos. En armonia con las disposiciones y 
orientaciones contenidas en este Decreto se deberá garantizar la coordinación estratégica de 
la gestion judicial y extrajudicial con el sector central de la administración. 

Parágrafo. Cuando en un mismo proceso o actuación se vincule genéricamente al Distrito 
Capital, la Alcaidla Mayor de Bogota, y/o el/la Alcalde/sa Mayor de Bogota y a una entidad 
descentralizada, la entidad cabeza del sector central al que esta pertenezca, atenderá, en 
coordinación con la entidad descentralizada, la representación judicial y extrajudicial del 
sector central de la administración Distrital, sin perjuicio de las disposiciones contenidas en 
los artIculos 8° y 9° de este Decreto. 

ArtIculo 3°.- Representación judicial y extrajudicial de los órganos de control del orden 
distrital. Los órganos de control del orden distrital ejercerán su representación judicial y 
extrajudicial de conformidad con 10 previsto en los artIculos 104, 105 y 118 del Decreto Ley 
1421 de 1993 y los artIculos 159 y 160 del CPACA, o de las normas que los sustituyan. 

Paragrafo. Los procesosjudiciales que se adelanten contra los órganos de control distritaies, 
en los cuales se disponga la vincuiación de Bogota, Distrito Capital, la representaciónjudicial 
y extrajudicial del sector central de la administración, seth ejercida por la Dirección Distrital 
de Gestión Judicial de la SecretarIa Juridica Distrital, con las facultades previstas en ci 
artIculo 5 de este Decreto y en coordinación con ci ente de control. 
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Articulo 40•.. Representación judicial y extrajudicial del Concejo de Bogota. En los 
procesos judiciales y extrajudiciales, trámites administrativos que se deriven de los actos, 
hechos, omisiones u operaciones que expida, realice o en que incurra o participe ci Concejo 
de Bogota, D.C., como corporaciOn, la representaciOn judicial y extrajudicial Ic corresponde 
a la Dirección Distrital de Gestión Judicial de la Secretarla Juridica Distrital, conforme las 
siguientes reglas: 

4.1. La Oficina Asesora Juridica del Concejo de Bogota, con ci fin de iograr una adecuada 
gestión judicial, deberá coordinar los aspectos jurIdicos y misionales requeridos, con 
la Dirección Distrital de Gestión Judicial de la Secretarla Juridica Distrital. Conforme lo 
dispuesto por ci sub numeral 4 del numeral IV del Capftulo 1 del Acuerdo Distrital 492 de 
2012, en concordancia con ci artIculo 10 del Decreto Distrital 323 de 2016, modificado por 
ci Decreto Distrital 798 de 2019. 

4.2. Con ci objeto de garantizar la imparcialidad en la defensa de los actos administrativos 
expedidos por ci Concejo de Bogota, en los cuales se pueda prcsentar una conflicto de 
intereses en razón a la posición contradictoria de la administración pübiica frentc al 
respectivo acto, ci Concejo de Bogota cuando lo considere oportuno, podrá asumir 
directamente la defensa judicial, para lo cual la Dirección Distrital de Gestión Judicial 
otorgará ci respectivo poder al Director Juridico del Concejo de Bogota o a quien determine 
la mesa dircctiva de esta corporación. 

ArtIculo 5°.-. Facultades inherentes a la representación judicial y extrajudicial. La 
represdntación judicial y extrajudicial que mediante ci presente Decreto se delega, 
comprende las siguientes facultades: 

5.1. Actuar, transigir, conciliar judicial y extrajudicialmente, desistir, intcrponcr recursos, 
participar en la práctica de los mcdios de prueba o contradicción y en general todo lo 
relacionado con las actuaciones a que hubiere iugar para ci cumplimiento del mandato y la 
defensa de los intereses de la cntidad, en nombre de Bogota, Distrito Capital. 

5.2. Atender, en nombre de Bogota, Distrito Capital, los rcquerimientos judiciales o de 
autoridad administrativa, relacionados con las funcioncs inhcrcntes a la respectiva cntidad. 

CarreraBNo. 10'65 
C6digoPot: iIiTtl 
TO.: 3813000 
www.bgco 
lno: Lfnea 195 

231 0460-FT-078 Version 01 

*11~* 
BoGoTI 



LI 
Continuación del Decreto N°. 089 	DE r2 4 Mith 2021 Pág. 7 de 22 

"Por medio del cual se establecen lineamientos para el ejercicio de la representación 
judicial y extrajudicial de Bogota D.C., y se efecthan unas delegaciones" 

5.3. Constituir apoderados generales y especiales con las facultades de ley, para la atención 
de los procesos, diligencias y/o actuaciones, judiciales, extrajudiciales o administrativas de 
su competencia, conforme a lo dispuesto en el presente decreto. El poder deberá ajustarse a 
los parámetros de identidad corporativa fijados en el artIculo 22 de este Decreto. 

5.4. Iniciar las acciones j udiciales y actuaciones administrativas que fueren procedentes para 
la defensa de los intereses de Bogota, Distrito Capital. Esta facultad podrá ejercerse respecto 
de los actos que la entidad haya proferido, o respecto de asuntos asignados, sin perjuicio de 
la facultad de la Secretarla JurIdica Distrital para iniciar o intervenir en nombre y en defensa 
de los intereses de Bogota, Distrito Capital, en las acciones judiciales contra leyes, decretos 
y/o actos de autoridades administrativas del orden nacional. 

5.5. Atender directamente las solicitudes de informes juramentados, conforme al 
artIculo 217 del CPACA, 195 del CGP y demás normas procesales concordantes, o aquellas 
que las sustituyan. 

5.6. Adoptar todas las medidas necesarias para dar cumplimiento a las providencias 
judiciales y decisiones extrajudiciales y administrativas, en las cuales resulte condenada u 
obligada directamente la respectiva entidad, de conformidad con las disposiciones especiales 
fijadas por el/la Alcalde/sa mayor. 

Parágrafo. Los delegatarios ejercerán estas facultades conforme a la normatividad aplicable 
y en observancia de las polIticas y competencias de los Comités de Conciliación de las 
entidades, procedimientos internos y las directrices que imparta la Secretaria JurIdica 
Distrital. 

ArtIculo 6. Representación del Distrito Capital en audiencias o requerimientos 
judiciales y extrajudiciales. El/la Alcalde/sa Mayor, designará mediante acto 
administrativo los servidores püblicos que tendrán la facultad de comparecer en su nombre 
y representación ante los Despachos Judiciales o autoridades administrativas, cuando 
además del respectivo apoderado, se requiera su presencia expresa como representante legal 
del Distrito Capital. 
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El acto administrativo que realice la designación deberá indicar de manera expresa las 
facultades con que el/los designado/s concurre/n a la instancia judicial o extrajudicial y 
cumpliendo los requisitos del artIculolO de la Ley 489 de 1998 y demás normas 
concordantes. 

En los casos donde sea un requisito legal deberán aportar la autorización del Comité de 
ConciliaciOn de la respectiva entidad. 

Articulo 70•  Reglas para la representación judicial en acciones de tutela. Cada 
organismo integrado o vinculado a una acción de tutela, debe responder directamente ante 
el despacho judicial por los hechos, peticiones y derechos fundamentales presuntamente 
vulnerados y aperturas de incidentes de desacato. Para tal efecto se deberán atender las 
siguientes reglas: 

7.1. Cuando la respectiva entidad se notifique de una acción de tutela, o tenga conocimiento 
de esta y advierta que la respuesta, o informe de tutela debe ser emitido por otra entidad del 
sector central que no está vinculada, o que no ha sido inlormada, deberá advertirlo 
inmediatamente a través del buzón de notificaciones a la Secretarla JurIdica Distrital, quien 
se encargará de realizar el traslado para su integración al trámite. 

7.2. En caso de que varias entidades sean vinculadas o integradas por la Secretarla Juridica 
Distrital a una acción de tutela, los informes y respuestas que se alleguen al despacho judicial 
de conocimiento deberán versar sobre los argumentos de defensa, pronunciarse frente a los 
hechos, derechos y pretensiones en relación con la misionalidad de la respectiva entidad, 
evitando seflalar a otra entidad como responsable de la vulneración del derecho. 

7.3. Cuando una acciOn de tutela vincule genéricamente a el/la Alcalde/sa Mayor de Bogota 
D.C., o el Distrito Capital de Bogota. La Dirección Distrital de Gestión Judicial de la 
Secretarla JurIdica Distrital determinará las entidades del sector central que, conforme a la 
relación misional con los hechos y peticiones, deberán pronunciarse ante el despacho 
judicial. 
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7.4. Las acciones de tutela que vinculen a la Secretarla JurIdica Distrital, como representante 
del/la Alcalde/sa Mayor de Bogota, D.C., o a! Distrito Capital de Bogota serán remitidas a 
las entidades y organismos a los que corresponda la defensa de los intereses del Distrito 
Capital conforme con su misionalidad y competencias. 

7.5. La apertura de incidentes de desacato deberá ser atendido por la entidad condenada o 
involucrada mediante acto administrativo en el cumplimiento. En el caso de que este se inicie 
de manera genérica en contra de Bogota Distrito Capital yio el/la Alcalde/sa Mayor de la 
Ciudad, este será direccionado a la entidad responsable del cumplimiento en consideración 
de lo previsto en el inciso segundo del artIculo 53 del Decreto Ley 1421 de 1993, 
exceptuando los que sean considerados asuntos de alta importancia, los cuales serán 
atendidos por la Dirección Distrital de GestiOn Judicial de la Secretaria JurIdica Distrital. 

Parágrafo. Cuando se presenten las situaciones descritas en los numerales 7.3 y 7.4 del 
presente artIculo, la Dirección Distrital de Gestión Judicial de la Secretarla JurIdica Distrital, 
comunicará al Despacho Judicial que el/la Alcalde/sa Mayor de la Ciudad de Bogota, como 
maxima autoridad de la administración distrital, ejerce sus atribuciones por medio de los 
organismos y entidades creados por el Concejo de Bogota y que corresponde a las entidades 
a las cuales se les ha dado traslado de la tutela, ejercer la defensa del Distrito Capital. 

CAPITULO II 

DELEGACIONES SECTORIALES 

SECTOR GESTION JURIDICA 

ArtIculo 8°.- Poder preferente de la Secretarla JurIdica Distrital. La Secretarla Juridica 
Distrital podrá ejercer, en aquellos asuntos de alta relevancia o importancia estratégica para 
Bogota D.C., el poder preferente establecido en el artIculo 9 numeral 9.5 del Decreto Distrital 
430 de 2018, con lo cual asumirá la representación judicial del nivel central, descentralizado 
o local con el objeto de centralizar la defensa judicial y extrajudicial del Distrito Capital, en 
los procesos que se tramiten ante cualquier jurisdicción y en cualquier estado del proceso. 
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En ejercicio de estas facultades la Secretaria Juridica Distrital también podrá asumir la 
representación judicial para interponer nuevas acciones judiciales y constituirse como 
vIctima o como parte civil en procesos penales. 

Parágrafo 1. Para ci efecto, la respectiva entidad le otorgará poder especial al abogado que 
designe la Secretarla Juridica Distrital y será otorgado de conformidad con las facultades 
especiales previstas en ci numeral 5.3. del artIculo 5 de este decreto y las demás normas 
procesales aplicables. 

Parágrafo 2. De conformidad con lo previsto en ci articulo 131 del Acuerdo Distrital 761 
de 2020, la responsabilidad contingente del proceso cuya representación es asumida por la 
Secretaria Juridica Distrital, recaerá sobre las entidades demandadas que están siendo 
representadas por ésta. 

Asi mismo, la entidad o entidades distritales que han sido desplazadas en la defensa judicial 
por la Secretaria Juridica Distrital asumirán los gastos, costas, honorarios, agencias en 
derecho y demás erogaciones que se generen como consecuencia del proceso judicial. 

En ci caso de encontrarse vinculadas varias entidades del sector central yio descentralizado, 
se podran suscribir convenios interadministrativos para designar un mismo apoderado, aunar 
esfuerzos financieros y estabiecer parámetros especificos frente a la defensa técnica. 

Parágrafo 3. La entidad distrital qüe ha sido despiazada en la defensa judicial de que trata 
ci presente artIculo deberá continuar haciendo ci seguimiento y acompafiamiento a las 
actuaciones adelantadas por la Secretaria Juridica Distrital y podrá hacer recomendaciones 
sobre el proceso, para lo cual podrá acceder a toda la información que se requiera para ci 
efecto. AsI mismo la respectiva entidad deberá prestar de forma eficaz y eficiente toda la 
información e insumos que requiera la Secretaria Juridica Distrital para ejercer la defensa 
judicial. 

ArtIculo 9°.-. Delegaciones especiales en la Dirección Distrital de Gestión Judicial de la 
Secretaria Juridica Distrital. Delegase en el/ia Director/a Distrital de Gestión Judicial de 
la Secretaria Juridica Distrital la representación judicial y extrajudicial de Bogota, Distrito 
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Capital, con las facultades previstas en el artIculo 5 del presente decreto, respecto de los 
siguientes asuntos: 

9.1. En los procesos, diligencias y actuaciones iniciadas contra el/la Alcalde/sa Mayor de 
Bogota, Distrito Capital, que, por razones de importancia jurIdica, económica, social, 
ambiental, de seguridad, cultural, o de conveniencia, se estime procedente. 

9.2. En las acciones populares y de grupo que se adelanten contra Bogota, Distrito Capital, 
y/o entidad del sector central, que se hubieren notificado con posterioridad al 1 de agosto de 
2005. 

9.3. En los procesos para el levantamiento de fuero sindical que deba adelantar Bogota, 
Distrito Capital, y/o cualquier entidad del sector central. 

9.4. En los procesos judiciales y mecanismos alternativos de soluciOn de conflictos, 
notificados con anterioridad al 31 de diciembre de 2001, en los que se vinculó al Distrito 
Capital, las SecretarIas de Despacho, los Departamentos Administrativos, la Unidad 
Administrativa Especial de Servicios Páblicos (antes UESP), las Localidades, los Alcaldes 
Locales, las Juntas Administradoras Locales yio los Fondos de Desarrollo Local. 

9.5. En los medios de control o mecanismos alternativos de solución de conflictos en contra 
o donde se dispuso la vinculación de la Secretarla de Obras Püblicas - SOP, hasta su 
transformación. 

9.7. En los medios de control contra leyes, decretos y/o actos de autoridades administrativas 
del orden nacional, en defensa de los intereses de Bogota, Distrito Capital. 

9.8. En los medios de control iniciados contra los decretos distritales expedidos por el/la 
Alcalde/sa del Distrito Capital de Bogota, D.C. 

9.9. En la coordinación con la Agencia Nacional de Defensa Juridica del Estado para la 
eventual solicitud y trámite del concepto de controversias jurIdicas del que trata el numeral 
7 del artIculo 112 del CPACA, modificado por el articulo 19 la Ley 2080 de 2021. 
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Parágrafo 1. Corresponde a cada una de las entidades y organismos distritales que están 
siendo representados por la Secretaria JurIdica Distrital, proporcionar los antecedentes 
administrativos necesarios para la adecuada gestión judicial, asf como apoyar la defensa 
técnica cuando asI lo requiera la Dirección Distrital de GestiOn Judicial. 

Para el ejercicio de la delegacion efectuada en el numeral 9.2, corresponde a la Secretarla 
Distrital de Gobierno a través de la respectiva alcaldIa local coordinar, centralizar y presentar 
de manera unificada la información del sector de las localidades, cuyas dependencias son 
mencionadas en el articulo 110  del presente Decreto. 

Paragrafo 2. Cuando en un mismo medio de control se acumulen pretensiones de nulidad 
simple y de nulidad y restablecimiento del derecho en contra de un acto administrativo de 
carácter general que disponga la modificación de planta de personal de las entidades del 
Sector Central y del acto administrativo de carácter particular de desvinculación, ejecución 
o cumplimiento, la representación judicial será ejercida por la respectiva entidad. 

ArtIculo 10°.-Facultades especiales delegadas en la Dirección Distrital de Gestión 
Judicial de la SecretarIa JurIdica Distrital. Delegase en el/la Director/a Distrital de 
Gestión Judicial de la Secretarla JurIdica Distrital, las siguientes facultades: 

10.1. Notificarse personalmente de autos admisorios de demandas o del inicio de acciones 
judiciales o extrajudiciales y de actos proferidos en actuaciones administrativas iniciadas 
contra Bogota, Distrito Capital, y/o cualquiera de sus Secretarlas de Despacho, 
Departamentos Administrativos, Unidades Administrativas Especiales sin personerla 
jurIdica, Localidades, AlcaldIas Locales, Juntas Administradoras Locales o Fondos de 
Desarrollo Local, o contra el Concejo Bogota. 

10.2. Otorgar poderes y/o designar apoderados especiales, comparecer directamente en los 
asuntos y reclamar ante las entidades u organismos correspondientes, la entrega de tItulos 
judiciales a favor del Distrito Capital. 
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10.3. Comparecer directamente o a través de apoderado en las circunstancias previstas en 
los artIculos 8 y9 del presente decreto y las que sean de competencia de la Secretarla JurIdica 
Distrital. 

10.4. Determinar la entidad del sector central de la Administración Distrital que atenderá la 
representación legal en lo judicial y extrajudicial de Bogota, Distrito Capital, cuando en un 
mismo proceso o actuación se vincule a más de una entidad Distrital, o cuando se demande 
genéricamente al Distrito Capital, la Alcaidla Mayor de Bogota, y/o el/la Alcalde/sa Mayor 
de Bogota y el asunto no esté previsto en el artIculo 9 del presente decreto. 

10.5. Conformar Comités de Coordinación Interinstitucional para el desarrollo de la defensa 
judicial o extrajudicial de la Adniinistración Distrital. En aquellos procesos que requieran 
un alto nivel de coordinación. 

10.6. Conformar Comités de Coordinación Interinstitucional para el cumplimiento de 
sentencias o decisiones j udiciales o extrajudiciales, que involucren a más de una entidad del 
nivel central, entidad descentralizada o localidad de la Administración Distrital, cuyos 
mandatos requieran un despliegue de actuaciones que correspondan a entidades del Distrito, 
aun cuando no hubieren sido expresamente estabiecidos a su cargo. 

Parágrafo. Los Comités de los que trata el presente artIculo también podrán ser 
conformados por solicitud de las entidades distritales, a través de escrito donde se 
fundamente su necesidad. Dicha solicitud será evaluada por la Dirección Distrital de Gestión 
Judicial de la Secretarla Juridica Distrital. 

SECTOR GOBIERNO 

Articulo 11°.-Delegaci6n especial de la representación judicial y extrajudicial en la 
Secretarla Distrital de Gobierno. Delegase en ci Jefe de la Dirección JurIdica de la 
Secretarla Distrital de Gobierno la representaciónjudicial y extrajudicial de Bogota, Distrito 
Capital, con las facuitades previstas en el artIculo 5 de este decreto. En relación con todos 
aquellos procesos, diligencias y/o actuaciones, judiciales, extrajudiciales o administrativas 
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que se adelanten con ocasión de los actos, hechos, omisiones u operaciones que expidan o 
realicen las AlcaldIas Locales, las Juntas Administradoras Locales, los Fondos de Desarrollo 
Local y las Inspecciones de Policla. 

Parágrafo. Se exceptian de esta asignaciOn, los procesos relacionados en el numeral 9.4 del 
articulo 9 de este decreto. 

Articulo 12°.- Delegación especial de la representación judicial y extrajudicial en el 
Departamento Administrativo de la DefensorIa del Espacio Püblico-DADEP. Delegase 
en el/la Jefe de la Oficina Asesora JurIdica del DADEP, con las facultades previstas en ci 
articulo 5 de este decreto, la representación legal en lo judicial y extrajudicial de Bogota, 
Distrito Capital, en lo que se refiere a la defensa y saneamiento de los bienes inmuebles que 
conforman el patrimonio inmobiliario Distrital, incluidos los procesos necesarios para la 
defensa, custodia, preservación y recuperación de los bienes del espacio püblico del Distrito 
Capital, iniciados con posterioridad al 1 de enero de 2002. 

Parágrafo 1. ExceptCiense de esta delegacion las acciones judiciales que deban iniciarse 
como consecuencia de la adquisicion de inmuebles por via de expropiaciOn, conforme a lo 
dispuesto en el articulo 2 del Decreto Distrital 61 de 2005, o la norma que lo modifique. 

Parágrafo 2. La presente delegacion no comprende la asunción de las cargas u obligaciones 
a cargo del inmueble, relacionadas con pagos pendientes o deudas de este, las cuaies son 
responsabilidad de las entidades disiritales a las que se les haya entregado la administraciOn 
del respectivo inmueble. 

SECTOR HACIENDA 

Articulo 13°.-Delegaciones especiales de la representación judicial y extrajudicial en la 
SecretarIa Distrital de Hacienda. Delegase en el/la Directorala JurIdico/a de la Secretaria 
Distrital de Hacienda la representación judicial y extrajudicial de Bogota, Distrito Capital, 
con las facultades previstas en el articulo 5 de este decreto, en las siguientes materias: 
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13.1. En la presentación de reclamaciones ante entidades financieras püblicas o privadas, o 
de cualquier otra Indole, relativas a recaudos por concepto de impuestos distritales o ingresos 
no tributarios. 

13.2. En los procesos judiciales en materia fiscal y tributaria. 

13.3. En los procesos, diligencias y actuaciones que se adelanten con ocasión de los procesos 
concursales - Acuerdos de reestructuración, Regimen de Insolvencia Empresarial, 
Insolvencia de Persona Natural No Comerciante y Liquidación Administrativa, en los cuales 
las entidades de la Administración Central del Distrito Capital y del sector de las Localidades 
tengan interés, exceptuando las liquidaciones voluntarias. 

Los entes distritales cumplirán con los requerimientos de las autoridades judiciales y 
admiriistrativas en procura de la defensa de los intereses de su entidad. Para efecto de atender 
dichos requerimientos, deberán cumplir con los lineamientos que expidan la Secretarla 
Distrital de Hacienda y la Secretarla JurIdica Distrital. 

13.4. En los asuntos de carácter administrativos relativos a temas de administración de 
personal, acciones contractuales, entre otros, de las entidades liquidadas o en procesos de 
liquidación que deben ser atendidos y resueltos por la Secretarla Distrital de Hacienda. Lo 
anterior sin perjuicio de las facultades especiales previstas en el numeral 14.2 artIculo 14 de 
este decreto. 

ArtIculo 14°.- Delegaciones especiales en el Fondo de Prestaciones Económicas, 
CesantIas y Pensiones -FONCEP. Delegase en el Jefe de la Oficina Asesora JurIdica del 
FONCEP la representación legal en lo judicial y extrajudicial de Bogota, Distrito Capital, 
con las facultades previstas en el articulo 5 de este decreto, en las siguientes materias: 

14.1. En los procesos del Fondo de Pensiones Püblicas de Bogota, D.C., Fondo de Ahorro 
y Vivienda Distrital -FAVIDI (ahora FONCEP), relacionados con el reconocimiento y pago 
de las pensiones legal, convencional, sanción, indexación, asI como los demás procesos que 
se refieran a dichas pensiones. 
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14.2. En los procesos de los entes liquidados Caja de Prevision Social Distrital -CPSD, 
Empresa Distrital de Transporte Urbano -EDTU, Centro Distrital de Sistematización y 
Servicios Técnicos —SISE, Empresa Distrital de Servicios Püblicos -EDIS, Fondo de 
Educación y Seguridad Vial -FONDATT y de la SecretarIa de Obras PUblicas -SOP, 
relacionados con pensiones legal, convencional, sanción y otras obligaciones pensionales. 

Parágrafo. El FONCEP asumirá y pagará las condenas judiciales ordenadas por las 
diferentes instancias judiciales, derivadas de las entidades liquidadas o suprimidas en 
materia pensional con cargo al Fondo de Pensiones Püblicas de Bogota, D.C., efecto para el 
cual debe liquidar las condenas a que haya lugar y expedir la resolución de cumplimiento y 
pago de estas, con cargo al Fondo de Pensiones Püblicas de Bogota, D.C. 

De la misma manera, las costas que se decreten en providencias judiciales en las cuales la 
condena principal se refiere a los derechos antes referidos, se pagarán con cargo a los Fondos 
de Pasivos de las entidades liquidadas o suprimidas. 

SECTOR MOVILIDAD 

ArtIculo 15°.- Delegación especial de la representación legal en lo judicial y 
extrajudicial en la Secretarla Distrital de Movilidad. Delegase en el/la Director/a de 
Representación Judicial de la SecretarIa Distrital de Movilidad la representaciOn judicial y 
extrajudicial, de Bogota, Distrito Capital, con las facultades previstas en el artIculo 5 de este 
decreto, para iniciar los procesos judiciales o mecanismos altemativos de solución de 
conflictos derivados de asuntos del resorte exclusivo de la suprimida Secretarla de Tránsito 
y Transporte, y del liquidado Fondo de Educación y Seguridad Vial -FONDATT, en los 
cuales tenga interés Bogota, Distrito Capital. 

De la misma forma, asumirá la representación judicial de los procesos activos contra el 
FONDATT iniciados a partir del 1 de enero de 2012. Lo anterior sin perjuicio de las 
facultades especiales previstas en el numeral 14.2 artIculo 14 de este decreto. 

CAPITULO III 
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DE LAS NOTIFICACIONES 

ArtIculo 16°.- Dirección para notificaciones judiciales, extrajudiciales y 
administrativas. La dirección oficial para notificaciones de autos admisorios, inicio de 
actuaciones extrajudiciales o administrativas, en los que Bogota, Distrito Capital o el/la 
Alcalde/sa Mayor sea sujeto procesal, corresponde a la sede administrativa donde funcione 
la Dirección Distrital de Gestión Judicial de la Secretaria JurIdica Distrital. 

En consecuencia, las entidades del sector central deberán abstenerse de notificarse en sus 
respectivas sedes administrativas de las referidas actuaciones en representación de Bogota, 
Distrito Capital. 

Paragrafo. Se exceptüan de la aplicación de este artIculo y pueden ser recibidas 
directamente ya sea de manera fisica o a través de mensajes de datos, las notificaciones que 
se describen a continuación. 

La admisión de acciones de tutela. 
La admisión de acciones de repetición. 
La apertura de querellas contra una entidad determinada. 
La apertura de actuaciones administrativas que involucre a una entidad especIfica. 

ArtIculo 170.- Dirección para notificaciones electrónicas en lo judicial y 
extrajudicial. La dirección electrónica oficial para la notificación de autos admisorios de 
demanda y citaciones a audiencia de conciliación extrajudicial de Bogota Distrito Capital, 
es ci buzón de correo electrónico notificacionesiudiciales(isecretariaiuridica.gov.co  

Parágrafo 1. Corresponde a la Dirección Distrital de GestiOn Judicial de la Secretarla 
Juridica Distrital administrar el buzón electrónico seflalado en el presente artIculo. AsI como 
remitir los mensajes de datos contentivos de las notificaciones de autos admisorios de 
demandas a las entidades que conforme con criterios fijados en el presente decreto deban 
ejercer la representación en lo judicial y extrajudicial. La remisión deberá ilevarse a cabo 
máximo al dIa siguiente de su recibo. Para la contabilización de los términos sefialados en la 
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ley se deberá tener en cuenta la fecha en la que el Despacho Judicial remitió la notificación 
en el buzón expresamente seflalado en este artIculo. 

Parágrafo 2. Todas las entidades deben contar con una dirección electrónica para recibir ci 
traslado de las notificaciones judiciales, en los términos seflalados en las Circulares 
Nos. 086 de 2012, 028 de 2013 y 51 de 2015 de la Secretarla General de la AlcaldIa Mayor 
de Bogota, D.C., o las que las sustituyan o modifiquen. En caso de generarse cambio de 
dominio o dirección electrónica, deberá informarse de manera inmediata a la DirecciOn 
Distrital de GestiOn Judicial de la Secretarla JurIdica Distrital. 

Articulo 18°.- Radicación en ci Sistema de Información de Procesos judiciales. Surtida 
la notificación de un auto admisorio de demanda, del inicio de actuaciones, extrajudiciales 
o administrativas, corresponde a la Dirección Distrital de Gestión Judicial de la Secretarla 
Juridica Distrital realizar la radicación en el Sistema de Información de Procesos Judiciales, 
para posteriormente ser aceptada y actualizada por parte de la entidad competente para 
ejercer la representación en lo judicial o extrajudicial del Distrito Capital. 

Parágrafo. Las acciones de tutela y de cumplimiento deberán radicarse y controlarse 
judiciatmente de manera directa por las entidades y organismos distritales de todos los 
niveles y sectores. 

CAPITULO LV 

COORDINACION INTERADMINISTRATIVA 

ArtIculo 19°.- Conflictos o controversias entre organismos y/o entidades 
distritales. Cuando se presenten conflictos o controversias juridicas, administrativas o 
económicas entre organismos y/o entidades distritales, éstas antes de iniciar cualquier acción 
judicial, extrajudicial, o administrativa, deberán solicitar la intervención de la Secretaria 
Juridica Distrital, para que a través de una negociaciOn interadministrativa se procure un 
acuerdo voiuntario que ponga fin a la controversia, procurando evitar que las entidades 
acudan a lajurisdicción. 
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Corresponde a la Subsecretarla JurIdica Distrital de la Secretarla Juridica Distrital, dirigir la 
negociación, para lo cual establecerá los lineamientos intemos para adelantar la intervenciOn, 
determinará la concurrencia de las dependencias que conforme a la temática deban apoyar 
la intervención, segin lo previsto en el numeral 13 del artIculo 9 del Decreto Distrital 323 
de 2016 modificado por el artIculo 7 del Decreto Distrital 798 de 2019 y en concordancia 
con el numeral 9.3 del artIculo 9 del Decreto Distrital 430 de 2018. 

19.1. Se deberá Ilevar un registro del niimero de mediaciones realizadas, indicando como 
mInimo los siguientes aspectos: entidades participantes, naturaleza de la controversia, 
problema j uridico, resultado de la intervención. 

19.2. En los casos en que se identifiquen causas reiterativas, la Subsecretaria JurIdica 
Distrital, establecerá lineamientos o polIticas distritales, sectoriales o temáticas para evitar 
que se presenten nuevas intervenciones susceptibles de ser llevadas a la jurisdicción. 

19.3. La naturaleza de la intervención realizada por la Secretaria JurIdica Distrital es una 
buena práctica de carácter administrativo que no suspende términos de caducidad ni 
constituye un requisito de procedibilidad fij ado por la ley. 

ArtIculo 200. Representación judicial y extrajudicial en caso de traslado de 
competencias. En los casos en que se presente un traslado de competencias funcionales 
entre entidades del sector central, o entre una entidad del sector central y una del sector 
descentralizado, la representación judicial y extrajudicial en los procesos y actuaciones que 
se encuentren en trámite, asi como en aquellos que se inicien con posterioridad, será asuniida 
por la entidad en cabeza de la cual quedaron fijadas las competencias funcionales y 
misionales que se relacionen con el objeto del proceso. 

En todo caso, las entidades interesadas deberán adoptar las medidas necesarias para 
garantizar que la defensa de los intereses del Distrito Capital no se yea afectada o 
interrumpida. La transferencia documental se deberá realizar con sujeción a las normas 
archivIsticas vigentes. Adicionalmente, se deberá actualizar la totalidad del proceso en el 
Sistema de Procesos Judiciales 
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Articulo 21°.-Actuaciones en acciones populares entre particulares. Corresponde a cada 
entidad atender las acciones populares entre particulares en las que conforme su 
misionalidad y competencia deban concurrir ante los Jueces Civiles del Circuito como 
entidad encargada de proteger ci derecho o el interés colectivo afectado por un particular. 
Lo anterior en los términos del ültimo inciso del artIculo 21 de la Ley 472 de 1998 o aquellas 
que la modifiquen o droguen. 

En el caso de que en el auto de apertura o medida cautelar se vincule a la entidad de la 
administración distrital con la calidad de demandada. Esta deberá recurrir la decision y alegar 
falta de jurisdicción conforme lo previsto en el artIculo 104 de la Ley 1437 de 2011 o aquelias 
que la sustituyan. 

ArtIculo 22°.- Identidad corporativa de Bogota, Distrito Capital, en materia de 
representación judicial y extrajudicial. En el cuerpo de todas las intervenciones 
procesales, de las entidades del sector central deberá señalarse al respectivo Despacho 
Judicial que se está obrando en nombre de "BOGOTA, DISTRITO CAPITAL", y seguido 
entre guiones ci nombre de la respectiva entidad distrital. Cuando se esté representando a 
más de una entidad, solo se deberá seflalar "BOGOTA, DISTRITO CAPITAL- SECTOR 
CENTRAL". 

Todas las entidades distritales deberán incorporar en el encabezado o margen superior del 
cuerpo de los poderes que se otorguen, ci escudo de la ciudad de Bogota y la expresión 
"Bogota, D.C.". Cuando se otorgue poder para asistir a audiencia de conciliación o de pacto 
de cumplimiento, deberá dejarse expresa constancia que el apoderado queda facuitado para 
conciliar o presentar proyecto de pacto de cumpiimiento en nombre de "Bogota, Distrito 
Capital". 

ArtIculo 23°.- Buenas prácticas y lineamientos para ci ejercicio de los apoderados del 
Distrito Capital. Los abogados que representen al Distrito Capital de Bogota, D.C., deberán 
observar los siguientes lineamientos: 
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23.1. Cuando en un proceso se encuentren vinculadas varlas entidades distritales, deberá 
V 

promover la defensa estratégica de la âdminisia4ion distrital, coordinado con los sectores 
administrativos estrategias conjuntas;  

23.2. Debe conocer los sistemas de información y las herramientas disponibles por la 
administración distrital queacilitan la obtención de inlormación relacionada con la defensa 
judicial y extrajudicial del Distrito Capital. Wsi como mantener actualizada la inlormación 
de los procesos a su cargo. 

Parágrafo: Corresponde a los Jefes y/o Directores de las Oficinas Asesoras JurIdicas yb 
Subsecretarios Juridicos de las entidades y organismos distritales del sector central, en 
coordinación con las dependencias de contratación de la respectiva entidad, verificar que los 
abogados externos que sean contratados para defender los intereses de la administración 
distrital, no se encuentren asesorando o adelantando procesosjudiciales en contra del Distrito 
Capital, y mantener dicha probibiciOn durante la vigencia del contrato, conforme al 
parágrafo del artIculo 45 del Decreto Distrital 430 de 2018. 
Articulo 24°.- Coordinación del Sistema de procesos judiciales. La Dirección Distrital de 
Gestión Judicial de la Secretarla Juridica Distrital, tendrá a su cargo la coordinación general 
e interinstitucional del Sistema de Procesos Judiciales. 

Corresponde a los Jefes y/o Directores de las Oficinas Asesoras JurIdicas o Subsecretarios 
Juridicos de las entidades de todos los niveles y sectores, garantizar la actualizaciOn oportuna 
de la información. 

ArtIculo 25°- Cobro de costas judiciales y agencias en derecho. Las entidades Distritales 
deberán realizar el cobro de costas judiciales y agencias en derecho, de manera preferente, a 
través del cobro persuasivo y/o de la jurisdicción coactiva reglamentada en el Decreto 
Distrital 397 de 2011, o el que lo sustituya. 

ArtIculo 26°.- Vigencia y derogatorias. El presente Decreto rige a partir del dIa siguiente a 
la fecha de su publicaciOn y deroga los Decretos Distritales 212 y 270 de 2018. 

PUBLIQUESE, Y CUMPLASE. 
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DadoenBogotá,D.C.,alos ' 	

lu 
CLAUDIA NAYIBE LOPEZ HERNANDEZ 

24 MAR 2021 	 Alcaldesa Mayor 

6Z) 
--

I 

- WILLI IBARDOAM  
Secretario 	'dico Distrita 

ProyectO: Paola Andrea G6mez Vdlez - Abogada - Contratista Direccidn de Gestidn judicial. 
Reviad: Luz Elena Rodriguez Quimbayo - Directora de GestiOn judicial. 	I 

Paulo Andrds Rincdn Garay - Asesor -Subsecretaria Juridica fr(, 
AprobO: Ivan David Marquez Castelblanco - Subsecretario Juridico Distrital 
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*20211183805151* 
Al contestar por favor cite: 

Radicado No.: 20211183805151 
Fecha: 17-11-2021 

 
 

Señores 
JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

E.                                                  S.                                                                           D. 
 

PROCESO: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 

DERECHO 

DEMANDANTE: FABIO RAMOS PEREZ, GLORIA ANGELA 

LIZARAZO Y OTROS 

DEMANDADO: NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

NACIONAL- FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO-

(FOMAG) 

RADICADO:   11001333501420190053700 

ASUNTO: CONTESTACIÓN DE DEMANDA. 

 

KAREN ELIANA RUEDA AGREDO identificada con cédula de ciudadanía número 

1.018.443.763 de Bogotá y portadora de la Tarjeta Profesional 260125 del Consejo Superior de 

la Judicatura, actuando en nombre y representación de la NACION- MINISTERIO DE 

EDUCACION, FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO-, conforme al poder de sustitución conferido por el Dr. LUIS ALFREDO 

SANABRIA RIOS actuando en ejercicio de la delegación efectuada por el Dr. GUSTAVO 

FIERRO MAYA, jefe de la oficina asesora jurídica y delegado por la Ministra de Educación para 

la función de otorgar poderes en representación de la misma, a través de la escritura pública No. 

522 del 28 de marzo de 2019, me permito dar contestación a la demanda del presente asunto en 

los siguientes términos: 

A LOS HECHOS 

A continuación, se dará respuesta a cada uno de los hechos relatados por la parte actora dentro 

de la demanda, en los términos siguientes:  

CASO No. 1 

PRIMERO: ES PARCIALMENTE CIERTO. Tal y como consta  en la documental obrante 

en el expediente 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

SEGUNDO: NO ME CONSTA: Me atengo a lo que se pruebe en el trascurso del proceso y 

a los documentos obrantes en el expediente.  

TERCERO: ES PARCIALMENTE CIERTO. Tal y como consta  en la documental obrante 

en el expediente, únicamente en lo que respecta a la presentación de la solicitud.  

CUARTO: ES PARCIALMENTE CIERTO. Tal y como consta  en la documental obrante 

en el expediente. 

QUINTO: ES PARCIALMENTE CIERTO. Tal y como consta  en la documental obrante 

en el expediente. 

CASO No. 2 

PRIMERO: ES PARCIALMENTE CIERTO. Tal y como consta  en la documental obrante 

en el expediente 

SEGUNDO: NO ME CONSTA: Me atengo a lo que se pruebe en el trascurso del proceso y 

a los documentos obrantes en el expediente.  

TERCERO: ES PARCIALMENTE CIERTO. Tal y como consta  en la documental obrante 

en el expediente, únicamente en lo que respecta a la presentación de la solicitud. 

CUARTO: ES PARCIALMENTE CIERTO. Tal y como consta  en la documental obrante 

en el expediente. 

QUINTO: NO ME CONSTA: Me atengo a lo que se pruebe en el trascurso del proceso y a 

los documentos obrantes en el expediente.  

CASO No. 3 

PRIMERO: ES PARCIALMENTE CIERTO. Tal y como consta  en la documental obrante 

en el expediente 

SEGUNDO: NO ME CONSTA: Me atengo a lo que se pruebe en el trascurso del proceso y 

a los documentos obrantes en el expediente.  

TERCERO: ES PARCIALMENTE CIERTO. Tal y como consta  en la documental obrante 

en el expediente, únicamente en lo que respecta a la presentación de la solicitud.  

CUARTO: ES PARCIALMENTE CIERTO. Tal y como consta  en la documental obrante 

en el expediente. 

QUINTO: ES PARCIALMENTE CIERTO. Tal y como consta  en la documental obrante 

en el expediente. 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

CASO No. 4 

PRIMERO: ES PARCIALMENTE CIERTO. Tal y como consta  en la documental obrante 

en el expediente 

SEGUNDO: NO ME CONSTA: Me atengo a lo que se pruebe en el trascurso del proceso y 

a los documentos obrantes en el expediente.  

TERCERO: ES PARCIALMENTE CIERTO. Tal y como consta  en la documental obrante 

en el expediente, únicamente en lo que respecta a la presentación de la solicitud.  

CUARTO: ES PARCIALMENTE CIERTO. Tal y como consta  en la documental obrante 

en el expediente. 

QUINTO: ES PARCIALMENTE CIERTO. Tal y como consta  en la documental obrante 

en el expediente. 

CASO No. 5 

PRIMERO: ES PARCIALMENTE CIERTO. Tal y como consta  en la documental obrante 

en el expediente 

SEGUNDO: NO ME CONSTA: Me atengo a lo que se pruebe en el trascurso del proceso y 

a los documentos obrantes en el expediente.  

TERCERO: ES PARCIALMENTE CIERTO. Tal y como consta  en la documental obrante 

en el expediente, únicamente en lo que respecta a la presentación de la solicitud. 

CUARTO: ES PARCIALMENTE CIERTO. Tal y como consta  en la documental obrante 

en el expediente. 

QUINTO: ES PARCIALMENTE CIERTO. Tal y como consta  en la documental obrante 

en el expediente. 

A LAS PRETENSIONES 

DECLARATIVAS 

 

PRIMERA: ME OPONGO. A que se declare la existencia y posterior nulidad de acto ficto 

sobre las peticiones de fechas 29 de mayo de 2019, 10 de junio de 2019, 26 de junio de 2019, 20 

de junio de 2019 y 8 de julio de 2019, toda vez que no se tiene prueba de configuración de los 

mismos 

 

SEGUNDA: ME OPONGO. A que se declare la nulidad del oficio No. 20191091582741 de 

fecha 11 de julio de 2019, 20191091796921 de fecha 12 de agosto de 2019, 20191092040421 de 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

fecha 4 de septiembre de 2019 y 20191091787791 de fecha 9 de agosto de 2019  toda vez que se 

otorgó respuesta a la solicitud. 

 

CONDENATORIAS 

 

PRIMERA: ME OPONGO. A que se condene a la NACION – MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO, a lo siguiente. 

 Al reconocimiento y pago de la prima de mitad de año teniendo en cuenta que no existe 

fundamento factico dentro del escrito de la demanda que permita inferir la ausencia de 

pago o reconocimiento de la misma. 

 

SEGUNDA: ME OPONGO. A que a título de nulidad y restablecimiento de derecho se 

ordene a NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- (FOMAG)  a 

reconocer de manera adicional el valor de reajuste el índice de variación de precios del 

consumidor. 

 

TERCERA: ME OPONGO. A la pretensión condenatoria por concepto de costas en contra 

de la NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO, esto por cuanto la entidad demandada ha actuado en buena 

fe, y no se puede condenar bajo supuestos objetivos 

 

FUNDAMENTOS DE LA DEFENSA 

 

INEPTITUD DE LA DEMANDA POR FALTA DE INTEGRACIÓN DE 

LITISCONSORTE NECESARIO 

 

En el presente caso no se integró en debida forma el contradictorio en tanto que no se demandó 

a la Secretaría de educacion de Cundinamarca, entidad territorial encargada de la expedición y 

notificación del acto administrativo y sobre quien recae la responsabilidad como entidad 

nominadora 

 

Respecto de la integración del contradictorio, el artículo 61 de la ley 1564 de 2012 señaló:  

 

“Cuando el proceso verse sobre relaciones o actos jurídicos respecto de los cuales, por su naturaleza o por 

disposición legal, haya de resolverse de manera uniforme y no sea posible decidir de mérito sin la 

comparecencia de las personas que sean sujetos de tales relaciones o que intervinieron en d ichos actos, la 

demanda deberá formularse por todas o dirigirse contra todas; si no se hiciere así, el juez, en el auto que 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

admite la demanda, ordenará notificar y dar traslado de esta a quienes falten para integrar el 

contradictorio, en la forma y con el término de comparecencia dispuestos para el demandado.  

 

En caso de no haberse ordenado el traslado al admitirse la demanda, el juez dispondrá la citación 

de las mencionadas personas, de oficio o a petición de parte, mientras no se haya dictado 

sentencia de primera instancia, y concederá a los citados el mismo término para que 

comparezcan. El proceso se suspenderá durante dicho término (…)” (Subraya no hace parte del 

texto original) 

Sobre el particular, el H. Consejo de Estado indicó: 

 

“(…) Las partes que participan en la composición de un litigio, como demandante y demandado, pueden 

estar conformadas por una sola persona en cada caso o por el contrario pueden converger a integrarlas, 

una pluralidad de sujetos, evento en el cual se está en presencia de lo que  la ley y la doctrina han 

denominado un litisconsorcio. Dicha figura consagrada en nuestra legislación procesal puede ser de tres 

clases atendiendo a la naturaleza y número de relaciones jurídicas que intervengan en el proceso estas son, 

litisconsorcio necesario, cuasinecesario y voluntario o facultativo. Respecto de la figura del litisconsorcio 

necesario, el cual corresponde analizar en este caso, se presenta cuando existe pluralidad de sujetos en 

calidad demandante (litisconsorcio por activa) o demandado (litisconsorcio por pasiva) que están 

vinculados por una única “relación jurídico sustancial”. En este caso y por expreso mandato de la ley, es 

indispensable la presencia dentro del litigio de todos y cada uno de ellos, para que el proceso pueda 

desarrollarse, pues cualquier decisión que se tome dentro de este puede perjudicar o beneficiarlos a todos. 

(…) La vinculación de quienes conforman el litisconsorcio necesario puede hacerse dentro de la demanda, 

bien obrando como demandante o bien llamando como demandados a todos quienes lo integran y, en el 

evento en que el juez omita citarlos, debe declararse la nulidad de lo actuado desde el auto admisorio de 

la demanda. Si esto no ocurre, el juez de oficio o por solicitud de parte podrá vincularlos en el auto 

admisorio de la demanda o en cualquier tiempo antes de la sentencia de primera instancia, otorgándoles 

un término para que comparezcan, esto con el fin de lograr su vinculación al proceso para que tengan la 

oportunidad de asumir la defensa de sus intereses dado que la sentencia los puede afectar. (…)  (Subraya 

y negrita no hacen parte del texto original) 

 

Quiere decir lo anterior que todas las partes en las que pueda llegar a tener incidencia el proceso 

deben ser citadas dentro de la litis para integrar el contradictorio, con el objeto que se garantice 

el derecho de defensa y contradicción de las partes intervinientes previo a emitir una sentencia 

de fondo. Todo ello con el objeto de que evitar cualquier vicio que puede representar una nulidad 

dentro del procesos. 

 

DEL RECONOCIMIENTO DE LA PRIMA DE MITAD DE AÑO 

A la expedición del acto legislativo 001 de 2005 se abrió la posibilidad de obtener más de trece 

mesadas pensionales, previéndose una salvedad, que en todo caso se encuentra limitada a una 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

causación temporal, es decir, a que la persona perciba una pensión igual o inferior a tres (3) 

salarios mínimos legales mensuales vigentes y que la misma se causa antes del 31 de julio de 

2011. (953 del 13 de noviembre de 2014) 

Así, es claro que el reconocimiento de la prima de mitad de año que solicita el demandante 

solamente opera para aquellos pensionados que hayan causado su derecho antes de la entrada 

en vigencia del citado acto legislativo o en su defecto, a aquellos reconocimientos posteriores, 

siempre y cuando el beneficiario de dicha prestación perciba menos de tres salarios mínimos por 

mesada pensional. 

Frente a la materia, el Consejo de estado en el concepto del año 2007 fue claro a la hora de 

señalar que sin importar la clase de vinculación ni el régimen que lo cobije, a los docentes se les 

aplica la reforma constitucional tal y como fue concebida por el legislador, sobre el particular 

expresó: 

“Los docentes del sector oficial, nacionales, nacionalizados y territoriales, que causen el 

derecho a la pensión de jubilación o vejez a partir del 25 de julio del 2005, fecha de 

entrada en vigencia del Acto Legislativo No. 1 del 2005, no tienen derecho a la mesada 

pensional adicional del mes de junio de que tratan el artículo 142 de la ley 100 de 1993 y 

la ley 238 de 1995. Se exceptúan los docentes que causen el derecho a la pensión antes 

del 31 de julio del 2011, si su mesada pensional es igual o inferior a tres salarios mínimos 

legales vigentes, según lo establece el parágrafo transitorio 6º del artículo 1º del Acto 

Legislativo en mención” 

V. EXCEPCIONES DE MERITO 

LEGALIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS ATACADOS DE NULIDAD 

Los actos Administrativos emitidos por la entidad se encuentran ajustados a derecho, se profirió 

en estricto seguimiento de las normas legales vigentes ya aplicables al caso de la demandante, sin 

que se encuentre viciado de nulidad alguna. 

COBRO DE LO NO DEBIDO 

El artículo 3º de la Ley 33 de 1985 modificado por el artículo 1º de la Ley 62 del mismo año, 

señaló que las pensiones de los empleados oficiales serían liquidadas “sobre los que hayan servido 

de base para calcular los aportes”, para tal efecto enlistó los factores que debían ser incluidos al 

momento de fijar el monto para liquidar la pensión de jubilación entre los que se encuentra: 

“asignación básica; gastos de representación; prima técnica; dominicales y feriados; horas extras; 

bonificación por servicios prestados; y trabajo suplementario o realizado en jornada nocturna o 

en días de descanso obligatorio”. 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

En el presente caso, los factores salariales que alega la parte demandante no se encuentran 

previstos en el artículo 3 de la ley 33 de 1985, por lo que la entidad al reconocer el derecho 

pensional se ajustó a derecho, sin que sea procedente el cobro de la misma para incluirla en una 

reliquidación pensional. 

BUENA FE 

Tal como se especificó en la resolución mediante la cual se reconoció la prestación, esta se expido 

a favor del demandante. De igual manera actúa de buena fe la entidad, cuando es respetuoso de 

la legislación existente en materia de pensiones, con base en nuestro ordenamiento 

Constitucional y Procedimental aplicando a cada caso en particular la legislación vigente para así 

satisfacer las necesidades de todos los asegurados, salvaguardando el patrimonio público.  

PRESCRIPCION 

Sin que implique reconocimiento de los hechos y pretensiones aducidos por la demandante, se 

propone esta excepción correspondiente a cualquier derecho que se hubiere causado en favor 

del mismo y que de acuerdo con las normas quedará cobijado por el fenómeno de la prescripción, 

indicando que la misma consiste en la formalización de una situación de hecho por el paso del 

tiempo, lo que produce la adquisición o la extinción de una obligación. Esto quiere decir que el 

derecho a desarrollar una determinada acción puede extinguirse cuando pasa una cierta cantidad 

de tiempo y se produce la prescripción. 

Por su parte el artículo 151 de Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, Decreto-

Ley 2158 DE 1948, dispone: 

ARTICULO 151. PRESCRIPCION. Las acciones que emanen de las leyes sociales prescribirán en 

tres años, que se contarán desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible. El simple reclamo 

escrito del trabajador, recibido por el {empleador}, sobre un derecho o prestación debidamente 

determinado, interrumpirá la prescripción, pero sólo por un lapso igual.  

Por su parte el CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA, sostuvo:  

“… 

En este orden de ideas, si bien en virtud del artículo 53 de la Constitución Política14 los beneficios 

laborales mínimos de los trabajadores comportan carácter irrenunciable, el legislador ha previsto la 

prescripción extintiva de esos derechos, fundamentalmente con el propósito constitucional de salvaguardar 

la seguridad jurídica en relación con litigios que han de ventilarse ante los jueces frente a la inactividad 

del servidor de reclamar su pago oportunamente. Por lo tanto, para que opere el fenómeno prescriptivo se 

requiere que transcurra el interregno preestablecido durante el cual no se hayan realizado las 

correspondientes solicitudes…” 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

GENERICA 

Solicito a su Señoría que, si en el transcurso del trámite procesal resultan probados hechos que 

configuren una excepción previa, sea declarada de oficio al momento de proferir fallo, tal y como 

lo prevé el numeral 6° del artículo 180 de la Ley 1437 de 2011.  

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

Invoco como normas aplicables a la presente contestación, la Ley 91 de 1989, Por la cual se crea 

el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio; la Ley 244 de 1995;  La Ley 1071 de 

2006; El artículo 151 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, Decreto-Ley 2158 

DE 1948. 

PRUEBAS 

Solicitamos se tengan con pruebas las aportadas en debido tiempo al plenario.  

ANEXOS 

Poder conferido a mi favor, junto con la representación Legal 

NOTIFICACIONES 

La entidad demandada recibe notificaciones en la Fiduciaria la Previsora S.A., ubicada en la Calle 

72 No. 10-03 Bogotá, y al correo electrónico t_krueda@fiduprevisora.com.co.  

Cordialmente,  
 

 
KAREN ELIANA RUEDA AGREDO 
C.C. 1.018.443.763 de Bogotá 
T.P. 260.125 del C.S. de la Judicatura 

 

 

 

 

 
“Defensoría del Consumidor Financiero: Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity en la ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 

/ 6108164, Fax: Ext. 500. E-mail: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada continua”. 
Las funciones del Defensor del Consumidor son: Dar trámite a las quejas contra las entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros 
ante la institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u 

oficina de atención al público de la entidad, asimismo tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule recomendaciones y propuestas en aquellos 
aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del Consumidor no se exige 
ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio 

(dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App “Defensoría del Consumidor 
Financiero" disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store. 
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   MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
       POLICÍA NACIONAL 
       SECRETARIA GENERAL 
 
 
Señor Juez  
JAVIER LEONARDO ORJUELA ECHANDIA 
Juzgado Catorce (14) Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá 
Sección Segunda  
E.  S.  D.  
 
Proceso No. 11001333501420200019800 
Demandante JOSE ANDRES MONROY LOZANO 
Demandado NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL 
Medio de control NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
Asunto CONTESTACIÓN DEMANDA 

 
 
MARÍA MARGARITA BERNATE GUTIERREZ, identificada con la cédula de ciudadanía 
número 1.075.213.373 de Neiva (Huila) y Tarjeta Profesional de Abogado Número 192.012 
del Consejo Superior de la Judicatura, apoderado de la NACIÓN - MINISTERIO DE 
DEFENSA - POLICÍA NACIONAL, de acuerdo al poder que se adjunta, me permito 
contestar la demanda en los siguientes términos: 

 
 

I. A LOS HECHOS DE LA DEMANDA 
 
PRIMERO: Sobre el ingreso como patrullero del señor José Andrés Monroy Lozano, es 
cierto. 
 
SEGUNDO: Sobre las funciones que desempeño en la escuela de investigación, me atengo 
a lo que se demuestre en el proceso. 
 
TERCERO AL QUINTO: Sobre el procedimiento disciplinario adelantado que inicio  desde 
la indagación preliminar No. P-DIPON-2019-241, la presunta vulneración de la Ley en su 
artículo 153, el análisis subjetivo que realiza el apoderado de la parte actora sobre la 
finalidad de la investigación disciplinaria, el decreto de pruebas, la presunta vulneración del 
debido proceso y su no conformidad con que la investigación hubiera dado curso solo con 
el informe del Comandante, en este caso, el elaborado por el señor Subintendente JAIME 
ARTURO LENACHEROS PEREZ, no son hechos, son situaciones que hacen parte del 
procedimiento adelantado dentro del proceso disciplinario DIPON-2019-154, donde se hace 
un análisis subjetivo, que no aportan en absoluto a la verdad procesal, ni a la certeza de la 
verdad absoluta, habiendo tenido todas las garantías que dentro del debido proceso se le 
pudieron otorgar, los actos administrativos de contenido disciplinario, fueron emitidos con 
la justa y correcta motivación, por la autoridad competente, con apego a las normas 
constitucionales y legales que para el caso en concreto nos ocupa y sin ningún tipo de 
desviación de poder, garantizando de esta manera el derecho de defensa al disciplinado 
investigado, con total apego al contenido del artículo 29 constitucional del debido proceso, 
así como el principio de la doble instancia, asegurándose su estudio de su caso ante el 
superior jerárquico, que para el caso era el inspector delegado especial para asuntos 
disciplinarios de la Policía Metropolitana de Bogotá D.C. (MEBOG). 
 
Ahora bien, es importante señalar cual fue la ilicitud del comportamiento cometido por el 
Hoy demandante, situación que se consignó en el Fallo Disciplinario de primera instancia, 
de la siguiente manera: 
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QUINTO: Sobre la apertura de la indagación preliminar y la apertura del proceso 
disciplinario, que, según el demandante, se realizó sin haberse respetado el material 
probatorio y sin el cierre de la etapa probatoria, no son hechos, son aseveraciones 
subjetivas y personales del abogado de confianza de la parte actora lo cual tendrá que 
probar en plenario si pretende que la salgan avante sus pretensiones, pues nótese señor 
Juez que se respetaron todas las garantías que dentro del debido proceso se le pudieron 
otorgar, garantizando de esta manera el derecho de defensa al disciplinado investigado, 
con total apego al contenido del artículo 29 constitucional del debido proceso. 
 
SEXTO: sobe la conducta adecuada a leve, no es un hecho, es un análisis subjetivo que 
realiza el apoderado de la parte actora a través de su abogado de confianza, sobre la 
adecuación de la conducta que sería más favorable para su defendido, situación que tendrá 
que ser demostrada en el plenario, pues recordemos que el procedimiento fue ajustado a 
la falta disciplinaria cometida, esto es la contenida en el artículo 4 de la Ley 1015 de 2006, 
“Régimen Disciplinario de la Policía Nacional”. 
 
SEPTIMO: sobre la conducta tipificada al señor Patrullero JOSE ANDRES MONROY 
LOZANO, a título doloso y la credibilidad según el apoderado de la prueba esto es a lo 
manifestado por el Jaime Arturo Lancheros Pérez, no es un hecho, son manifestaciones 
subjetivas realizadas por la parte actora, lo cual tendrá que probar en plenario si pretende 
que la salgan avante sus pretensiones, pues nótese señor Juez! que como ya se indicó con 
anterioridad, se respetaron todas las garantías que dentro del debido proceso se le pudieron 
otorgar, garantizando de esta manera el derecho de defensa al disciplinado investigado, 
con total apego al contenido del artículo 29 constitucional del debido proceso. 
 
De otro lado, se indica que el señor JOSE ANDRES MONROY LOZANO, fue un policía 
excepcional, pues el comportamiento realizado por este, fue contrario a derecho, 
desconociendo el deber funcional que le asiste a los servidores públicos de la Policía 
Nacional, en relación con el servicio.  
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Se concluye de esta manera que al señor Patrullero ® JOSE ANDRES MONROY LOZANO, 
se le garantizó el debido proceso, resolviéndose en los términos establecidos los recursos 
presentados por la defensa y dejando constancia de ello en las audiencias, por escrito y en 
audios. 
 
Su señoría el apoderado de la parte demandante sin establecer ninguna vía de hecho 
probada, pretende acudir a la jurisdicción contencioso administrativa en busca de 
una tercera instancia, sin ningún fundamento y sin establecer ninguna causal de nulidad 
de los actos administrativos, de las cuales no se probarán, en cuanto el acto administrativo 
de contenido disciplinario fue expedido con plena legalidad.  
 
 

II. A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 
 
II. I. PRINCIPALES – LOS ACTOS DEMANDADOS 
 
 
PRIMERA y SEGUNDA: Que se declare la nulidad de los actos administrativos – 1 fallo 
administrativo de Primera Instancia de fecha 29 de agosto de 2019 y fallo de segunda 
Instancia de fecha 25 de octubre de 2019; al igual que la Resolución No. 05412 del 29 de 
noviembre del año 2019, la cual ejecutó la sanción impuesta en el fallo de primera y 
segunda instancia. 
 
TERCERA y CUARTA: Que, como consecuencia de lo anterior, se ordene la nulidad de la 
Resolución No. 05412 del 29 de noviembre del año 2019, de la misma manera ordenar el 
reintegro al mismo cargo y grado a ordo de igual, superior o de similar categoría; que se dé 
cumplimiento a lo establecido en los términos del artículo 195 de la Ley 1437 de 2011. 
 
QUINTO: Que se declare que la NACION – MINSITERIO DE DEFENSA NACIONAL – 
POLICIA NACIONAL, es administrativa y patrimonialmente responsable de la destitución y 
aplicación del retiro. 
 
SEXTO: que se reconozcan las siguientes sumas: 
 
PERJUICIOS MORALES 
 
1. Victima directa JOSE ANDRES MONRY LOZANO, la suma de 100 SMMLV. 
 
PERJUICIOS MATERIALES (LUCRO CESANTE) 
 
Lo dejado de percibir desde la fecha que fue desvinculado por el índice inicial incluido el 
25% que ha reconocido el Consejo de Estado, por concepto de primas, cesantías, 
vacaciones y demás que constituyan salario. 
 
Los intereses moratorios. 
 
Que se de cumplimiento a la providencia, en los términos establecidos en el artículo 195 de 
la Ley 1437 de 2011. 
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De las anteriores pretensiones, ME OPONGO, ya que los actos administrativos impugnados 
se estructuraron atendiendo los presupuestos procesales de existencia, validez y eficacia, 
que debe tener todo acto emanado de la administración; además, fueron expedidos por la 
autoridad y los funcionarios competentes, lo que permite afirmar, que las actuaciones no 
fueron desproporcionadas, ni trasgredieron derechos fundamentales ni legales al 
accionante, sino que se observaron las garantías constitucionales, legales y 
jurisprudenciales vigentes para el caso en litigio y por ende, gozan del principio de legalidad. 
 
Además, la destitución del señor Patrullero ® JOSE ANDRES MONROY LOZANO, se 
debió a los fallos disciplinarios los cuales gozan de plena legalidad, respetándose los 
principios del debido proceso, publicidad y derecho a la defensa que debe regir en temas 
disciplinarios; en cumplimiento a la ley 734 de 2002, ley 1015 de 2006, ley 1174 de 2011, 
la Jurisprudencia y la Constitución Política. 
 
 

III. ARGUMENTOS DE DEFENSA 
 
Como se expuso y sustentó en precedencia y se reitera, éste apoderada judicial de la 
NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - POLICÍA NACIONAL, se opone a la 
totalidad de las pretensiones de la demanda, considerando que las mismas no están 
llamadas a prosperar; toda vez, que los fallos disciplinarios proferidos tanto en Primera 
Instancia dentro de la Investigación No. DIPON-2019-154, contra el Patrullero ® FABIAN 
CAMILO ACEVEDO RODRIGUEZ, por los hechos narrados en precedencia, por el que se 
le impuso sanción de destitución e inhabilidad general de Diez (10) años, seguidamente, la 
Segunda Instancia, donde se confirmó la decisión de primera instancia hallando 
responsable DISCIPLINARIAMENTE, decisiones que fueron ejecutadas por el Director 
General de la Policía Nacional, a través de la Resolución No. 05412 del 29 de noviembre 
de 2019,  “Por la cual se ejecuta una sanción impuesta, a un personal de la Policía 
Nacional”, entre ellos al accionante. 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, es preciso indicar, que no existen infracciones a las normas 
en que se fundaron las decisiones disciplinarias, como tampoco expedición irregular de los 
actos impugnados, es por ello y con el fin de esclarecer el asunto, la transparencia y la 
legalidad de los procedimientos, se exponen y sustenta lo siguiente: 
 

1. De la normatividad aplicable - Régimen Especial Policía Nacional: 
 
La Policía Nacional está reglada por un régimen especial que se enmarca desde el artículo 
218 de la Constitución Política de Colombia de 1991, así: 
 

Artículo 218. La ley organizará el cuerpo de Policía. La Policía Nacional es un 
cuerpo armado permanente de naturaleza civil, a cargo de la Nación, cuyo fin 
primordial es el mantenimiento de las condiciones necesarias para el ejercicio de 
los derechos y libertades públicas, y para asegurar que los habitantes de Colombia 
convivan en paz. 
 
La ley determinará su régimen de carrera, prestacional y disciplinario. 
(Subrayado y negrillas para destacar). 

 
Dentro del presente caso, encontramos que el Patrullero ® JOSE ANDRES MONROY 
LOZANO, en definitiva, infringió el contenido en la Ley 1015 de 2006 “Por medio de la cual 
se expide el Régimen Disciplinario para la Policía Nacional”, artículo 34 FALTAS 
GRAVISIMAS, numeral 14, que establece:  
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Apropiarse, ocultar, desaparecer o destruir bienes, elementos, documentos o 
pertenencias de la Institución, de los superiores, subalternos, compañeros o 
particulares, con intención de causar daño u obtener beneficio propio o de un tercero. 

 
Siendo preciso recordar, que las normas reguladas del deber funcional a que están ligados 
por régimen especial de sujeción los miembros de la Fuerza Pública, se encuentran en 
citada norma artículo 25, el cual establece que “…La disciplina es una de las 
condiciones esenciales para el funcionamiento de la Institución Policial e implica la 
observancia de las disposiciones Constitucionales, legales y reglamentarias que 
consagran el deber profesional” ;además, en el artículo 26 ibídem, indica que del 
mantenimiento de la disciplina son responsables todos los servidores de la 
Institución. 
 
Es así como la disciplina se mantiene mediante el ejercicio de los derechos y el 
cumplimiento de los deberes, coadyuvando con los demás a conservarla; de igual forma, lo 
expresado por la H. Corte Constitucional en la Sentencia C-948 del 06 de noviembre de 
2002. Magistrado Ponente Dr. ÀLVARO TAFUR GALVIS, en el sentido que el Derecho 
disciplinario pretende garantizar “la obediencia, la disciplina y el comportamiento ético, 
la moralidad y la eficacia de los servidores públicos, con miras a asegurar el buen 
funcionamiento de los servidores a su cargo…”; es decir, lo que buscan las normas 
disciplinarias, es generar conciencia y prevención entre los policiales para que cumplan 
eficientemente con el servicio, so pena de ser objeto de una sanción, además, el hecho de 
estar en un régimen especial implica no solo contar con prerrogativas legales, sino el deber 
de asumir un comportamiento diferente y ejemplarizante a nivel social e institucional, 
enmarcado dentro de los principios constitucionales (Art. 2, 6, 122, CPC). 
 
 
En este sentido la Ley 734 de 2002 “Código Único Disciplinario”, en el artículo 23 indica:   
 

“La falta disciplinaria. Constituye falta disciplinaria, y por lo tanto da lugar a la 
acción e imposición de la sanción correspondiente, la incursión en cualquiera de 
las conductas o comportamientos previstos en este código que conlleve 
incumplimiento de deberes, extralimitación en el ejercicio de derechos y funciones, 
prohibiciones y violación del régimen de inhabilidades, incompatibilidades, 
impedimentos y conflicto de intereses, sin estar amparado por cualquiera de las 
causales de exclusión de responsabilidad contempladas en el artículo 28 del 
presente ordenamiento”.  

 
 
Para el caso de la Policía Nacional, indica la Ley 1015 de 2006: 
 

“Artículo 1º. Titularidad de la potestad disciplinaria. El Estado es el titular de 
la potestad disciplinaria. Sin perjuicio del poder disciplinario preferente de la 
Procuraduría General de la Nación, corresponde a los funcionarios de la Policía 
Nacional con atribución disciplinaria, conocer de las conductas disciplinables de 
los destinatarios de esta ley. 
 
Artículo 2°. Autonomía. La acción disciplinaria es autónoma e independiente de 
las acciones judiciales o administrativas”. 
 
Artículo 14. Finalidad de la sanción disciplinaria. El acatamiento a la ley 
disciplinaria garantiza el cumplimiento de los fines y funciones del Estado, en 
relación con las conductas de los destinatarios de esta ley. 
 
La sanción disciplinaria, por su parte, cumple esencialmente los fines de 
prevención, corrección y de garantía de la buena marcha de la Institución”. 
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Artículo 23. Destinatarios. Son destinatarios de esta ley el personal uniformado 
escalafonado y los Auxiliares de Policía que estén prestando servicio militar en la 
Policía Nacional; aunque se encuentren retirados, siempre que la falta se haya 
cometido en servicio activo”. 

 
Pronunciamientos legales a decidir sin temor a equívocos, que el derecho disciplinario para 
los servidores públicos (Policía Nacional), es complejo en el entendido de que son varias 
las normas involucradas para tomar una decisión, porque hay que tomar el procedimiento 
de la Ley 734 de 2002, modificada por la Ley 1474 de 2011 y la sustancial donde 
encontramos el catálogo de las faltas, la cual es la Ley 1015 de 2006, lo cual 
inevitablemente debe estar en consonancia o apoyado en la Jurisprudencia y la 
Constitución Política de Colombia de 1991, razones por las cuales dentro del caso concreto 
como lo es el proceso disciplinario que se llevó a cabo en contra del demandante, se debe 
precisar que se cumplieron los derechos fundamentales como el debido proceso, la defensa 
y el principio de publicidad, razones por las cuales esta defensa judicial de la demandada, 
asegura que en ningún momento se presentó vulneración alguna a los derechos legales y 
constitucionales del disciplinado. 
 
Aunado a lo anterior, es pertinente manifestar al despacho, que lo pretendido por el 
demandante no tiene vocación de prosperidad; toda vez, que solicita la nulidad de los fallos 
disciplinarios cuando estos se ajustaron a la normatividad vigente, así mismo se cumplieron 
los principios o derechos al debido proceso, al derecho de defensa y principio de publicidad 
de la siguiente manera:  
 
 

1. DEBIDO PROCESO: En el proceso disciplinario llevado en contra del Patrullero 
® JOSE ANDRES MONROY LOZANO, se desarrollaron todas las etapas 
procesales, habiéndose surtido todas las etapas preliminares se inició proceso 
formal y se citó a audiencia verbal al investigado en su momento, siendo 
disciplinado por el Inspector Delegado Especial de la Policía Metropolitana de 
Bogotá en decisión primaria, garantizándosele desde su inicio el debido proceso. 

  
 
2. DERECHO A LA DEFENSA: Desde su inicio y como lo establece el artículo 92 

de la Ley 734 de 2002, el investigado siempre tuvo acceso a la investigación e 
incluso nombró defensa técnica para que lo representara en las actuaciones 
disciplinarias, blindándose de ésta manera referido derecho. 

 
 
3. PRINCIPIO DE PUBLICIDAD: Dentro de este principio los funcionarios con 

competencia disciplinaria para decidir sobre el asunto (Inspector Delegado  e 
Inspector General), comunicaron a los sujetos procesales la práctica de  todas 
las diligencias (pruebas) al señor Patrullero ®   JOSE ANDRES MONROY 
LOZANO y a su abogado, como también todas las etapas procesales que se 
surtieron en el proceso disciplinario como la investigación disciplinaria, el auto 
de citación a la audiencia, los fallos disciplinarios de primera y segunda instancia 
y la Resolución del correctivo disciplinario, de Destitución e inhabilidad entre 
otros. 

 
De lo anterior se desprende, que el proceso disciplinario fue estructurado atendiendo los 
presupuestos procesales de existencia, validez y eficacia procesal que debe tener todo 
pronunciamiento emanado de la administración, tal y como lo ha decantado el H. Consejo 
de Estado, así: 
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“Los presupuestos de existencia, son aquellas exigencias sin las cuales el acto no 
se configura como tal y por ende no surge a la vida jurídica; los presupuestos de 
validez, son aquellas condiciones de un acto existente que determinan que sea 
valorado positivamente por encontrarse ajustado al ordenamiento o, con otras 
palabras, que si el acto es sometido a un juicio de validez, no permiten que le 
sobrevenga una valoración negativa, los presupuestos de eficacia final, son 
aquellos requisitos indispensables para que el acto existente y válido produzca 
finalmente los efectos que estaría llamado a producir”. 

 
Aunado a lo anterior, el comportamiento que generó la Indagación SIJUR-DIPON 2019-154, 
que finalizó con la destitución e inhabilidad del funcionario policial, por comportamientos 
que riñen contra la disciplina, y que se encuentran establecidos en la Ley 1015 del 05 de 
febrero de 2006 “Régimen Disciplinario para la Policía Nacional”, en el catálogo de las faltas 
disciplinaria de los artículos 34 numerales 14, así: 
 
 

Artículo 34. FALTAS GRAVISIMA. Son faltas gravísimas las siguientes: 
 
(…)14. Apropiarse, ocultar, desaparecer o destruir bienes, elementos, documentos 
o pertenencias de la Institución, de los superiores, subalternos, compañeros o 
particulares, con intención de causar daño u obtener beneficio propio o de un tercero. 

 
 
Transgresión a referidos artículos y numerales en los cuales incurrió el funcionario 
institucional en su momento, razón por la cual se le adelantó la investigación preliminar y 
luego la investigación formal, en aras de protegerle y garantizarle los derechos 
fundamentales, legales y jurisprudenciales para éste tipo de actuaciones procesales, sobre 
todo el debido proceso y el de defensa (Art. 92, Ley 734/02), quien fue vencido en juicio y 
responsabilidad con el correctivo disciplinario plurimencionado en precedencia. 
 
Como se ha venido sosteniendo por esta defensa, tenemos que el fallador disciplinario a 
dado cumplimiento a la normatividad vigente y ha realizado sus actuaciones respetando el 
debido proceso, no se puede argumentar por el actor que se presentó incongruencias en el 
fallo de primera instancia, que se le vulneraron derechos fundamentales como el de la 
defensa, para controvertir las pruebas, más cuando de lo allegado al plenario se desvirtúan 
tales manifestaciones. 
 
Así mismo se surtió la segunda instancia, confirmando la decisión del A quo; toda vez, que 
el investigado a través de su abogado apelaron el fallo disciplinario, cumpliéndose con lo 
establecido en la Ley 1015 de 2006, artículo 171, así: 
 

“ARTÍCULO 171. TRÁMITE DE LA SEGUNDA INSTANCIA. El funcionario de 
segunda instancia deberá decidir dentro de los cuarenta y cinco (45) días 
siguientes a la fecha en que hubiere recibido el proceso. Si lo considera necesario, 
decretará pruebas de oficio, en cuyo caso el término para proferir el fallo se 
ampliará hasta en otro tanto. 
 
PARÁGRAFO. El recurso de apelación otorga competencia al funcionario de 
segunda instancia para revisar únicamente los aspectos impugnados y aquellos 
otros que resulten inescindiblemente vinculados al objeto de impugnación”. 

 
Dentro las facultades que tiene el fallador de segunda instancia, está la de evaluar y graduar 
la sanción disciplinaria, basándose en los hechos, las pruebas y defensa presentada por el 
investigado, tal y como ocurrió en el presente caso, donde se confirmó la decisión tomada 
por el fallador de primera instancia, procedimiento que no es arbitrario o irregular, 
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simplemente dicha instancia aplicó la norma respecto a su competencia, sin que ello sea 
violatorio de derechos fundamentales como lo pretende hacer ver la parte activa. 
 
En el proceso disciplinario queda claro, para los falladores de primera y segunda instancia, 
por medio de los cuales se declaró disciplinariamente responsable de los cargos formulados 
al Patrullero ® JOSE ANDRES MONROY LOZANO, imponiéndosele como sanción 
disciplinaria la destitución e inhabilidad por el termino de diez (10) años, por haber incurrido 
en faltas disciplinarias establecidas en la Ley 1015 de 2006, art. 34, numerales 20. 
 
Finalmente, el H. Consejo de Estado ha señalado reiteradamente1, que según el diseño 
Constitucional, la Procuraduría General de la Nación tiene la titularidad de la acción 
disciplinaria lo que no excluye a algunas entidades para ejercer esta función de manera 
directa, pero en ambos casos sometida al control judicial por parte de la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo. No obstante, dicho control no se ejerce de cualquier modo, 
sino que está sujeto a limitaciones y restricciones para que este no se convierta en una 
tercera instancia. Al respecto, me permito relacionar el fallo del 03 de septiembre de 20092 
en la cual se consideró: 
 

“De esta manera la posibilidad de demandar ante la Jurisdicción Contenciosa 
Administrativa las providencias que culminan el proceso disciplinario, no implica 
trasladar, de cualquier manera, a la sede contenciosa administrativa el mismo 
debate agotado ante las autoridades disciplinarias. Dicho de otra manera, el juicio 
que se abre con la acción de nulidad, no es una simple extensión del proceso 
disciplinario, sino que debe ser algo funcionalmente distinto, si es que el legislador 
consagró el debido proceso disciplinario como el lugar en que debe hacerse la 
crítica probatoria y el debate sobre la interrelación de la normatividad aplicable 
como soporte de la sanción, además del principio de la doble instancia, como una 
de las garantías más importantes para ser ejercidas en el interior del proceso. 
 
Bajo esta perspectiva, el control de legalidad y constitucionalidad de los actos de 
la administración, que la Constitución ha confiado a la Jurisdicción Contenciosa 
Administrativa, implica una especial cualificación y depuración del debate, pues 
dicho control no puede convertirse en un nuevo examen de la prueba como si de 
una tercera instancia se tratara. 
 
Decantado que el juzgamiento de los actos de la administración, no puede sustituir 
de cualquier manera el poder preferente de la Procuraduría General de la Nación, 
es menester añadir que ello tampoco implica la intangibilidad de los actos de 
juzgamiento disciplinario, pues ellos están sometidos a la jurisdicción.  
 
(…) 
 
Entonces, en línea de principio puede predicarse que el control que a la 
jurisdicción corresponde sobre los actos de la administración, cuando ésta se 
expresa en ejercicio de la potestad disciplinaria, debe mantenerse al margen de 
erigirse en un nuevo momento para valorar la prueba, salvo que en su decreto y 
práctica se hubiere violado flagrantemente el debido proceso, o que la apreciación 

                                                           
1sentencias proferidas por la Subsección Segunda, Subsección B: i) Número interno 2108-2008, del 7 de abril de 2011, 
actor: José Néstor González Romero, ii) Número interno: 532-2010, del 12 de mayo de 2011, actor: David Turbay Turbay, 
iii) Número interno:2157 de 2005, del 19 de mayo de 2001, actor: Remberto Enrique Corena Silva y, iv) Número interno: 
1460-2009, del 23 de junio de 2011, actor: Miguel Ángel García López. 
 
2 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección “B”. C.P. Dr. Víctor Hernando Alvarado Ardila. Eexpediente  No 
11001032500020050011300. No. Interno: 4980-2005.  Actor Diego Luís Noguera Rodríguez contra la Nación – 
Procuraduría General de la Nación. 
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que de esa prueba hace el órgano disciplinario resulte ser totalmente contra 
evidente, es decir, reñida con el sentido común y alejada de toda razonabilidad. 
Por lo mismo, el control judicial del poder correccional (…) no puede ser el reclamo 
para que se haga una nueva lectura de la prueba que pretenda hacer más aguda 
y de un mayor alcance, pues esa tarea corresponde a las instancias previstas en 
el C.D.U.”. 

 
 
 
 

V. EXCEPCIONES PREVIAS y/o DE FONDO 
 
 

1. ACTOS ADMINISTRATIVOS AJUSTADOS A LA CONSTITUCIÓN, LA LEY Y LA 
JURISPRUDENCIA:  

 
Es de señalar, que los actos administrativos impugnados contenidos en los fallos 
disciplinarios proferidos en Primera y Segunda Instancia dentro de la Investigación radicado 
SIJUR No. DIPON -2019-154, adelantada por la Inspección General – Inspección Delegada 
Regional 1 – Oficina Control Disciplinario Interno del Departamento Policía Cundinamarca, 
iniciada contra del Señor Patrullero ® JOSE ANDRES MONROY LOZANO, a quien se le 
impuso el correctivo disciplinario de destitución e inhabilidad general por  diez (10) años, 
decisión de fondo que fue ejecutada a través de la Resolución No. 05412 del 29 de 
noviembre de 2019 “Por la cual se ejecuta una sanción impuesta, en cumplimiento de un 
fallo disciplinario, y se retira del servicio activo a unos miembros de la Policía Nacional”, 
entre ellos al accionante, firmada por el Director General de la Policía Nacional, último 
procedimiento que no está sujeto a controversia judicial administrativa, se reitera que los 
mismos fueron estructurados atendiendo los presupuestos procesales de existencia, 
validez y eficacia procesal que debe tener todo acto emanado de la administración, tal 
referencia proviene de lo que en su momento dijo el Consejo de Estado - Sala de lo 
Contencioso Administrativo - Sección Tercera - Subsección “C” - Consejero ponente: Dr. 
JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA, Bogotá D.C., ocho (8) de agosto de dos mil 
doce (2012) Radicación número: 54001-23-31-000-1999-00111-01(23358), así: 
 

“Los presupuestos de existencia, son aquellas exigencias sin las cuales el acto 
no se configura como tal y por ende no surge a la vida jurídica; los presupuestos 
de validez, son aquellas condiciones de un acto existente que determinan que 
sea valorado positivamente por encontrarse ajustado al ordenamiento o, con otras 
palabras, que si el acto es sometido a un juicio de validez, no permiten que le 
sobrevenga una valoración negativa, los presupuestos de eficacia final, son 
aquellos requisitos indispensables para que el acto existente y válido produzca 
finalmente los efectos que estaría llamado a producir” 

 
Presupuestos que se configuran en los actos demandados, los cuales fueron expedidos por 
los funcionarios y la autoridad competente de la Policía Nacional, lo que permite afirmar con 
total certeza, que tales actuaciones no fueron desproporcionadas, ni trasgredieron derecho 
fundamental alguno como lo considera el demandante; por el contrario, se observaron las 
garantías constitucionales, legales y jurisprudenciales vigentes para el caso en litigio y por 
ende, gozan de los principios de legalidad y transparencia. 
 
Es importante precisar que con relación a la Resolución No. 05412 de 2019, “Por la cual 
se ejecuta una sanción disciplinaria impuesta a un Personal de la Policía Nacional”, 
es claro, que la  referida actuación constituye actuaciones de trámite, que no deciden 
de forma definitiva ni ponen fin a la actuación, por lo cual, no corresponden a actos 
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administrativos definitivos, en los términos del artículo 43 de la Ley 1437 de 20113, 
sobre el particular, el Consejo de Estado en relación con el carácter de las Actas 
expedidas por las Juntas Asesoras, ha establecido4: 
 

“(...) De conformidad con lo expuesto, para la Sala las anteriores actas no pueden  
ser controvertidas mediante la acción de nulidad y restablecimiento del derecho  ante 
la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, pues, esta, al tenor de lo establecido 
en el artículo 85 del C.C.A., sólo juzga los actos administrativos definitivos, esto es, 
las decisiones administrativas que crean, modifiquen o extinguen directa o 
indirectamente situaciones jurídicas particulares, siendo contrario a lo expuesto en la 
presente controversia donde tales actas contienen únicamente recomendaciones 
proferidas por las Juntas Asesoras, y donde estas no podrán ser modificadas sino 
por el Ministerio de Defensa Nacional o por la respectiva  Junta Asesora, sin que 
sea posible acudir a la Jurisdicción Contenciosa”. 

 
No obstante lo anterior, se subraya que contra el citado acto administrativo no proceden 
los recursos ordinarios en su contra, como bien lo establece la Ley 1437 de 2011 en el 
artículo 75, al señalar que “No habrá recurso contra los actos de carácter general, ni contra 
los de trámite, preparatorios, o DE EJECUCIÓN excepto en los casos previstos en norma 
expresa”. (Negrilla y subrayado para resaltar). 
 
Precepto que fue objeto de pronunciamiento por parte de la Corte Constitucional mediante 
Sentencia T – 923 del 07 de diciembre de 2011, M.P. HUMBERTO ANTONIO SIERRA 
PORTO, en la cual se dispuso lo siguiente: 
 

“Como se ha visto, el artículo 49 del CCA, define como regla general, que no se 
concederán recursos administrativos contra las providencias preparatorias o de 
ejecución; así, pretende el legislador agilizar la toma de las decisiones de las 
autoridades, lo cual hace entender que los actos de trámite y preparatorios, que son 
aquellas actuaciones preliminares que produce  la administración para una posterior 
decisión definitiva sobre el fondo de un asunto, generalmente, no producen efectos 
jurídicos, en relación con los administrados, ni crean, extinguen o modifican sus 
derechos subjetivos personales, reales o de crédito, ni afectan sus intereses jurídicos. 
 
(…) 
 
En efecto, algunas de estas actuaciones de trámite o preparatorias a veces son actos 
de perfección de otras actuaciones, como los conceptos que se emiten sobre la 
legalidad de un decreto o resolución que se pretende dictar; los actos definitivos o 
principales son los actos administrativos que resuelven definitivamente algún asunto 
o actuación administrativa. 
 
(…) 

 
En este sentido el Consejo de Estado ha dicho sobre los anteriores actos que: 
 

“Como es sabido, al lado de los actos administrativos que resuelven 
determinado asunto o actuación de esa índole (administrativo) conocidos como 
actos definitivos, existen los que sirven de medio para que los anteriores se 
pronuncien llamados actos de trámite. Más, en ocasiones los últimos deciden, de 
manera directa o indirecta el fondo de los asuntos o actuaciones, asumiendo el 
carácter de definitiva. 

                                                           
3 Artículo 43. Actos definitivos. Son actos definitivos los que decidan directa o indirectamente el fondo del asunto o hagan imposible continuar la 
actuación. 
 
4 Consejo de Estado, Sentencia del 10 de septiembre de 2009. C.P. Gerardo Arenas Monsalve. Radicación número 25000-23-25-000-2001-01196-01 
(0121-08) 
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De otro lado, es evidente que el control sobre los ACTOS DE EJECUCIÓN, los cuales 
están excluidos de la vía gubernativa deben ser realizados para cumplir un acto 
ejecutoriado y ejecutorio, es decir que por sí mismo permite a la Administración 
hacerlo efectivo conforme a los artículos 64, 65 y 68 del Código Contencioso 
Administrativo, ya sea porque contra el acto definitivo se interpusieron los recursos, 
o porque se decidieron (…). 
 
De lo expuesto anteriormente, estima la Corte que en el asunto sub examine no 
se configura una violación al régimen constitucional del debido proceso dentro 
de la regulación general del procedimiento administrativo, por el hecho de no 
consagrarse un recurso de vía  gubernativa contra cierto tipo de actuaciones 
administrativas, como a las que se contrae la norma acusada, mientras que se 
reconoce como procedente contra otros, puesto que se parte del supuesto según el 
cual  estos operan y deben operar por regla general contra aquellos actos que 
produce la administración y cuyo contenido particular, subjetivo y concreto generan 
efectos específicos hacia los administrados respecto de los cuales éstos pueden 
tener interés. 
 
(…) 
 
En consecuencia, no encuentra la Corte que los apartes demandados de la norma 
que se revisa sean inconstitucionales, ya que los fundamentos o supuestos de 
derecho que tuvo el legislador en cuenta para establecer la improcedencia de 
recursos de vía gubernativa contra los actos de carácter general, de trámite, 
preparatorios o de ejecución, y para limitar la procedencia de aquellos recursos, 
atienden a la necesidad de evitar la parálisis o el retardo, la inoportunidad y la demora 
en la actividad administrativa, que debe estar, salvo excepciones señaladas en la ley, 
en condiciones de decidir en la mayor parte de los asuntos previamente a la 
intervención del administrado o interesado. 
 
(…) 

 
De igual manera, en sede de tutela, la Corte se ha manifestado sobre la naturaleza jurídica 
de los actos de ejecución, y sobre su calificación como tales por parte de la administración, 
es así como en la Sentencia T – 841 de 2009, consideró lo siguiente: 
 

“Aun cuando la administración estime que la naturaleza de su acto es de ejecución, 
lo determinante para establecer si contra él proceden las acciones de ley, es la 
configuración, naturaleza, fines y efectos del mismo, y no la simple voluntad 
exteriorizada de la administración. Por consiguiente, la Corte considera que con 
independencia de cuál sea la naturaleza del acto, no es suficiente para determinar si 
es cuestionable ante la jurisdicción el que la administración considere expresamente 
que no lo es. En este caso, entonces, para definir si es posible cuestionar el acto 
mediante las acciones contenciosas, es necesario verificar cuáles han sido los 
criterios para establecer cuándo un acto es de ejecución”. 
 

Por consiguiente, atendiendo lo establecido por la Honorable Sala, se determina que los 
actos de ejecución se caracterizan por: 
 

 No admitir recursos en vía administrativa, 
 En caso de que causen perjuicio al administrado, éste podrá accionar conforme a 

las reglas de control de los actos administrativos, contenidas en la parte segunda 
del Código Contencioso Administrativo y 

 Su naturaleza dependerá de su configuración, fines y efectos. 
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Aunado a lo expuesto, el Consejo de Estado Sección Segunda en Sentencia del 05 de 
marzo de 2009, se ha manifestado acerca de las características de los actos de ejecución, 
así: 
 

“…Como lo ha señalado esta Corporación, los actos que dan cumplimiento a 
una decisión judicial son actos de ejecución y solamente tendrán control 
jurisdiccional si suprimen o cambian lo ordenado por la providencia judicial, 
por cuanto ello implicaría una nueva decisión y no la mera ejecución”. (Comillas, 
negrillas y subrayados para sobresalir). 

 
Del precepto transcrito se colige claramente que en tratándose de un acto de ejecución, 
no procede recurso alguno como se manifestó con anterioridad, de igual manera, se 
destaca que es improcedente la utilización del medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho, máxime cuando la providencia que originó el correctivo 
disciplinario de destitución contra el señor Patrullero, permanece incólume hasta tanto no 
se declare la nulidad del o los actos administrativos que lo generaron; así mismo, oportuno 
es informar a su Señoría, que la medida administrativa de destitución e inhabilidad, tiene 
como efectos que el personal uniformado sea retirado de la Institución. 
 

2. Excepción genérica: 
 
Solicito al Despacho de manera respetuosa, se decreten de oficio las excepciones que se 
establezcan dentro de este proceso, de conformidad con lo establecido en los artículos 175 
num. 3 y 180 num. 6 de la Ley 1437 de 2011 “Código de Procedimiento Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo”. 
 
 

IV. PRUEBAS 
 
Teniendo en cuenta que, en el presente medio de control, obran las piezas procesales 
correspondientes al expediente administrativo que generó el medio de control que nos 
ocupa, se hace innecesario allegarlos con el fin de evitar duplicidad del mismo; sin embargo, 
en caso de hacerse necesario, esta defensa estará presto a dar cumplimiento a lo que 
ordene el H. Juez de la República. 

 
 
 

V. CONCLUSIÓN 
 

De acuerdo con lo anteriormente expuesto, solicito con todo respeto al Honorable Juez de 
la República, NEGAR las pretensiones de la demanda, ya que si bien el apoderado de la 
parte actora, acusa los actos administrativos impugnados haber sido expedidos con 
desviación de poder y falsa motivación, no se demuestra y se prueba que la investigación 
se haya adelantado con violación de los derechos del procesado; por el contrario, siempre 
se protegieron y garantizaron los derechos fundamentales al debido proceso, a la defensa 
y los principios de publicidad, doble instancia y demás, lo cual está plenamente 
demostrado en las actuaciones de los funcionarios disciplinarias competentes.t 

 
 

VI. PERSONERIA 
 

Solicito al Honorable Juez de la República, por favor reconocerme personería de acuerdo 
al poder otorgado por el señor Secretario General de la Policía Nacional y los anexos que 
lo sustentan. 
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VII. ANEXOS 

 
Me permito adjuntar el poder legalmente conferido por el señor Secretario General de la 
Policía Nacional con sus anexos. 
 
 

VIII. NOTIFICACIONES 
 
 
Se reciben en la Carrera 59 No. 26 – 21 CAN, Dirección General de la Policía Nacional, 
Bogotá DC., correo electrónico decun.notificaciones@policia.gov.co; 
maria.bernateg@correo.policia.gov.co. 

 

 

Atentamente, 

 

 
 
MARIA MARGARITA BERNATE GUTIERREZ 
CC. No. 1.075.213.373 de Neiva  
TP. No. 192.012 del C.S de la J 
 
 
 
 
 
Carrera 59 No. 26 – 51 CAN, Bogotá DC 
Dirección General de la Policía Nacional 
decun.notificacion@policia.gov.co  
 
 No. GP135- 5 No. SA-CER 276952 No. CO – SC6545-5No. SC6545-5
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Señor Juez 
JAVIER LEONARDO ORJUELA ECHANDÍA 
JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. – 
SECCIÓN SEGUNDA 
E.S.D. 
 

RADICADO NO.: 110013335014-2021-00066-00 
DEMANDANTES: NUBIA JANETH GALINDO PATIÑO   
DEMANDADAS: NACIÓN – MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – 
BOGOTÁ D.C.-SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL 
DISTRITO 
 
ASUNTO: Contestación de la Demanda 

 
Señora Juez: 
 
DAVID FELIPE MORALES MARTÍNEZ identificado con Cédula de Ciudadanía No. 
1.018.455.012 de Bogotá y portador de la Tarjeta Profesional No. 307.316 del Consejo 
Superior de la Judicatura obrando en calidad de apoderado de BOGOTÁ D.C.-SECRETARÍA 
DE EDUCACIÓN DEL DISTRITO, estando dentro del término legal, presento contestación 
de la demanda en los siguientes términos:  
 

1. PRETENSIONES 
 

Me opongo a todas las pretensiones porque es la fiduciaria LA PREVISORA S.A. la 
encargada de realizar los pagos de las prestaciones sociales de los afiliados al FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Así mismo, porque el 
artículo 8° de la Ley 91 de 1989 establece el descuento sobre las mesadas adicionales y la 
modificación realizada por la Ley 812 de 2003 en su artículo 81 consiste únicamente en 
modificar el valor de cotización que pasó de 5% a lo establecido en la Ley 100 de 1993 o las 
leyes que la modifiquen. Finalmente, existe una prohibición legal de pagar más de trece (13) 
mesadas pensionales en el año. 
 

2. HECHOS 
   
PRIMERO: Admito el hecho de conformidad con los documentos que reposan en la entidad.  
 
SEGUNDO: No admito este hecho porque es una interpretación normativa de la parte 
demandante. 
 
TERCERO: No admito este hecho porque la entidad realizó los descuentos sobre los factores 
salariales que están contemplados en la Ley.   
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CUARTO: No admito el hecho porque no está el soporte en los documentos entregados por 
la entidad.  
 
QUINTO: No admito el hecho porque no está el soporte en los documentos entregados por 
la entidad.  
 
SEXTO: No admito este hecho porque se refiere a actuaciones de una entidad autónoma a 
la que represento. 
 
SÉPTIMO: No admito este hecho porque se refiere a actuaciones de una entidad autónoma 
a la que represento.   
 

3. FUNDAMENTOS  
 
La oposición a las pretensiones presentadas y las excepciones que se propondrán en el 
siguiente acápite se basan en: 
 

3.1. Régimen Legal de las Prestaciones de los Docentes 
 
El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio se creó mediante lo establecido 
en los artículos 2° y 3° de la Ley 91 de 1989, a su vez, el artículo 5° de esta Ley estableció 
los objetivos de la entidad. 
 

“ARTÍCULO 2. De acuerdo con lo dispuesto por la Ley 43 de 1975, la Nación y las entidades 

territoriales, según el caso, asumirán sus obligaciones prestacionales con el personal 
docente, de la siguiente manera: 
 
(…) 
 
5. Las prestaciones sociales del personal nacional y nacionalizado que se causen a partir del 
momento de la promulgación de la presente Ley, son de cargo de la Nación y serán pagadas 
por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio; pero las entidades 
territoriales, la Caja Nacional de Previsión Social, el Fondo Nacional de Ahorro o las entidades 
que hicieren sus veces, pagarán al Fondo las sumas que resulten adeudar hasta la fecha de 
promulgación de la presente Ley a dicho personal, por concepto de las prestaciones sociales 
no causadas o no exigibles. 
 
ARTÍCULO 3. Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como una 
cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin 
personería jurídica, cuyos recursos serán manejados por una entidad fiduciaria estatal o de 
economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del capital. Para tal efecto, el 
Gobierno Nacional suscribirá el correspondiente contrato (sic) de fiducia mercantil, que 
contendrá las estipulaciones necesarias para el debido cumplimiento de la presente Ley y 
fijará la Comisión que, en desarrollo del mismo, deberá cancelarse a la sociedad fiduciaria, la 
cual será una suma fija, o variable determinada con base en los costos administrativos que 
se generen. La celebración del contrato podrá ser delegada en el Ministro de Educación 
Nacional. 
 
(…) 
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ARTÍCULO 5. El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, tendrá los 
siguientes objetivos: 
  
1. Efectuar el pago de las prestaciones sociales del personal afiliado. 
  
2. Garantizar la prestación de los servicios médico asistenciales, que contratará con entidades 
de acuerdo con instrucciones que imparta el Consejo Directivo del Fondo. 
  
3. Llevar los registro contables y estadísticos necesarios para determinar el estado de los 
aportes y garantizar un estricto control del uso de los recursos y constituir una base de datos 
del personal afiliado, con el fin de cumplir todas las obligaciones que en materia prestacional 
deba atender el Fondo, que además pueda ser utilizable para consolidar la nómina y preparar 
el presupuesto en el Ministerio de Hacienda. 
  
4. Velar para que la Nación cumpla en forma oportuna con los aportes que le corresponden 
e igualmente transfiera los descuentos de los docentes. 
  
5. Velar para que todas las entidades deudoras del Fondo Nacional de Prestaciones del 

Magisterio, cumplan oportunamente con el pago de sus obligaciones. (…)”  
 

3.2. Sistema Pensional en Colombia 
 

3.2.1. Afiliación a Salud de los Pensionados 
 
La Ley 4ª de 1966 “por la cual se provee de nuevos recursos a la Caja Nacional de Previsión 
Social, se reajustan las pensiones de jubilación e invalidez y se dictan otras disposiciones”, 
en relación con el aporte por concepto de salud sobre las pensiones, dispuso: 
 

“Artículo 2°.- Los afiliados forzosos o facultativos de la Caja Nacional de Previsión Social, 

cotizaran con destino a la misma así: 
 
(…) 
 
Parágrafo.- Los pensionados cotizarán mensualmente con el cinco por ciento (5%) de 

su mesada pensional.” 
 
Disposición reiterada en los Decretos 3135 de 1968 y 1848 de 1969. 
 
Con posterioridad, la Ley 4ª de 1976, “por la cual se dictan normas sobre materia pensional 
de los sectores públicos, oficial, semioficial y privado y se dictan otras disposiciones” sobre 
el tema determinó: 
 

“Artículo 7: Los pensionados del sector público, oficial, semioficial y privado, así como los 

familiares que dependan económicamente de ellos de acuerdo con la ley, según lo 
determinen los reglamentos de las entidades obligadas tendrán derecho a disfrutar de los 
servicios médicos, odontológicos, quirúrgicos, hospitalarios, farmacéuticos, de rehabilitación, 
diagnósticos y tratamiento que las entidades, patronos o empresas tengan establecidos o 
establezcan para sus afiliados o trabajadores activos, o para sus dependientes según sea el 
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caso mediante el cumplimiento de las obligaciones sobre los aportes a cargo de los 

beneficiarios de tales servicios.” 
 
Esta norma no hace distinción alguna, solo establece el derecho a la seguridad social en 
salud para todos los pensionados, siempre que cumplieran con el pago de aportes para tales 
servicios. 
 
A su vez, la Ley 100 de 1993 en el artículo 153 estableció la obligatoriedad de afiliación al 
Sistema General de Seguridad Social en Salud para todos los habitantes de Colombia, dentro 
de los cuales, se entiende, quedan incluidas las personas que ostentan la calidad de 
pensionados. El artículo 157 establece los tipos de afiliación, entre estos, el régimen 
contributivo, al cual se encuentran afiliados los pensionados de conformidad con lo 
establecido por el Legislador.  
 

3.2.2. Mesadas adicionales de Junio y Diciembre 
 
La mesada adicional diciembre fue contemplada de manera general para todos los 
pensionados en Colombia de conformidad a lo establecido en el artículo 5° de la Ley 4ª de 
1976: 
 

“Artículo 5° Los pensionados de que trata esta ley o las personas a quienes de acuerdo con 

las normas legales vigentes se transmite el derecho recibirán cada año, dentro dela primera 
quincena del mes de diciembre, el valor correspondiente a una mensualidad, en forma 

adicional a su pensión.” 
 
Esta disposición fue reiterada por el legislador en el artículo 50 de la Ley 100 de 1993: 
 

“ARTÍCULO 50. MESADA ADICIONAL. Los pensionados por vejez o jubilación, invalidez y 

sustitución o sobrevivencia continuarán recibiendo cada año, junto con la mesada del mes de 
Noviembre, en la primera quincena del mes de Diciembre, el valor correspondiente a una mensualidad 

adicional a su pensión.” 
 
A su vez, el artículo 142 de la misma norma contempla la mesada adicional de junio de la 
siguiente manera: 
 

“ARTÍCULO 142. MESADA ADICIONAL PARA ACTUALES PENSIONADOS. <Expresiones 

tachadas INEXEQUIBLES> Los pensionados por jubilación, invalidez, vejez y sobrevivientes, de 
sectores públicos, oficial, semioficial, en todos sus órdenes, en el sector privado y del Instituto de 
Seguros Sociales, así como los retirados y pensionados de las Fuerzas Militares y de la Policía 
Nacional, cuyas pensiones se hubiesen causado y reconocido antes del primero (1o) de enero 
de 1988, tendrán derecho al reconocimiento y pago de treinta (30) días de la pensión que le 
corresponda a cada uno de ellos por el régimen respectivo, que se cancelará con la mesada del mes 

de junio de cada año, a partir de 1994.” 
 

3.3. Pensión de los Docentes 
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El pago de las pensiones a los docentes por parte del Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio se reglamentó mediante el artículo 15 de la Ley 91 de 1989 de la 
siguiente manera: 
 

“ARTÍCULO 15. A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente nacional y 

nacionalizado y el que se vincule con posterioridad al 1 de enero de 1990 será regido por las 
siguientes disposiciones: 
 
(…) 
 
2. Pensiones: 
 
Los docentes vinculados hasta el 31 de diciembre de 1980 que por mandato de las Leyes 114 
de 1913, 116 de 1928, 37 de 1933 y demás normas que las hubieren desarrollado o 
modificado, tuviesen o llegaren a tener derecho a la pensión de gracia, se les reconocerá 
siempre y cuando cumplan con la totalidad de los requisitos. Esta pensión seguirá 
reconociéndose por la Caja Nacional de Previsión Social conforme al Decreto 081 de 1976 y 
será compatible con la pensión ordinaria de jubilación, aún en el evento de estar ésta a cargo 
total o parcial de la Nación. Texto subrayado declarado EXEQUIBLE por la Corte 
Constitucional mediante Sentencia C 489 de 2000, siempre y cuando se entienda que las 
situaciones jurídicas particulares y concretas que se hubieran consolidado antes de entrar en 
vigencia la ley 91/89, esto es, antes del 29 de diciembre de 1989, quedan a salvo de la nueva 
normatividad por cuanto constituyen derechos adquiridos que el legislador no podía 
desconocer. 
  
Para los docentes vinculados a partir del 1 de enero de 1981, nacionales y nacionalizados, y 
para aquellos que se nombren a partir del 1 de enero de 1990, cuando se cumplan los 
requisitos de Ley, se reconocerá sólo una pensión de jubilación equivalente al 75% del salario 
mensual promedio del último año. Estos pensionados gozarán del régimen vigente para los 
pensionados del sector público nacional y adicionalmente de una prima de medio año 
equivalente a una mesada pensional. 
 

(…)” 
 

3.4. Aporte a salud sobre mesadas adicionales 
 
La Ley 100 de 1993 estableció en el artículo 279 las excepciones al sistema integral de 
seguridad social, en el siguiente sentido: 
 

“ARTÍCULO 279. EXCEPCIONES.  El Sistema Integral de Seguridad Social contenido en la presente 

Ley no se aplica a los miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, ni al personal regido 
por el Decreto ley 1214 de 1990, con excepción de aquel que se vincule a partir de la vigencia de la 

presente Ley, ni a los miembros no remunerados de las Corporaciones Públicas.” 
 
En ese sentido, el Régimen de Seguridad Social de los docentes está regulado por la Ley 91 
de 1989. Por lo que los aportes a salud estarán únicamente reglamentados por lo establecido 
en esta norma o la que se expida en su lugar. 
 
Frente a los aportes a salud, el artículo 8° de la Ley 91 de 1989 establece: 
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“ARTÍCULO  8. El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, estará 

constituido por los siguientes recursos: 
 
(…) 
 
5. El 5% de cada mesada pensional que pague el Fondo incluidas las mesadas adicionales, 
como aporte de los pensionados. 
 

(…)” 
 
En cuanto a las normas posteriores que han modificado parcialmente la disposición antes 
citada, se encuentra en primer lugar que la Ley 812 de 2003 en su artículo 81 contemplo la 
reforma del porcentaje de aporte pero no se refirió a los aportes descontados de las mesadas 
adicionales:  
 

“ARTÍCULO 81. RÉGIMEN PRESTACIONAL DE LOS DOCENTES OFICIALES. El régimen 

prestacional de los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, que se encuentren 
vinculados al servicio público educativo oficial, es el establecido para el Magisterio en las 
disposiciones vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley. 
 
(…) 
 
El valor total de la tasa de cotización por los docentes afiliados al Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio corresponderá a la suma de aportes que para salud y 
pensiones establezcan las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, manteniendo la misma 
distribución que exista para empleadores y trabajadores. La distribución del monto de estos 
recursos la hará el Consejo Directivo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, en lo correspondiente a las cuentas de salud y pensiones. 
 

(…)” 
 
Esta norma lo único que modifica es el aumento del porcentaje de aporte que deben hacer 
los pensionados, que de conformidad con el artículo 204 de la Ley 100 de 1993 establece 
que el aporte será de 12%.  
 

3.5. La prima de medio año 
 
La Ley 91 de 1989 en el artículo 15, numeral segundo literal B estableció:  
 

"Artículo 15. A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente nacional y 
nacionalizado y el que se vincule con posterioridad al 10 de enero de 1990 será regido por 
las siguientes disposiciones:  
 
[…]  
 
B. Para los docentes vinculados a partir del 10 de enero de 1981, nacionales y nacionalizados, 
y para aquellos que se nombren a partir del 1° de enero de 1990, cuando se cumplan los 
requisitos de ley, se reconocerá sólo una pensión de jubilación equivalente al 75% del salario 
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mensual promedio del último año. Estos pensionados gozarán del régimen vigente para los 
pensionados del sector público y adicionalmente de una prima de medio año equivalente a 
una mesada pensional."  

 
De lo anterior, se infieren dos situaciones diferentes teniendo en cuenta la fecha de ingreso 
al servicio público educativo oficial: i) si fue antes del 31 de diciembre de 1980, el personal 
que cumpliera con los requisitos respectivos tendría derecho a una pensión gracia compatible 
con la pensión de jubilación ordinaria; ii) y si lo fue después del 1° de enero de 1981, los 
docentes tendrían derecho sólo a una pensión de jubilación reconocida bajo el régimen de 
los demás empleados públicos nacionales, con un beneficio adicional consistente en una 
prima de medio año equivalente a una mesada pensional de más.  
 
Posteriormente, la Ley 60 de 1993, en el inciso cuarto del artículo 6°, se refirió al tema 
prestacional de los docentes, así: "...el régimen prestacional aplicable a los actuales 
docentes nacionales o nacionalizados que se incorporen a las plantas departamentales o 
distritales sin solución de continuidad y las nuevas vinculaciones será el reconocido por la 
Ley 91 de 1989, y las prestaciones en ellas reconocidas serán compatibles con pensiones o 
cualquier otra clase de remuneración. El personal docente de vinculación departamental, 
distrital y municipal será incorporado al Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio y se 
les respetará el régimen prestacional vigente de la respectiva entidad territorial". 
 
Por su parte, la Ley 115 de 1994, ratificó en su artículo 115 que "el régimen prestacional de 
los educadores estatales es el establecido en la Ley 91 de 1989, en la Ley 60 de 1993 y en 
la presente ley".  
 
Ahora bien, la Ley 100 de 1993 creó el sistema de seguridad social integral del que hace 
parte el sistema general de pensiones, previendo la mesada adicional de junio, en su artículo 
142, así: 
 

“ARTÍCULO 142. MESADA ADICIONAL PARA ACTUALES PENSIONADOS. Los 
pensionados por jubilación, invalidez, vejez y sobrevivientes, de sectores públicos, oficial, 
semioficial, en todos sus órdenes, en el sector privado y del Instituto de Seguros Sociales, así 
como los retirados y pensionados de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, tendrán 
derecho al reconocimiento y pago de treinta (30) días de la pensión que le corresponda a 
cada uno de ellos por el régimen respectivo, que se cancelará con la mesada del mes de junio 
de cada año, a partir de 1994.” 

 
Sin embargo, el artículo 279 de la Ley 100 de 1993, exceptuó de la aplicación del sistema 
integral de seguridad social contenido en dicha ley a algunos sectores de pensionados, entre 
ellos los afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.  
 
Tal y como se encontraba redactado el citado artículo, se tornaba discriminatorio en cuanto 
impedía el reconocimiento de la mesada adicional de junio al sector de pensionados 
cobijados por el régimen de los afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, en tanto se encontraban exceptuados de la aplicación de la Ley 100 de 1993 y 
no gozaban de tal prestación, por no haber sido contemplada en las leyes especiales que les 
gobernaban.  
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Fue por ello que el legislador, posteriormente, y teniendo como antecedente la sentencia C- 
409-94 de la Corte Constitucional, a través de la Ley 238 de 1995 hizo extensiva la mesada 
adicional del sistema general de pensiones a los grupos de docentes de los regímenes 
exceptuados de la aplicación del régimen general de pensiones, sin que ello significara 
modificar esos regímenes, de la siguiente manera: 
 

"ARTÍCULO 1o. Adiciónese al artículo 279 de la Ley 100 de 1993, con el siguiente parágrafo: 
"Parágrafo 4. Las excepciones consagradas en el presente artículo no implican negación de 
los beneficios y derechos determinados en los artículos 14 y 142 de esta ley para los 
pensionados de los sectores aquí contemplados". 

 
Lo anterior implica que, el beneficio de la mesada adicional de junio, o mesada 14, se 
extendió a los afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, pese a 
estar excluidos de la aplicación del Sistema Integral de Seguridad Social. 
 
No obstante lo anterior, posteriormente el Congreso de la República expidió el Acto 
Legislativo 01 de 2005, “por el cual se adiciona el artículo 48 de la Constitución Política”, el 
cual en el inciso 8º estableció: 
 

“Las personas cuyo derecho a la pensión se cause a partir de la vigencia del presente Acto 
Legislativo no podrán percibir más de trece (13) mesadas pensionales al año. Se entiende 
que la pensión se causa cuando se cumplen todos los requisitos para acceder a ella, aun 
cuando no se hubiese efectuado el reconocimiento”. 

 
A su vez, el parágrafo 6º, del acto Legislativo en comento, determinó: 
 

“Parágrafo transitorio 6º: Se exceptúan de lo establecido por el inciso 8º del presente artículo, 
aquellas personas que perciban una pensión igual o inferior a tres (3) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, si la misma se causa antes del 31 de julio de 2011, quienes recibirán 
catorce (14) mesadas pensionales al año”. 

 
3.6. Funciones de la Secretaría de Educación Distrital 

 
El artículo 56 de la Ley 962 de 2005 asignó a las Secretarías de Educación de la Entidad 
Territorial a la que se encuentre vinculado el docente la elaboración del proyecto del acto 
administrativo por el cual se concederá el pago de las prestaciones sociales por parte del 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio: 
 

“ARTÍCULO 56. Las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio serán reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del 
proyecto de resolución por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por 
el Secretario de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se 
encuentre vinculado el docente. El acto administrativo de reconocimiento se hará mediante 

resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad territorial.” 
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El citado artículo, fue reglamentado mediante el Decreto 2831 de 2005, el cual estableció en 
el artículo 3° la forma en que las Secretarías de Educación cumplirían con la obligación 
asignada a través del artículo 56 de la Ley 962 de 2005: 
 

“Artículo 3°. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo con lo establecido 
en el artículo 3° de la Ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, la atención de 
las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, será efectuada a través de las secretarías de educación 
de las entidades territoriales certificadas, o la dependencia que haga sus veces. 
 
Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial certificada correspondiente, 
a la que se encuentre vinculado el docente, deberá: 
 
1. Recibir y radicar, en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas con el 
reconocimiento de prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, de acuerdo con los formularios que adopte la sociedad fiduciaria 
encargada del manejo de los recursos de dicho Fondo. 
 
2. Expedir, con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del 
Fondo y conforme a los formatos únicos por esta adoptados, certificación de tiempo de 
servicio y régimen salarial y prestacional, del docente peticionario o causahabiente, de 
acuerdo con la normatividad vigente. 
 
3. Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, dentro de los quince 
(15) días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, a la sociedad fiduciaria encargada 
del manejo y administración de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio para su aprobación, junto con la certificación descrita en el numeral anterior del 
presente artículo. 
 
4. Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y 
administración de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones económicas a cargo de 
dicho Fondo, de acuerdo con las Leyes 91 de 1989 y 962 de 2005 y las normas que las 
adicionen o modifiquen, y surtir los trámites administrativos a que haya lugar, en los términos 
y con las formalidades y efectos previstos en la ley. 
 
5. Remitir, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, copia de los actos administrativos de reconocimiento 
de prestaciones sociales a cargo de este, junto con la respectiva constancia de ejecutoria 
para efectos de pago y dentro de los tres días siguientes a que estos se encuentren en firme. 
 
Parágrafo 1°. Igual trámite se surtirá para resolver los recursos que sean interpuestos contra 
las decisiones adoptadas de conformidad con el procedimiento aquí establecido y aquellas 
que modifiquen decisiones que con anterioridad se hayan adoptado respecto del 
reconocimiento de prestaciones a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio. 
 

Parágrafo 2°. Sin perjuicio de la responsabilidad administrativa, disciplinaria, fiscal y penal a que pueda 
haber lugar, las resoluciones que se expidan por parte de la autoridad territorial, que reconozcan 
prestaciones sociales que deba pagar el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, sin la 
previa aprobación de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos de tal 
Fondo, carecerán de efectos legales y no prestarán mérito ejecutivo.” 
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4. JURISPRUDENCIA APLICABLE 

 
Se encuentra aplicable lo estudiado por el Consejo de Estado en la sentencia de veinticuatro 
(24) de octubre de dos mil diecinueve (2019), radicado número 73001-23-33-000-2014-
00120-01(4886-14), Consejero ponente: GABRIEL VALBUENA HERNÁNDEZ.  
 
De igual manera, se encuentra lo establecido en las sentencias de fecha cinco (05) de 
diciembre de dos mil trece (2013), radicado número 25000-23-25-000-2009-00467-01(2769-
12), Consejero ponente: GERARDO ARENAS MONSALVE, y de fecha dos (02) de diciembre 
de dos mil diecinueve (2019), radicado número 25000-23-42-000-2012-01293(0775-15), 
Consejero ponente: GABRIEL VALBUENA HERNÁNDEZ, conforme a ello, las entidades 
territoriales-Secretarías de Educación carecen de legitimación por pasiva en los procesos 
judiciales donde se busque el reconocimiento de prestaciones sociales porque es el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio la entidad que le corresponde aprobar o 
improbar el proyecto de resolución elaborado por la Secretaría de Educación. 
 
En el mismo sentido, en el auto de fecha 26 de abril de 2018, dentro del radicado número 
68001-23-33-000-2015-00739-01(0743-2016), Consejero ponente: WILLIAM HERNÁNDEZ 
GÓMEZ, el Consejo de Estado indicó: 
 

“(…) en los procesos judiciales de nulidad y restablecimiento del derecho promovidos ante 

esta jurisdicción contra el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los que se 
discuta el reconocimiento de prestaciones sociales, no es procedente la vinculación de las 

entidades territoriales.” 
 
Finalmente, el Tribunal Administrativo de Boyacá en sentencia de veinticinco (25) de junio de 
dos mil dieciocho (2018), radicado número 15238-3333-752-2015-00221-01 indicó que los 
docentes pensionados están obligados a pagar su afiliación a salud de conformidad con el 
numeral 5° del artículo  8° de la Ley 91 de 1989. Y que la prohibición de hacer esos 
descuentos solo aplica para los afiliados al Régimen de la Ley 100 de 1993. 
 

5. CASO CONCRETO 
 
Teniendo en cuenta la normatividad expuesta, la participación de la Secretaría de Educación 
del Distrito de Bogotá es en calidad de una delegación contenida del artículo 56 de Ley 962 
de 2005, reglamentado mediante el Decreto 2831 de 2005, especialmente por lo establecido 
en su artículo 3°. Lo establecido en estas normas asigna como función la de proyectar el 
acto administrativo que decidirá sobre la petición hecha por el docente para el reconocimiento 
de las prestaciones sociales. Sin embargo, será la Sociedad Fiduciaria la que tiene a cargo 
aprobar o improbar el acto administrativo para que posteriormente sea suscrito por el 
Secretario de Educación.   
 
A pesar de que el acto administrativo sea suscrito por el Secretario de Educación, el acto 
administrativo es expedido por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
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pues es esta entidad la que tiene a cargo el reconocimiento y pago de las prestaciones 
sociales.  
 
Por otra parte, la jurisprudencia del CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO, SECCIÓN SEGUNDA, antes relacionada, ha encontrado que la 
delegación no da lugar a la legitimación material en la causa por pasiva a la Secretaría de 
Educación de Bogotá, es decir, la entidad que represento no está llamada ni obligada a 
responder por ninguna de las pretensiones que se presenten en las demandas en contra del 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, incluido el presente caso. 
 
Adicionalmente, el Despacho debe considerar que no le asiste razón al demandante en sus 
pretensiones porque la Ley 91 de 1989 dispone que la fiduciaria LA PREVISORA S.A. al 
realizar el pago de la mesada pensional debe realizar los descuentos para los aportes a salud 
sobre las mesadas adicionales. 
 
También, debe tenerse en cuenta que el demandante no tiene derecho al pago de la mesada 
de medio año por existir una prohibición legal para el pago de la misma. 
 

6. EXCEPCIONES DE FONDO 
 
De conformidad a lo expuesto en los Fundamentos de la Contestación de la Demanda, 
propongo las siguientes excepciones: 
 

6.1. Legalidad De Los Actos Acusados 
 
Fundo la presente excepción en lo establecido en el artículo 88 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo: 
 

“ARTÍCULO 88. PRESUNCIÓN DE LEGALIDAD DEL ACTO ADMINISTRATIVO. Los actos 

administrativos se presumen legales mientras no hayan sido anulados por la Jurisdicción de 
lo Contencioso Administrativo. Cuando fueren suspendidos, no podrán ejecutarse hasta tanto 

se resuelva definitivamente sobre su legalidad o se levante dicha medida cautelar.” 
 
En ese sentido, el autor JOSÉ ROBERTO DROMI en el texto “Manual de Derecho 
Administrativo” definió la presunción de legalidad así:  
 

“La presunción de validez del acto administrativo mientras su posible nulidad no haya sido 

declarada por autoridad competente. La presunción de legitimidad importa; en sustancia, una 
presunción de regularidad del acto, también llamada presunción de “legalidad”, de “validez”, 
de “juridicidad” o de pretensión de legitimidad 
 
(…) 
 
Es la suposición de que el acto fue emitido conforme a derecho, dictado en armonía con el 
dordenamiento jurídico. Es una resultante de la juridicidad con que se mueve la actividad 
estatal. La legalidad justifica y avala la validez de los actos adminsitrativos; por eso crea la 
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presunción de que son legales, es decir, se los presume válidos y que respetan las normas 

que regulan su producción.” 
 
De igual manera, JAIME ORLANDO SANTOFIMIO, en su texto “Acto Administrativo, 
procedimiento, eficacia y validez” expone que la presunción se deprende del hecho supuesto 
de que la administración ha cumplido íntegramente con la legalidad preestablecida en la 
expedición del acto, lo que hace desprender a nivel administrativo importantes consecuencia 
entre ellas, la ejecutoriedad del mismo. 
 
Finalmente, se resalta que la actuación de la Secretaría de Educación del Distrito frente a la 
parte demandante corresponde con lo ordenado por la normatividad expuesta en los 
fundamentos de la contestación de la demanda.  
 

6.2. La inexistencia de la obligación de pagar la prima de medio año 
 
La ley prohíbe el pago de más de trece (13) mesadas pensionales al año. Es decir, no existe 
la obligación para la fiduciaria LA PREVISORA S.A. de pagar prima de medio año por 
coincidir con una mesada adicional.  
 

6.3. La falta de legitimación en la causa por pasiva 
 
La Secretaría de Educación del Distrito en virtud de lo establecido en el artículo 56 de la Ley 
962 de 2005 es la encargada de elaborar el proyecto de Resolución de reconocimiento de 
prestaciones sociales para los docentes que se hayan encontrado vinculados a la entidad.  
 

“ARTÍCULO 56. Las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio serán reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del 
proyecto de resolución por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por 
el Secretario de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se 
encuentre vinculado el docente. El acto administrativo de reconocimiento se hará mediante 

resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad territorial.” 
 
El citado artículo, fue reglamentado mediante el Decreto 2831 de 2005, el cual estableció en 
el artículo 3° la forma en que las Secretarías de Educación cumplirían con la obligación 
asignada a través del artículo 56 de la Ley 962 de 2005: 
 

“Artículo 3°. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo con lo establecido 
en el artículo 3° de la Ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, la atención de 
las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, será efectuada a través de las secretarías de educación 
de las entidades territoriales certificadas, o la dependencia que haga sus veces. 
 
Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial certificada correspondiente, 
a la que se encuentre vinculado el docente, deberá: 
 
1. Recibir y radicar, en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas con el 
reconocimiento de prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones 
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Sociales del Magisterio, de acuerdo con los formularios que adopte la sociedad fiduciaria 
encargada del manejo de los recursos de dicho Fondo. 
 
2. Expedir, con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del 
Fondo y conforme a los formatos únicos por esta adoptados, certificación de tiempo de 
servicio y régimen salarial y prestacional, del docente peticionario o causahabiente, de 
acuerdo con la normatividad vigente. 
 
3. Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, dentro de los quince 
(15) días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, a la sociedad fiduciaria encargada 
del manejo y administración de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio para su aprobación, junto con la certificación descrita en el numeral anterior del 
presente artículo. 
 
4. Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y 
administración de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones económicas a cargo de 
dicho Fondo, de acuerdo con las Leyes 91 de 1989 y 962 de 2005 y las normas que las 
adicionen o modifiquen, y surtir los trámites administrativos a que haya lugar, en los términos 
y con las formalidades y efectos previstos en la ley. 
 
5. Remitir, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, copia de los actos administrativos de reconocimiento 
de prestaciones sociales a cargo de este, junto con la respectiva constancia de ejecutoria 
para efectos de pago y dentro de los tres días siguientes a que estos se encuentren en firme. 
 
Parágrafo 1°. Igual trámite se surtirá para resolver los recursos que sean interpuestos contra 
las decisiones adoptadas de conformidad con el procedimiento aquí establecido y aquellas 
que modifiquen decisiones que con anterioridad se hayan adoptado respecto del 
reconocimiento de prestaciones a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio. 
 
Parágrafo 2°. Sin perjuicio de la responsabilidad administrativa, disciplinaria, fiscal y penal a 
que pueda haber lugar, las resoluciones que se expidan por parte de la autoridad territorial, 
que reconozcan prestaciones sociales que deba pagar el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, sin la previa aprobación de la sociedad fiduciaria encargada del 
manejo y administración de los recursos de tal Fondo, carecerán de efectos legales y no 
prestarán mérito ejecutivo.” 

 
Frente esta reglamentación y la participación de las Secretaría de Educación en los procesos 
judiciales en que se demande al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, el 
Consejo de Estado se ha pronunciado de manera reiterada, estableciendo que las 
Secretarías de Educación no cuentan con la calidad procesal de legitimadas en la causa por 
pasiva.  
 
La sentencia de veinticuatro (24) de octubre de dos mil diecinueve (2019), radicado número 
73001-23-33-000-2014-00120-01(4886-14), Consejero ponente: GABRIEL VALBUENA 
HERNÁNDEZ. Demanda donde se buscaba el pago de la sanción moratoria por el pago 
tardío de las cesantías, muestra esta posición del Consejo de Estado. 
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De igual manera, se encuentra lo establecido en las sentencias de fecha cinco (05) de 
diciembre de dos mil trece (2013), radicado número 25000-23-25-000-2009-00467-01(2769-
12), Consejero ponente: GERARDO ARENAS MONSALVE, y de fecha dos (02) de diciembre 
de dos mil diecinueve (2019), radicado número 25000-23-42-000-2012-01293(0775-15), 
Consejero ponente: GABRIEL VALBUENA HERNÁNDEZ, conforme a ello, las entidades 
territoriales-Secretarías de Educación carecen de legitimación por pasiva en los procesos 
judiciales donde se busque el reconocimiento de prestaciones sociales o el pago de la 
sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías porque es el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio la entidad que le corresponde aprobar o improbar el 
proyecto de resolución elaborado por la Secretaría de Educación. 
 
En el mismo sentido, en el auto de fecha 26 de abril de 2018, dentro del radicado número 
68001-23-33-000-2015-00739-01(0743-2016), Consejero ponente: WILLIAM HERNÁNDEZ 
GÓMEZ, el Consejo de Estado indicó: 
 

“(…) en los procesos judiciales de nulidad y restablecimiento del derecho promovidos ante 

esta jurisdicción contra el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los que se 
discuta el reconocimiento de prestaciones sociales, no es procedente la vinculación de las 

entidades territoriales.” 
 
Finalmente, en sentencia de dos (02) de octubre de dos mil diecinueve (2019), radicado 
número 50001-23-33-000-2014-00119-01(3432-16), Consejero ponente: CÉSAR 
PALOMINO CORTÉS, el Consejo de Estado reconoce que a pesar de que el pago tardío en 
las cesantías se deba a la demora de la expedición del acto administrativo por parte de la 
Secretaría de Educación que tenía a su cargo dicha delegación, sigue siendo el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio el que debe responder y para sustentar 
esta posición se remite al auto antes referenciado. 
 
Lo anterior, permite concluir que se debe dar por probada la excepción de falta de 
legitimación en la causa por pasiva. 
 

6.4. La Genérica o innominada 
 
Señor Juez, solicito que se sirva declarar probada cualquier otra excepción que resulte 
demostrada en el curso del proceso. 
 
 

7. PRUEBAS 
 

1. El expediente administrativo. 
 

8. ANEXOS 
 

1. Poder otorgado por la Secretaría de Educación del Distrito de Bogotá. 

2. Sustitución de poder.  
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3. Lo anunciado en el acápite de pruebas. 
 

9. NOTIFICACIONES 

 

Para los fines del proceso suministro los siguientes datos: 

 

A la entidad que represento SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ D.C., en la 

Avenida el Dorado No. 66 – 63 de Bogotá D.C., y al buzón electrónico de notificaciones 

judiciales: notificajuridicased@educacionbogota.edu.co  

 

Al suscrito apoderado en la Calle 73 No. 10 - 10 Oficina 304 de Bogotá D.C., y al correo 

electrónico: davif92@gmail.com  

 

Al Doctor JUAN CARLOS JIMÉNEZ TRIANA en la Calle 73 No. 10 - 10 Oficina 304 de Bogotá 

D.C., y al correo electrónico: notificacionesjcr@gmail.com 

 

Cordialmente, 

 

 

 

DAVID FELIPE MORALES MARTÍNEZ 

C.C. No. 1.018.455.012 de Bogotá 

T.P. No. 307.316 del C.S. de la J. 
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*20211183831651* 
Al contestar por favor cite: 

Radicado No.: 20211183831651 
Fecha: 19-11-2021 

Señores 
JUZGADO CATORCE (14)  ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

E.                                                  S.                                                                           D. 
 

PROCESO: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 

DERECHO 

DEMANDANTES: NUBIA JANETH GALINDO PATIÑO 

DEMANDADO: NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

NACIONAL- FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO-

(FOMAG) 

RADICADO:   11001333501420210006600 

ASUNTO: CONTESTACIÓN DE DEMANDA. 

 

KAREN ELIANA RUEDA AGREDO identificada con cédula de ciudadanía número 

1.018.443.763 de Bogotá y portadora de la Tarjeta Profesional 260125 del Consejo Superior de 

la Judicatura, actuando en nombre y representación de la NACION- MINISTERIO DE 

EDUCACION, FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO-, conforme al poder de sustitución conferido por el Dr. LUIS ALFREDO 

SANABRIA RIOS actuando en ejercicio de la delegación efectuada por el Dr. GUSTAVO 

FIERRO MAYA, jefe de la oficina asesora jurídica y delegado por la Ministra de Educación para 

la función de otorgar poderes en representación de la misma, a través de la escritura pública No. 

522 del 28 de marzo de 2019, me permito dar contestación a la demanda del presente asunto en 

los siguientes términos: 

A LOS HECHOS 

A continuación, se dará respuesta a cada uno de los hechos relatados por la parte actora dentro 

de la demanda, en los términos siguientes:  

PRIMERO: ES CIERTO. Tal y como se evidencia en las documentales allegadas al 

expediente. 

SEGUNDO: NO ME CONSTA: Me atengo a lo que se pruebe en el transcurso del proceso 

y a las pruebas obrantes en el expediente,  pues no se evidencia documento alguno que 

soporte la afirmación realizada. 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

TERCERO: NO ES UN HECHO. Es una apreciación subjetiva del apoderado de la parte 

actora acerca de lo que a su parecer es una actuación conforme a la ley, mas no se manifiesta 

situación de modo tiempo y lugar a la que se deba realizar manifestación alguna.  

CUARTO: ES CIERTO. Tal y como se evidencia en las documentales allegadas al expediente. 

QUINTO: ES CIERTO. Tal y como se evidencia en las documentales allegadas al expediente. 

SEXTO: ES CIERTO. Tal y como se evidencia en las documentales allegadas al expediente.  

SEPTIMO: ES CIERTO. Tal y como se evidencia en las documentales allegadas al expediente. 

A LAS PRETENSIONES 

DECLARATIVAS 

 

PRIMERA: ME OPONGO. A que se declare la existencia y posterior  nulidad del acto ficto 

configurado de la petición No. E-2020-19466 de fecha 05 de febrero de 2020 proferido por la 

secretaria de educacion de Bogotá mediante el cual se niega la procedencia de la solicitud de 

reconocimiento de prima de mitad de año y de la suspensión y devolución de descuentos en 

salud. 

SEGUNDA: CUARTA: ME OPONGO. A que se declare la existencia y posterior  nulidad 

del acto ficto configurado de la petición No. 202010910632651 de fecha 28 de mayo de 2020 

proferido por la Fiduprevisora mediante el cual se niega la procedencia de la solicitud de 

suspensión y reintegro de las sumas descontadas por concepto de salud sobre las mesadas 

adicionales así como la prima de mitad de año.  

 

CONDENATORIAS 

PRIMERA: ME OPONGO. A que se condene a la NACION – MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO, a lo siguiente. 

 

 A ordenar a la secretaria de educación realizar los trámites para que se realicen los 

descuentos sobre los factores de los cuales se solicita la inclusión, teniendo en cuenta 

que los mismos no son procedentes, teniendo en cuenta que la demandante no tiene 

derecho a ello. 

 Al reintegro y suspensión de los descuentos del 12% en salud sobre las mesadas 

adicionales, teniendo en cuenta que los mismos revisten un carácter de legalidad, pues se 

itera, el acto administrativo expedido por el ente territorial se encuentra revestido de los 

principios del derecho administrativo, adicional a ello como se expuso a los hechos ya 

existe pronunciamiento judicial por las mismas pretensiones lo cual es cosa juzgada.  



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

 Al reconocimiento y pago de la prima de mitad de año teniendo en cuenta que no existe 

fundamento factico dentro del escrito de la demanda que permita inferir la ausencia de 

pago o reconocimiento de la misma. 

 

SEGUNDA: ME OPONGO. A que a título de nulidad y restablecimiento de derecho se 

ordene a NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- (FOMAG)  a 

reconocer de manera adicional el valor de reajuste el índice de variación de precios del 

consumidor. 

 

TERCERA: ME OPONGO. A la pretensión condenatoria por concepto de costas en contra 

de la NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO, esto por cuanto la entidad demandada ha actuado en buena 

fe, y no se puede condenar bajo supuestos objetivos.  

 

FUNDAMENTOS DE DEFENSA 

 

RESPECTO DE LA DEVOLUCION DE APORTES A SALUD SOBRE LAS 
MESADAS ADICIONALES 
 
La Ley 91 de 1989, en su artículo 8 estableció que, la gestión y pago de las pensiones, así como 
el procedimiento y prestación del servicio médico de salud de todos los docentes, estaría a cargo 
del FOMAG:    
“El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, estará constituido por los 
siguientes recursos:   
  
5. El 5% de cada mesada pensional que pague el Fondo, incluidas las mesadas adicionales, como aporte de los 
pensionados.   
   
Así pues, es claro que, por autoridad de la citada Ley es el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, la Entidad encargada de descontar el 5% de cada mesada pensional cancelada, incluyendo las 
mesadas adicionales cualquiera que sea su naturaleza. 
   
Posteriormente, la Ley 812 de 2003 en su artículo 81 previó que, el régimen de cotización de los docentes que se 
encuentren afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, sería el contenido en las Leyes 
100 de 1993 y 797 de 2003:  
  
El valor total de la tasa de cotización por los docentes afiliados al Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio corresponderá a la suma de aportes que para salud y 
pensiones establezcan las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, manteniendo la misma distribución 
que exista para empleadores y trabajadores. La distribución del monto de estos recursos la hará 
el Consejo Directivo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en lo 
correspondiente a las cuentas de salud y pensiones.   



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

  
El régimen salarial de los docentes que se vinculen a partir de la vigencia de la presente ley, será 
decretado por el Gobierno Nacional, garantizando la equivalencia entre el Estatuto de 
Profesionalización Docente establecido en el Decreto 1278 de 2002, los beneficios 
prestacionales vigentes a la expedición de la presente ley y la remuneración de los docentes 
actuales frente de lo que se desprende de lo ordenado en el presente artículo.   
  
El Gobierno Nacional buscará la manera más eficiente para administrar los recursos del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, para lo cual contratará estos servicios con 
aplicación de los principios de celeridad, transparencia, economía e igualdad, que permita 
seleccionar la entidad fiduciaria que ofrezca y pacte las mejores condiciones de servicio, 
mercado, solidez y seguridad financiera de conformidad con lo establecido en el a rtículo 3 de la 
Ley 91 de 1989. En todo caso el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio se 
administrará en subcuentas independientes, correspondiente a los recursos de pensiones, 
cesantías y salud.   
  
 El inciso 4° del artículo 81 de la Ley 812 de 2003, fue declarado exequible por la Corte 
Constitucional en Sentencia C-369 del 27 de abril de 2004, M.P. Dr. Eduardo Montealegre 
Lynnet; siempre que dicho precepto sea interpretado así:  
 
“...6- La interpretación del actor, según la cual, la norma acusada tendría como efecto incrementar la cotización 
en salud de los docentes oficiales pensionados, es razonable pues es compatible con el tenor literal y el sentido 
general del artículo 81 de la Ley 812 de 2003 parcialmente acusado. Así, es cierto que  el inciso primero de esa 
disposición señala que el régimen prestacional de los docentes que se encuentren vinculados al servicio público 
educativo oficial es el establecido para el Magisterio en las disposiciones vigentes con anterioridad a la entrada en 
vigencia de la Ley, lo cual parecería indicar que la disposición no se aplica a quienes se hubieran pensionado con 
anterioridad a la Ley del plan. Sin embargo, una cosa es el régimen prestacional, que hace relación a los beneficios 
de que gozan los afiliados, y otra el régimen de cotización, que está regulado específicamente por el inciso cuarto 
de ese artículo,  
  
que es el acusado, y que señala que la cotización de todos los docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio – sin que la norma establezca ninguna excepción - ̀ corresponderá a la suma de aportes 
que para salud y pensiones establezcan las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, manteniendo la misma 

distribución que exista para empleadores y trabajadores ́. Ahora bien, dentro de los docentes afiliados al Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio se encuentran los docentes pensionados que reciben su mesada 
de dicho fondo, pues así lo prevé la Ley 91 de 1989. Es pues válido entender que dichos pensionados deberán, 
de ahora en adelante, cancelar la cotización prevista por las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003.”  
 
Aunado a lo anterior, es preciso señalar lo dispuesto por el artículo 204 de la Ley 100 de 1993, 
así:  
 
 “Monto y distribución de las Cotizaciones. La cotización obligatoria que se aplica a los afiliados al Sistema 
General de Seguridad Social en Salud según las normas del presente régimen, será máximo del 12% del salario 
base de cotización el cual no podrá ser inferior al salario mínimo. Dos terceras partes de l a cotización estarán a 
cargo del empleador y una tercera parte a cargo del trabajador. Un punto de la cotización será trasladado al 
Fondo de Solidaridad y Garantía para contribuir a la financiación de los beneficiarios del régimen subsidiado.  



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

  
El Gobierno Nacional, previa aprobación del Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud, definirá el monto 
de la cotización dentro del límite establecido en el inciso anterior y su distribución entre el Plan de Salud 
Obligatorio y el cubrimiento de las incapacidades y licencias de maternidad de que tratan los artículos 206 y 207 
y la subcuenta de las actividades de Promoción de Salud e investigación de que habla el artículo 222.  
  
PARÁGRAFO 1º. La base de cotización de las personas vinculadas mediante contrato de trabajo o como 
servidores públicos, afiliados obligatorios al Sistema General de Seguridad Social en Salud, será la misma 
contemplada en el Sistema General de Pensiones de esta Ley.”  
 
De igual manera, es importante resaltar el parágrafo primero transitorio del Acto Legislativo 01 
de 2005, el cual dispuso que:  
 
“El régimen pensional de los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, vinculados al servicio público 
educativo oficial es el establecido para el Magisterio en las disposiciones legales vigentes con anterioridad a la 
entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003, y lo preceptuado en el artículo 81 de esta. Los docentes que se hayan 
vinculado o se vinculen a partir de la vigencia de la citada ley, tendrán los derechos de prima media establecidos 
en las leyes del Sistema General de Pensiones, en los términos del artículo 81 de la Ley 812 de 2003".  
 
Así, el régimen pensional de todos los docentes vinculados al servicio público educativo oficial 
sería el establecido con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 812 de 2003, es decir, la Ley 
91 de 1980, misma que estipula que en dicho descuento deben estar incluidas las mesadas 
adicionales.  
  
Además, es claro que la Ley 812 de 2003 únicamente alteró respecto del personal docente lo 
correspondiente al porcentaje destinado a aportes de salud, mas no modificó su régimen 
pensional.   
   
La norma en ningún momento prohíbe el descuento en salud de las mesadas adicionales de 
junio y diciembre. En relación a lo anterior, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca en 
Sección Segunda – Subsección ¨A¨ en Sentencia del 7 de junio de 2012, radicado Nº 
11001333102820100044801 afirmo:  
 
“En esas circunstancias, no es inconstitucional que la norma acusada hubiera ordenado a los pensionados afiliados 
al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio cubrir toda su cotización en salud. El interrogante 
que subsiste es si la norma acusada debió o no prever una regulación de transición igual  a la establecida por el 
artículo 143 de la Ley 100  de 1993 que en el régimen general reajusto las pensiones en un valor equivalente al 
incremento de la cotización en salud (…)  
 
Conforme a lo anterior, el cargo de igualdad no está llamado a prosperar, por cuanto la regulación de la cotización 
en salud no puede ser considerada una prestación autónoma y separable. En efecto, esa cotización está ligada al 
conjunto de los servicios de salud prestados al magisterio, que representan un régimen específico pues dichos servicios 
son prestados de conformidad con la Ley 91 de 1989, como lo dice otro aparte de la disposición acusada. Y en 
esas circunstancias, no tenía porque la norma acusada prever el incremento de la cotización en salud de los 
pensionados afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio un incremento de su mesada 
idéntico al previsto por la Ley 100 de 1993, por cuando el régimen de salud y pensional es en ambos casos 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

distinto, como la cotización está vinculada al conjunto del régimen, no puede ser considerada una prestación 
autónoma y separable. La Leu no estaba entonces obligada a prever para el aumento de la cotización en salud 
de los pensionados del régimen especial de los docentes un mecanismo compensatorio idéntico al establecido por la 
Ley 100 de 1993 para el sistema general de seguridad social“   
 
Fue clara la Corte en el citado pronunciamiento, en torno a que el régimen general y el especial 
no deben mezclarse al arbitrio particular, sino que debe respetarse y cumplirse integralmente:  
 
“(…)  
De conformidad con lo anotado, no existe razón para ordenar el reintegro de los dineros descontados por concepto 
de salud, como quiera, que los pensionados del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio por 
pertenecer a un régimen especial se rigen por normas especiales y no pueden ser beneficiar ios del régimen general, 
de cuya cobertura están excluidos expresamente. Por tanto, como la Ley 91 de 1989, norma aplicable en el sub 
examine, permite que el descuento para la salud sea efectuado a cada una de las mesadas que recibe el pensionado, 
no puede pretender la actora que se le reintegren unos aportes debidamente descontados, de conformidad con las 
normas que regulan su régimen especial”.  
 
Corolario de lo expuesto, con fundamento a lo dispuesto por la Ley 812 de 2003, se dio un 
amplio alcance al régimen de cotización en salud previsto en la Ley 100 de 1993 a los docentes 
afiliados al FOMAG, situación que conllevó que a los mismos se les aumentará el monto de 
cotización al sistema de salud respecto de su mesada pensional, pues de un descuento del 5% 
previamente señalado en la Ley 91 de 1989 se pasaría a reducir un 12% previsto por el artículo 
204 de la Ley 100 de 1993, sin embargo, dicha disposición no implica que este descuento no 
pueda efectuarse a las mesadas adicionales que estos devenguen.   
 
APLICACIÓN DE SENTENCIA DE UNIFICACIÓN 
 
Mediante sentencia SUJ-024-CE-S2-2021 de fecha 03 de junio de 2021 el Honorable consejo de 
estado unifico la posición en lo relativo al tema objeto del litigio mediante el establecimiento de 
la siguiente regla. 
 

2. REGLA DE UNIFICACIÓN 
 
86. Son procedentes los descuentos con destino a salud en el porcentaje del 12% señalado en el artículo 
204 de la Ley 100 de 1993, así como las normas que lo modifiquen, de las mesadas adicionales de 
junio y diciembre de los docentes. Lo anterior por cuanto el artículo 8 de la Ley 91 de 1989 les impuso 
el deber de contribuir con el aporte del 5% al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 
incluso con la deducción de las mesadas adicionales. Más adelante, la Ley 812 de 2003, en el artículo 
81, incrementó el porcentaje al 12%, al hacer remisión a las disposiciones generales de la Ley 100 de 
1993, particularmente a los porcentajes de los aportes señalados en el artículo 204 de la Ley 100 de 
1993, los cuales se deducen de todas las mesadas pensionales, incluso de las adicionales.  

 
 EFECTOS EN EL TIEMPO DEL PRECEDENTE 
 
Con el fin de proteger los principios de equidad e igualdad y la superación de situaciones que 
afectan el valor de la justicia y la aplicación de las normas de conformidad con los cambios 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

sociales, políticos, económicos y culturales, por regla general, la Sala Plena de esta Corporación 
ha dado aplicación a su precedente de forma retrospectiva . En este caso, no se advierte la 
necesidad de dar efectos prospectivos a la regla de unificación aquí definida, toda vez que no 
restringen el acceso a la administración de justicia ni afectan los derechos adquiridos o 
fundamentales de las partes. 
 
Además, es importante destacar que la decisión que se adopta en esta sentencia  de unificación 
se acompasa con los principios de solidaridad y sostenibilidad financiera del sistema pensional y 
de salud, en consideración a que los recursos que provienen de los aportes que efectúan los 
docentes de sus mesadas pensionales, cuya destinación está dada por la ley, redundan en su 
beneficio, por ende, tienen una finalidad de interés general inspirada en dichos principios. En 
consecuencia, los efectos retrospectivos de esta providencia resultan acordes con dicho objetivo. 
 
Por lo anterior, en esta ocasión, se adopta el mismo criterio, por lo que la regla jurisprudencial 
que en esta providencia se fija se aplicará a todos los casos pendientes de solución tanto en vía 
administrativa como judicial, a través de acciones ordinarias, con la salvedad de aquellos en los 
que haya operado la cosa juzgada, los cuales, en función del principio de seguridad jurídica, son 
inmodificables.  
 
DEL RECONOCIMIENTO DE LA PRIMA DE MITAD DE AÑO 

A la expedición del acto legislativo 001 de 2005 se abrió la posibilidad de obtener más de trece 

mesadas pensionales, previéndose una salvedad, que en todo caso se encuentra limitada a una 

causación temporal, es decir, a que la persona perciba una pensión igual o inferior a tres (3) 

salarios mínimos legales mensuales vigentes y que la misma se causa antes del 31 de julio de 

2011. (953 del 13 de noviembre de 2014) 

Así, es claro que el reconocimiento de la prima de mitad de año que solicita el demandante 

solamente opera para aquellos pensionados que hayan causado su derecho antes de la entrada 

en vigencia del citado acto legislativo o en su defecto, a aquellos reconocimientos posteriores, 

siempre y cuando el beneficiario de dicha prestación perciba menos de tres salarios mínimos por 

mesada pensional. 

Frente a la materia, el Consejo de estado en el concepto del año 2007 fue claro a la hora de 

señalar que sin importar la clase de vinculación ni el régimen que lo cobije, a los docentes se les 

aplica la reforma constitucional tal y como fue concebida por el legislador, sobre el particula r 

expresó: 

“Los docentes del sector oficial, nacionales, nacionalizados y territoriales, que causen el 

derecho a la pensión de jubilación o vejez a partir del 25 de julio del 2005, fecha de 

entrada en vigencia del Acto Legislativo No. 1 del 2005, no tienen derecho a la mesada 

pensional adicional del mes de junio de que tratan el artículo 142 de la ley 100 de 1993 y 

la ley 238 de 1995. Se exceptúan los docentes que causen el derecho a la pensión antes 

del 31 de julio del 2011, si su mesada pensional es igual o inferior a tres salarios mínimos 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

legales vigentes, según lo establece el parágrafo transitorio 6º del artículo 1º del Acto 

Legislativo en mención” 

INEPTITUD DE LA DEMANDA POR FALTA DE INTEGRACIÓN DE 

LITISCONSORTE NECESARIO 

 

En el presente caso no se integró en debida forma el contradictorio en tanto que no se demandó 

a la Secretaría de educacion de Cundinamarca, entidad territorial encargada de la expedición y 

notificación del acto administrativo y sobre quien recae la responsabilidad como entidad 

nominadora 

 

Respecto de la integración del contradictorio, el artículo 61 de la ley 1564 de 2012 señaló:  

 

“Cuando el proceso verse sobre relaciones o actos jurídicos respecto de los cuales, por su naturaleza o por 

disposición legal, haya de resolverse de manera uniforme y no sea posible decidir de mérito sin la 

comparecencia de las personas que sean sujetos de tales relaciones o que intervinieron en dichos actos, la 

demanda deberá formularse por todas o dirigirse contra todas; si no se hiciere así, el juez, en  el auto que 

admite la demanda, ordenará notificar y dar traslado de esta a quienes falten para integrar el 

contradictorio, en la forma y con el término de comparecencia dispuestos para el demandado.  

 

En caso de no haberse ordenado el traslado al admitirse la demanda, el juez dispondrá la citación 

de las mencionadas personas, de oficio o a petición de parte, mientras no se haya dictado 

sentencia de primera instancia, y concederá a los citados el mismo término para que 

comparezcan. El proceso se suspenderá durante dicho término (…)” (Subraya no hace parte del 

texto original) 

Sobre el particular, el H. Consejo de Estado indicó: 

 

“(…) Las partes que participan en la composición de un litigio, como demandante y demandado, pueden 

estar conformadas por una sola persona en cada caso o por el contrario pueden converger a integrarlas, 

una pluralidad de sujetos, evento en el cual se está en presencia de lo que la ley y la doctrina han 

denominado un litisconsorcio. Dicha figura consagrada en nuestra legislación procesal  puede ser de tres 

clases atendiendo a la naturaleza y número de relaciones jurídicas que intervengan en el proceso estas son, 

litisconsorcio necesario, cuasinecesario y voluntario o facultativo. Respecto de la figura del litisconsorcio 

necesario, el cual corresponde analizar en este caso, se presenta cuando existe pluralidad de sujetos en 

calidad demandante (litisconsorcio por activa) o demandado (litisconsorcio por pasiva) que están 

vinculados por una única “relación jurídico sustancial”. En este caso y por expreso mandato de la ley, es 

indispensable la presencia dentro del litigio de todos y cada uno de ellos, para que el proceso pueda 

desarrollarse, pues cualquier decisión que se tome dentro de este puede perjudicar o beneficiarlos a todos. 

(…) La vinculación de quienes conforman el litisconsorcio necesario puede hacerse dentro de la demanda, 

bien obrando como demandante o bien llamando como demandados a todos quienes lo integran y, en el 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

evento en que el juez omita citarlos, debe declararse la nulidad de lo actuado desde el auto admisorio de 

la demanda. Si esto no ocurre, el juez de oficio o por solicitud de parte podrá vincularlos en el auto 

admisorio de la demanda o en cualquier tiempo antes de la sentencia de primera instancia, otorgándoles 

un término para que comparezcan, esto con el fin de lograr su vinculación al proceso para que tengan la 

oportunidad de asumir la defensa de sus intereses dado que la sentencia los puede afectar. (…)  (Subraya 

y negrita no hacen parte del texto original) 

 

Quiere decir lo anterior que todas las partes en las que pueda llegar a tener incidencia el proceso 

deben ser citadas dentro de la litis para integrar el contradictorio, con el objeto que se garantice 

el derecho de defensa y contradicción de las partes intervinientes previo a emitir una sentencia 

de fondo. Todo ello con el objeto de que evitar cualquier vicio que puede representar una nulidad 

dentro del procesos. 

 

V. EXCEPCIONES DE MERITO 

LEGALIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS ATACADOS DE NULIDAD 

Los actos Administrativos emitidos por la entidad se encuentran ajustados a derecho, se profirió 

en estricto seguimiento de las normas legales vigentes ya aplicables al caso de la demandante, sin 

que se encuentre viciado de nulidad alguna. 

COBRO DE LO NO DEBIDO 

El artículo 3º de la Ley 33 de 1985 modificado por el artículo 1º de la Ley 62 del mismo año, 

señaló que las pensiones de los empleados oficiales serían liquidadas “sobre los que hayan servido 

de base para calcular los aportes”, para tal efecto enlistó los factores que debían ser incluidos al 

momento de fijar el monto para liquidar la pensión de jubilación entre los que se encuentra: 

“asignación básica; gastos de representación; prima técnica; dominicales y feriados; horas extras; 

bonificación por servicios prestados; y trabajo suplementario o realizado en jornada nocturna o 

en días de descanso obligatorio”. 

En el presente caso, los factores salariales que alega la parte demandante no se encuentran 

previstos en el artículo 3 de la ley 33 de 1985, por lo que la entidad al reconocer el derecho 

pensional se ajustó a derecho, sin que sea procedente el cobro de la misma para incluirla en una 

reliquidación pensional. 

PRESCRIPCION 

Sin que implique reconocimiento de los hechos y pretensiones aducidos por la demandante, se 

propone esta excepción correspondiente a cualquier derecho que se hubiere causado en favor 

del mismo y que de acuerdo con las normas quedará cobijado por el fenómeno de la prescripción, 

indicando que la misma consiste en la formalización de una situación de hecho por el paso del 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

tiempo, lo que produce la adquisición o la extinción de una obligación. Esto quiere decir que el 

derecho a desarrollar una determinada acción puede extinguirse cuando pasa una cierta cantidad 

de tiempo y se produce la prescripción. 

Por su parte el artículo 151 de Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, Decreto-

Ley 2158 DE 1948, dispone: 

ARTICULO 151. PRESCRIPCION. Las acciones que emanen de las leyes sociales prescribirán en 

tres años, que se contarán desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible. El simple reclamo 

escrito del trabajador, recibido por el {empleador}, sobre un derecho o prestación debidamente 

determinado, interrumpirá la prescripción, pero sólo por un lapso igual.  

Por su parte el CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA , sostuvo:  

“… 

En este orden de ideas, si bien en virtud del artículo 53 de la Constitución Política14 los beneficios 

laborales mínimos de los trabajadores comportan carácter irrenunciable, el legislador ha previsto la 

prescripción extintiva de esos derechos, fundamentalmente con el propósito constitucional de salvaguardar 

la seguridad jurídica en relación con litigios que han de ventilarse ante los jueces frente a la inactividad 

del servidor de reclamar su pago oportunamente. Por lo tanto, para que opere el fenómeno prescriptivo se 

requiere que transcurra el interregno preestablecido durante el cual no se hayan realizado las 

correspondientes solicitudes…” 

BUENA FE 

Tal como se especificó en la resolución mediante la cual se reconoció la prestación, esta se expido 

a favor del demandante. De igual manera actúa de buena fe la entidad, cuando es respetuoso de 

la legislación existente en materia de pensiones, con base en nuestro ordenamiento 

Constitucional y Procedimental aplicando a cada caso en particular la legislación vigente para así 

satisfacer las necesidades de todos los asegurados, salvaguardando el patrimonio público.  

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

Invoco como normas aplicables a la presente contestación, la Ley 91 de 1989, Por la cual se crea 

el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio; la Ley 244 de 1995; La Ley 1071 de 

2006; El artículo 151 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, Decreto-Ley 2158 

DE 1948. 

PRUEBAS 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

 Solicito se oficie a la UGPP para que certifique si el demandante cuenta con pensión 

gracia, toda vez que la parte demandante solo lo enuncia pero no lo prueba, 

información que es fundamental para el litigio.  

Solicitamos se tengan con pruebas las aportadas en debido tiempo al plenario. 

ANEXOS 

Poder conferido a mi favor, junto con la representación Legal 

NOTIFICACIONES 

La entidad demandada recibe notificaciones en la Fiduciaria la Previsora S.A., ubicada en la Calle 

72 No. 10-03 Bogotá, y al correo electrónico t_krueda@fiduprevisora.com.co.  

 
 
Cordialmente,  
 
 

 
KAREN ELIANA RUEDA AGREDO 
C.C. 1.018.443.763 de Bogotá 
T.P. 260.125 del C.S. de la Judicatura  
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
“Defensoría del Consumidor Financiero: Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity en la ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 
/ 6108164, Fax: Ext. 500. E-mail: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada continua”. 
Las funciones del Defensor del Consumidor son: Dar trámite a las quejas contra las entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita . Ser vocero de los consumidores financieros 

ante la institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u 
oficina de atención al público de la entidad, asimismo tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule recomendaciones y propuestas en aquellos 

aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas an te el Defensor del Consumidor no se exige 
ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los siguientes datos  del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio 
(dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App “Defensoría del Consumidor 

Financiero" disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store. 
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Bogotá D.C. 

 

Señores 

JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

E.   S.  D. 

 

REFERENCIA: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE:  SANDRA MÓNICA SALAZAR GÓNGORA 

DEMANDADA:  NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- 

SECRETARÍA DE EDUCACION DE BOGOTÁ – 

FIDUPREVISORA S.A. 

EXPEDIENTE:  2021-00201-00 

 

CONTESTACIÓN DEMANDA 

 

CARLOS JOSE HERRERA CASTAÑEDA, identificado con la C.C. No. 79.954.623 

de Bogotá y T.P. No. 141.955 del C.S.J., obrando en calidad de apoderado 

de la parte demandada SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ 

conforme al poder que me fuera conferido, por medio del presente escrito  

y estando dentro del término legal, procedo  a  contestar  la  demanda 

promovida en los siguientes términos: 

 

I 

A LAS PRETENSIONES Y CONDENAS 

 

Me opongo a todas y  cada una de las  pretens iones  y 

condenas  de la demandante por carecer de fundamentos de hecho y 

de derecho en los siguientes términos: 

 

DECLARACIONES 

 

1. Me abstengo de realizar pronunciamiento alguno respecto a esta 

declaración teniendo en cuenta que va dirigida a que la se declare la 

existencia del acto ficto o presunto por el silencio del MINISTERIO DE 

EDUCACION NACIONAL - FONPREMAG respecto del pago de las cesantías, 

entes autónomos e independientes de la entidad que represento. 

2. Me abstengo de realizar pronunciamiento alguno respecto a esta 

declaración teniendo en cuenta que va dirigida a que la se declare la 

existencia del acto ficto o presunto por el silencio del MINISTERIO DE 

EDUCACION NACIONAL - FONPREMAG respecto del pago de las cesantías, 

entes autónomos e independientes de la entidad que represento. 

3. Me abstengo de realizar pronunciamiento alguno respecto a esta 

declaración teniendo en cuenta que va dirigida a que la se declare la 

existencia del acto ficto o presunto por el silencio del MINISTERIO DE 

EDUCACION NACIONAL - FONPREMAG respecto del pago de las cesantías, 

entes autónomos e independientes de la entidad que represento. 

 

CONDENAS 

 

1. Me abstengo de realizar pronunciamiento alguno respecto a esta 

declaración teniendo en cuenta que va dirigida a que la se declare la 
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existencia del acto ficto o presunto por el silencio del MINISTERIO DE 

EDUCACION NACIONAL - FONPREMAG respecto del pago de las cesantías, 

entes autónomos e independientes de la entidad que represento. 

Ahora en gracia de discusión, la entidad que represento si bien interviene 

en la elaboración o proyección del acto administrativo en este caso del 

reconocimiento pensional, es el Fondo Nacional de Prestaciones del 

Magisterio quien aprueba el mismo y la Fiduprevisora como administradora 

de esa cuenta especial y a quien compete el análisis sobre el 

reconocimiento y pago de las cesantías, en esa medida la única 

intervención que efectúa la entidad territorial llamada de acuerdo con la 

Ley anti tramites a la elaboración y remisión del acto administrativo que en 

ultimas es aprobado como en el caso de autos negando por el Fondo 

quien tiene  a su cargo el pago de estas prestaciones sociales de los 

docentes. 

2. Me abstengo de realizar pronunciamiento alguno respecto a esta 

declaración teniendo en cuenta que va dirigida a que la se declare la 

existencia del acto ficto o presunto por el silencio del MINISTERIO DE 

EDUCACION NACIONAL - FONPREMAG respecto del pago de las cesantías, 

entes autónomos e independientes de la entidad que represento. 

Ahora en gracia de discusión, la entidad que represento si bien interviene 

en la elaboración o proyección del acto administrativo en este caso del 

reconocimiento pensional, es el Fondo Nacional de Prestaciones del 

Magisterio quien aprueba el mismo y la Fiduprevisora como administradora 

de esa cuenta especial y a quien compete el análisis sobre el 

reconocimiento y pago de las cesantías, en esa medida la única 

intervención que efectúa la entidad territorial llamada de acuerdo con la 

Ley anti tramites a la elaboración y remisión del acto administrativo que en 

ultimas es aprobado como en el caso de autos negando por el Fondo 

quien tiene  a su cargo el pago de estas prestaciones sociales de los 

docentes. 

3. Me abstengo de realizar pronunciamiento alguno respecto a esta 

declaración teniendo en cuenta que va dirigida a que la se declare la 

existencia del acto ficto o presunto por el silencio del MINISTERIO DE 

EDUCACION NACIONAL - FONPREMAG respecto del pago de las cesantías, 

entes autónomos e independientes de la entidad que represento. 

Ahora en gracia de discusión, la entidad que represento si bien interviene 

en la elaboración o proyección del acto administrativo en este caso del 

reconocimiento pensional, es el Fondo Nacional de Prestaciones del 

Magisterio quien aprueba el mismo y la Fiduprevisora como administradora 

de esa cuenta especial y a quien compete el análisis sobre el 

reconocimiento y pago de las cesantías, en esa medida la única 

intervención que efectúa la entidad territorial llamada de acuerdo con la 

Ley anti tramites a la elaboración y remisión del acto administrativo que en 

ultimas es aprobado como en el caso de autos negando por el Fondo 

quien tiene  a su cargo el pago de estas prestaciones sociales de los 

docentes. 

4. Me abstengo de realizar pronunciamiento alguno respecto a esta 

declaración teniendo en cuenta que va dirigida a que la se declare la 

existencia del acto ficto o presunto por el silencio del MINISTERIO DE 

EDUCACION NACIONAL - FONPREMAG respecto del pago de las cesantías, 

entes autónomos e independientes de la entidad que represento. 

Ahora en gracia de discusión, la entidad que represento si bien interviene 

en la elaboración o proyección del acto administrativo en este caso del 
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reconocimiento pensional, es el Fondo Nacional de Prestaciones del 

Magisterio quien aprueba el mismo y la Fiduprevisora como administradora 

de esa cuenta especial y a quien compete el análisis sobre el 

reconocimiento y pago de las cesantías, en esa medida la única 

intervención que efectúa la entidad territorial llamada de acuerdo con la 

Ley anti tramites a la elaboración y remisión del acto administrativo que en 

ultimas es aprobado como en el caso de autos negando por el Fondo 

quien tiene  a su cargo el pago de estas prestaciones sociales de los 

docentes. 

II 

A LOS HECHOS 

 

Doy respuesta a cada uno de los hechos de demanda en el mismo orden 

de su formulación así: 

 

AL PRIMERO.- No es un hecho, sino un recuento normativo. No obstante, es 

afirmativo el enunciado. 

AL SEGUNDO.- No es un hecho, sino un recuento normativo. No obstante, 

es afirmativo el enunciado. 

AL TERCERO.- No le consta a la entidad que represento en la medida que 

refiere a una situación que involucra a otra entidad también llamada en 

juicio, la cual deberá corroborar el dicho de la parte demandante. 

AL CUARTO.- Es parcialmente cierto, en la medida que la entidad que 

represento si bien por la delegación que hiciera la ley elabora el proyecto 

de acto administrativo en nombre de la Nación- Ministerio de Educación – 

Fonpremag son estas las que realizan el análisis de requisitos y aprueban el 

mismo, porque esas entidades estando llamadas en juicio serán las que 

deberán desvirtuar el dicho de la parte actora. 

AL QUINTO.- No me consta tal y como se propone. Las condiciones que 

señala la parte actora deberán ser demostradas por ella, además, 

teniendo en cuenta que es otra entidad que esta llamada en juicio y 

deberá ser esta quien acredite o desvirtúe el dicho de la demandante en 

este hecho. 

AL SEXTO.- No es un hecho, sino la transcripción de la norma objeto de 

controversia. 

AL SÉPTIMO.- No es un hecho, sino la referencia de jurisprudencial 

aplicable al caso en concreto. 

AL OCTAVO- No me consta tal y como se propone. Las condiciones que 

señala la parte actora deberán ser demostradas por ella, además, 

teniendo en cuenta que es otra entidad que esta llamada en juicio y 

deberá ser esta quien acredite o desvirtúe el dicho de la demandante en 

este hecho. 

AL NOVENO.- No me consta tal y como se propone. Las condiciones que 

señala la parte actora deberán ser demostradas por ella, además, 

teniendo en cuenta que es otra entidad que esta llamada en juicio y 

deberá ser esta quien acredite o desvirtúe el dicho de la demandante en 

este hecho. 

AL DÉCIMO.- No me consta tal y como se propone. Las condiciones que 

señala la parte actora deberán ser demostradas por ella, además, 

teniendo en cuenta que es otra entidad que esta llamada en juicio y 

deberá ser esta quien acredite o desvirtúe el dicho de la demandante en 

este hecho. 
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III 

RAZONES Y FUNDAMENTOS DE LA DEFENSA 

 
RÉGIMEN LEGAL DE LAS PRESTACIONES DE LOS DOCENTES. 

Desde la expedición de la Ley 812 de 2003 por la cual se aprueba el Plan 

Nacional de Desarrollo 2003, se consagró en su artículo 81 lo siguiente: 

 
 "El régimen prestacional de los docentes nacionales, nacionalizados y 

territoriales, que se encuentren vinculados al servicio público educativo 

oficial, es el establecido para el Magisterio en las disposiciones vigentes con 

anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley. 

 

El Gobierno Nacional buscará la manera más eficiente para administrar los 

recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, para 

lo cual contratará estos servicios con aplicación de los principios de 

celeridad, transparencia, economía e igualdad, que permita seleccionar la 

entidad fiduciaria que ofrezca y pacte las mejores condiciones de servicio, 

mercado, solidez y seguridad financiera de conformidad con lo establecido 

en el artículo 3o de la Ley 91 de 1989. En todo caso el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio se administrará en subcuentas 

independientes, correspondiente a los recursos de pensiones, cesantías y 

salud.” 

 

Por su parte el artículo Art 2° y 3° de la Ley 91 de 1989 a través de la cual se 

crea el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, refiere a la 

forma como se asumirán las obligaciones prestacionales de los docentes, 

entre la nación y los entes territoriales, de la siguiente manera: 

 
Artículo 2º.- De acuerdo con lo dispuesto por la Ley 43 de 1975, la Nación y 

las entidades territoriales, según el caso, asumirán sus obligaciones 

prestacionales con el personal docente, de la siguiente manera: 

 

(…) 

 

5.- Las prestaciones sociales del personal nacional y nacionalizado que se 

causen a partir del momento de la promulgación de la presente Ley, son 

de cargo de la Nación y serán pagadas por el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio; pero las entidades territoriales, la Caja 

Nacional de Previsión Social, el Fondo Nacional de Ahorro o las entidades 

que hicieren sus veces, pagarán al Fondo las sumas que resulten adeudar 

hasta la fecha de promulgación de la presente Ley a dicho personal, por 

concepto de las prestaciones sociales no causadas o no exigibles.  

 

Artículo 3°.- Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, como una cuenta especial de la Nación, con independencia 

patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos 

serán manejados por una entidad fiduciaria estatal o de economía mixta, 

en la cual el Estado tenga más del 90% del capital.  

 

Para tal efecto, el Gobierno Nacional suscribirá el correspondiente contrato 

de fiducia mercantil, que contendrá las estipulaciones necesarias para el 

debido cumplimiento de la presente Ley y fijará la Comisión que, en 

desarrollo del mismo, deberá cancelarse a la sociedad fiduciaria, la cual 

será una suma fija, o variable determinada con base en los costos 

administrativos que se generen. La celebración del contrato podrá ser 

delegada en el Ministro de Educación Nacional. 

 

El Fondo será dotado de mecanismos regionales que garanticen la 

prestación descentralizada de los servicios en cada entidad territorial sin 

afectar el principio de unidad." (Subrayado fuera de texto). 

 

En el Art 5° ibidem por su parte se establecen los objetivos de esta entidad 
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de la siguiente manera: 
 

Artículo 5º.- El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

tendrá los siguientes objetivos: 

1.- Efectuar el pago de las prestaciones sociales del personal afiliado. 

2.- Garantizar la prestación de los servicios médico-asistenciales, que 

contratará con entidades de acuerdo con instrucciones que imparta el 

Consejo Directivo del Fondo. 

3.- Llevar los registro contables y estadísticos necesarios para determinar el 

estado de los aportes y garantizar un estricto control del uso de los recursos 

y constituir una base de datos del personal afiliado, con el fin de cumplir 

todas las obligaciones que en materia prestacional deba atender el Fondo, 

que además pueda ser utilizable para consolidar la nómina y preparar el 

presupuesto en el Ministerio de Hacienda. 

4.- Velar para que la Nación cumpla en forma oportuna con los aportes 

que le corresponden e igualmente transfiera los descuentos de los 

docentes. 

5.- Velar para que todas las entidades deudoras del Fondo Nacional de 

Prestaciones del Magisterio, cumplan oportunamente con el pago de sus 

obligaciones 

 

DE LAS CESANTIAS 
 

Sobre el particular la Ley 91 de 1989 en su Art 15 prevé la forma en la que el 

Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio debe cancelar las 

cesantías al personal docentes, el cual señala lo siguiente: 
 

Artículo  15º.- A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente 

nacional y nacionalizado y el que se vincule con posterioridad al 1 de 

enero de 1990 será regido por las siguientes disposiciones: 

 

(…) 

3.- Cesantías: 

A. Para los docentes nacionalizados vinculados hasta el 31 de diciembre de 

1989, el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio pagará un 

auxilio equivalente a un mes de salario por cada año de servicio o 

proporcionalmente por fracción de año laborado, sobre el último salario 

devengado, si no ha sido modificado en los últimos tres meses, o en caso 

contrario sobre el salario promedio del último año.  

B. Para los docentes que se vinculen a partir del 1 de enero de 1990 y para los 

docentes nacionales vinculados con anterioridad a dicha fecha, pero sólo 

con respecto a las cesantías generadas a partir del 1 de enero de 1990, el 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio reconocerá y 

pagará un interés anual sobre saldo de estas cesantías existentes al 31 de 

diciembre de cada año, liquidadas anualmente y sin retroactividad, 

equivalente a la suma que resulte aplicar la tasa de interés, que de 

acuerdo con certificación de la Superintendencia Bancaria, haya sido la 

comercial promedio de captación del sistema financiero durante el mismo 

período. Las cesantías del personal nacional docente, acumulados hasta el 

31 de diciembre de 1989, que pasan al Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, continuarán sometidas a las normas generales 

vigentes para los empleados públicos del orden nacional. 

La Ley 244 de 1995, fija el término para el pago oportuno de las cesantías 

para los servidores públicos y establece las respectivas sanciones en el no 

cumplimiento de dichos plazos de la siguiente manera: 

 
Artículo 1º.- Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la 

presentación de la solicitud de la liquidación de las Cesantías Definitivas, 

por parte de los servidores públicos de todos los órdenes, la entidad 
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patronal deberá expedir la Resolución correspondiente, si reúne todos los 

requisitos determinados en la Ley. 

Parágrafo.- En caso de que la entidad observe que la solicitud está 

incompleta, deberá informárselo al penitenciario dentro de los diez (10) días 

hábiles siguientes al recibo de la solicitud, señalándole expresamente qué 

requisitos le hacen falta anexar. 

Una vez aportados los requisitos faltantes, la solicitud deberá ser resuelta en 

los términos señalados en el inciso primero de este artículo. 

 

Artículo 2º.- La entidad pública pagadora tendrá un plazo máximo de 

cuarenta y cinco (45) días hábiles, a partir de la fecha de la cual quede en 

firme el acto administrativo que ordena la liquidación de las Cesantías 

Definitivas del servidor público, para cancelar esta prestación social. 

Parágrafo.- En caso de mora en el pago de las cesantías de los servidores 

públicos, la entidad obligada reconocerá y cancelará de sus propios 

recursos, al beneficiario, un día de salario por cada día de retardo hasta 

que se haga efectivo el pago de las mismas, para lo cual solo bastará 

acreditar la no cancelación dentro del término previsto en este artículo. Sin 

embargo, la entidad podrá repetir contra el funcionario, cuando se 

demuestre que la mora en el pago se produjo por culpa imputable a éste. 

 
Normatividad anterior modificada y adicionada por la Ley 1071 de 2006, 

norma esta última que establece: 

 
Artículo 4°. Términos. Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la 

presentación de la solicitud de liquidación de las cesantías definitivas o 

parciales, por parte de los peticionarios, la entidad empleadora o aquella 

que tenga a su cargo el reconocimiento y pago de las cesantías, deberá 

expedir la resolución correspondiente, si reúne todos los requisitos 

determinados en la ley. 

Parágrafo. En caso de que la entidad observe que la solicitud está 

incompleta deberá informársele al peticionario dentro de los diez (10) días 

hábiles siguientes al recibo de la solicitud, señalándole expresamente los 

documentos y/o requisitos pendientes. 

Una vez aportados los documentos y/o requisitos pendientes, la solicitud 

deberá ser resuelta en los términos señalados en el inciso primero de este 

artículo. 

 

Artículo 5°. Mora en el pago. La entidad pública pagadora tendrá un plazo 

máximo de cuarenta y cinco (45) días hábiles, a partir de la cual quede en 

firme el acto administrativo que ordena la liquidación de las cesantías 

definitivas o par ciales del servidor público, para cancelar esta prestación 

social, sin perjuicio de lo establecido para el Fondo Nacional de Ahorro. 

Parágrafo. En caso de mora en el pago de las cesantías definitivas o 

parciales de los servidores públicos, la entidad obligada reconocerá y 

cancelará de sus propios recursos, al beneficiario, un día de salario por 

cada día de retardo hasta que se haga efectivo el pago de las mismas, 

para lo cual solo bastará acreditar la no cancelación dentro del término 

previsto en este artículo. Sin embargo, la entidad podrá repetir contra el 

funcionario, cuando se demuestre que la mora en el pago se produjo por 

culpa imputable a este 

 

DE LA INTERVENCION EN DE LA SECRETARIA DE EDUCACION EN EL TRAMITE DE 

RECONOCIMIENTO Y PAGO DE LAS CESANTIAS 

 

Téngase en cuenta que en el Decreto 2831 de 2005 previó la gestión que 

estaba a cargo de las Secretarias de Educación respecto a las 

prestaciones sociales de los docentes de la siguiente manera: 

 
ARTÍCULO 3°. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo 

con lo establecido en el artículo 3° de la Ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la 

Ley 962 de 2005, la atención de las solicitudes relacionadas con las 
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prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, será efectuada a través de las secretarías de 

educación de las entidades territoriales certificadas, o la dependencia que 

haga sus veces. Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad 

territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el 

docente deberá:  

1. Recibir y radicar en estricto orden cronológico, las solicitudes 

relacionadas con el reconocimiento de prestaciones sociales a cargo del 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, de acuerdo con 

los formularios que adopte la sociedad fiduciaria encargada del manejo de 

los recursos de dicho Fondo. 

2. Expedir con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de 

los recursos del Fondo y conforme a los formatos únicos por ésta 

adoptados, certificación de tiempo de servicio y régimen salarial y 

prestacional, del docente peticionario o causahabiente, de acuerdo con 

la normatividad vigente.  

3. Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, 

dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la radicación de la 

solicitud, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración 

de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 

para su aprobación, junto con la certificación descrita en el numeral 

anterior del presente artículo. 

4. Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del 

manejo y administración los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio suscribir el acto administrativo de reconocimiento de 

prestaciones económicas a cargo de dicho Fondo, de acuerdo con las 

Leyes 91 de 1989 y 962 de 2005 y las normas que las adicionen o 

modifiquen, y surtir los trámites administrativos a que haya lugar, en los 

términos y con las formalidades y efectos previstos en la Ley.  

5. Remitir a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, copia de los actos 

administrativos de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de 

éste, junto con la respectiva constancia de ejecutoria para efectos de 

pago y dentro de los tres días siguientes a que éstos se encuentren en firme. 

 PARAGRAFO PRIMERO: Igual trámite se surtirá para resolver los recursos que 

sean interpuestos contra las decisiones adoptadas de conformidad con el 

procedimiento aquí. establecido y aquellas que modifiquen decisiones que 

con anterioridad se hayan adoptado respecto del reconocimiento de 

prestaciones a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio.  

PARAGRAFO SEGUNDO: Sin perjuicio de la responsabilidad administrativa, 

disciplinaria, fiscal y penal a que pueda haber lugar, las resoluciones que se 

expidan por parte de la autoridad territorial, que reconozcan prestaciones 

sociales que deba pagar el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, sin la previa aprobación de la sociedad fiduciaria encargada 

del manejo y administración de los recursos de tal Fondo, carecerán de 

efectos legales y no prestarán mérito ejecutivo.  

 

ARTÍCULO 4°. Trámite de solicitudes, El proyecto de acto administrativo de 

reconocimiento de prestaciones que elabore la secretaría de educación, o 

la entidad que haga sus veces, de la entidad territorial certificada a cuya 

planta docente pertenezca o haya pertenecido el solicitante, será remitido 

a la sociedad fiduciaria que se encargue del manejo de los recursos del 

Fondo para su aprobación. Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes 

al recibo del proyecto de resolución, la sociedad fiduciaria deberá impartir 

su aprobación o indicar de manera precisa las razones de su decisión de no 

hacerlo, e informar de ello a la respectiva secretaría de educación. 

 

ARTÍCULO 5°. Reconocimiento. Aprobado el proyecto de resolución por la 

sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo, 

deberá ser suscrito por el secretario de educación del ente territorial 

certificado y notificado en los términos y con las formalidades y efectos 

previstos en la Ley. 
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Así mismo el Art 56 de la Ley 962 de 2005, “Ley Anti trámites” previo lo que 

referente a la racionalización de tramites respecto al Fonpremag: 

 
ARTÍCULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que 

pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán 

reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de 

resolución por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser 

elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial 

certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El 

acto administrativo de reconocimiento se hará mediante resolución que 

llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad territorial. 

 

JURISPRUDENCIA APLICABLE 
 

Sobre particular se debe traer a colación un pronunciamiento reciente e 

imperante en los estrados judiciales donde se zanjó la discusión respecto 

de la entidad que debe responder por la sanción moratoria, teniendo en 

cuenta que todas las llamadas en juicio proponían la excepción previa de 

falta de legitimación en la causa por pasiva. 

 

Así es, que en providencia del 25 de septiembre de 20171 dentro del 

radicado interno (1669-15) el H. Consejo de Estado, sección Segunda se 

estableció lo siguiente: 
 

“…7.2.2.2 Entidad responsible del reconocimiento dey pago de la sancion moratoria 

 

En el caso de los docentes oficiales afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, es la ación –Ministerio de Educacion Nacional, con cargo a 

los recursos del citado fonco, la entidad obligada del reconocimiento y apgo de la 

sancion moratorio por el desembolso tardío de las cesantias. Veamos: 

 

- Mediante la Ley 91 de 1989, se creó el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, como una cuenta especial de la Nación, con independencia 

patrimonial, contable y estadística, que si bien es cierto no tiene personería jurídica, 

está adscrita al Ministerio de Educacion Nacional, cuya finalidad entre otras, es el 

apgo de las prestaciones sociales de los docentes. 

- Por su parte, el Decreto 3752 de 2003 regló el proceso de afliación de los docentes 

al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y señaló en su artículo 4° 

los requisitos de afiliación del personal docente de las entidades territoriales y en su 

artículo 5° el trámite de afiliación, artículos de los cuales se desprende que el Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio reconocerá y pagará las 

cesantías. 

- A su vez, el artículo 56 de la Ley 962 de 2005 señala que las prestaciones sociales de 

los docentes oficiales serian reconocidas y pagadas por el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, mediante la aprobación del proyecto de 

resolución por parte de quien administre el Fondo, el cual en todo caso debe ser 

elaborado por el Secretario de Educación de la entidad territorial certificada 

correspondiente a la que se encuentre vinculado el docente, sin despojar al Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio de la competencia para 

reconocer y pagar las prestaciones de los docentes oficiales. 

 

Por lo tanto, es con cargo al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 

que se cubren tanto las cesantías de los docentes afiliados a este, como la sanción 

moratoria que se cause por su no pago oportuno, sin que tenga responsabilidad 

alguna el ente territorial, quien solo actúa a nombre del fondo…” 

 

                                                           
1 Consejo De Estado. Sala De Lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda. Subsección A. Consejero 
Ponente: William Hernández Gómez. Bogotá D.C., veinticinco (25) de septiembre de dos mil diecisiete (2017). 
radicación número: 73001-23-33-000-2013-00638-01(1669-15). actor: Luz Marina Cruz Londoño. Demandado: 
Nación – Ministerio De Educación Nacional – Fondo Nacional De Prestaciones Sociales Del Magisterio Y 
Municipio De Ibagué 
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De acuerdo a la jurisprudencia en cita se tiene que la entidad que debe 

hacer frente a las pretensiones sobre la sanción moratoria por 

extemporaneidad en el pago de las cesantías es la Nación- Ministerio de 

Educación Nacional – Fonpremag con sus propios recursos y no la entidad 

territorial como lo ha venido sosteniendo dicho ente en sus argumentos de 

defensa y ello acoge fuerza cuando esta misma Corporación dentro de 

este mismo caso declara probada la excepción de fondo de inexistencia 

de la obligación propuesta por la  entidad territorial. 

 

Además, debe solicitarse de manera respetuosa se tenga en cuenta al 

momento de proferir el fallo, la reciente sentencia de unificación CE-SUJ-SII-

012-2018 de 18 de julio de 2018, número interno 4961-2015, que sobre el 

tema fijo las siguientes pautas sobre la responsabilidad del ente territorial: 

 
“3.2.1. Existencia de normas reglamentarias que regulan el reconocimiento 

de la cesantía en el sector docente. 

 

116. Se precisa que en relación con los docentes oficiales, la Ley 962 de 

2005 «Por la cual se dictan disposiciones sobre racionalización de trámites y 

procedimientos administrativos de los organismos y entidades del Estado y 

de los particulares que ejercen funciones públicas o prestan servicios 

públicos», previó en su artículo 56 que las prestaciones sociales de los 

afiliados al FOMAG, serán reconocidas y pagadas por dicho fondo, 

mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien 

administre los recursos de este patrimonio autónomo, el cual en todo caso 

debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la entidad territorial 

certificada correspondiente a la que se encuentre vinculado el docente. 

 

(…) 

 
OCTAVO: A título de restablecimiento del derecho, condenar a la Nación, 

Ministerio de Educación Nacional, Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, al reconocimiento y pago de un día de salario por cada día 

de retardo, a título de la sanción moratoria prevista en la Ley 1071 de 2006, 

desde el 27 de junio de 2013 hasta el 7 de agosto de 2014, la cual se 

liquidará con base en la asignación básica devengada por el actor para la 

anualidad de 2012, por las consideraciones expuestas en la parte motiva 

de esta providencia. 

 

DEL CASO EN CONCRETO 

 

Analizada en conjunto la normatividad referida anteriormente, es claro 

para esta parte que la entidad que represento si bien interviene en la 

elaboración o proyección del acto administrativo en este caso del 

reconocimiento de las cesantías ya sea parciales o definitivas, es el Fondo 

Nacional de Prestaciones del Magisterio quien aprueba el mismo y la 

Fiduprevisora como administradora de esa cuenta especial y a quien 

compete el análisis sobre el pago de las cesantías, en esa medida la única 

intervención que efectúa la entidad territorial llamada a juicio de acuerdo 

con la Ley anti tramites es en la elaboración y remisión del acto 

administrativo que en ultimas es aprobado como en el caso de autos por 

el Fondo quien tiene a su cargo el pago de estas prestaciones sociales de 

los docentes. 

 

Por lo que en esa medida la entidad que represento no esta llamada ni 

obligada a responder por lo pretendido en este juicio por la parte 

demandante. 
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III 

EXCEPCIONES 

 

 

Como consecuencia de los presupuestos expuestos en el capítulo que 

precede, me permito proponer las siguientes excepciones de fondo: 

 

1. EXCEPCIONES PREVIAS 

 

FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA.-  

 

Excepción que tiene como fundamento los siguientes argumentos: 

 

Si bien es cierto la excepción de la legitimación en la causa por pasiva, 

en este tipo de procesos no constituye excepción de fondo  solicito se 

tenga en cuenta  que  la Secretaria de Educación Distrital no es quien 

autoriza ni determina a quien ni cómo debe reconocerse la cesantías 

parciales o definitivas.  Es la Fiduciaria la Previsora S.A. 

 

Legitimación de hecho en la causa se entiende como la relación 

procesal. La cual establece que se entre el demandante y el 

demandado por intermedio de la pretensión procesal; es decir es una 

relación jurídica nacida de la atribución de una conducta, en la 

demanda, y de la notificación de está  al demandado. Quien cita a 

otro y endilga a otro la conducta causante de la demanda, está 

legitimado de hecho por activa y aquél a quien  se cita y se atribuya  

acción  u omisión  resulta legitimado de  hecho   y  por  pasiva,   

después   de  la  notificación del  auto  admisorio  de  la demanda. 

 

La legitimación material en la causa alude, por regla general, a la 

participación real de las personas en el hecho origen de la demanda, 

independientemente de que dichas personas hayan demandado o 

hayan sido demandadas. 

 

La legitimación material en la causa activa y pasiva, es una condición 

anterior y necesaria, entre otras, para dictar sentencia de mérito 

favorable, al demandante o al demandado: 

 

La falta de legitimación material en la causa por activa o por pasiva, no 

enerva la pretensión procesal en su contenido, como sí lo hace una 

excepción de fondo. Sin más, si la legitimación en la causa es un 

presupuesto de la sentencia de fondo, porque otorga a las partes el 

derecho a que el juez se pronuncie sobre el mérito  de  las pretensiones 

del actor las razones de la oposición  por el demandado, mediante 

sentencia  favorable  o desfavorable, al ser una calidad subjetiva de las 

partes en relación con el interés sustancial que se discute en el proceso, 

cuando una  de las partes carece de dicha calidad o atributo no 

puede el juez adoptar una decisión de mérito y debe entonces 

simplemente declararse inhibido para  fallar el caso de fondo. 

 

La Secretaría de Educación Distrital  no se encuentra legitimada en la 

causa por pasiva, porque si la ley no le ha transferido la administración 
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del Fondo de prestaciones Sociales del Magisterio, no puede entrar a 

variar los factores y mucho menos conciliar los efectos patrimoniales de los 

actos administrativos, y aquellos dineros no le pertenecen. 

 

A continuación se citan las normas pertinentes que refuerzan el 

planteamiento anterior: 

 

- Ley 33 de 1985. Art.1. El empleado oficia lque sirva o haya servido veinte años 

continuos o discontinuos y llegue a la edad de 55años, tendrá derecho a que por 

la respectiva caja de previsión se le pague una pensión mensual vitalicia de 

jubilación equivalente al 75% del salario promedio que sirvió de base para los 

aportes durante el último año de servicios. 

 
- Ley 91 de 1989. Art. 2 numeral 5. Las prestaciones sociales del personal nacional y 

nacionalizado que se causen a partir del momento de la promulgación de la 

presente ley, son de cargo de la Nación y serán pagadas por el Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio... 

 

- Decreto 3135 de 1968 y Decreto 1848 de'1969. El valor de la pensión mensual 

vitalicia de jubilación será equivalente al '75% del promedio de los salarios y 

primas de toda especie en el último año de servicios por el empleado oficial que 

haya adquirido el status jurídico de jubilado, por reunir los requisitos señalados en 

la ley para tal fin.                                                                                              

 

- Decreto 2831 de 2005. La Secretaría de Educación de la entidad territorial 

certificada a la que se encuentre vinculado   el  docente deberá: 

 

Recibir y radicar en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas con el 

reconocimiento de prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, de acuerdo con los formularios que adopte 

la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos de dicho fondo. 

 

Expedir con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los 

recursos del Fondo y conforme con los formatos únicos por ésta adoptados, 

certificación de tiempo de servicios y régimen salarial y prestacional, del docente 

peticionarioo causahabiente, de acuerdo con la normatividad vigente. 

 

Elaborar v remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, dentro de 

los 15 días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, a la sociedad 

fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio para su aprobación, junto con la 

certificación descrita en el numeral anterior. 

 

Previa  aprobación  por  parte  de  la  sociedad  fiduciaria  encargada  del  

manejo y administración de los recursos del Fondo, suscribire el acto 

administrativo de reconocimiento de prestaciones económicas a cargo del 

Fondo, de acuerdo con las leyes 91 de 1989 y 962 de 2005, y las normas que las 

adiciones o modifiquen, y surtir los trámites administrativos a que haya lugar, en 

los términos v con las formalidades y efectos previstos en la ley. 

 

Remitira la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo 

Nacional  de  Prestaciones   Sociales  del  Magisterio,  copia  de  los  actos 

administrativos de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de éste, junto 

con la constancia de ejecutoria para efecto de pago y dentro delos 3 días 

siguientes a que se encuentre en firme.” 

 

EXCEPCIONES DE FONDO.- 



12 
 

 

PRESCRIPCION:  

 

La cual aplicaría conforme a las disposiciones legales y sobre aquellas 

solicitudes que han sobrepasado el término máximo legal para su 

reclamación. 

 

LA GENÉRICA O INNOMINADA.-  

 

Solicito al señor Juez que se sirva declarar probada cualquier otra 

excepción que resulte demostrada en el curso del proceso. 

 

IV 

PRUEBAS 

 

Solicito se tengan como pruebas a favor de la parte que represento las 

aportadas con la demanda 

 

V 

NOTIFICACIONES. 

 

Para efectos de notificaciones a la entidad que represento o al suscrito 

suministro los siguientes datos:  

 

A la entidad en la represento, SECRETARIA DE EDUCACION DE BOGOTA, en 

la Av. El Dorado No. 66 -  63 de Bogotá. 

 

Al suscrito en la Carrera 18 No. 137-53 Tercer piso de la ciudad de Bogotá o 

al Correo electrónico del apoderado: chepelin@hotmail.fr 

 

Señor Juez,  

 
CARLOS JOSE HERRERA CASTAÑEDA 

C.C. No. 79.954.623 de Bogotá  

T.P. No. 141.955 del C.S.J. 
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ACTA DE POSESIÓN Nº 646 
 

En Bogotá, Distrito Capital, el 02 de noviembre de 2021, compareció ante la señora Secretaria de 
Educación del Distrito, el(la) doctor(a) LISI ROSSANA AMALFI ALVAREZ, identificada con cédula 
de ciudadanía Nº 51.576.257, para tomar posesión del encargo en funciones del empleo de libre 
nombramiento y remoción denominado Jefe Oficina Asesora  código 115 grado 06, asignado a la 
Oficina Asesora Jurídica de la Secretaria de Educación del Distrito, otorgado mediante Resolución 
Nº 2151 de 22 de octubre de 2021, dependiente de la Planta de cargos de Personal Administrativo 
de la Secretaría de Educación del Distrito. 
 
Fecha de efectividad:                                                           02 de noviembre de 2021  
 
La Jefe de la Oficina de Personal verificó el cumplimiento de todos los requisitos y la Oficina de 
Personal, mediante certificación de fecha 20 de octubre de 2021, hace constar que el(la) señor(a) 
LISI ROSSANA AMALFI ALVAREZ, identificada con cédula de ciudadanía Nº 51.576.257, cumple 
con lo establecido en la Resolución Nº 0225 del 4 de febrero de 2020 y con los documentos 
requeridos para su posesión, los cuales se encuentran vigentes a la fecha, según lo dispuesto en la 
Ley 190 de 1995 y el Decreto Nº 648 de 19 de abril de 2017, para el desempeño en encargo de 
funciones del empleo denominado Jefe Oficina Asesora código 115 grado 06, asignado a la Oficina 
Asesora Jurídica de la Secretaría de Educación del Distrito, de la planta de empleos de esta 
Secretaría, por lo tanto, se realiza la posesión ante la Secretaria de Educación del Distrito, conforme 
a las facultades que le confiere el Decreto Nº 001 del 1 de enero de 2020 y con las formalidades 
legales, se hace el Juramento que ordena el Artículo 122 de la Constitución Política. 
 
Para constancia se firma la presente diligencia. 
 

 
 
 
 

     EDNA CRISTINA BONILLA SEBÁ 
Secretaria de Educación del Distrito 
 
 
El posesionado:  

C.C. Nº:            51576257 

Dirección:         CRA 7 B No 138-16 apto 401 A 

Teléfono: 3133946859 

Revisó y Aprobó:    Edder Harvey Rodríguez Laiton 
                                  Director de Talento Humano 
Revisó y Aprobó:    María Teresa   Méndez Granados 
                                  Jefe Oficina de Personal 
Proyectó y Elaboró Clara Alicia Parra Ramírez  
                                  Profesional – Contratista 
 
Se deja constancia que al momento de la posesión se informó que es deber de los servidores públicos conocer el contenido del 
Código Único Disciplinario Ley 734 del 2002 y de la Ley 190 de 1995 Estatuto Anticorrupción que puede ser consultado en  
www.educaciónbogota.gov.co 
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8   • DECRETO 	 JI 

2.4 MAR 2021 
"Por medio del cual se establecen lineamientos para el ejercicio de la representación 

judicial y extrajudicial de Bogota D.C., y se efectüan unas delegaciones" 

LA ALCALDESA MAYOR DE BOGOTA, D. C. 

En uso de sus facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas por los 
numerales 1 y 3 del artIculo 315 de la Constitución Poiltica, los artIculos 35, 38 numerales 
1, 3, y 6; los artIculos 39 y 53 del Decreto Ley 1421 de 1993; el artIculo 9 de la Ley 489 de 
1998, los artIculos 159 y 160 de la Ley 1437 de 2011, ci artIculo 17 del Acuerdo Distrital 

257 de 2006 y, 

CONSIDERANDO: 

Que ci numeral 3 del artIculo 315 de la Constitución PolItica atribuye a los alcaldes la función 
de dirigir la acción administrativa del municipio; asegurar el cumplimiento de las funciones 
y la prestación de los servicios a su cargo; y representarlo judicial y extrajudicialmente. 

Que el artIculo 322 Idem establece que ci regimen politico, fiscal y administrativo de Bogota, 
Distrito Capital, será el que determinen la Constitución, las leyes especiales que para el 
mismo se dicten y las disposiciones vigentes para los municipios. 

Que el artIculo 35 del Decreto Ley 1421 de 1993 dispone que el/la Alcalde/sa Mayor es el/la 
jefe/a del gobiemo y de la administraciOn distrital, representa legal, judicial y 
extrajudicialmente a! Distrito Capital, y por disposición del artIculo 53 del mismo Estatuto, 
ejerce sus atribuciones por medio de los organismos o entidades creados por ci Concejo 
Distrital. 

Que ci articulo 9 de la Ley 489 de 1998 faculta a las autoridades administrativas, en virtud 
de lo dispuesto en la Constitución Politica para delegar las funciones a él conferidas por ci 
ordenamiento jurIdico, a sus colaboradores o a otras autoridades con funciones afines o 
complementarias, mediante acto de delegacion expreso. 

) 
Que asi mismo el artIculo 53 del Codigo de Procedimiento Administrativo y de 10 

Contencioso Administrativo - Ley 1437 de 2011, en adelante CPACA dispone que los 
procedimientos y trámites administrativos podrán realizarse a través de medios electrónicos 
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y, para garantizar la igualdad de acceso a la administraciOn, la autoridad deberá asegurar 
mecanismos suficientes y adecuados de acceso gratuito a los medios eiectrónicos o permitir 
ci uso altemativo de otros procedimientos. 

Que el üitimo inciso del artIculo 159 del CPACA, determina que las entidades y Organos que 
conforman ci sector central de las administraciones del nivel territorial, están representadas 
por el respectivo gobernador o aicalde distrital o municipal. En los procesos originados en la 
actividad de los órganos de control del nivel territorial, la representación judicial 
corresponderá al respectivo personero o contralor. 

Que el iuitimo inciso del artIculo 160 del CPACA seflala que los abogados vinculados a las 
entidades püblicas pueden representarias en los procesos contencioso-administrativos 
mediante poder otorgado en la forma ordinaria, o mediante deiegacion general o particular 
efectuada en acto administrativo. 

Que ci artIculo 186 del CPACA dispone que "todas las actuaciones judiciales susceptibies de 
surtirse en forma escrita deberán realizarse a través de las tecnologIas de la inlormaciOn y las 
comunicaciones, siempre y cuando en su envIo y recepción se garantice su autenticidad, 
integridad, conservación y posterior consulta, de conformidad con la icy". 

Que de conformidad con lo seflalado en ci artIculo 197 del CPACA, las entidades püblicas 
de todos los niveles, que actüen ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, deben tener 
un buzón de correo electrónico exclusivamente para recibir notificaciones. 

Que la anterior disposición es concordante con lo previsto en ci artIculo 103 del Codigo 
General del Proceso - Ley 1564 de 2012, en adelante CGP, al determinar que en todas las 
actuaciones judiciales deberá procurarse el uso de las tecnologIas de la información y las 
comunicaciones en la gestión y trámite de los procesos judiciaies, con ci fin de faciiitar y 
agilizar ci acceso a iajusticia, asI como ampliar su cobertura. 

Que conforme lo estabiece el numeral 13 del artIcuio 2.2.22.2.1 del Decreto Nacional 1083 
de 2015, modificado por ci Decreto Nacional 1499 de 2017 dentro de las poilticas de gestión 
y desempeflo institucionai se encuentra la defensa j uridica. 
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Que el artIculo 17 del Acuerdo Distrital 257 de 2006, faculta a las autoridades administrativas 
del Distrito Capital para delegar el ejercicio de sus funciones a sus colaboradores o a otras 
autoridades con funciones afines o complementarias, de conformidad con la Constitución 
PolItica y la ley, especialmente con la Ley 489 de 1998. 

Que el artIculo 1 del Acuerdo Distrital 638 de 2016 creó el Sector Administrativo Gestión 
Juridica integrado por la Secretarla Juridica Distrital como una entidad del Sector Central, 
con autonomIa administrativa y fmanciera. 

Que el Decreto Distrital 323 de 2016 modificado por el Decreto Distrital 798 de 2019 y por 
el Decreto Distrital 136 de 2020, estableció la estructura organizacional y funciones generales 
de la Secretarla Juridica Distrital. 

Que conlorme con el artIculo 2 del Decreto Distrital 323 de 2016, modificado por el artIculo 
1 del Decreto Distrital 798 de 2019 la Secretarla Juridica Distrital se constituye como el ente 
rector en todos los asuntosjuridicos del Distrito Capital y tiene por objeto formular, orientar, 
coordinar y dirigir la gestión jurIdica de Bogota D.C.; asI como la definición, adopción, 
coordinación y ejecución de polIticas en materia de gestion judicial y representaciOn judicial 
y extrajudicial, entre otras. Por consiguiente, es necesario articular y orientar el ejercicio de 
la representación judicial y extrajudicial a la actual organización administrativa. 

Que el numeral 4 del artIculo 3 del referido Decreto Distrital 323 de 2016, establece en cabeza 
de la Secretarla Juridica Distrital el ejercicio del poder preferente a nivel central, 
descentralizado y local en los casos que la Administración lo determine. 

Que el artIculo 90 del Decreto Distrital 430 de 2018 "Por el cual se adopta el Modelo de 
Gestión Juridica Püblica del Distrito Capital y se dictan otras disposiciones" establece 
competencias especiales a cargo de la Secretarla Juridica Distrital, para ejercer el poder 
preferente a nivel central, descentralizado y local en los casos en que asI lo determine. 

arrera 8 No. 10 65 
6dIgo.Posth: 111711 

Tel: 3813000 

Inro: Lea 195 

231 0460-FT-078 Version 01 

;7~~* 
BoGoTI 



Continuación del Decreto N°. 089 	DE 2MAR 2021 Pág. 4 de 22 

"Por medio del cual se establecen lineamientos para el ejercicio de la representación 
judicial y extrajudicial de Bogota D.C., y se efectüan unas delegaciones" 

Que todas la entidades y organismos distritales del sector central, dentro de su estructura, 
cuentan con una dependencia que, entre otras funciones, se encarga de la representación 
judicial y extrajudicial de la respectiva entidad. 

Que es necesario reducir los trámites asociados a la suscripción de poderes generales, 
favoreciendo la celeridad y la economla procesal que demandan los trámites ante la 
jurisdicción. AsI como armonizar las delegaciones otorgadas a los jefes juridicos de las 
entidades en los Decretos Distritales de funciones de éstas, con el Decreto Distrital que 
concentra las reglas de la actividad litigiosa del Distrito. 

Que se requiere incorporar reglas generales en relación con las acciones tutelas, mej orar las 
delegaciones especiales en cabeza de las entidades del sector central y en general, impartir 
lineamientos que actualicen, orienten, unifiquen, articulen y fortalezcan la gestion judicial y 
extrajudicial, de acuerdo con los principios de la función administrativa y con los objetivos 
trazados por el Modelo Integrado de Planeación y Gestión. 

En mérito de lo expuesto, 

DECRETA: 

CAPTULO I 

REPRESENTACION JUDICIAL Y EXTRAJUDICIAL DE LAS ENTIDADES DE 
LA ADMINISTRACION DISTRITAL 

ArtIculo 1°.- Representación judicial y extrajudicial del sector central de la 
administración Distrital. Delegase a los Jefes y/o Directores de las Oficinas o direcciones 
JurIdicas y/o Subsecretarios JurIdicos de las entidades y organismos distritales del sector 
central la representación judicial y extrajudicial de Bogota, Distrito Capital, en relación con 
sus respectivos organismos, para todos aquellos procesos, acciones de tutela, diligencias, yb 
actuaciones judiciales, extrajudiciales o administrativas que se adelanten con ocasión de los 
actos, hechos, omisiones u operaciones que realicen, en que participen o que se relacionen 
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con asuntos inherentes a cada uno de ellos, conforme a su objeto, misionalidad y funciones; 
con las facultades, limitaciones y reglas previstas en ci artIculo 50  de este decreto. 

Parágrafo. En los casos en que la entidad cuente con más de una dependencia con funciones 
jurIdicas, la delegaciOn recae en aquella que, atendiendo a su estructura intema, desempefle 
la función de representación judicial y extrajudicial. 

ArtIculo 2°.- Representación judicial y extrajudicial del sector descentralizado de la 
administración Distrital. Las entidades del sector descentralizado conforme su naturaleza, 
se representan a sj mismas en to judicial y extrajudicial a través de sus representantes legates 
y conforme los actos de delegación internos. En armonia con las disposiciones y 
orientaciones contenidas en este Decreto se deberá garantizar la coordinación estratégica de 
la gestion judicial y extrajudicial con el sector central de la administración. 

Parágrafo. Cuando en un mismo proceso o actuación se vincule genéricamente al Distrito 
Capital, la Alcaidla Mayor de Bogota, y/o el/la Alcalde/sa Mayor de Bogota y a una entidad 
descentralizada, la entidad cabeza del sector central al que esta pertenezca, atenderá, en 
coordinación con la entidad descentralizada, la representación judicial y extrajudicial del 
sector central de la administración Distrital, sin perjuicio de las disposiciones contenidas en 
los artIculos 8° y 9° de este Decreto. 

ArtIculo 3°.- Representación judicial y extrajudicial de los órganos de control del orden 
distrital. Los órganos de control del orden distrital ejercerán su representación judicial y 
extrajudicial de conformidad con 10 previsto en los artIculos 104, 105 y 118 del Decreto Ley 
1421 de 1993 y los artIculos 159 y 160 del CPACA, o de las normas que los sustituyan. 

Paragrafo. Los procesosjudiciales que se adelanten contra los órganos de control distritaies, 
en los cuales se disponga la vincuiación de Bogota, Distrito Capital, la representaciónjudicial 
y extrajudicial del sector central de la administración, seth ejercida por la Dirección Distrital 
de Gestión Judicial de la SecretarIa Juridica Distrital, con las facultades previstas en ci 
artIculo 5 de este Decreto y en coordinación con ci ente de control. 

Carrera8No 10-6 
C5digo Postal; 111711 
Tel,: 3813000 

Inlo: Linea 195 

231 0460-FT-078 Version 01 
BoGoTI 



IJ! 
Continuación del Decreto NO. 	089  DE 12 4 MAR 2021 Pág. 6 de 22 

"Por medio del cual se establecen lineamientos para ci ejercicio de la representación 
judicial y extrajudicial de Bogota D.C., y se efectUan unas delegaciones" 

Articulo 40•.. Representación judicial y extrajudicial del Concejo de Bogota. En los 
procesos judiciales y extrajudiciales, trámites administrativos que se deriven de los actos, 
hechos, omisiones u operaciones que expida, realice o en que incurra o participe ci Concejo 
de Bogota, D.C., como corporaciOn, la representaciOn judicial y extrajudicial Ic corresponde 
a la Dirección Distrital de Gestión Judicial de la Secretarla Juridica Distrital, conforme las 
siguientes reglas: 

4.1. La Oficina Asesora Juridica del Concejo de Bogota, con ci fin de iograr una adecuada 
gestión judicial, deberá coordinar los aspectos jurIdicos y misionales requeridos, con 
la Dirección Distrital de Gestión Judicial de la Secretarla Juridica Distrital. Conforme lo 
dispuesto por ci sub numeral 4 del numeral IV del Capftulo 1 del Acuerdo Distrital 492 de 
2012, en concordancia con ci artIculo 10 del Decreto Distrital 323 de 2016, modificado por 
ci Decreto Distrital 798 de 2019. 

4.2. Con ci objeto de garantizar la imparcialidad en la defensa de los actos administrativos 
expedidos por ci Concejo de Bogota, en los cuales se pueda prcsentar una conflicto de 
intereses en razón a la posición contradictoria de la administración pübiica frentc al 
respectivo acto, ci Concejo de Bogota cuando lo considere oportuno, podrá asumir 
directamente la defensa judicial, para lo cual la Dirección Distrital de Gestión Judicial 
otorgará ci respectivo poder al Director Juridico del Concejo de Bogota o a quien determine 
la mesa dircctiva de esta corporación. 

ArtIculo 5°.-. Facultades inherentes a la representación judicial y extrajudicial. La 
represdntación judicial y extrajudicial que mediante ci presente Decreto se delega, 
comprende las siguientes facultades: 

5.1. Actuar, transigir, conciliar judicial y extrajudicialmente, desistir, intcrponcr recursos, 
participar en la práctica de los mcdios de prueba o contradicción y en general todo lo 
relacionado con las actuaciones a que hubiere iugar para ci cumplimiento del mandato y la 
defensa de los intereses de la cntidad, en nombre de Bogota, Distrito Capital. 

5.2. Atender, en nombre de Bogota, Distrito Capital, los rcquerimientos judiciales o de 
autoridad administrativa, relacionados con las funcioncs inhcrcntes a la respectiva cntidad. 
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5.3. Constituir apoderados generales y especiales con las facultades de ley, para la atención 
de los procesos, diligencias y/o actuaciones, judiciales, extrajudiciales o administrativas de 
su competencia, conforme a lo dispuesto en el presente decreto. El poder deberá ajustarse a 
los parámetros de identidad corporativa fijados en el artIculo 22 de este Decreto. 

5.4. Iniciar las acciones j udiciales y actuaciones administrativas que fueren procedentes para 
la defensa de los intereses de Bogota, Distrito Capital. Esta facultad podrá ejercerse respecto 
de los actos que la entidad haya proferido, o respecto de asuntos asignados, sin perjuicio de 
la facultad de la Secretarla JurIdica Distrital para iniciar o intervenir en nombre y en defensa 
de los intereses de Bogota, Distrito Capital, en las acciones judiciales contra leyes, decretos 
y/o actos de autoridades administrativas del orden nacional. 

5.5. Atender directamente las solicitudes de informes juramentados, conforme al 
artIculo 217 del CPACA, 195 del CGP y demás normas procesales concordantes, o aquellas 
que las sustituyan. 

5.6. Adoptar todas las medidas necesarias para dar cumplimiento a las providencias 
judiciales y decisiones extrajudiciales y administrativas, en las cuales resulte condenada u 
obligada directamente la respectiva entidad, de conformidad con las disposiciones especiales 
fijadas por el/la Alcalde/sa mayor. 

Parágrafo. Los delegatarios ejercerán estas facultades conforme a la normatividad aplicable 
y en observancia de las polIticas y competencias de los Comités de Conciliación de las 
entidades, procedimientos internos y las directrices que imparta la Secretaria JurIdica 
Distrital. 

ArtIculo 6. Representación del Distrito Capital en audiencias o requerimientos 
judiciales y extrajudiciales. El/la Alcalde/sa Mayor, designará mediante acto 
administrativo los servidores püblicos que tendrán la facultad de comparecer en su nombre 
y representación ante los Despachos Judiciales o autoridades administrativas, cuando 
además del respectivo apoderado, se requiera su presencia expresa como representante legal 
del Distrito Capital. 
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El acto administrativo que realice la designación deberá indicar de manera expresa las 
facultades con que el/los designado/s concurre/n a la instancia judicial o extrajudicial y 
cumpliendo los requisitos del artIculolO de la Ley 489 de 1998 y demás normas 
concordantes. 

En los casos donde sea un requisito legal deberán aportar la autorización del Comité de 
ConciliaciOn de la respectiva entidad. 

Articulo 70•  Reglas para la representación judicial en acciones de tutela. Cada 
organismo integrado o vinculado a una acción de tutela, debe responder directamente ante 
el despacho judicial por los hechos, peticiones y derechos fundamentales presuntamente 
vulnerados y aperturas de incidentes de desacato. Para tal efecto se deberán atender las 
siguientes reglas: 

7.1. Cuando la respectiva entidad se notifique de una acción de tutela, o tenga conocimiento 
de esta y advierta que la respuesta, o informe de tutela debe ser emitido por otra entidad del 
sector central que no está vinculada, o que no ha sido inlormada, deberá advertirlo 
inmediatamente a través del buzón de notificaciones a la Secretarla JurIdica Distrital, quien 
se encargará de realizar el traslado para su integración al trámite. 

7.2. En caso de que varias entidades sean vinculadas o integradas por la Secretarla Juridica 
Distrital a una acción de tutela, los informes y respuestas que se alleguen al despacho judicial 
de conocimiento deberán versar sobre los argumentos de defensa, pronunciarse frente a los 
hechos, derechos y pretensiones en relación con la misionalidad de la respectiva entidad, 
evitando seflalar a otra entidad como responsable de la vulneración del derecho. 

7.3. Cuando una acciOn de tutela vincule genéricamente a el/la Alcalde/sa Mayor de Bogota 
D.C., o el Distrito Capital de Bogota. La Dirección Distrital de Gestión Judicial de la 
Secretarla JurIdica Distrital determinará las entidades del sector central que, conforme a la 
relación misional con los hechos y peticiones, deberán pronunciarse ante el despacho 
judicial. 
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7.4. Las acciones de tutela que vinculen a la Secretarla JurIdica Distrital, como representante 
del/la Alcalde/sa Mayor de Bogota, D.C., o a! Distrito Capital de Bogota serán remitidas a 
las entidades y organismos a los que corresponda la defensa de los intereses del Distrito 
Capital conforme con su misionalidad y competencias. 

7.5. La apertura de incidentes de desacato deberá ser atendido por la entidad condenada o 
involucrada mediante acto administrativo en el cumplimiento. En el caso de que este se inicie 
de manera genérica en contra de Bogota Distrito Capital yio el/la Alcalde/sa Mayor de la 
Ciudad, este será direccionado a la entidad responsable del cumplimiento en consideración 
de lo previsto en el inciso segundo del artIculo 53 del Decreto Ley 1421 de 1993, 
exceptuando los que sean considerados asuntos de alta importancia, los cuales serán 
atendidos por la Dirección Distrital de GestiOn Judicial de la Secretaria JurIdica Distrital. 

Parágrafo. Cuando se presenten las situaciones descritas en los numerales 7.3 y 7.4 del 
presente artIculo, la Dirección Distrital de Gestión Judicial de la Secretarla JurIdica Distrital, 
comunicará al Despacho Judicial que el/la Alcalde/sa Mayor de la Ciudad de Bogota, como 
maxima autoridad de la administración distrital, ejerce sus atribuciones por medio de los 
organismos y entidades creados por el Concejo de Bogota y que corresponde a las entidades 
a las cuales se les ha dado traslado de la tutela, ejercer la defensa del Distrito Capital. 

CAPITULO II 

DELEGACIONES SECTORIALES 

SECTOR GESTION JURIDICA 

ArtIculo 8°.- Poder preferente de la Secretarla JurIdica Distrital. La Secretarla Juridica 
Distrital podrá ejercer, en aquellos asuntos de alta relevancia o importancia estratégica para 
Bogota D.C., el poder preferente establecido en el artIculo 9 numeral 9.5 del Decreto Distrital 
430 de 2018, con lo cual asumirá la representación judicial del nivel central, descentralizado 
o local con el objeto de centralizar la defensa judicial y extrajudicial del Distrito Capital, en 
los procesos que se tramiten ante cualquier jurisdicción y en cualquier estado del proceso. 
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En ejercicio de estas facultades la Secretaria Juridica Distrital también podrá asumir la 
representación judicial para interponer nuevas acciones judiciales y constituirse como 
vIctima o como parte civil en procesos penales. 

Parágrafo 1. Para ci efecto, la respectiva entidad le otorgará poder especial al abogado que 
designe la Secretarla Juridica Distrital y será otorgado de conformidad con las facultades 
especiales previstas en ci numeral 5.3. del artIculo 5 de este decreto y las demás normas 
procesales aplicables. 

Parágrafo 2. De conformidad con lo previsto en ci articulo 131 del Acuerdo Distrital 761 
de 2020, la responsabilidad contingente del proceso cuya representación es asumida por la 
Secretaria Juridica Distrital, recaerá sobre las entidades demandadas que están siendo 
representadas por ésta. 

Asi mismo, la entidad o entidades distritales que han sido desplazadas en la defensa judicial 
por la Secretaria Juridica Distrital asumirán los gastos, costas, honorarios, agencias en 
derecho y demás erogaciones que se generen como consecuencia del proceso judicial. 

En ci caso de encontrarse vinculadas varias entidades del sector central yio descentralizado, 
se podran suscribir convenios interadministrativos para designar un mismo apoderado, aunar 
esfuerzos financieros y estabiecer parámetros especificos frente a la defensa técnica. 

Parágrafo 3. La entidad distrital qüe ha sido despiazada en la defensa judicial de que trata 
ci presente artIculo deberá continuar haciendo ci seguimiento y acompafiamiento a las 
actuaciones adelantadas por la Secretaria Juridica Distrital y podrá hacer recomendaciones 
sobre el proceso, para lo cual podrá acceder a toda la información que se requiera para ci 
efecto. AsI mismo la respectiva entidad deberá prestar de forma eficaz y eficiente toda la 
información e insumos que requiera la Secretaria Juridica Distrital para ejercer la defensa 
judicial. 

ArtIculo 9°.-. Delegaciones especiales en la Dirección Distrital de Gestión Judicial de la 
Secretaria Juridica Distrital. Delegase en el/ia Director/a Distrital de Gestión Judicial de 
la Secretaria Juridica Distrital la representación judicial y extrajudicial de Bogota, Distrito 
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Capital, con las facultades previstas en el artIculo 5 del presente decreto, respecto de los 
siguientes asuntos: 

9.1. En los procesos, diligencias y actuaciones iniciadas contra el/la Alcalde/sa Mayor de 
Bogota, Distrito Capital, que, por razones de importancia jurIdica, económica, social, 
ambiental, de seguridad, cultural, o de conveniencia, se estime procedente. 

9.2. En las acciones populares y de grupo que se adelanten contra Bogota, Distrito Capital, 
y/o entidad del sector central, que se hubieren notificado con posterioridad al 1 de agosto de 
2005. 

9.3. En los procesos para el levantamiento de fuero sindical que deba adelantar Bogota, 
Distrito Capital, y/o cualquier entidad del sector central. 

9.4. En los procesos judiciales y mecanismos alternativos de soluciOn de conflictos, 
notificados con anterioridad al 31 de diciembre de 2001, en los que se vinculó al Distrito 
Capital, las SecretarIas de Despacho, los Departamentos Administrativos, la Unidad 
Administrativa Especial de Servicios Páblicos (antes UESP), las Localidades, los Alcaldes 
Locales, las Juntas Administradoras Locales yio los Fondos de Desarrollo Local. 

9.5. En los medios de control o mecanismos alternativos de solución de conflictos en contra 
o donde se dispuso la vinculación de la Secretarla de Obras Püblicas - SOP, hasta su 
transformación. 

9.7. En los medios de control contra leyes, decretos y/o actos de autoridades administrativas 
del orden nacional, en defensa de los intereses de Bogota, Distrito Capital. 

9.8. En los medios de control iniciados contra los decretos distritales expedidos por el/la 
Alcalde/sa del Distrito Capital de Bogota, D.C. 

9.9. En la coordinación con la Agencia Nacional de Defensa Juridica del Estado para la 
eventual solicitud y trámite del concepto de controversias jurIdicas del que trata el numeral 
7 del artIculo 112 del CPACA, modificado por el articulo 19 la Ley 2080 de 2021. 
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Parágrafo 1. Corresponde a cada una de las entidades y organismos distritales que están 
siendo representados por la Secretaria JurIdica Distrital, proporcionar los antecedentes 
administrativos necesarios para la adecuada gestión judicial, asf como apoyar la defensa 
técnica cuando asI lo requiera la Dirección Distrital de GestiOn Judicial. 

Para el ejercicio de la delegacion efectuada en el numeral 9.2, corresponde a la Secretarla 
Distrital de Gobierno a través de la respectiva alcaldIa local coordinar, centralizar y presentar 
de manera unificada la información del sector de las localidades, cuyas dependencias son 
mencionadas en el articulo 110  del presente Decreto. 

Paragrafo 2. Cuando en un mismo medio de control se acumulen pretensiones de nulidad 
simple y de nulidad y restablecimiento del derecho en contra de un acto administrativo de 
carácter general que disponga la modificación de planta de personal de las entidades del 
Sector Central y del acto administrativo de carácter particular de desvinculación, ejecución 
o cumplimiento, la representación judicial será ejercida por la respectiva entidad. 

ArtIculo 10°.-Facultades especiales delegadas en la Dirección Distrital de Gestión 
Judicial de la SecretarIa JurIdica Distrital. Delegase en el/la Director/a Distrital de 
Gestión Judicial de la Secretarla JurIdica Distrital, las siguientes facultades: 

10.1. Notificarse personalmente de autos admisorios de demandas o del inicio de acciones 
judiciales o extrajudiciales y de actos proferidos en actuaciones administrativas iniciadas 
contra Bogota, Distrito Capital, y/o cualquiera de sus Secretarlas de Despacho, 
Departamentos Administrativos, Unidades Administrativas Especiales sin personerla 
jurIdica, Localidades, AlcaldIas Locales, Juntas Administradoras Locales o Fondos de 
Desarrollo Local, o contra el Concejo Bogota. 

10.2. Otorgar poderes y/o designar apoderados especiales, comparecer directamente en los 
asuntos y reclamar ante las entidades u organismos correspondientes, la entrega de tItulos 
judiciales a favor del Distrito Capital. 
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10.3. Comparecer directamente o a través de apoderado en las circunstancias previstas en 
los artIculos 8 y9 del presente decreto y las que sean de competencia de la Secretarla JurIdica 
Distrital. 

10.4. Determinar la entidad del sector central de la Administración Distrital que atenderá la 
representación legal en lo judicial y extrajudicial de Bogota, Distrito Capital, cuando en un 
mismo proceso o actuación se vincule a más de una entidad Distrital, o cuando se demande 
genéricamente al Distrito Capital, la Alcaidla Mayor de Bogota, y/o el/la Alcalde/sa Mayor 
de Bogota y el asunto no esté previsto en el artIculo 9 del presente decreto. 

10.5. Conformar Comités de Coordinación Interinstitucional para el desarrollo de la defensa 
judicial o extrajudicial de la Adniinistración Distrital. En aquellos procesos que requieran 
un alto nivel de coordinación. 

10.6. Conformar Comités de Coordinación Interinstitucional para el cumplimiento de 
sentencias o decisiones j udiciales o extrajudiciales, que involucren a más de una entidad del 
nivel central, entidad descentralizada o localidad de la Administración Distrital, cuyos 
mandatos requieran un despliegue de actuaciones que correspondan a entidades del Distrito, 
aun cuando no hubieren sido expresamente estabiecidos a su cargo. 

Parágrafo. Los Comités de los que trata el presente artIculo también podrán ser 
conformados por solicitud de las entidades distritales, a través de escrito donde se 
fundamente su necesidad. Dicha solicitud será evaluada por la Dirección Distrital de Gestión 
Judicial de la Secretarla Juridica Distrital. 

SECTOR GOBIERNO 

Articulo 11°.-Delegaci6n especial de la representación judicial y extrajudicial en la 
Secretarla Distrital de Gobierno. Delegase en ci Jefe de la Dirección JurIdica de la 
Secretarla Distrital de Gobierno la representaciónjudicial y extrajudicial de Bogota, Distrito 
Capital, con las facuitades previstas en el artIculo 5 de este decreto. En relación con todos 
aquellos procesos, diligencias y/o actuaciones, judiciales, extrajudiciales o administrativas 
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que se adelanten con ocasión de los actos, hechos, omisiones u operaciones que expidan o 
realicen las AlcaldIas Locales, las Juntas Administradoras Locales, los Fondos de Desarrollo 
Local y las Inspecciones de Policla. 

Parágrafo. Se exceptian de esta asignaciOn, los procesos relacionados en el numeral 9.4 del 
articulo 9 de este decreto. 

Articulo 12°.- Delegación especial de la representación judicial y extrajudicial en el 
Departamento Administrativo de la DefensorIa del Espacio Püblico-DADEP. Delegase 
en el/la Jefe de la Oficina Asesora JurIdica del DADEP, con las facultades previstas en ci 
articulo 5 de este decreto, la representación legal en lo judicial y extrajudicial de Bogota, 
Distrito Capital, en lo que se refiere a la defensa y saneamiento de los bienes inmuebles que 
conforman el patrimonio inmobiliario Distrital, incluidos los procesos necesarios para la 
defensa, custodia, preservación y recuperación de los bienes del espacio püblico del Distrito 
Capital, iniciados con posterioridad al 1 de enero de 2002. 

Parágrafo 1. ExceptCiense de esta delegacion las acciones judiciales que deban iniciarse 
como consecuencia de la adquisicion de inmuebles por via de expropiaciOn, conforme a lo 
dispuesto en el articulo 2 del Decreto Distrital 61 de 2005, o la norma que lo modifique. 

Parágrafo 2. La presente delegacion no comprende la asunción de las cargas u obligaciones 
a cargo del inmueble, relacionadas con pagos pendientes o deudas de este, las cuaies son 
responsabilidad de las entidades disiritales a las que se les haya entregado la administraciOn 
del respectivo inmueble. 

SECTOR HACIENDA 

Articulo 13°.-Delegaciones especiales de la representación judicial y extrajudicial en la 
SecretarIa Distrital de Hacienda. Delegase en el/la Directorala JurIdico/a de la Secretaria 
Distrital de Hacienda la representación judicial y extrajudicial de Bogota, Distrito Capital, 
con las facultades previstas en el articulo 5 de este decreto, en las siguientes materias: 
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13.1. En la presentación de reclamaciones ante entidades financieras püblicas o privadas, o 
de cualquier otra Indole, relativas a recaudos por concepto de impuestos distritales o ingresos 
no tributarios. 

13.2. En los procesos judiciales en materia fiscal y tributaria. 

13.3. En los procesos, diligencias y actuaciones que se adelanten con ocasión de los procesos 
concursales - Acuerdos de reestructuración, Regimen de Insolvencia Empresarial, 
Insolvencia de Persona Natural No Comerciante y Liquidación Administrativa, en los cuales 
las entidades de la Administración Central del Distrito Capital y del sector de las Localidades 
tengan interés, exceptuando las liquidaciones voluntarias. 

Los entes distritales cumplirán con los requerimientos de las autoridades judiciales y 
admiriistrativas en procura de la defensa de los intereses de su entidad. Para efecto de atender 
dichos requerimientos, deberán cumplir con los lineamientos que expidan la Secretarla 
Distrital de Hacienda y la Secretarla JurIdica Distrital. 

13.4. En los asuntos de carácter administrativos relativos a temas de administración de 
personal, acciones contractuales, entre otros, de las entidades liquidadas o en procesos de 
liquidación que deben ser atendidos y resueltos por la Secretarla Distrital de Hacienda. Lo 
anterior sin perjuicio de las facultades especiales previstas en el numeral 14.2 artIculo 14 de 
este decreto. 

ArtIculo 14°.- Delegaciones especiales en el Fondo de Prestaciones Económicas, 
CesantIas y Pensiones -FONCEP. Delegase en el Jefe de la Oficina Asesora JurIdica del 
FONCEP la representación legal en lo judicial y extrajudicial de Bogota, Distrito Capital, 
con las facultades previstas en el articulo 5 de este decreto, en las siguientes materias: 

14.1. En los procesos del Fondo de Pensiones Püblicas de Bogota, D.C., Fondo de Ahorro 
y Vivienda Distrital -FAVIDI (ahora FONCEP), relacionados con el reconocimiento y pago 
de las pensiones legal, convencional, sanción, indexación, asI como los demás procesos que 
se refieran a dichas pensiones. 
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14.2. En los procesos de los entes liquidados Caja de Prevision Social Distrital -CPSD, 
Empresa Distrital de Transporte Urbano -EDTU, Centro Distrital de Sistematización y 
Servicios Técnicos —SISE, Empresa Distrital de Servicios Püblicos -EDIS, Fondo de 
Educación y Seguridad Vial -FONDATT y de la SecretarIa de Obras PUblicas -SOP, 
relacionados con pensiones legal, convencional, sanción y otras obligaciones pensionales. 

Parágrafo. El FONCEP asumirá y pagará las condenas judiciales ordenadas por las 
diferentes instancias judiciales, derivadas de las entidades liquidadas o suprimidas en 
materia pensional con cargo al Fondo de Pensiones Püblicas de Bogota, D.C., efecto para el 
cual debe liquidar las condenas a que haya lugar y expedir la resolución de cumplimiento y 
pago de estas, con cargo al Fondo de Pensiones Püblicas de Bogota, D.C. 

De la misma manera, las costas que se decreten en providencias judiciales en las cuales la 
condena principal se refiere a los derechos antes referidos, se pagarán con cargo a los Fondos 
de Pasivos de las entidades liquidadas o suprimidas. 

SECTOR MOVILIDAD 

ArtIculo 15°.- Delegación especial de la representación legal en lo judicial y 
extrajudicial en la Secretarla Distrital de Movilidad. Delegase en el/la Director/a de 
Representación Judicial de la SecretarIa Distrital de Movilidad la representaciOn judicial y 
extrajudicial, de Bogota, Distrito Capital, con las facultades previstas en el artIculo 5 de este 
decreto, para iniciar los procesos judiciales o mecanismos altemativos de solución de 
conflictos derivados de asuntos del resorte exclusivo de la suprimida Secretarla de Tránsito 
y Transporte, y del liquidado Fondo de Educación y Seguridad Vial -FONDATT, en los 
cuales tenga interés Bogota, Distrito Capital. 

De la misma forma, asumirá la representación judicial de los procesos activos contra el 
FONDATT iniciados a partir del 1 de enero de 2012. Lo anterior sin perjuicio de las 
facultades especiales previstas en el numeral 14.2 artIculo 14 de este decreto. 

CAPITULO III 

Carrera8No.1O-65 
Código Postal: 111711 
TeL: 3813000 
ww.boagov.co  

Lfnea 195 BOGOT4 
231 0460-FT-078 Version 01 



Continuación del Decreto N°. 089 	DE 24 MAR 2021 Pág. 17 de 22 

"Por medio del cual se establecen lineamientos para ci ejercicio de la representación 
judicial y extrajudicial de Bogota D.C., y se efectáan unas delegaciones" 

DE LAS NOTIFICACIONES 

ArtIculo 16°.- Dirección para notificaciones judiciales, extrajudiciales y 
administrativas. La dirección oficial para notificaciones de autos admisorios, inicio de 
actuaciones extrajudiciales o administrativas, en los que Bogota, Distrito Capital o el/la 
Alcalde/sa Mayor sea sujeto procesal, corresponde a la sede administrativa donde funcione 
la Dirección Distrital de Gestión Judicial de la Secretaria JurIdica Distrital. 

En consecuencia, las entidades del sector central deberán abstenerse de notificarse en sus 
respectivas sedes administrativas de las referidas actuaciones en representación de Bogota, 
Distrito Capital. 

Paragrafo. Se exceptüan de la aplicación de este artIculo y pueden ser recibidas 
directamente ya sea de manera fisica o a través de mensajes de datos, las notificaciones que 
se describen a continuación. 

La admisión de acciones de tutela. 
La admisión de acciones de repetición. 
La apertura de querellas contra una entidad determinada. 
La apertura de actuaciones administrativas que involucre a una entidad especIfica. 

ArtIculo 170.- Dirección para notificaciones electrónicas en lo judicial y 
extrajudicial. La dirección electrónica oficial para la notificación de autos admisorios de 
demanda y citaciones a audiencia de conciliación extrajudicial de Bogota Distrito Capital, 
es ci buzón de correo electrónico notificacionesiudiciales(isecretariaiuridica.gov.co  

Parágrafo 1. Corresponde a la Dirección Distrital de GestiOn Judicial de la Secretarla 
Juridica Distrital administrar el buzón electrónico seflalado en el presente artIculo. AsI como 
remitir los mensajes de datos contentivos de las notificaciones de autos admisorios de 
demandas a las entidades que conforme con criterios fijados en el presente decreto deban 
ejercer la representación en lo judicial y extrajudicial. La remisión deberá ilevarse a cabo 
máximo al dIa siguiente de su recibo. Para la contabilización de los términos sefialados en la 
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ley se deberá tener en cuenta la fecha en la que el Despacho Judicial remitió la notificación 
en el buzón expresamente seflalado en este artIculo. 

Parágrafo 2. Todas las entidades deben contar con una dirección electrónica para recibir ci 
traslado de las notificaciones judiciales, en los términos seflalados en las Circulares 
Nos. 086 de 2012, 028 de 2013 y 51 de 2015 de la Secretarla General de la AlcaldIa Mayor 
de Bogota, D.C., o las que las sustituyan o modifiquen. En caso de generarse cambio de 
dominio o dirección electrónica, deberá informarse de manera inmediata a la DirecciOn 
Distrital de GestiOn Judicial de la Secretarla JurIdica Distrital. 

Articulo 18°.- Radicación en ci Sistema de Información de Procesos judiciales. Surtida 
la notificación de un auto admisorio de demanda, del inicio de actuaciones, extrajudiciales 
o administrativas, corresponde a la Dirección Distrital de Gestión Judicial de la Secretarla 
Juridica Distrital realizar la radicación en el Sistema de Información de Procesos Judiciales, 
para posteriormente ser aceptada y actualizada por parte de la entidad competente para 
ejercer la representación en lo judicial o extrajudicial del Distrito Capital. 

Parágrafo. Las acciones de tutela y de cumplimiento deberán radicarse y controlarse 
judiciatmente de manera directa por las entidades y organismos distritales de todos los 
niveles y sectores. 

CAPITULO LV 

COORDINACION INTERADMINISTRATIVA 

ArtIculo 19°.- Conflictos o controversias entre organismos y/o entidades 
distritales. Cuando se presenten conflictos o controversias juridicas, administrativas o 
económicas entre organismos y/o entidades distritales, éstas antes de iniciar cualquier acción 
judicial, extrajudicial, o administrativa, deberán solicitar la intervención de la Secretaria 
Juridica Distrital, para que a través de una negociaciOn interadministrativa se procure un 
acuerdo voiuntario que ponga fin a la controversia, procurando evitar que las entidades 
acudan a lajurisdicción. 

Carrera 8 No. 10 65 
CadigoPosthi: 111711 
TeL: 3813000 
wbo0ta4oveo 
bifo: Lea 195 

2310460-FT-078 Version 01 
BOGOT4 



Continuación del Decreto N°. 089 	DE 2 4 MAN 2021 Pág. 19 de 22 

"Por medio del cual se establecen lineamientos para el ej ercicio de la representación 
judicial y extrajudicial de Bogota D.C., y se efectüan unas delegaciones" 

Corresponde a la Subsecretarla JurIdica Distrital de la Secretarla Juridica Distrital, dirigir la 
negociación, para lo cual establecerá los lineamientos intemos para adelantar la intervenciOn, 
determinará la concurrencia de las dependencias que conforme a la temática deban apoyar 
la intervención, segin lo previsto en el numeral 13 del artIculo 9 del Decreto Distrital 323 
de 2016 modificado por el artIculo 7 del Decreto Distrital 798 de 2019 y en concordancia 
con el numeral 9.3 del artIculo 9 del Decreto Distrital 430 de 2018. 

19.1. Se deberá Ilevar un registro del niimero de mediaciones realizadas, indicando como 
mInimo los siguientes aspectos: entidades participantes, naturaleza de la controversia, 
problema j uridico, resultado de la intervención. 

19.2. En los casos en que se identifiquen causas reiterativas, la Subsecretaria JurIdica 
Distrital, establecerá lineamientos o polIticas distritales, sectoriales o temáticas para evitar 
que se presenten nuevas intervenciones susceptibles de ser llevadas a la jurisdicción. 

19.3. La naturaleza de la intervención realizada por la Secretaria JurIdica Distrital es una 
buena práctica de carácter administrativo que no suspende términos de caducidad ni 
constituye un requisito de procedibilidad fij ado por la ley. 

ArtIculo 200. Representación judicial y extrajudicial en caso de traslado de 
competencias. En los casos en que se presente un traslado de competencias funcionales 
entre entidades del sector central, o entre una entidad del sector central y una del sector 
descentralizado, la representación judicial y extrajudicial en los procesos y actuaciones que 
se encuentren en trámite, asi como en aquellos que se inicien con posterioridad, será asuniida 
por la entidad en cabeza de la cual quedaron fijadas las competencias funcionales y 
misionales que se relacionen con el objeto del proceso. 

En todo caso, las entidades interesadas deberán adoptar las medidas necesarias para 
garantizar que la defensa de los intereses del Distrito Capital no se yea afectada o 
interrumpida. La transferencia documental se deberá realizar con sujeción a las normas 
archivIsticas vigentes. Adicionalmente, se deberá actualizar la totalidad del proceso en el 
Sistema de Procesos Judiciales 
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Articulo 21°.-Actuaciones en acciones populares entre particulares. Corresponde a cada 
entidad atender las acciones populares entre particulares en las que conforme su 
misionalidad y competencia deban concurrir ante los Jueces Civiles del Circuito como 
entidad encargada de proteger ci derecho o el interés colectivo afectado por un particular. 
Lo anterior en los términos del ültimo inciso del artIculo 21 de la Ley 472 de 1998 o aquellas 
que la modifiquen o droguen. 

En el caso de que en el auto de apertura o medida cautelar se vincule a la entidad de la 
administración distrital con la calidad de demandada. Esta deberá recurrir la decision y alegar 
falta de jurisdicción conforme lo previsto en el artIculo 104 de la Ley 1437 de 2011 o aquelias 
que la sustituyan. 

ArtIculo 22°.- Identidad corporativa de Bogota, Distrito Capital, en materia de 
representación judicial y extrajudicial. En el cuerpo de todas las intervenciones 
procesales, de las entidades del sector central deberá señalarse al respectivo Despacho 
Judicial que se está obrando en nombre de "BOGOTA, DISTRITO CAPITAL", y seguido 
entre guiones ci nombre de la respectiva entidad distrital. Cuando se esté representando a 
más de una entidad, solo se deberá seflalar "BOGOTA, DISTRITO CAPITAL- SECTOR 
CENTRAL". 

Todas las entidades distritales deberán incorporar en el encabezado o margen superior del 
cuerpo de los poderes que se otorguen, ci escudo de la ciudad de Bogota y la expresión 
"Bogota, D.C.". Cuando se otorgue poder para asistir a audiencia de conciliación o de pacto 
de cumplimiento, deberá dejarse expresa constancia que el apoderado queda facuitado para 
conciliar o presentar proyecto de pacto de cumpiimiento en nombre de "Bogota, Distrito 
Capital". 

ArtIculo 23°.- Buenas prácticas y lineamientos para ci ejercicio de los apoderados del 
Distrito Capital. Los abogados que representen al Distrito Capital de Bogota, D.C., deberán 
observar los siguientes lineamientos: 
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23.1. Cuando en un proceso se encuentren vinculadas varlas entidades distritales, deberá 
V 

promover la defensa estratégica de la âdminisia4ion distrital, coordinado con los sectores 
administrativos estrategias conjuntas;  

23.2. Debe conocer los sistemas de información y las herramientas disponibles por la 
administración distrital queacilitan la obtención de inlormación relacionada con la defensa 
judicial y extrajudicial del Distrito Capital. Wsi como mantener actualizada la inlormación 
de los procesos a su cargo. 

Parágrafo: Corresponde a los Jefes y/o Directores de las Oficinas Asesoras JurIdicas yb 
Subsecretarios Juridicos de las entidades y organismos distritales del sector central, en 
coordinación con las dependencias de contratación de la respectiva entidad, verificar que los 
abogados externos que sean contratados para defender los intereses de la administración 
distrital, no se encuentren asesorando o adelantando procesosjudiciales en contra del Distrito 
Capital, y mantener dicha probibiciOn durante la vigencia del contrato, conforme al 
parágrafo del artIculo 45 del Decreto Distrital 430 de 2018. 
Articulo 24°.- Coordinación del Sistema de procesos judiciales. La Dirección Distrital de 
Gestión Judicial de la Secretarla Juridica Distrital, tendrá a su cargo la coordinación general 
e interinstitucional del Sistema de Procesos Judiciales. 

Corresponde a los Jefes y/o Directores de las Oficinas Asesoras JurIdicas o Subsecretarios 
Juridicos de las entidades de todos los niveles y sectores, garantizar la actualizaciOn oportuna 
de la información. 

ArtIculo 25°- Cobro de costas judiciales y agencias en derecho. Las entidades Distritales 
deberán realizar el cobro de costas judiciales y agencias en derecho, de manera preferente, a 
través del cobro persuasivo y/o de la jurisdicción coactiva reglamentada en el Decreto 
Distrital 397 de 2011, o el que lo sustituya. 

ArtIculo 26°.- Vigencia y derogatorias. El presente Decreto rige a partir del dIa siguiente a 
la fecha de su publicaciOn y deroga los Decretos Distritales 212 y 270 de 2018. 

PUBLIQUESE, Y CUMPLASE. 
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DadoenBogotá,D.C.,alos ' 	

lu 
CLAUDIA NAYIBE LOPEZ HERNANDEZ 

24 MAR 2021 	 Alcaldesa Mayor 

6Z) 
--

I 

- WILLI IBARDOAM  
Secretario 	'dico Distrita 

ProyectO: Paola Andrea G6mez Vdlez - Abogada - Contratista Direccidn de Gestidn judicial. 
Reviad: Luz Elena Rodriguez Quimbayo - Directora de GestiOn judicial. 	I 

Paulo Andrds Rincdn Garay - Asesor -Subsecretaria Juridica fr(, 
AprobO: Ivan David Marquez Castelblanco - Subsecretario Juridico Distrital 
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*20211184013961* 
Al contestar por favor cite: 

Radicado No.: 20211184013961 
Fecha: 02-12-2021 

Señores 
JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

E.                                                  S.                                                                           D. 
 

PROCESO: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 

DERECHO 

DEMANDANTE: ZANDRA MONIKA SALAZAR GONGORA 

DEMANDADO: NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

NACIONAL- FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

RADICADO:   11001333501420210020100 

ASUNTO: CONTESTACIÓN DE DEMANDA. 

 

KAREN ELIANA RUEDA AGREDO identificada con cédula de ciudadanía número 

1.018.443.763 de Bogotá y portadora de la Tarjeta Profesional 260125 del Consejo Superior de 

la Judicatura, actuando en nombre y representación de la NACION- MINISTERIO DE 

EDUCACION, FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO-, conforme al poder de sustitución conferido por el Dr. LUIS ALFREDO 

SANABRIA RIOS actuando en ejercicio de la delegación efectuada por el Dr. GUSTAVO 

FIERRO MAYA, jefe de la oficina asesora jurídica y delegado por la Ministra de Educación para 

la función de otorgar poderes en representación de la misma, a través de la escritura pública No. 

522 del 28 de marzo de 2019, me permito dar contestación a la demanda del presente asunto en 

los siguientes términos: 

A LOS HECHOS 

A continuación, se dará respuesta a cada uno de los hechos relatados por la parte actora dentro 

de la demanda, en los términos siguientes:  

PRIMERO: NO ES UN HECHO. Es una apreciación subjetiva del apoderado de la parte 

actora, acerca de la interpretación de una norma, lo cual no es objeto de pronunciamiento alguno. 

SEGUNDO: NO ES UN HECHO. Es una apreciación subjetiva del apoderado de la parte 

actora, acerca de la interpretación de una norma, lo cual no es objeto de pronunciamiento alguno. 

TERCERO: ES CIERTO. De acuerdo a los soportes documentales se evidencia que la señora   
ZANDRA MONIKA SALAZAR GONGORA presento solicitud de reconocimiento y pago de ce-
santías parciales, el día 19 de julio de 2017. 
 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

CUARTO: ES CIERTO: Mediante resolución 8916 del 22 de noviembre de 2017 se reconoció 

y ordeno el pago de las cesantías parciales; tal y como consta en la documentación adjunta con 

la demanda. 

QUINTO: ES CIERTO. La cesantía fue pagada a la docente el día 26 de enero de 2018. 
 
SEXTO: NO ES UN HECHO. Es una apreciación subjetiva del apoderado de la parte actora, 

acerca de la interpretación de una norma, lo cual no es objeto de pronunciamiento alguno. 

SEPTIMO: NO ES UN HECHO. Es una apreciación subjetiva del apoderado de la parte 

actora, acerca de la interpretación de una norma, lo cual no es objeto de pronunciamiento alguno. 

OCTAVO: NO ES UN HECHO. Es una apreciación subjetiva del apoderado de la parte 

actora, acerca de la interpretación de una norma, lo cual no es objeto de pronunciamiento alguno. 

NOVENO: ES CIERTO. La docente solicito reconocimiento y pago de sanción moratoria el 

día 5 de agosto de 2019, tal y como consta en la documental allegada al expediente.  

DECIMO: NO ME CONSTA. Me atengo a lo que se pruebe en el transcurso del proceso y 

de las pruebas allegadas en el expediente. 

A LAS PRETENSIONES 

Me opongo a las pretensiones de la demanda frente a la condena por sanción moratoria, en los 

fundamentos de la defensa y acorde con lo que resulte probado dentro del proceso. En términos 

precisos la oposición a las pretensiones se fundamenta en las siguientes razones:  

 
DECLARATIVAS 
 
PRIMERA: ME OPONGO, como quiera que no es cierto la configuración del acto ficto 
negativo o presunto frente a la solicitud de pago de la sanción por la no consignación oportuna 
de las cesantías radicada el 5 de agosto de 2019, toda vez que no existe prueba de la configuración 
del mismo. 
 
CONDENATORIAS 
 
PRIMERA: ME OPONGO A que a título de nulidad y restablecimiento de derecho se ordene 

a NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- (FOMAG)  a reconocer y pagar sanción 

moratoria toda vez que la misma no es procedente. 

SEGUNDA: ME OPONGO pues la sentencia en si ya tiene un carácter vinculante y no se 

requiere la solicitud de la misma. 

 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

TERCERO: ME OPONGO A que a título de nulidad y restablecimiento de derecho se ordene 

a NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO-  (FOMAG)  a reconocer de manera 

adicional a una posible sanción moratoria el valor de reajuste el índice de variación de precios 

del consumidor, pues esta postura contraría la sentencia de unificación 00580 del 2018 del 

Consejo de Estado donde se señala que la sentencia que reconoce la sanción moratoria 

“simplemente declara su ocurrencia y la cuantifica, sin que ello implique el incumplimiento de una obligación 

generada por ministerio de la ley, tratándose de empleados públicos, susceptible de ser ajustada con los índices de 

precios al consumidor, cuyo propósito es mantener la capacidad adquisitiva y la finalidad que la justifica en el 

ordenamiento jurídico”1.  

La sanción moratoria prevista por la Ley 244 de 1995 no es, en sentido estricto, un mecanismo 

de indexación que pretenda proteger el valor adquisitivo de la cesantía sino que tiene un sentido 

en parte diferente, por lo cual no estamos, en estricto sentido, frente a una protección del valor 

adquisitivo de la cesantía sino a una sanción moratoria tarifada que se impone a las autoridades 

pagadoras debido a su ineficiencia.   

La naturaleza sancionadora, el cuantioso cómputo sistemático y prolongado en el tiempo sin que 

implique periodicidad, y la previsión intrínseca del ajuste del salario base con el IPC, indican con 

toda certeza que la sanción moratoria no puede indexarse a valor presente, razón por la cual, se 

rechaza de forma categórica esta pretensión.  

 

CUARTA: ME OPONGO A que a título de nulidad y restablecimiento de derecho se ordene 

a NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO-  (FOMAG)  a reconocer intereses de 

mora, teniendo en cuenta que los mismos no son procedentes. 

QUINTA: ME OPONGO, de modo que la legislación es clara al afirmar que se tiene el 

Derecho a la legitima defensa y por ende no se debe condenar en costa si no hay gastos en los 

que hizo incurrir la parte vencida de conformidad con lo dispuesto por el articulo 365 Código 

General del Proceso. 

EXCEPCIONES DE FONDO 

 

1. TÉRMINO SEÑALADO COMO SANCIÓN MORATORIA A CARGO DEL 
FOMAG Y LA FIDUPREVISORA ES MENOR AL QUE SEÑALA LA PARTE 
DEMANDANTE 

 
En el presente caso debe señalarse que el término mediante el cual la secretaria de educación 
tenía para dar contestación a la solicitud de cesantías era hasta el diez (10) de agosto de 2017, 
teniendo en cuenta que la radicación de la solicitud de las mismas se realizó el día 19 de julio de 
2017 No obstante, el acto administrativo No 8916 del que accedió al reconocimiento de las 
cesantías, fue expedido hasta el 22 de noviembre de 2017.  

                                                           
1 Consejo de Estado. Sección Segunda. Subsección B. Sentencia de Unificación del 18 de julio de 2018. C.P: 
Sandra Lisset Ibarra Vélez. Radicación: 73001-23-33-000-2014-00580-01(4961-15) 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

 
El 06 de diciembre de 2017, el acto administrativo quedó en firme, por lo tanto, a partir de este 
momento se cuenta el término para el ente pagador de cuarenta y cinco (45) días para realizar el 
pago, es decir hasta el diecinueve (19) de enero de 2087 y las mismas fueron pagadas el día 26 
de enero de 2018.  
 
Analizado lo anterior el retardo es por cuenta de la Secretaria de Educación del Distrito. 
 
Esto en consonancia con la ley 1955 del 25 de mayo de 2019 que en su artículo 57 señaló:  

 
“Artículo 57. Eficiencia en la Administración de los Recursos del Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio. Las cesantías definitivas y parciales de los docentes de que trata la Ley 91 de 
1989 serán reconocidas y liquidadas por la Secretaría de Educación de la entidad territorial y pagadas 
por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 
  
Las pensiones que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas 
por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre el 
Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial certificada 
correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto administrativo de reconocimiento de 
la pensión se hará mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad 
territorial. 
  
Para el pago de las prestaciones económicas y los servicios de salud, el Fondo deberá aplicar el principio 
de unidad de caja con el fin de lograr mayor eficiencia en la administración y pago de las obligaciones 
definidas por la ley, con excepción de los recursos provenientes del Fondo Nacional de Pensiones de las 
Entidades Territoriales (FONPET). En todo caso, el Fondo debe priorizar el pago de los servicios de 
salud y de las mesadas pensionales de los maestros. 
  
Los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio solo podrán destinarse para 
garantizar el pago de las prestaciones económicas, sociales y asistenciales a sus afiliados docentes, 
pensionados y beneficiarios. No podrá decretarse el pago de indemnizaciones económicas por vía judicial 
o administrativa con cargo a los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 
  
Parágrafo. La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por mora en el pago de las 
cesantías en aquellos eventos en los que el pago extemporáneo se genere como consecuencia del 
incumplimiento de los plazos previstos para la radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías 
por parte de la Secretaría de Educación territorial al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio será responsable 
únicamente del pago de las cesantías.” (Subraya y negrita no hacen parte del texto original) 

 
En principio la Secretaría, señalará que se ciñó al procedimiento enmarcado en los artículos 2,3,4 
y 5 del Decreto 2831 del 16 de agosto de 2005que reglamentó el artículo 56 de la Ley 962 de 
2005 indicando que suscribió el acto administrativo previa aprobación por parte del ente 
pagador. No obstante, el H. Consejo de Estado en sentencia SU 00580 de18 de julio de 2018 
señaló que dicha normatividad tiene una contradicción frente a los términos enmarcados en ley 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

1071 de 2006 debiéndose aplicar los términos establecidos en la ley y no en el decreto 
reglamentario:  
 

“(…) En consecuencia, estima la Sala que el Decreto Reglamentario 2831 de 2005 desconoce la 
jerarquía normativa de la ley, al establecer trámites y términos diferentes a los previstos en ella para el 
reconocimiento y pago de la cesantía, que como hemos visto, resultan aplicables al sector docente oficial. 
Por ende, y a pesar de no ser objeto de este proceso (…) la Sala inaplicará para los efectos de unificación 
jurisprudencial contenida en esta providencia, la mencionada norma reglamentaria (… )” 
 

Entonces y en virtud de lo señalado en la Ley 1071 de 2006, el acto administrativo debió 
expedirse dentro de los quince (15) días siguientes a la fecha de solicitud de las cesantías, para 
después de quedar ejecutoriado el ente pagador dentro de los cuarenta y cinco (45) días siguientes 
ponga los recursos a disposición del peticionario y no haberse tomado el término en el decreto 
2831 de 2005, en tanto que los términos señalados en ambas normativas son contradictorios, 
teniéndose que aplicar la regla de mayor jerarquía, esto es la ley por encima de los reglamentos.  
 
En consecuencia hubo un retardo por parte del ente territorial en expedir el acto administrativo 
al no haber sido proferido dentro del término de los quince (15) días posteriores a la radicación 
de la solicitud, situación que a la luz del artículo 57 de la ley 1955 de 2019, son de única 
responsabilidad de dicha entidad siendo necesario su condena proporcional en la sentencia. 
 

IMPROCEDENCIA DE LA INDEXACIÓN DE LA SANCIÓN MORATORIA  

 

La indemnización moratoria de que trata la Ley 244 de 1995, es una multa a cargo del empleador 

y a favor del empleado, establecida con el fin de resarcir los daños que se causan a este último 

con el incumplimiento en el pago de la liquidación definitiva del auxilio de cesantía en los 

términos de la citada Ley.  

 

En ese orden de ideas, esta sanción moratoria por pago extemporáneo de las cesantías, es una 

penalidad cuyo propósito es procurar que el empleador reconozca y pague de manera oportuna 

la mencionada prestación, más no mantener el poder adquisitivo de la suma de dinero que la 

representa y con ella, la capacidad para adquirir bienes y servicios o lo que la ley disponga como 

su propósito. Desde la óptica del empleado, si bien la sanción moratoria representa una suma de 

dinero considerable, sucesiva mientras no se produzca el pago de las cesantías; ella ni lo 

compensa ni lo indemniza por la ocurrencia de la mora del empleador en cumplir con su 

obligación de dar, puesto que su propósito es procurar el pago oportuno de la prestación social, 

razón por la cual, no es posible hablar que estamos ante un derecho o una acreencia derivada de 

la relación de trabajo o de las eventualidades que el empleador ampare en virtud de lo que ordena 

la ley.  

 

La indexación es una simple actualización de una obligación dineraria con el fin de proteger el 

poder adquisitivo de los trabajadores debido a los fenómenos inflacionarios, mientras que la 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

sanción moratoria impuesta por la ley 244 de 1995 busca penalizar económicamente a las 

entidades que incurran en mora. 

En tal sentido, al no tratarse de un derecho laboral, sino de una penalidad de carácter económica 

que sanciona la negligencia del empleador en la gestión administrativa y presupuestal para 

reconocer y pagar en tiempo la cesantía, no es procedente ordenar su ajuste a valor presente, 

pues, se trata de valores monetarios que no tienen intención de compensar ninguna contingencia 

relacionada con el trabajo ni menos remunerarlo. 

 

Según el Consejo de Estado “para justificar la indexación de la sanción por mora en el pago de las cesantías, 

no es viable acudir al contenido del último inciso del artículo 187 del CPACA, según el cual, «Las condenas al 

pago o devolución de una cantidad líquida de dinero se ajustarán tomando como base el índice de precios al 

consumidor», pues en estricto sentido, la sentencia no reivindica ningún derecho ni obligación insatisfecha, 

erigiéndose como generadora de un beneficio económico para el demandante cuya única causa fue la demora en el 

pago de una prestación”2.  

 

Igualmente la Corte Constitucional ha señalado que “la sanción moratoria impuesta por la ley busca 

penalizar económicamente a las entidades que incurran en mora, y por ello su monto es en general superior a la 

indexación. En ese orden de ideas, no resulta razonable que un trabajador que tenga derecho a la sanción 

moratoria impuesta reclame también la indexación, por cuanto se entiende que esa sanción moratoria no sólo cubre 

la actualización monetaria sino que incluso es superior a ella”3. 

 

IMPOSIBILIDAD DE INDEMNIZAR CONJUNTAMENTE INTERESES 

MORATORIOS Y SANCIÓN MORATORIA  

 

La Corte Constitucional ha señalado que la sanción moratoria y los intereses moratorios cumplen 

una doble función: servir de apremio al empleador moroso y salvaguardar el ingreso del 

trabajador de los efectos adversos de la disminución del poder adquisitivo, y en tal sentido son 

mecanismos dirigidos a proteger la retribución por el servicio personal del empleado4. El Alto 

Tribunal ha indicado que se trata de institutos que responden a las siguientes características 

definitorias: i) Son mecanismos que buscan desincentivar el incumplimiento del empleador en el 

pago de salarios y prestaciones, insolutas al momento de terminar la relación laboral; ii) 

Encuentran sustento constitucional en la necesidad de proteger la remuneración del trabajador 

que, al finalizar su vínculo laboral queda desprotegido económicamente, lo que obliga al pago 

oportuno de las acreencias debidas. 

Ello implica que no es posible hacer confluir los intereses moratorios con la sanción moratoria 

porque ambos buscan preservar el poder adquisitivo y pretenden proteger al empleado del 

                                                           
2 Consejo de Estado. Sección Segunda. Subsección B. Sentencia de Unificación del 18 de julio de 2018. C.P: 
Sandra Lisset Ibarra Vélez. Radicación: 73001-23-33-000-2014-00580-01(4961-15) 
3 Corte Constitucional. Sentencia C-448 de 1996. M.P: Alejandro Martínez Caballero.  
4 Corte Constitucional. Sentencia C-892 de 2009. M.P: Luis Ernesto Vargas Silva.  



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

retardo de la obligación o prestación principal, y en ese sentido no es lógico ni razonable pedir 

que se indemnicen simultáneamente estos valores, ya que ello supondría que la Administración 

tenga que realizar dos pagos diferentes que provienen de una misma fuente jurídica. 

 

PETICIONES 
 

Al tenor de las excepciones anteriormente planteadas, comedidamente solicito a Ud., que previo 

el trámite correspondiente, se efectúen las siguientes declaraciones y condenas. 

 

PRIMERO. Declarar probadas las excepciones propuestas.  

SEGUNDO. En consecuencia, ordenar el Archivo del Expediente.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

Invoco como normas aplicables a la presente contestación, la Ley 91 de 1989, Por la cual se crea 

el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio; la Ley 244 de 1995; La Ley 1071 de 

2006; artículo 151 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, Decreto-Ley 2158 

de 1948. 

ANEXOS 

 

 Poder para actuar 

 Copia de Escritura pública No. 522 de fecha  28 de marzo de 2019 

 

NOTIFICACIONES 

Mi representada recibe notificaciones en la calle 72 No. 10-03, correo electrónico: 

t_krueda@fiduprevisora.com.co 

Cordialmente, 

 
KAREN ELIANA RUEDA AGREDO 

CC. No. 1.018.443.763 de Bogotá 

T.P No. 260125 del C.S. de la J 
“Defensoría del Consumidor Financiero: Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity en la ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 
/ 6108164, Fax: Ext. 500. E-mail: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada continua”. 
Las funciones del Defensor del Consumidor son: Dar trámite a las quejas contra las entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros 
ante la institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u 
oficina de atención al público de la entidad, asimismo tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule recomendaciones y propuestas en aquellos 
aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del Consumidor no se exige 
ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio 
(dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App “Defensoría del Consumidor 
Financiero" disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store. 



 

Señor 
JUEZ CATORCE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 
BOGOTÁ D.C. 
E.                                     S.                                  D. 
_______________________________________ 
 
 
                    Ref: CONTESTACION DE LA DEMANDA 

ACCION DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO N° 2021 – 00203 
DEMANDANTE: BLADIMIR ECHENIQUE OSPINO 
DEMANDADOS: LA NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA 
NACIONAL – ARMADA NACIONAL 
____________________________________________ 

 
 
ADRIANA G. SANCHEZ GONZALEZ, mayor de edad, identificada con la C.C 
N° 52.695.813 de Bogotá D.C, abogada en ejercicio con tarjeta profesional 
N°. 126700 del C.S. de la J., actuando de conformidad con el poder adjunto 
que me ha conferido el Dr. JORGE EDUARDO VALDERRAMA BELTRAN, en su 
condición de DIRECTOR DE ASUNTOS LEGALES DEL MINISTERIO DE 
DEFENSA NACIONAL, de acuerdo con lo dispuesto en la resolución 8615 del 
24 de diciembre de 2012, resolución 4535 del 29 de junio de 2017 y 
resolución 0371 del 1 de marzo de 2021, en nombre y representación de la 
LA NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL, y obrando dentro 
del término dispuesto legalmente, respetuosamente mediante el presente 
escrito, me permito contestar la demanda en los siguientes términos.   

 
 

A LAS PRETENSIONES 
__________________ 

 
A LA PRIMERA. Me opongo, toda vez que el Acto Administrativo cuya 
nulidad se pretende, fue expedido conforme al ordenamiento jurídico.  
 
A LA SEGUNDA.  Me opongo, ya que no es contrario a la Constitución 
Política. 
 
A LA TERCERA, CUARTA y QUINTA. Me opongo, debido a que el salario y 
las prestaciones sociales, fueron liquidadas y pagadas correctamente, sin que 
existe suma alguna que se le adeuda por dichos conceptos.  
 
A LA SEXTA. Me opongo, toda vez que, al no existir fundamento en las 
pretensiones, no habría condena que cumplir.  
 
 

A LOS HECHOS 
____________ 

 
AL PRIMERO.  Es cierto, de conformidad con la hoja de servicios allegada. 
 
AL SEGUNDO. Es cierto. 
 
AL TERCERO. Es cierto. 
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AL CUARTO. No corresponde a una situación fáctica. 
 
AL QUINTO. No corresponde a una situación fáctica. 
 
AL SEXTO. Los fallos de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, que 
versan sobre este tema, han versado en diferentes sentidos según la fecha 
de ingreso y otras circunstancias particulares de cada caso. 
 
AL SEPTIMO. No es una situación fáctica. 
 
AL OCTAVO. Es cierto. 
 
AL NOVENO. Es una apreciación subjetiva. 
 
AL DÉCIMO. Me atengo a lo que se pruebe dentro del proceso. 
 
AL DÉCIMO PRIMERO. Me atengo a lo que se pruebe dentro del proceso. 
 
 

 
RAZONES DE DERECHO 
___________________ 

 
 
En primer lugar debo indicar que  se ha establecido  un régimen especial y 
exceptivo para las Fuerzas Militares, y es así que:   
 
La Constitución Política de 1991, en su artículo 217 indicó, la Nación tendrá 
para su defensa unas Fuerzas Militares permanentes constituidas por el 
Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea. Las Fuerzas Militares tendrán como 
finalidad primordial la defensa de la soberanía, la independencia, la 
integridad del territorio nacional y del orden constitucional.  
 
La Ley determinará el régimen salarial, así como los ascensos, derechos y 
obligaciones de sus miembros y el régimen especial de carrera, prestacional 
y disciplinario, que les es propio.  
 
Consecuente con lo anterior la Constitución Política de 1991 en su artículo 
150, estableció lo siguiente: 
 

Artículo 150. Corresponde al Congreso hacer las leyes. Por medio 
de ellas ejerce las siguientes funciones:   
 
(...) 
e) Fijar el régimen salarial v prestacional de los empleados 
públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la Fuerza 
Pública;"(Resaltado fuera de texto) 

 
 
La Ley 4 de 1992 señala las normas, objetivos y criterios que debe observar 
el Gobierno Nacional para la fijación del régimen salarial y prestacional de 
los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la 
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Fuerza Pública y para la fijación de las prestaciones sociales de los 
Trabajadores Oficiales y se dictan otras disposiciones. 
 
En el artículo 3 ibídem, dispuso que el sistema salarial de los servidores 
públicos estará integrado por los siguientes elementos: la estructura de los 
empleos, de conformidad con las funciones que se deban desarrollar y la 
escala y tipo de remuneración para cada cargo o categoría de cargos. 
 
En la situación concreta del presente asunto, encontramos que el hoy 
demandante NO FUE Soldado Voluntario, en ningún momento sino que 
ingreso a la escuela de Soldados profesionales y como tal se le aplican  los 
términos del Decreto 1793 de 2000, y del  Decreto 1794 “por el cual se 
establece el régimen salarial y prestacional para el personal de soldados 
profesionales  de las Fuerzas Militares”, el cual en su artículo primero señalo 
que los soldados profesionales que se vincularan a las Fuerzas Militares  
devengarían un salario mensual equivalente a un salario mínimo legal 
vigente, incrementado en un cuarenta (40%) por ciento del mismo. 
 
EN CUANTO A QUE SE INAPLIQUE POR INSCONSTITUCIONAL EL ARTÍCULO 
1 DEL DECRETO  1161 DE 24 DE JUNIO DEL 2014, AL NO RELIQUIDAR EL 
SUBSIDIO FAMILIAR, DEBO INDICAR:  
 
Es importante traer a colación lo dispuesto en el artículo 4° de la Constitución 
Política, que reguló la excepción de inconstitucionalidad en los siguientes 
términos:  
 
Artículo 4° La constitución es norma de normas. En todo caso de 
incompatibilidad entre la Constitución y la ley u otra norma jurídica, se 
aplicarán las disposiciones constitucionales. Es deber de los nacionales y de 
los extranjeros en Colombia acatar la Constitución y las leyes, y respetar y 
obedecer a las autoridades. (…)”- Subrayado fuera de texto 
 
Así mismo, en cuanto a este tema, el H. Consejo de Estado, en Sentencia del 
cuatro (4) de julio de dos mil tres (2003) señaló: 
 
“(…) Con la excepción de inconstitucionalidad se pretende dar cumplimiento 
a lo previsto en el artículo 4 de la Constitución Política  que señala: ‘La 
Constitución es norma de normas en todo caso de incompatibilidad entre la 
Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones 
constitucionales. 
 
Pero esta excepción de inconstitucionalidad debe reunir ciertos requisitos 
para su procedencia, uno de los cuales es la palmaria y flagrante oposición 
entre los textos constitucionales y la norma cuya inaplicación se pretende. 
Es pertinente aludir a la sentencia C-600 de 1998, en la cual la Corte 
Constitucional precisó el alcance de esta figura: 
 
“La inaplicación de una norma de jerarquía inferior con apoyo en el artículo 
4 de la Carta supone necesariamente la incompatibilidad entre su contenido 
y el de los preceptos constitucionales. Si tal incompatibilidad no existe, no 
cabe la inaplicación y la circunstancia no es otra que la de incumplimiento o 
violación de los mandatos dejados de aplicar. 
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Por el contrario, en el supuesto de un palmario enfrentamiento entre la 
norma y la Constitución, la obligación del funcionario o autoridad que en 
principio debería aplicar aquella es la contraria: no darle aplicación. (…)” 
 
Ha sido reiterada la consideración de la Corte Constitucional en sus diferentes 
sentencias tanto en materia de tutelas como de constitucionalidad, que el 
juez Constitucional debe examinar las razones por las cuáles el legislador 
hace una diferenciación entre los distintos sujetos a las cuáles se les aplican 
las normas cuestionadas.  
 
En este sentido el artículo 13 constitucional no es incompatible con lo 
establecido en el Decreto 1161 de 2014 y de ninguna manera es 
inconstitucional, toda vez que existen motivos suficientes para regular las 
prestaciones sociales contenidas en las normas especiales dando un 
tratamiento diferente de acuerdo a la calidad y requisitos exigidos para cada 
una de ellas.  
 
La sentencia T-432-1992  de  la Corte constitucional  establece: 
 
“(…) El principio de la igualdad es objetivo y no formal; él se predica de la 
identidad de los iguales   y  de   la   diferencia   entre   los desiguales.  Se 
supera así el concepto de la igualdad de la ley a partir de la generalidad 
abstracta, por el concepto de la generalidad concreta, que concluye con el 
principio según el cual no se permite regulación diferente de supuestos 
iguales o análogos y prescribe diferente normación a supuestos 
distintos.  Con este concepto sólo se autoriza un trato diferente si está 
razonablemente justificado.  Se supera también, con la igualdad material, el 
igualitarismo o simple igualdad matemática”. 
 
La Corte Constitucional en sentencia C-057 -2010  precisa que el principio de 
igualdad consagrado en el artículo 13 de la Carta “no proscribe ni elimina la 
posibilidad de que el legislador introduzca regímenes o tratos diferenciados 
entre grupos respecto de un mismo tema, asunto, derecho  o prerrogativa, 
siempre y cuando esa diferenciación se ajuste a los preceptos 
constitucionales” 
 
 
 
El aquí demandante solicita se declare la nulidad del acto administrativo ue 
niega la petición inicial y en consecuencia la nulidad de los mismos, en donde 
se le negó el reajuste solicitado al demandante, respecto del veinte por ciento 
(20%) salarial y prestacional. 
 
Al demandante que no se le ha vulnerado ningún derecho pues el régimen al 
cual pertenece se le ha venido respetando integralmente,. Por el contrario al 
hoy demandante se le paga lo establecido en la normatividad especial 
señalada, tales como Asignación Básica mensual, cesantías, vacaciones, 
primas, sustitución pensional, salud a sus beneficiarios, Subsidio familiar, 
entre otras.  
 
Lo anterior se evidencia con el certificado  de ingresos aportado con la 
demanda. 
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Pero para una mayor claridad, me permito hacer el siguiente recuento, de la 
evolución del proceso de incorporación de soldados en las Fuerzas Militares, 
así: 
 
Las Fuerzas Militares, contaban con un grupo de SOLDADOS VOLUNTARIOS, 
a quienes les era aplicable la Ley 131 de 1985 y el Decreto 370 de 1991, 
éstos no tenían la calidad de empleados o servidores públicos, en la medida 
en que se trataba de personal que luego de haber prestado su servicio militar 
obligatorio solicitaba seguir prestando sus servicios a la fuerza militar,  y en 
tal condición no recibían un salario ni contaban con prestaciones sociales, 
sino que sólo recibían una suma mensual a título de BONIFICACIÓN, más 
repito, nunca se les reconoció un salario y por ello no tenían derecho a 
Prestaciones Sociales. 
 
Más adelante, para el año 2000, el gobierno  nacional pensando en la 
necesidad de la profesionalización de los soldados en las fuerzas militares, 
fue expedido el Decreto 1793 de 2000, por el cual se expide el Régimen de 
Carrera y Estatuto del Personal de Soldados Profesionales de las Fuerzas 
Militares, que también dio la oportunidad a los soldados voluntarios, para que 
se cambiaran a este nuevo régimen. 
 
En el mismo año, continuando con este pensamiento y buscando dar 
cobertura a todo el personal de soldados de las Fuerzas Militares, para 
garantizarles el reconocimiento de prestaciones sociales, se expidió el 
Decreto 1794 de 2000, por el cual se establece el régimen salarial y 
prestacional para el personal de soldados profesionales de las Fuerzas 
Militares. 
 
En razón a la expedición de éstas normas y por conocer las prerrogativas o 
garantías que ellas les concedían los soldados voluntarios, solicitaron a la 
Fuerza, el cambio de categoría a SOLDADOS PROFESIONALES (lo cual se hizo 
a partir del primero de noviembre de 2003), quedando en consecuencia 
cobijados, ahora TODOS LOS SOLDADOS, por los Decretos aquí 
mencionados.   
 
Para hacerse acreedores a los nuevos derechos reconocidos en este estatuto 
por lo que EL SOLDADO PROFESIONAL DEBERA REPORTAR EL CAMBIO DE 
ESTADO CIVIL A PARTIR DE SU INICIO AL COMANDO DE LA FUERZA DE 
CONFORMIDAD CON LA REGLAMENTACIÓN VIGENTE. 
 
A su vez el artículo 17 ibídem señala que este decreto regirá a partir del 01 
de enero de 2001, previa su publicación y deroga a partir de dicha fecha 
todas las disposiciones que le sean contrarias. 
 
De la normatividad anteriormente señalada se colige que el personal de 
soldados profesionales ingresa a la Fuerza con su estado civil “soltero”, por 
lo cual una vez cambie dicho estado civil éste está obligado a informar al 
Comando de la Fuerza dicha novedad, con el fin que la institución a través 
de la dependencia encargada proceda al reconocimiento del derecho al 
subsidio familiar que establece el artículo 11 en cita. 
 
Vigencia y derogatoria del decreto. 
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Es pertinente señalar que la Fuerza incorporó desde el 10 de enero de 2001 
mediante OAP 1241 de fecha 20 de enero de 2001 los primeros soldados 
profesionales y realizó el cambio de denominación de soldados voluntarios a 
soldados profesionales, mediante orden administrativa de personal No.1175 
de fecha 20 de octubre de 2003, cambiando de categoría de soldados 
voluntarios a la de soldados profesionales, es decir, en enero de 2001 se 
incorporó por primera vez en la categoría de soldados profesionales a un 
grupo de personas, en virtud de lo dispuesto en el Decreto 1793 de 2000; a 
su vez, al personal que tenía la categoría de soldado voluntario se le cambió 
su denominación a partir del primero (01) de noviembre de 2003, para dejar 
una única categoría de soldados e igualmente que quedaran todos 
amparados con los beneficios prestacionales establecidos en el Decreto 1794 
de 2000. 
 
Se precisa entonces, que La Ley 131 de 1985 y su decreto reglamentario 370 
de 1991, regulan el servicio militar voluntario, el cual a su vez es prestado 
por el personal que recibe la denominación de soldados voluntarios; y los 
Decretos 1793 y 1794 de 2000 regulan el régimen de carrera y estatuto, 
régimen salarial y prestacional para el personal de soldados profesionales de 
las fuerzas militares, entendido éste de aplicación tanto al personal que se 
incorpora como soldado profesional, como a los soldados voluntarios que 
entraron en la categoría de profesionales. 
 
Al no existir a la fecha soldados voluntarios la ley 131 de 1985 perdió 
aplicabilidad. 
 
Hasta el momento, la parte actora no allega al expediente los documentos 
que demuestren la incorporación del actor a esa categoría, pero ese hecho 
no se discute en el proceso y por el contrario es admitido por las partes (que 
no fue Soldado Voluntario), de donde se infiere que el actor pertenece 
integralmente  al régimen integral señalado en los  Decretos 1793 y  1794 
de 2000 de los cuales disfruta en la actualidad. Ese régimen salarial consta 
en una norma proferida por la autoridad competente, y sin qué hasta la fecha 
haya sido retirada del mundo jurídico por lo que se encuentra plenamente 
vigente, y debe obligatoriamente dársele aplicación integralmente a dicho 
estatuto.  
 
Por otro lado, la Fuerza Pública comporta un régimen salarial y prestacional 
de carácter especial para cuya disposición el legislador goza de libertad en 
cuanto a su configuración normativa, siempre y cuando respete los derechos 
y garantías mínimas consagradas en la Carta Política. 
 
Así, el literal e) del numeral 19 artículo 150 de la Carta prescribe: 
  
“Corresponde al Congreso, hacer las leyes. Por medio de ellas ejerce las 
siguientes funciones: 
1. (…) 
19. Dictar las normas generales, y señalar en ellas los objetivos y criterios a 
los cuales debe sujetarse el Gobierno para los siguientes efectos: 
(…); 
e) Fijar el régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, de los 
miembros del Congreso Nacional y de la Fuerza Pública. 
(…).” 
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La Corte Constitucional, en la Sentencia C-1095 de 2001, dejó señalado  que 
la Constitución habilita a las Fuerzas Militares y a la Policía Nacional para 
tener un régimen especial en materia prestacional y de salud por la 
especialidad de las funciones que desempeñan, encaminadas a mantener las 
condiciones necesarias para la garantía del ejercicio de los derechos y 
libertades públicas, la defensa de la soberanía, independencia e integridad 
territorial –artículo 217 y 218 Superior. 
 
Los regímenes especiales, entre los cuales se encuentra el de la Fuerza 
Pública, se caracterizan por otorgar unas condiciones diferentes al universo 
de personas que son destinatarios de las normas generales. En tales 
regímenes se admiten, incluso prestaciones diferentes inferiores o superiores  
a las que comporta el régimen general si ello se encuentra compensado de 
alguna manera en el mismo régimen. 
 
La estructura y organización que conforman las Fuerzas Armadas y la Policía 
Nacional como integrantes de la Fuerza Pública (artículos 216 a 218 de la 
Constitución Nacional), de hecho conlleva un tratamiento diferenciado en el 
régimen salarial y prestacional que es propio de tales organismos que 
encuentra su justificación en el rango jerárquico que se ostenta, y en 
estrecha relación con este, a las funciones1 y tareas asignadas en la defensa 
de la soberanía o en el mantenimiento del orden público interno. 
 
Dentro del propio régimen especial pueden presentarse desigualdades de 
trato fundadas en la situación personal que cada servidor público adscrito a 
la Fuerza Pública tiene frente al Estado, pues así mismo, es el marco de sus 
responsabilidades y la diversificación de las tareas a él encomendadas. 
 
Ahora bien, respecto a la reliquidación del subsidio familiar conforme a lo 
planteado, el quid del asunto radica en establecer si existen los pre-
supuestos para poder acceder entonces al derecho, de manera que de 
confirmarse que las condiciones se cumplen no habrá duda alguna para 
razonar que el derecho le asiste al demandante, pero, por lo contrario, si se 
evidencia que al menos una de las dos falta, ergo no tendrá el derecho a la 
reliquidación del subsidio familiar. 
 
De esta manera descendiendo al caso que nos ocupa, en cuanto a la primera 
1) condición consistente en que el posible beneficiario este casado o en unión 
marital de hecho antes o para la vigencia de la Ley 1794 de 2000, y la 
segunda 2) es hacer la solicitud del Subsidio Familiar al Ejercito Nacional 
informando que se encuentra casado o en unión marital de hecho; Pero, 
según el material probatorio y los hechos narrados, estas condiciones no se 
cumplen, ya que para la vigencia de la ley la cual el demandante manifiesta 
tener derecho no tenía la condición de estar casado o en unión marital de 
hecho. 
 
Entiéndase, que el hoy demandante recibe su subsidio familiar conforme al 
Decreto 1161 del 2014 ya que para la vigencia de esta ley el Soldado 
Profesional se casó con la señora Ruby Andrea Polonia Lara, conforme lo 
demuestra el registro civil de matrimonio. Razón a lo anterior no es posible 

                                                             
1 Sentencia C-676 de 2001. 
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reconocer el derecho de reliquidación toda vez que no se cumple con los 
requisitos para poder hacer exigible la ley 1794 del 2000.  
 
Es preciso concluir, entonces, que cada régimen especial y cada prestación 
responde a la diferencia que surge de la relación laboral, de la entidad y de 
las funciones propias del cargo que se desempeña y, que es la propia 
constitución Política la que determina y faculta para que existan diferentes 
normas y regímenes al interior del Ministerio de Defensa y las fuerzas 
Armadas. Tales presupuestos son aplicables a los miembros de la Fuerza 
Pública respecto de su sistema prestacional.  
 
Es así como,  por ejemplo el Gobierno Nacional en atención a lo disputo en 
la ley 4 de 1992, en concordancia con el decreto 1211 de 1990  anualmente  
mediante  Decreto Ejecutivo, reajusta las asignaciones de retiro (militares)  
con base en los sueldos básicos del personal en actividad, no habiendo  lugar  
al reajuste del mismo con base en índices no contemplados en el marco legal 
de las Fuerzas Militares. 
 
El personal civil del ministerio de Defensa pertenece a  un régimen especial 
establecido en el  Decreto 1214 de 1990, que no consagra el principio de 
oscilación para las pensiones, sino que establece de forma clara cuál es el 
reajuste anual aplicable, siendo el fijado anualmente por el gobierno nacional 
a través de Decretos. 
 
El acto administrativo demandado se ajusta a derecho, pues se profirió de 
conformidad con la Constitución Política, la Ley 4ª de 1992 y los Decretos del 
Gobierno Nacional mediante los cuales se permite establecer distintos 
criterios de fijación de sistemas salariales y prestacionales por grados, 
armas, necesidades propias del cuerpo castrense, especialidades entre otros 
aspectos tanto para uniformados como para el personal civil del Ministerio de 
Defensa nacional.   
 
El régimen aplicable al hoy demandante es el señalado para los Soldados 
Profesionales aceptado desde su ingreso y al cual se acogió íntegramente en 
las Fuerzas Militares; régimen  establecido en los decretos 1793 y 1794 de 
2000 y respecto al Subsidio Familiar el Decreto 1161 de 2014. De modo que 
no le asiste razón jurídica al demandante quien ha disfrutado de los 
beneficios que le otorga los citados regímenes, y ahora pretende buscar a su 
favor, también la aplicación del régimen anterior, quebrantando el principio 
de inescindibilidad de las normas que debe observarse. 
 
Por último, es claro entonces que la existencia de un régimen especial para 
el personal uniformado y los diferentes los funcionarios del sector Defensa, 
no sólo tiene su fundamento constitucional en la consagración expresa de los 
artículos 150, numeral 19, sino también en la diversidad de vínculos jurídicos 
para acceder a la función pública y que, sin lugar a dudas, conducen a una 
distinta nominación del empleo, de la categoría del servidor y de la naturaleza 
de sus funciones, que lógicamente conllevan al señalamiento de un régimen 
salarial y prestacional distinto lo que en ningún momento implica un trato 
discriminatorio o que se vulnere el principio de igualdad, sino que obedece a 
diferentes criterios de especialidad, capacitación o necesidades del servicio;  
incluso dentro de una misma entidad puede haber diferentes grados de 
remuneración por circunstancias especiales. 
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________ 

 
PRUEBAS 
________ 

 
Solicito se decreten y practiquen las siguientes pruebas, con el fin de 
acreditar lo mencionado en la contestación de la demanda. 
 
OFICIOS 
 
Me permito solicitar se oficie a la ARMADA NACIONAL, para que allegue a su 
Despacho: copia del expediente administrativo del señor BLADIMIR ECHENIQUE 
OSPINA, identificado con la CC Nº 73.193.572, que contiene la actuación 
administrativa que dio origen al acto administrativo con el número de radicado 
No. 201904233330474721/MDN-COGFM-COARC-SECAR-JEDHU-DIPER-DINOM 
1.10 del 10 de cotubre de 2019 y en especial la hoja de servicios 
 
Estas pruebas documentales ya fueron solicitadas por la suscrita, las cuales 
si me son enviadas antes del decreto de pruebas serán aportadas. 

_______ 
 

ANEXOS 
_______ 

 
1. Poder legalmente conferido y aceptado por la suscrita. 
2. Solicitud antecedentes administrativos. 
 

______________ 
 

NOTIFICACIONES 
______________ 

 
La parte demandada NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA tiene su 
domicilio en la ciudad de Bogotá, en la Av. El Dorado Carrera 52 CAN Edificio 
del Ministerio de Defensa y notificaciones.bogota@mindefensa.gov.co 
 
La suscrita apoderada las recibirá en la Secretaría de ese Juzgado o en la 
Carrera 13 Nº 29 - 19 Of. 316 de Bogotá D.C. y en el buzón electrónico 
AdrianaG.Sanchez@mindefensa.gov.co. 
 
 
Atentamente, 
 
 
___________________________ 
ADRIANA G. SÁNCHEZ GONZÁLEZ 
C. C. Nº 52.695.813 de Bogotá 
T. P. Nº 126700 del C. S. J.   

 

Adriana Sánchezꖹ

Adriana Sánchez

Adriana Sánchez几

Adriana Sánchez�

Adriana Sánchez�



Adriana Sánchez쾀

Adriana Sánchez�

Adriana Sánchez剰

Adriana Sánchez

Adriana Sánchez뺭



 
 
Bogotá D.C., Noviembre 22 de 2021 
 
 
Señores 
DIRECCIÓN DE PRESTACIONES ECONÓMICAS 
ARMADA NACIONAL 
 
 

Ref.: Solicitud expediente administrativo 
BLADIMIR ECHENIQUE OSPINA 
CC  73.193.572 
 

 
 
En mi calidad de abogada del grupo Contencioso de la Dirección de 
Asuntos Legales del Ministerio de Defensa y apoderada del Ministerio de 
Defensa, dentro del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho Nº 
2021-00203, me permito solicitar copia del expediente administrativo del 
señor BLADIMIR ECHENIQUE OSPINA, identificado con la CC 
Nº 73.193.572, que contiene la actuación administrativa que dio origen 
al acto administrativo con el número de radicado No. 
201904233330474721/MDN-COGFM-COARC-SECAR-JEDHU-DIPER-
DINOM 1.10 del 10 de cotubre de 2019 y en especial la hoja de servicios, 
con el fin de allegarlos al Juzgado 14 Administrativo del Circuito de Bogotá 
dentro del proceso mencionado. 
 
La respuesta a la anterior solicitud puede ser remitida al correo 
electrónico AdrianaG.Sanchez@mindefensa.gov.co. 
 
Agradezco atender a mi solicitud lo antes posible, debido a que estamos 
próximos al vencimiento del término para contestar demanda. 
 
 
 
Atentamente, 
 
 
 
ADRIANA SÁNCHEZ GONZÁLEZ 
Grupo Contencioso Constitucional 
Dirección de Asuntos Legales 
Ministerio de Defensa 

Adriana Sánchez鍠

Adriana Sánchez

Adriana Sánchezꖹ

Adriana Sánchez뺭

Adriana Sánchez뺭
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Bogotá D.C. 

 

Señores 

JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

E.   S.  D. 

 

REFERENCIA: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE:  MARÍA ALEJANDRA CASTILLO RODRÍGUEZ 

DEMANDADA:  NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- 

SECRETARÍA DE EDUCACION DE BOGOTÁ – 

FIDUPREVISORA S.A. 

EXPEDIENTE:  2021-00205-00 

 

CONTESTACIÓN DEMANDA 

 

CARLOS JOSE HERRERA CASTAÑEDA, identificado con la C.C. No. 79.954.623 

de Bogotá y T.P. No. 141.955 del C.S.J., obrando en calidad de apoderado 

de la parte demandada SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ 

conforme al poder que me fuera conferido, por medio del presente escrito  

y estando dentro del término legal, procedo  a  contestar  la  demanda 

promovida en los siguientes términos: 

 

I 

A LAS PRETENSIONES Y CONDENAS 

 

Me opongo a todas y  cada una de las  pretens iones  y 

condenas  de la demandante por carecer de fundamentos de hecho y 

de derecho en los siguientes términos: 

 

DECLARACIONES 

 

1. Me abstengo de realizar pronunciamiento alguno respecto a esta 

declaración teniendo en cuenta que va dirigida a que la se declare la 

existencia del acto ficto o presunto por el silencio del MINISTERIO DE 

EDUCACION NACIONAL - FONPREMAG respecto del pago de las cesantías, 

entes autónomos e independientes de la entidad que represento. 

2. Me abstengo de realizar pronunciamiento alguno respecto a esta 

declaración teniendo en cuenta que va dirigida a que la se declare la 

existencia del acto ficto o presunto por el silencio del MINISTERIO DE 

EDUCACION NACIONAL - FONPREMAG respecto del pago de las cesantías, 

entes autónomos e independientes de la entidad que represento. 

3. Me abstengo de realizar pronunciamiento alguno respecto a esta 

declaración teniendo en cuenta que va dirigida a que la se declare la 

existencia del acto ficto o presunto por el silencio del MINISTERIO DE 

EDUCACION NACIONAL - FONPREMAG respecto del pago de las cesantías, 

entes autónomos e independientes de la entidad que represento. 

 

CONDENAS 

 

1. Me abstengo de realizar pronunciamiento alguno respecto a esta 

declaración teniendo en cuenta que va dirigida a que la se declare la 
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existencia del acto ficto o presunto por el silencio del MINISTERIO DE 

EDUCACION NACIONAL - FONPREMAG respecto del pago de las cesantías, 

entes autónomos e independientes de la entidad que represento. 

Ahora en gracia de discusión, la entidad que represento si bien interviene 

en la elaboración o proyección del acto administrativo en este caso del 

reconocimiento pensional, es el Fondo Nacional de Prestaciones del 

Magisterio quien aprueba el mismo y la Fiduprevisora como administradora 

de esa cuenta especial y a quien compete el análisis sobre el 

reconocimiento y pago de las cesantías, en esa medida la única 

intervención que efectúa la entidad territorial llamada de acuerdo con la 

Ley anti tramites a la elaboración y remisión del acto administrativo que en 

ultimas es aprobado como en el caso de autos negando por el Fondo 

quien tiene  a su cargo el pago de estas prestaciones sociales de los 

docentes. 

2. Me abstengo de realizar pronunciamiento alguno respecto a esta 

declaración teniendo en cuenta que va dirigida a que la se declare la 

existencia del acto ficto o presunto por el silencio del MINISTERIO DE 

EDUCACION NACIONAL - FONPREMAG respecto del pago de las cesantías, 

entes autónomos e independientes de la entidad que represento. 

Ahora en gracia de discusión, la entidad que represento si bien interviene 

en la elaboración o proyección del acto administrativo en este caso del 

reconocimiento pensional, es el Fondo Nacional de Prestaciones del 

Magisterio quien aprueba el mismo y la Fiduprevisora como administradora 

de esa cuenta especial y a quien compete el análisis sobre el 

reconocimiento y pago de las cesantías, en esa medida la única 

intervención que efectúa la entidad territorial llamada de acuerdo con la 

Ley anti tramites a la elaboración y remisión del acto administrativo que en 

ultimas es aprobado como en el caso de autos negando por el Fondo 

quien tiene  a su cargo el pago de estas prestaciones sociales de los 

docentes. 

3. Me abstengo de realizar pronunciamiento alguno respecto a esta 

declaración teniendo en cuenta que va dirigida a que la se declare la 

existencia del acto ficto o presunto por el silencio del MINISTERIO DE 

EDUCACION NACIONAL - FONPREMAG respecto del pago de las cesantías, 

entes autónomos e independientes de la entidad que represento. 

Ahora en gracia de discusión, la entidad que represento si bien interviene 

en la elaboración o proyección del acto administrativo en este caso del 

reconocimiento pensional, es el Fondo Nacional de Prestaciones del 

Magisterio quien aprueba el mismo y la Fiduprevisora como administradora 

de esa cuenta especial y a quien compete el análisis sobre el 

reconocimiento y pago de las cesantías, en esa medida la única 

intervención que efectúa la entidad territorial llamada de acuerdo con la 

Ley anti tramites a la elaboración y remisión del acto administrativo que en 

ultimas es aprobado como en el caso de autos negando por el Fondo 

quien tiene  a su cargo el pago de estas prestaciones sociales de los 

docentes. 

4. Me abstengo de realizar pronunciamiento alguno respecto a esta 

declaración teniendo en cuenta que va dirigida a que la se declare la 

existencia del acto ficto o presunto por el silencio del MINISTERIO DE 

EDUCACION NACIONAL - FONPREMAG respecto del pago de las cesantías, 

entes autónomos e independientes de la entidad que represento. 

Ahora en gracia de discusión, la entidad que represento si bien interviene 

en la elaboración o proyección del acto administrativo en este caso del 
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reconocimiento pensional, es el Fondo Nacional de Prestaciones del 

Magisterio quien aprueba el mismo y la Fiduprevisora como administradora 

de esa cuenta especial y a quien compete el análisis sobre el 

reconocimiento y pago de las cesantías, en esa medida la única 

intervención que efectúa la entidad territorial llamada de acuerdo con la 

Ley anti tramites a la elaboración y remisión del acto administrativo que en 

ultimas es aprobado como en el caso de autos negando por el Fondo 

quien tiene  a su cargo el pago de estas prestaciones sociales de los 

docentes. 

II 

A LOS HECHOS 

 

Doy respuesta a cada uno de los hechos de demanda en el mismo orden 

de su formulación así: 

 

AL PRIMERO.- No es un hecho, sino un recuento normativo. No obstante, es 

afirmativo el enunciado. 

AL SEGUNDO.- No es un hecho, sino un recuento normativo. No obstante, 

es afirmativo el enunciado. 

AL TERCERO.- No le consta a la entidad que represento en la medida que 

refiere a una situación que involucra a otra entidad también llamada en 

juicio, la cual deberá corroborar el dicho de la parte demandante. 

AL CUARTO.- Es parcialmente cierto, en la medida que la entidad que 

represento si bien por la delegación que hiciera la ley elabora el proyecto 

de acto administrativo en nombre de la Nación- Ministerio de Educación – 

Fonpremag son estas las que realizan el análisis de requisitos y aprueban el 

mismo, porque esas entidades estando llamadas en juicio serán las que 

deberán desvirtuar el dicho de la parte actora. 

AL QUINTO.- No me consta tal y como se propone. Las condiciones que 

señala la parte actora deberán ser demostradas por ella, además, 

teniendo en cuenta que es otra entidad que esta llamada en juicio y 

deberá ser esta quien acredite o desvirtúe el dicho de la demandante en 

este hecho. 

AL SEXTO.- No es un hecho, sino la transcripción de la norma objeto de 

controversia. 

AL SÉPTIMO.- No es un hecho, sino la referencia de jurisprudencial 

aplicable al caso en concreto. 

AL OCTAVO- No me consta tal y como se propone. Las condiciones que 

señala la parte actora deberán ser demostradas por ella, además, 

teniendo en cuenta que es otra entidad que esta llamada en juicio y 

deberá ser esta quien acredite o desvirtúe el dicho de la demandante en 

este hecho. 

AL NOVENO.- No me consta tal y como se propone. Las condiciones que 

señala la parte actora deberán ser demostradas por ella, además, 

teniendo en cuenta que es otra entidad que esta llamada en juicio y 

deberá ser esta quien acredite o desvirtúe el dicho de la demandante en 

este hecho. 

AL DÉCIMO.- No me consta tal y como se propone. Las condiciones que 

señala la parte actora deberán ser demostradas por ella, además, 

teniendo en cuenta que es otra entidad que esta llamada en juicio y 

deberá ser esta quien acredite o desvirtúe el dicho de la demandante en 

este hecho. 
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III 

RAZONES Y FUNDAMENTOS DE LA DEFENSA 

 
RÉGIMEN LEGAL DE LAS PRESTACIONES DE LOS DOCENTES. 

Desde la expedición de la Ley 812 de 2003 por la cual se aprueba el Plan 

Nacional de Desarrollo 2003, se consagró en su artículo 81 lo siguiente: 

 
 "El régimen prestacional de los docentes nacionales, nacionalizados y 

territoriales, que se encuentren vinculados al servicio público educativo 

oficial, es el establecido para el Magisterio en las disposiciones vigentes con 

anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley. 

 

El Gobierno Nacional buscará la manera más eficiente para administrar los 

recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, para 

lo cual contratará estos servicios con aplicación de los principios de 

celeridad, transparencia, economía e igualdad, que permita seleccionar la 

entidad fiduciaria que ofrezca y pacte las mejores condiciones de servicio, 

mercado, solidez y seguridad financiera de conformidad con lo establecido 

en el artículo 3o de la Ley 91 de 1989. En todo caso el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio se administrará en subcuentas 

independientes, correspondiente a los recursos de pensiones, cesantías y 

salud.” 

 

Por su parte el artículo Art 2° y 3° de la Ley 91 de 1989 a través de la cual se 

crea el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, refiere a la 

forma como se asumirán las obligaciones prestacionales de los docentes, 

entre la nación y los entes territoriales, de la siguiente manera: 

 
Artículo 2º.- De acuerdo con lo dispuesto por la Ley 43 de 1975, la Nación y 

las entidades territoriales, según el caso, asumirán sus obligaciones 

prestacionales con el personal docente, de la siguiente manera: 

 

(…) 

 

5.- Las prestaciones sociales del personal nacional y nacionalizado que se 

causen a partir del momento de la promulgación de la presente Ley, son 

de cargo de la Nación y serán pagadas por el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio; pero las entidades territoriales, la Caja 

Nacional de Previsión Social, el Fondo Nacional de Ahorro o las entidades 

que hicieren sus veces, pagarán al Fondo las sumas que resulten adeudar 

hasta la fecha de promulgación de la presente Ley a dicho personal, por 

concepto de las prestaciones sociales no causadas o no exigibles.  

 

Artículo 3°.- Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, como una cuenta especial de la Nación, con independencia 

patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos 

serán manejados por una entidad fiduciaria estatal o de economía mixta, 

en la cual el Estado tenga más del 90% del capital.  

 

Para tal efecto, el Gobierno Nacional suscribirá el correspondiente contrato 

de fiducia mercantil, que contendrá las estipulaciones necesarias para el 

debido cumplimiento de la presente Ley y fijará la Comisión que, en 

desarrollo del mismo, deberá cancelarse a la sociedad fiduciaria, la cual 

será una suma fija, o variable determinada con base en los costos 

administrativos que se generen. La celebración del contrato podrá ser 

delegada en el Ministro de Educación Nacional. 

 

El Fondo será dotado de mecanismos regionales que garanticen la 

prestación descentralizada de los servicios en cada entidad territorial sin 

afectar el principio de unidad." (Subrayado fuera de texto). 

 

En el Art 5° ibidem por su parte se establecen los objetivos de esta entidad 
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de la siguiente manera: 
 

Artículo 5º.- El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

tendrá los siguientes objetivos: 

1.- Efectuar el pago de las prestaciones sociales del personal afiliado. 

2.- Garantizar la prestación de los servicios médico-asistenciales, que 

contratará con entidades de acuerdo con instrucciones que imparta el 

Consejo Directivo del Fondo. 

3.- Llevar los registro contables y estadísticos necesarios para determinar el 

estado de los aportes y garantizar un estricto control del uso de los recursos 

y constituir una base de datos del personal afiliado, con el fin de cumplir 

todas las obligaciones que en materia prestacional deba atender el Fondo, 

que además pueda ser utilizable para consolidar la nómina y preparar el 

presupuesto en el Ministerio de Hacienda. 

4.- Velar para que la Nación cumpla en forma oportuna con los aportes 

que le corresponden e igualmente transfiera los descuentos de los 

docentes. 

5.- Velar para que todas las entidades deudoras del Fondo Nacional de 

Prestaciones del Magisterio, cumplan oportunamente con el pago de sus 

obligaciones 

 

DE LAS CESANTIAS 
 

Sobre el particular la Ley 91 de 1989 en su Art 15 prevé la forma en la que el 

Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio debe cancelar las 

cesantías al personal docentes, el cual señala lo siguiente: 
 

Artículo  15º.- A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente 

nacional y nacionalizado y el que se vincule con posterioridad al 1 de 

enero de 1990 será regido por las siguientes disposiciones: 

 

(…) 

3.- Cesantías: 

A. Para los docentes nacionalizados vinculados hasta el 31 de diciembre de 

1989, el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio pagará un 

auxilio equivalente a un mes de salario por cada año de servicio o 

proporcionalmente por fracción de año laborado, sobre el último salario 

devengado, si no ha sido modificado en los últimos tres meses, o en caso 

contrario sobre el salario promedio del último año.  

B. Para los docentes que se vinculen a partir del 1 de enero de 1990 y para los 

docentes nacionales vinculados con anterioridad a dicha fecha, pero sólo 

con respecto a las cesantías generadas a partir del 1 de enero de 1990, el 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio reconocerá y 

pagará un interés anual sobre saldo de estas cesantías existentes al 31 de 

diciembre de cada año, liquidadas anualmente y sin retroactividad, 

equivalente a la suma que resulte aplicar la tasa de interés, que de 

acuerdo con certificación de la Superintendencia Bancaria, haya sido la 

comercial promedio de captación del sistema financiero durante el mismo 

período. Las cesantías del personal nacional docente, acumulados hasta el 

31 de diciembre de 1989, que pasan al Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, continuarán sometidas a las normas generales 

vigentes para los empleados públicos del orden nacional. 

La Ley 244 de 1995, fija el término para el pago oportuno de las cesantías 

para los servidores públicos y establece las respectivas sanciones en el no 

cumplimiento de dichos plazos de la siguiente manera: 

 
Artículo 1º.- Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la 

presentación de la solicitud de la liquidación de las Cesantías Definitivas, 

por parte de los servidores públicos de todos los órdenes, la entidad 



6 
 

patronal deberá expedir la Resolución correspondiente, si reúne todos los 

requisitos determinados en la Ley. 

Parágrafo.- En caso de que la entidad observe que la solicitud está 

incompleta, deberá informárselo al penitenciario dentro de los diez (10) días 

hábiles siguientes al recibo de la solicitud, señalándole expresamente qué 

requisitos le hacen falta anexar. 

Una vez aportados los requisitos faltantes, la solicitud deberá ser resuelta en 

los términos señalados en el inciso primero de este artículo. 

 

Artículo 2º.- La entidad pública pagadora tendrá un plazo máximo de 

cuarenta y cinco (45) días hábiles, a partir de la fecha de la cual quede en 

firme el acto administrativo que ordena la liquidación de las Cesantías 

Definitivas del servidor público, para cancelar esta prestación social. 

Parágrafo.- En caso de mora en el pago de las cesantías de los servidores 

públicos, la entidad obligada reconocerá y cancelará de sus propios 

recursos, al beneficiario, un día de salario por cada día de retardo hasta 

que se haga efectivo el pago de las mismas, para lo cual solo bastará 

acreditar la no cancelación dentro del término previsto en este artículo. Sin 

embargo, la entidad podrá repetir contra el funcionario, cuando se 

demuestre que la mora en el pago se produjo por culpa imputable a éste. 

 
Normatividad anterior modificada y adicionada por la Ley 1071 de 2006, 

norma esta última que establece: 

 
Artículo 4°. Términos. Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la 

presentación de la solicitud de liquidación de las cesantías definitivas o 

parciales, por parte de los peticionarios, la entidad empleadora o aquella 

que tenga a su cargo el reconocimiento y pago de las cesantías, deberá 

expedir la resolución correspondiente, si reúne todos los requisitos 

determinados en la ley. 

Parágrafo. En caso de que la entidad observe que la solicitud está 

incompleta deberá informársele al peticionario dentro de los diez (10) días 

hábiles siguientes al recibo de la solicitud, señalándole expresamente los 

documentos y/o requisitos pendientes. 

Una vez aportados los documentos y/o requisitos pendientes, la solicitud 

deberá ser resuelta en los términos señalados en el inciso primero de este 

artículo. 

 

Artículo 5°. Mora en el pago. La entidad pública pagadora tendrá un plazo 

máximo de cuarenta y cinco (45) días hábiles, a partir de la cual quede en 

firme el acto administrativo que ordena la liquidación de las cesantías 

definitivas o par ciales del servidor público, para cancelar esta prestación 

social, sin perjuicio de lo establecido para el Fondo Nacional de Ahorro. 

Parágrafo. En caso de mora en el pago de las cesantías definitivas o 

parciales de los servidores públicos, la entidad obligada reconocerá y 

cancelará de sus propios recursos, al beneficiario, un día de salario por 

cada día de retardo hasta que se haga efectivo el pago de las mismas, 

para lo cual solo bastará acreditar la no cancelación dentro del término 

previsto en este artículo. Sin embargo, la entidad podrá repetir contra el 

funcionario, cuando se demuestre que la mora en el pago se produjo por 

culpa imputable a este 

 

DE LA INTERVENCION EN DE LA SECRETARIA DE EDUCACION EN EL TRAMITE DE 

RECONOCIMIENTO Y PAGO DE LAS CESANTIAS 

 

Téngase en cuenta que en el Decreto 2831 de 2005 previó la gestión que 

estaba a cargo de las Secretarias de Educación respecto a las 

prestaciones sociales de los docentes de la siguiente manera: 

 
ARTÍCULO 3°. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo 

con lo establecido en el artículo 3° de la Ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la 

Ley 962 de 2005, la atención de las solicitudes relacionadas con las 
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prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, será efectuada a través de las secretarías de 

educación de las entidades territoriales certificadas, o la dependencia que 

haga sus veces. Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad 

territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el 

docente deberá:  

1. Recibir y radicar en estricto orden cronológico, las solicitudes 

relacionadas con el reconocimiento de prestaciones sociales a cargo del 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, de acuerdo con 

los formularios que adopte la sociedad fiduciaria encargada del manejo de 

los recursos de dicho Fondo. 

2. Expedir con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de 

los recursos del Fondo y conforme a los formatos únicos por ésta 

adoptados, certificación de tiempo de servicio y régimen salarial y 

prestacional, del docente peticionario o causahabiente, de acuerdo con 

la normatividad vigente.  

3. Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, 

dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la radicación de la 

solicitud, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración 

de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 

para su aprobación, junto con la certificación descrita en el numeral 

anterior del presente artículo. 

4. Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del 

manejo y administración los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio suscribir el acto administrativo de reconocimiento de 

prestaciones económicas a cargo de dicho Fondo, de acuerdo con las 

Leyes 91 de 1989 y 962 de 2005 y las normas que las adicionen o 

modifiquen, y surtir los trámites administrativos a que haya lugar, en los 

términos y con las formalidades y efectos previstos en la Ley.  

5. Remitir a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, copia de los actos 

administrativos de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de 

éste, junto con la respectiva constancia de ejecutoria para efectos de 

pago y dentro de los tres días siguientes a que éstos se encuentren en firme. 

 PARAGRAFO PRIMERO: Igual trámite se surtirá para resolver los recursos que 

sean interpuestos contra las decisiones adoptadas de conformidad con el 

procedimiento aquí. establecido y aquellas que modifiquen decisiones que 

con anterioridad se hayan adoptado respecto del reconocimiento de 

prestaciones a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio.  

PARAGRAFO SEGUNDO: Sin perjuicio de la responsabilidad administrativa, 

disciplinaria, fiscal y penal a que pueda haber lugar, las resoluciones que se 

expidan por parte de la autoridad territorial, que reconozcan prestaciones 

sociales que deba pagar el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, sin la previa aprobación de la sociedad fiduciaria encargada 

del manejo y administración de los recursos de tal Fondo, carecerán de 

efectos legales y no prestarán mérito ejecutivo.  

 

ARTÍCULO 4°. Trámite de solicitudes, El proyecto de acto administrativo de 

reconocimiento de prestaciones que elabore la secretaría de educación, o 

la entidad que haga sus veces, de la entidad territorial certificada a cuya 

planta docente pertenezca o haya pertenecido el solicitante, será remitido 

a la sociedad fiduciaria que se encargue del manejo de los recursos del 

Fondo para su aprobación. Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes 

al recibo del proyecto de resolución, la sociedad fiduciaria deberá impartir 

su aprobación o indicar de manera precisa las razones de su decisión de no 

hacerlo, e informar de ello a la respectiva secretaría de educación. 

 

ARTÍCULO 5°. Reconocimiento. Aprobado el proyecto de resolución por la 

sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo, 

deberá ser suscrito por el secretario de educación del ente territorial 

certificado y notificado en los términos y con las formalidades y efectos 

previstos en la Ley. 
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Así mismo el Art 56 de la Ley 962 de 2005, “Ley Anti trámites” previo lo que 

referente a la racionalización de tramites respecto al Fonpremag: 

 
ARTÍCULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que 

pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán 

reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de 

resolución por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser 

elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial 

certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El 

acto administrativo de reconocimiento se hará mediante resolución que 

llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad territorial. 

 

JURISPRUDENCIA APLICABLE 
 

Sobre particular se debe traer a colación un pronunciamiento reciente e 

imperante en los estrados judiciales donde se zanjó la discusión respecto 

de la entidad que debe responder por la sanción moratoria, teniendo en 

cuenta que todas las llamadas en juicio proponían la excepción previa de 

falta de legitimación en la causa por pasiva. 

 

Así es, que en providencia del 25 de septiembre de 20171 dentro del 

radicado interno (1669-15) el H. Consejo de Estado, sección Segunda se 

estableció lo siguiente: 
 

“…7.2.2.2 Entidad responsible del reconocimiento dey pago de la sancion moratoria 

 

En el caso de los docentes oficiales afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, es la ación –Ministerio de Educacion Nacional, con cargo a 

los recursos del citado fonco, la entidad obligada del reconocimiento y apgo de la 

sancion moratorio por el desembolso tardío de las cesantias. Veamos: 

 

- Mediante la Ley 91 de 1989, se creó el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, como una cuenta especial de la Nación, con independencia 

patrimonial, contable y estadística, que si bien es cierto no tiene personería jurídica, 

está adscrita al Ministerio de Educacion Nacional, cuya finalidad entre otras, es el 

apgo de las prestaciones sociales de los docentes. 

- Por su parte, el Decreto 3752 de 2003 regló el proceso de afliación de los docentes 

al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y señaló en su artículo 4° 

los requisitos de afiliación del personal docente de las entidades territoriales y en su 

artículo 5° el trámite de afiliación, artículos de los cuales se desprende que el Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio reconocerá y pagará las 

cesantías. 

- A su vez, el artículo 56 de la Ley 962 de 2005 señala que las prestaciones sociales de 

los docentes oficiales serian reconocidas y pagadas por el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, mediante la aprobación del proyecto de 

resolución por parte de quien administre el Fondo, el cual en todo caso debe ser 

elaborado por el Secretario de Educación de la entidad territorial certificada 

correspondiente a la que se encuentre vinculado el docente, sin despojar al Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio de la competencia para 

reconocer y pagar las prestaciones de los docentes oficiales. 

 

Por lo tanto, es con cargo al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 

que se cubren tanto las cesantías de los docentes afiliados a este, como la sanción 

moratoria que se cause por su no pago oportuno, sin que tenga responsabilidad 

alguna el ente territorial, quien solo actúa a nombre del fondo…” 

 

                                                           
1 Consejo De Estado. Sala De Lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda. Subsección A. Consejero 
Ponente: William Hernández Gómez. Bogotá D.C., veinticinco (25) de septiembre de dos mil diecisiete (2017). 
radicación número: 73001-23-33-000-2013-00638-01(1669-15). actor: Luz Marina Cruz Londoño. Demandado: 
Nación – Ministerio De Educación Nacional – Fondo Nacional De Prestaciones Sociales Del Magisterio Y 
Municipio De Ibagué 
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De acuerdo a la jurisprudencia en cita se tiene que la entidad que debe 

hacer frente a las pretensiones sobre la sanción moratoria por 

extemporaneidad en el pago de las cesantías es la Nación- Ministerio de 

Educación Nacional – Fonpremag con sus propios recursos y no la entidad 

territorial como lo ha venido sosteniendo dicho ente en sus argumentos de 

defensa y ello acoge fuerza cuando esta misma Corporación dentro de 

este mismo caso declara probada la excepción de fondo de inexistencia 

de la obligación propuesta por la  entidad territorial. 

 

Además, debe solicitarse de manera respetuosa se tenga en cuenta al 

momento de proferir el fallo, la reciente sentencia de unificación CE-SUJ-SII-

012-2018 de 18 de julio de 2018, número interno 4961-2015, que sobre el 

tema fijo las siguientes pautas sobre la responsabilidad del ente territorial: 

 
“3.2.1. Existencia de normas reglamentarias que regulan el reconocimiento 

de la cesantía en el sector docente. 

 

116. Se precisa que en relación con los docentes oficiales, la Ley 962 de 

2005 «Por la cual se dictan disposiciones sobre racionalización de trámites y 

procedimientos administrativos de los organismos y entidades del Estado y 

de los particulares que ejercen funciones públicas o prestan servicios 

públicos», previó en su artículo 56 que las prestaciones sociales de los 

afiliados al FOMAG, serán reconocidas y pagadas por dicho fondo, 

mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien 

administre los recursos de este patrimonio autónomo, el cual en todo caso 

debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la entidad territorial 

certificada correspondiente a la que se encuentre vinculado el docente. 

 

(…) 

 
OCTAVO: A título de restablecimiento del derecho, condenar a la Nación, 

Ministerio de Educación Nacional, Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, al reconocimiento y pago de un día de salario por cada día 

de retardo, a título de la sanción moratoria prevista en la Ley 1071 de 2006, 

desde el 27 de junio de 2013 hasta el 7 de agosto de 2014, la cual se 

liquidará con base en la asignación básica devengada por el actor para la 

anualidad de 2012, por las consideraciones expuestas en la parte motiva 

de esta providencia. 

 

DEL CASO EN CONCRETO 

 

Analizada en conjunto la normatividad referida anteriormente, es claro 

para esta parte que la entidad que represento si bien interviene en la 

elaboración o proyección del acto administrativo en este caso del 

reconocimiento de las cesantías ya sea parciales o definitivas, es el Fondo 

Nacional de Prestaciones del Magisterio quien aprueba el mismo y la 

Fiduprevisora como administradora de esa cuenta especial y a quien 

compete el análisis sobre el pago de las cesantías, en esa medida la única 

intervención que efectúa la entidad territorial llamada a juicio de acuerdo 

con la Ley anti tramites es en la elaboración y remisión del acto 

administrativo que en ultimas es aprobado como en el caso de autos por 

el Fondo quien tiene a su cargo el pago de estas prestaciones sociales de 

los docentes. 

 

Por lo que en esa medida la entidad que represento no esta llamada ni 

obligada a responder por lo pretendido en este juicio por la parte 

demandante. 
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III 

EXCEPCIONES 

 

 

Como consecuencia de los presupuestos expuestos en el capítulo que 

precede, me permito proponer las siguientes excepciones de fondo: 

 

1. EXCEPCIONES PREVIAS 

 

FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA.-  

 

Excepción que tiene como fundamento los siguientes argumentos: 

 

Si bien es cierto la excepción de la legitimación en la causa por pasiva, 

en este tipo de procesos no constituye excepción de fondo  solicito se 

tenga en cuenta  que  la Secretaria de Educación Distrital no es quien 

autoriza ni determina a quien ni cómo debe reconocerse la cesantías 

parciales o definitivas.  Es la Fiduciaria la Previsora S.A. 

 

Legitimación de hecho en la causa se entiende como la relación 

procesal. La cual establece que se entre el demandante y el 

demandado por intermedio de la pretensión procesal; es decir es una 

relación jurídica nacida de la atribución de una conducta, en la 

demanda, y de la notificación de está  al demandado. Quien cita a 

otro y endilga a otro la conducta causante de la demanda, está 

legitimado de hecho por activa y aquél a quien  se cita y se atribuya  

acción  u omisión  resulta legitimado de  hecho   y  por  pasiva,   

después   de  la  notificación del  auto  admisorio  de  la demanda. 

 

La legitimación material en la causa alude, por regla general, a la 

participación real de las personas en el hecho origen de la demanda, 

independientemente de que dichas personas hayan demandado o 

hayan sido demandadas. 

 

La legitimación material en la causa activa y pasiva, es una condición 

anterior y necesaria, entre otras, para dictar sentencia de mérito 

favorable, al demandante o al demandado: 

 

La falta de legitimación material en la causa por activa o por pasiva, no 

enerva la pretensión procesal en su contenido, como sí lo hace una 

excepción de fondo. Sin más, si la legitimación en la causa es un 

presupuesto de la sentencia de fondo, porque otorga a las partes el 

derecho a que el juez se pronuncie sobre el mérito  de  las pretensiones 

del actor las razones de la oposición  por el demandado, mediante 

sentencia  favorable  o desfavorable, al ser una calidad subjetiva de las 

partes en relación con el interés sustancial que se discute en el proceso, 

cuando una  de las partes carece de dicha calidad o atributo no 

puede el juez adoptar una decisión de mérito y debe entonces 

simplemente declararse inhibido para  fallar el caso de fondo. 

 

La Secretaría de Educación Distrital  no se encuentra legitimada en la 

causa por pasiva, porque si la ley no le ha transferido la administración 
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del Fondo de prestaciones Sociales del Magisterio, no puede entrar a 

variar los factores y mucho menos conciliar los efectos patrimoniales de los 

actos administrativos, y aquellos dineros no le pertenecen. 

 

A continuación se citan las normas pertinentes que refuerzan el 

planteamiento anterior: 

 

- Ley 33 de 1985. Art.1. El empleado oficia lque sirva o haya servido veinte años 

continuos o discontinuos y llegue a la edad de 55años, tendrá derecho a que por 

la respectiva caja de previsión se le pague una pensión mensual vitalicia de 

jubilación equivalente al 75% del salario promedio que sirvió de base para los 

aportes durante el último año de servicios. 

 
- Ley 91 de 1989. Art. 2 numeral 5. Las prestaciones sociales del personal nacional y 

nacionalizado que se causen a partir del momento de la promulgación de la 

presente ley, son de cargo de la Nación y serán pagadas por el Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio... 

 

- Decreto 3135 de 1968 y Decreto 1848 de'1969. El valor de la pensión mensual 

vitalicia de jubilación será equivalente al '75% del promedio de los salarios y 

primas de toda especie en el último año de servicios por el empleado oficial que 

haya adquirido el status jurídico de jubilado, por reunir los requisitos señalados en 

la ley para tal fin.                                                                                              

 

- Decreto 2831 de 2005. La Secretaría de Educación de la entidad territorial 

certificada a la que se encuentre vinculado   el  docente deberá: 

 

Recibir y radicar en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas con el 

reconocimiento de prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, de acuerdo con los formularios que adopte 

la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos de dicho fondo. 

 

Expedir con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los 

recursos del Fondo y conforme con los formatos únicos por ésta adoptados, 

certificación de tiempo de servicios y régimen salarial y prestacional, del docente 

peticionarioo causahabiente, de acuerdo con la normatividad vigente. 

 

Elaborar v remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, dentro de 

los 15 días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, a la sociedad 

fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio para su aprobación, junto con la 

certificación descrita en el numeral anterior. 

 

Previa  aprobación  por  parte  de  la  sociedad  fiduciaria  encargada  del  

manejo y administración de los recursos del Fondo, suscribire el acto 

administrativo de reconocimiento de prestaciones económicas a cargo del 

Fondo, de acuerdo con las leyes 91 de 1989 y 962 de 2005, y las normas que las 

adiciones o modifiquen, y surtir los trámites administrativos a que haya lugar, en 

los términos v con las formalidades y efectos previstos en la ley. 

 

Remitira la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo 

Nacional  de  Prestaciones   Sociales  del  Magisterio,  copia  de  los  actos 

administrativos de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de éste, junto 

con la constancia de ejecutoria para efecto de pago y dentro delos 3 días 

siguientes a que se encuentre en firme.” 

 

EXCEPCIONES DE FONDO.- 
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PRESCRIPCION:  

 

La cual aplicaría conforme a las disposiciones legales y sobre aquellas 

solicitudes que han sobrepasado el término máximo legal para su 

reclamación. 

 

LA GENÉRICA O INNOMINADA.-  

 

Solicito al señor Juez que se sirva declarar probada cualquier otra 

excepción que resulte demostrada en el curso del proceso. 

 

IV 

PRUEBAS 

 

Solicito se tengan como pruebas a favor de la parte que represento las 

aportadas con la demanda 

 

V 

NOTIFICACIONES. 

 

Para efectos de notificaciones a la entidad que represento o al suscrito 

suministro los siguientes datos:  

 

A la entidad en la represento, SECRETARIA DE EDUCACION DE BOGOTA, en 

la Av. El Dorado No. 66 -  63 de Bogotá. 

 

Al suscrito en la Carrera 18 No. 137-53 Tercer piso de la ciudad de Bogotá o 

al Correo electrónico del apoderado: chepelin@hotmail.fr 

 

Señor Juez,  

 
CARLOS JOSE HERRERA CASTAÑEDA 

C.C. No. 79.954.623 de Bogotá  

T.P. No. 141.955 del C.S.J. 
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ACTA DE POSESIÓN Nº 646 
 

En Bogotá, Distrito Capital, el 02 de noviembre de 2021, compareció ante la señora Secretaria de 
Educación del Distrito, el(la) doctor(a) LISI ROSSANA AMALFI ALVAREZ, identificada con cédula 
de ciudadanía Nº 51.576.257, para tomar posesión del encargo en funciones del empleo de libre 
nombramiento y remoción denominado Jefe Oficina Asesora  código 115 grado 06, asignado a la 
Oficina Asesora Jurídica de la Secretaria de Educación del Distrito, otorgado mediante Resolución 
Nº 2151 de 22 de octubre de 2021, dependiente de la Planta de cargos de Personal Administrativo 
de la Secretaría de Educación del Distrito. 
 
Fecha de efectividad:                                                           02 de noviembre de 2021  
 
La Jefe de la Oficina de Personal verificó el cumplimiento de todos los requisitos y la Oficina de 
Personal, mediante certificación de fecha 20 de octubre de 2021, hace constar que el(la) señor(a) 
LISI ROSSANA AMALFI ALVAREZ, identificada con cédula de ciudadanía Nº 51.576.257, cumple 
con lo establecido en la Resolución Nº 0225 del 4 de febrero de 2020 y con los documentos 
requeridos para su posesión, los cuales se encuentran vigentes a la fecha, según lo dispuesto en la 
Ley 190 de 1995 y el Decreto Nº 648 de 19 de abril de 2017, para el desempeño en encargo de 
funciones del empleo denominado Jefe Oficina Asesora código 115 grado 06, asignado a la Oficina 
Asesora Jurídica de la Secretaría de Educación del Distrito, de la planta de empleos de esta 
Secretaría, por lo tanto, se realiza la posesión ante la Secretaria de Educación del Distrito, conforme 
a las facultades que le confiere el Decreto Nº 001 del 1 de enero de 2020 y con las formalidades 
legales, se hace el Juramento que ordena el Artículo 122 de la Constitución Política. 
 
Para constancia se firma la presente diligencia. 
 

 
 
 
 

     EDNA CRISTINA BONILLA SEBÁ 
Secretaria de Educación del Distrito 
 
 
El posesionado:  

C.C. Nº:            51576257 

Dirección:         CRA 7 B No 138-16 apto 401 A 

Teléfono: 3133946859 

Revisó y Aprobó:    Edder Harvey Rodríguez Laiton 
                                  Director de Talento Humano 
Revisó y Aprobó:    María Teresa   Méndez Granados 
                                  Jefe Oficina de Personal 
Proyectó y Elaboró Clara Alicia Parra Ramírez  
                                  Profesional – Contratista 
 
Se deja constancia que al momento de la posesión se informó que es deber de los servidores públicos conocer el contenido del 
Código Único Disciplinario Ley 734 del 2002 y de la Ley 190 de 1995 Estatuto Anticorrupción que puede ser consultado en  
www.educaciónbogota.gov.co 
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8   • DECRETO 	 JI 

2.4 MAR 2021 
"Por medio del cual se establecen lineamientos para el ejercicio de la representación 

judicial y extrajudicial de Bogota D.C., y se efectüan unas delegaciones" 

LA ALCALDESA MAYOR DE BOGOTA, D. C. 

En uso de sus facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas por los 
numerales 1 y 3 del artIculo 315 de la Constitución Poiltica, los artIculos 35, 38 numerales 
1, 3, y 6; los artIculos 39 y 53 del Decreto Ley 1421 de 1993; el artIculo 9 de la Ley 489 de 
1998, los artIculos 159 y 160 de la Ley 1437 de 2011, ci artIculo 17 del Acuerdo Distrital 

257 de 2006 y, 

CONSIDERANDO: 

Que ci numeral 3 del artIculo 315 de la Constitución PolItica atribuye a los alcaldes la función 
de dirigir la acción administrativa del municipio; asegurar el cumplimiento de las funciones 
y la prestación de los servicios a su cargo; y representarlo judicial y extrajudicialmente. 

Que el artIculo 322 Idem establece que ci regimen politico, fiscal y administrativo de Bogota, 
Distrito Capital, será el que determinen la Constitución, las leyes especiales que para el 
mismo se dicten y las disposiciones vigentes para los municipios. 

Que el artIculo 35 del Decreto Ley 1421 de 1993 dispone que el/la Alcalde/sa Mayor es el/la 
jefe/a del gobiemo y de la administraciOn distrital, representa legal, judicial y 
extrajudicialmente a! Distrito Capital, y por disposición del artIculo 53 del mismo Estatuto, 
ejerce sus atribuciones por medio de los organismos o entidades creados por ci Concejo 
Distrital. 

Que ci articulo 9 de la Ley 489 de 1998 faculta a las autoridades administrativas, en virtud 
de lo dispuesto en la Constitución Politica para delegar las funciones a él conferidas por ci 
ordenamiento jurIdico, a sus colaboradores o a otras autoridades con funciones afines o 
complementarias, mediante acto de delegacion expreso. 

) 
Que asi mismo el artIculo 53 del Codigo de Procedimiento Administrativo y de 10 

Contencioso Administrativo - Ley 1437 de 2011, en adelante CPACA dispone que los 
procedimientos y trámites administrativos podrán realizarse a través de medios electrónicos 
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"Por medio del cual se establecen lineamientos para el ej ercicio de la representación 
judicial y extrajudicial de Bogota D.C., y se efectüan unas delegaciones" 

y, para garantizar la igualdad de acceso a la administraciOn, la autoridad deberá asegurar 
mecanismos suficientes y adecuados de acceso gratuito a los medios eiectrónicos o permitir 
ci uso altemativo de otros procedimientos. 

Que el üitimo inciso del artIculo 159 del CPACA, determina que las entidades y Organos que 
conforman ci sector central de las administraciones del nivel territorial, están representadas 
por el respectivo gobernador o aicalde distrital o municipal. En los procesos originados en la 
actividad de los órganos de control del nivel territorial, la representación judicial 
corresponderá al respectivo personero o contralor. 

Que el iuitimo inciso del artIculo 160 del CPACA seflala que los abogados vinculados a las 
entidades püblicas pueden representarias en los procesos contencioso-administrativos 
mediante poder otorgado en la forma ordinaria, o mediante deiegacion general o particular 
efectuada en acto administrativo. 

Que ci artIculo 186 del CPACA dispone que "todas las actuaciones judiciales susceptibies de 
surtirse en forma escrita deberán realizarse a través de las tecnologIas de la inlormaciOn y las 
comunicaciones, siempre y cuando en su envIo y recepción se garantice su autenticidad, 
integridad, conservación y posterior consulta, de conformidad con la icy". 

Que de conformidad con lo seflalado en ci artIculo 197 del CPACA, las entidades püblicas 
de todos los niveles, que actüen ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, deben tener 
un buzón de correo electrónico exclusivamente para recibir notificaciones. 

Que la anterior disposición es concordante con lo previsto en ci artIculo 103 del Codigo 
General del Proceso - Ley 1564 de 2012, en adelante CGP, al determinar que en todas las 
actuaciones judiciales deberá procurarse el uso de las tecnologIas de la información y las 
comunicaciones en la gestión y trámite de los procesos judiciaies, con ci fin de faciiitar y 
agilizar ci acceso a iajusticia, asI como ampliar su cobertura. 

Que conforme lo estabiece el numeral 13 del artIcuio 2.2.22.2.1 del Decreto Nacional 1083 
de 2015, modificado por ci Decreto Nacional 1499 de 2017 dentro de las poilticas de gestión 
y desempeflo institucionai se encuentra la defensa j uridica. 
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Que el artIculo 17 del Acuerdo Distrital 257 de 2006, faculta a las autoridades administrativas 
del Distrito Capital para delegar el ejercicio de sus funciones a sus colaboradores o a otras 
autoridades con funciones afines o complementarias, de conformidad con la Constitución 
PolItica y la ley, especialmente con la Ley 489 de 1998. 

Que el artIculo 1 del Acuerdo Distrital 638 de 2016 creó el Sector Administrativo Gestión 
Juridica integrado por la Secretarla Juridica Distrital como una entidad del Sector Central, 
con autonomIa administrativa y fmanciera. 

Que el Decreto Distrital 323 de 2016 modificado por el Decreto Distrital 798 de 2019 y por 
el Decreto Distrital 136 de 2020, estableció la estructura organizacional y funciones generales 
de la Secretarla Juridica Distrital. 

Que conlorme con el artIculo 2 del Decreto Distrital 323 de 2016, modificado por el artIculo 
1 del Decreto Distrital 798 de 2019 la Secretarla Juridica Distrital se constituye como el ente 
rector en todos los asuntosjuridicos del Distrito Capital y tiene por objeto formular, orientar, 
coordinar y dirigir la gestión jurIdica de Bogota D.C.; asI como la definición, adopción, 
coordinación y ejecución de polIticas en materia de gestion judicial y representaciOn judicial 
y extrajudicial, entre otras. Por consiguiente, es necesario articular y orientar el ejercicio de 
la representación judicial y extrajudicial a la actual organización administrativa. 

Que el numeral 4 del artIculo 3 del referido Decreto Distrital 323 de 2016, establece en cabeza 
de la Secretarla Juridica Distrital el ejercicio del poder preferente a nivel central, 
descentralizado y local en los casos que la Administración lo determine. 

Que el artIculo 90 del Decreto Distrital 430 de 2018 "Por el cual se adopta el Modelo de 
Gestión Juridica Püblica del Distrito Capital y se dictan otras disposiciones" establece 
competencias especiales a cargo de la Secretarla Juridica Distrital, para ejercer el poder 
preferente a nivel central, descentralizado y local en los casos en que asI lo determine. 

arrera 8 No. 10 65 
6dIgo.Posth: 111711 

Tel: 3813000 

Inro: Lea 195 

231 0460-FT-078 Version 01 

;7~~* 
BoGoTI 



Continuación del Decreto N°. 089 	DE 2MAR 2021 Pág. 4 de 22 

"Por medio del cual se establecen lineamientos para el ejercicio de la representación 
judicial y extrajudicial de Bogota D.C., y se efectüan unas delegaciones" 

Que todas la entidades y organismos distritales del sector central, dentro de su estructura, 
cuentan con una dependencia que, entre otras funciones, se encarga de la representación 
judicial y extrajudicial de la respectiva entidad. 

Que es necesario reducir los trámites asociados a la suscripción de poderes generales, 
favoreciendo la celeridad y la economla procesal que demandan los trámites ante la 
jurisdicción. AsI como armonizar las delegaciones otorgadas a los jefes juridicos de las 
entidades en los Decretos Distritales de funciones de éstas, con el Decreto Distrital que 
concentra las reglas de la actividad litigiosa del Distrito. 

Que se requiere incorporar reglas generales en relación con las acciones tutelas, mej orar las 
delegaciones especiales en cabeza de las entidades del sector central y en general, impartir 
lineamientos que actualicen, orienten, unifiquen, articulen y fortalezcan la gestion judicial y 
extrajudicial, de acuerdo con los principios de la función administrativa y con los objetivos 
trazados por el Modelo Integrado de Planeación y Gestión. 

En mérito de lo expuesto, 

DECRETA: 

CAPTULO I 

REPRESENTACION JUDICIAL Y EXTRAJUDICIAL DE LAS ENTIDADES DE 
LA ADMINISTRACION DISTRITAL 

ArtIculo 1°.- Representación judicial y extrajudicial del sector central de la 
administración Distrital. Delegase a los Jefes y/o Directores de las Oficinas o direcciones 
JurIdicas y/o Subsecretarios JurIdicos de las entidades y organismos distritales del sector 
central la representación judicial y extrajudicial de Bogota, Distrito Capital, en relación con 
sus respectivos organismos, para todos aquellos procesos, acciones de tutela, diligencias, yb 
actuaciones judiciales, extrajudiciales o administrativas que se adelanten con ocasión de los 
actos, hechos, omisiones u operaciones que realicen, en que participen o que se relacionen 
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con asuntos inherentes a cada uno de ellos, conforme a su objeto, misionalidad y funciones; 
con las facultades, limitaciones y reglas previstas en ci artIculo 50  de este decreto. 

Parágrafo. En los casos en que la entidad cuente con más de una dependencia con funciones 
jurIdicas, la delegaciOn recae en aquella que, atendiendo a su estructura intema, desempefle 
la función de representación judicial y extrajudicial. 

ArtIculo 2°.- Representación judicial y extrajudicial del sector descentralizado de la 
administración Distrital. Las entidades del sector descentralizado conforme su naturaleza, 
se representan a sj mismas en to judicial y extrajudicial a través de sus representantes legates 
y conforme los actos de delegación internos. En armonia con las disposiciones y 
orientaciones contenidas en este Decreto se deberá garantizar la coordinación estratégica de 
la gestion judicial y extrajudicial con el sector central de la administración. 

Parágrafo. Cuando en un mismo proceso o actuación se vincule genéricamente al Distrito 
Capital, la Alcaidla Mayor de Bogota, y/o el/la Alcalde/sa Mayor de Bogota y a una entidad 
descentralizada, la entidad cabeza del sector central al que esta pertenezca, atenderá, en 
coordinación con la entidad descentralizada, la representación judicial y extrajudicial del 
sector central de la administración Distrital, sin perjuicio de las disposiciones contenidas en 
los artIculos 8° y 9° de este Decreto. 

ArtIculo 3°.- Representación judicial y extrajudicial de los órganos de control del orden 
distrital. Los órganos de control del orden distrital ejercerán su representación judicial y 
extrajudicial de conformidad con 10 previsto en los artIculos 104, 105 y 118 del Decreto Ley 
1421 de 1993 y los artIculos 159 y 160 del CPACA, o de las normas que los sustituyan. 

Paragrafo. Los procesosjudiciales que se adelanten contra los órganos de control distritaies, 
en los cuales se disponga la vincuiación de Bogota, Distrito Capital, la representaciónjudicial 
y extrajudicial del sector central de la administración, seth ejercida por la Dirección Distrital 
de Gestión Judicial de la SecretarIa Juridica Distrital, con las facultades previstas en ci 
artIculo 5 de este Decreto y en coordinación con ci ente de control. 
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Articulo 40•.. Representación judicial y extrajudicial del Concejo de Bogota. En los 
procesos judiciales y extrajudiciales, trámites administrativos que se deriven de los actos, 
hechos, omisiones u operaciones que expida, realice o en que incurra o participe ci Concejo 
de Bogota, D.C., como corporaciOn, la representaciOn judicial y extrajudicial Ic corresponde 
a la Dirección Distrital de Gestión Judicial de la Secretarla Juridica Distrital, conforme las 
siguientes reglas: 

4.1. La Oficina Asesora Juridica del Concejo de Bogota, con ci fin de iograr una adecuada 
gestión judicial, deberá coordinar los aspectos jurIdicos y misionales requeridos, con 
la Dirección Distrital de Gestión Judicial de la Secretarla Juridica Distrital. Conforme lo 
dispuesto por ci sub numeral 4 del numeral IV del Capftulo 1 del Acuerdo Distrital 492 de 
2012, en concordancia con ci artIculo 10 del Decreto Distrital 323 de 2016, modificado por 
ci Decreto Distrital 798 de 2019. 

4.2. Con ci objeto de garantizar la imparcialidad en la defensa de los actos administrativos 
expedidos por ci Concejo de Bogota, en los cuales se pueda prcsentar una conflicto de 
intereses en razón a la posición contradictoria de la administración pübiica frentc al 
respectivo acto, ci Concejo de Bogota cuando lo considere oportuno, podrá asumir 
directamente la defensa judicial, para lo cual la Dirección Distrital de Gestión Judicial 
otorgará ci respectivo poder al Director Juridico del Concejo de Bogota o a quien determine 
la mesa dircctiva de esta corporación. 

ArtIculo 5°.-. Facultades inherentes a la representación judicial y extrajudicial. La 
represdntación judicial y extrajudicial que mediante ci presente Decreto se delega, 
comprende las siguientes facultades: 

5.1. Actuar, transigir, conciliar judicial y extrajudicialmente, desistir, intcrponcr recursos, 
participar en la práctica de los mcdios de prueba o contradicción y en general todo lo 
relacionado con las actuaciones a que hubiere iugar para ci cumplimiento del mandato y la 
defensa de los intereses de la cntidad, en nombre de Bogota, Distrito Capital. 

5.2. Atender, en nombre de Bogota, Distrito Capital, los rcquerimientos judiciales o de 
autoridad administrativa, relacionados con las funcioncs inhcrcntes a la respectiva cntidad. 

CarreraBNo. 10'65 
C6digoPot: iIiTtl 
TO.: 3813000 
www.bgco 
lno: Lfnea 195 

231 0460-FT-078 Version 01 

*11~* 
BoGoTI 



LI 
Continuación del Decreto N°. 089 	DE r2 4 Mith 2021 Pág. 7 de 22 

"Por medio del cual se establecen lineamientos para el ejercicio de la representación 
judicial y extrajudicial de Bogota D.C., y se efecthan unas delegaciones" 

5.3. Constituir apoderados generales y especiales con las facultades de ley, para la atención 
de los procesos, diligencias y/o actuaciones, judiciales, extrajudiciales o administrativas de 
su competencia, conforme a lo dispuesto en el presente decreto. El poder deberá ajustarse a 
los parámetros de identidad corporativa fijados en el artIculo 22 de este Decreto. 

5.4. Iniciar las acciones j udiciales y actuaciones administrativas que fueren procedentes para 
la defensa de los intereses de Bogota, Distrito Capital. Esta facultad podrá ejercerse respecto 
de los actos que la entidad haya proferido, o respecto de asuntos asignados, sin perjuicio de 
la facultad de la Secretarla JurIdica Distrital para iniciar o intervenir en nombre y en defensa 
de los intereses de Bogota, Distrito Capital, en las acciones judiciales contra leyes, decretos 
y/o actos de autoridades administrativas del orden nacional. 

5.5. Atender directamente las solicitudes de informes juramentados, conforme al 
artIculo 217 del CPACA, 195 del CGP y demás normas procesales concordantes, o aquellas 
que las sustituyan. 

5.6. Adoptar todas las medidas necesarias para dar cumplimiento a las providencias 
judiciales y decisiones extrajudiciales y administrativas, en las cuales resulte condenada u 
obligada directamente la respectiva entidad, de conformidad con las disposiciones especiales 
fijadas por el/la Alcalde/sa mayor. 

Parágrafo. Los delegatarios ejercerán estas facultades conforme a la normatividad aplicable 
y en observancia de las polIticas y competencias de los Comités de Conciliación de las 
entidades, procedimientos internos y las directrices que imparta la Secretaria JurIdica 
Distrital. 

ArtIculo 6. Representación del Distrito Capital en audiencias o requerimientos 
judiciales y extrajudiciales. El/la Alcalde/sa Mayor, designará mediante acto 
administrativo los servidores püblicos que tendrán la facultad de comparecer en su nombre 
y representación ante los Despachos Judiciales o autoridades administrativas, cuando 
además del respectivo apoderado, se requiera su presencia expresa como representante legal 
del Distrito Capital. 
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El acto administrativo que realice la designación deberá indicar de manera expresa las 
facultades con que el/los designado/s concurre/n a la instancia judicial o extrajudicial y 
cumpliendo los requisitos del artIculolO de la Ley 489 de 1998 y demás normas 
concordantes. 

En los casos donde sea un requisito legal deberán aportar la autorización del Comité de 
ConciliaciOn de la respectiva entidad. 

Articulo 70•  Reglas para la representación judicial en acciones de tutela. Cada 
organismo integrado o vinculado a una acción de tutela, debe responder directamente ante 
el despacho judicial por los hechos, peticiones y derechos fundamentales presuntamente 
vulnerados y aperturas de incidentes de desacato. Para tal efecto se deberán atender las 
siguientes reglas: 

7.1. Cuando la respectiva entidad se notifique de una acción de tutela, o tenga conocimiento 
de esta y advierta que la respuesta, o informe de tutela debe ser emitido por otra entidad del 
sector central que no está vinculada, o que no ha sido inlormada, deberá advertirlo 
inmediatamente a través del buzón de notificaciones a la Secretarla JurIdica Distrital, quien 
se encargará de realizar el traslado para su integración al trámite. 

7.2. En caso de que varias entidades sean vinculadas o integradas por la Secretarla Juridica 
Distrital a una acción de tutela, los informes y respuestas que se alleguen al despacho judicial 
de conocimiento deberán versar sobre los argumentos de defensa, pronunciarse frente a los 
hechos, derechos y pretensiones en relación con la misionalidad de la respectiva entidad, 
evitando seflalar a otra entidad como responsable de la vulneración del derecho. 

7.3. Cuando una acciOn de tutela vincule genéricamente a el/la Alcalde/sa Mayor de Bogota 
D.C., o el Distrito Capital de Bogota. La Dirección Distrital de Gestión Judicial de la 
Secretarla JurIdica Distrital determinará las entidades del sector central que, conforme a la 
relación misional con los hechos y peticiones, deberán pronunciarse ante el despacho 
judicial. 
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7.4. Las acciones de tutela que vinculen a la Secretarla JurIdica Distrital, como representante 
del/la Alcalde/sa Mayor de Bogota, D.C., o a! Distrito Capital de Bogota serán remitidas a 
las entidades y organismos a los que corresponda la defensa de los intereses del Distrito 
Capital conforme con su misionalidad y competencias. 

7.5. La apertura de incidentes de desacato deberá ser atendido por la entidad condenada o 
involucrada mediante acto administrativo en el cumplimiento. En el caso de que este se inicie 
de manera genérica en contra de Bogota Distrito Capital yio el/la Alcalde/sa Mayor de la 
Ciudad, este será direccionado a la entidad responsable del cumplimiento en consideración 
de lo previsto en el inciso segundo del artIculo 53 del Decreto Ley 1421 de 1993, 
exceptuando los que sean considerados asuntos de alta importancia, los cuales serán 
atendidos por la Dirección Distrital de GestiOn Judicial de la Secretaria JurIdica Distrital. 

Parágrafo. Cuando se presenten las situaciones descritas en los numerales 7.3 y 7.4 del 
presente artIculo, la Dirección Distrital de Gestión Judicial de la Secretarla JurIdica Distrital, 
comunicará al Despacho Judicial que el/la Alcalde/sa Mayor de la Ciudad de Bogota, como 
maxima autoridad de la administración distrital, ejerce sus atribuciones por medio de los 
organismos y entidades creados por el Concejo de Bogota y que corresponde a las entidades 
a las cuales se les ha dado traslado de la tutela, ejercer la defensa del Distrito Capital. 

CAPITULO II 

DELEGACIONES SECTORIALES 

SECTOR GESTION JURIDICA 

ArtIculo 8°.- Poder preferente de la Secretarla JurIdica Distrital. La Secretarla Juridica 
Distrital podrá ejercer, en aquellos asuntos de alta relevancia o importancia estratégica para 
Bogota D.C., el poder preferente establecido en el artIculo 9 numeral 9.5 del Decreto Distrital 
430 de 2018, con lo cual asumirá la representación judicial del nivel central, descentralizado 
o local con el objeto de centralizar la defensa judicial y extrajudicial del Distrito Capital, en 
los procesos que se tramiten ante cualquier jurisdicción y en cualquier estado del proceso. 
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En ejercicio de estas facultades la Secretaria Juridica Distrital también podrá asumir la 
representación judicial para interponer nuevas acciones judiciales y constituirse como 
vIctima o como parte civil en procesos penales. 

Parágrafo 1. Para ci efecto, la respectiva entidad le otorgará poder especial al abogado que 
designe la Secretarla Juridica Distrital y será otorgado de conformidad con las facultades 
especiales previstas en ci numeral 5.3. del artIculo 5 de este decreto y las demás normas 
procesales aplicables. 

Parágrafo 2. De conformidad con lo previsto en ci articulo 131 del Acuerdo Distrital 761 
de 2020, la responsabilidad contingente del proceso cuya representación es asumida por la 
Secretaria Juridica Distrital, recaerá sobre las entidades demandadas que están siendo 
representadas por ésta. 

Asi mismo, la entidad o entidades distritales que han sido desplazadas en la defensa judicial 
por la Secretaria Juridica Distrital asumirán los gastos, costas, honorarios, agencias en 
derecho y demás erogaciones que se generen como consecuencia del proceso judicial. 

En ci caso de encontrarse vinculadas varias entidades del sector central yio descentralizado, 
se podran suscribir convenios interadministrativos para designar un mismo apoderado, aunar 
esfuerzos financieros y estabiecer parámetros especificos frente a la defensa técnica. 

Parágrafo 3. La entidad distrital qüe ha sido despiazada en la defensa judicial de que trata 
ci presente artIculo deberá continuar haciendo ci seguimiento y acompafiamiento a las 
actuaciones adelantadas por la Secretaria Juridica Distrital y podrá hacer recomendaciones 
sobre el proceso, para lo cual podrá acceder a toda la información que se requiera para ci 
efecto. AsI mismo la respectiva entidad deberá prestar de forma eficaz y eficiente toda la 
información e insumos que requiera la Secretaria Juridica Distrital para ejercer la defensa 
judicial. 

ArtIculo 9°.-. Delegaciones especiales en la Dirección Distrital de Gestión Judicial de la 
Secretaria Juridica Distrital. Delegase en el/ia Director/a Distrital de Gestión Judicial de 
la Secretaria Juridica Distrital la representación judicial y extrajudicial de Bogota, Distrito 
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Capital, con las facultades previstas en el artIculo 5 del presente decreto, respecto de los 
siguientes asuntos: 

9.1. En los procesos, diligencias y actuaciones iniciadas contra el/la Alcalde/sa Mayor de 
Bogota, Distrito Capital, que, por razones de importancia jurIdica, económica, social, 
ambiental, de seguridad, cultural, o de conveniencia, se estime procedente. 

9.2. En las acciones populares y de grupo que se adelanten contra Bogota, Distrito Capital, 
y/o entidad del sector central, que se hubieren notificado con posterioridad al 1 de agosto de 
2005. 

9.3. En los procesos para el levantamiento de fuero sindical que deba adelantar Bogota, 
Distrito Capital, y/o cualquier entidad del sector central. 

9.4. En los procesos judiciales y mecanismos alternativos de soluciOn de conflictos, 
notificados con anterioridad al 31 de diciembre de 2001, en los que se vinculó al Distrito 
Capital, las SecretarIas de Despacho, los Departamentos Administrativos, la Unidad 
Administrativa Especial de Servicios Páblicos (antes UESP), las Localidades, los Alcaldes 
Locales, las Juntas Administradoras Locales yio los Fondos de Desarrollo Local. 

9.5. En los medios de control o mecanismos alternativos de solución de conflictos en contra 
o donde se dispuso la vinculación de la Secretarla de Obras Püblicas - SOP, hasta su 
transformación. 

9.7. En los medios de control contra leyes, decretos y/o actos de autoridades administrativas 
del orden nacional, en defensa de los intereses de Bogota, Distrito Capital. 

9.8. En los medios de control iniciados contra los decretos distritales expedidos por el/la 
Alcalde/sa del Distrito Capital de Bogota, D.C. 

9.9. En la coordinación con la Agencia Nacional de Defensa Juridica del Estado para la 
eventual solicitud y trámite del concepto de controversias jurIdicas del que trata el numeral 
7 del artIculo 112 del CPACA, modificado por el articulo 19 la Ley 2080 de 2021. 
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Parágrafo 1. Corresponde a cada una de las entidades y organismos distritales que están 
siendo representados por la Secretaria JurIdica Distrital, proporcionar los antecedentes 
administrativos necesarios para la adecuada gestión judicial, asf como apoyar la defensa 
técnica cuando asI lo requiera la Dirección Distrital de GestiOn Judicial. 

Para el ejercicio de la delegacion efectuada en el numeral 9.2, corresponde a la Secretarla 
Distrital de Gobierno a través de la respectiva alcaldIa local coordinar, centralizar y presentar 
de manera unificada la información del sector de las localidades, cuyas dependencias son 
mencionadas en el articulo 110  del presente Decreto. 

Paragrafo 2. Cuando en un mismo medio de control se acumulen pretensiones de nulidad 
simple y de nulidad y restablecimiento del derecho en contra de un acto administrativo de 
carácter general que disponga la modificación de planta de personal de las entidades del 
Sector Central y del acto administrativo de carácter particular de desvinculación, ejecución 
o cumplimiento, la representación judicial será ejercida por la respectiva entidad. 

ArtIculo 10°.-Facultades especiales delegadas en la Dirección Distrital de Gestión 
Judicial de la SecretarIa JurIdica Distrital. Delegase en el/la Director/a Distrital de 
Gestión Judicial de la Secretarla JurIdica Distrital, las siguientes facultades: 

10.1. Notificarse personalmente de autos admisorios de demandas o del inicio de acciones 
judiciales o extrajudiciales y de actos proferidos en actuaciones administrativas iniciadas 
contra Bogota, Distrito Capital, y/o cualquiera de sus Secretarlas de Despacho, 
Departamentos Administrativos, Unidades Administrativas Especiales sin personerla 
jurIdica, Localidades, AlcaldIas Locales, Juntas Administradoras Locales o Fondos de 
Desarrollo Local, o contra el Concejo Bogota. 

10.2. Otorgar poderes y/o designar apoderados especiales, comparecer directamente en los 
asuntos y reclamar ante las entidades u organismos correspondientes, la entrega de tItulos 
judiciales a favor del Distrito Capital. 
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10.3. Comparecer directamente o a través de apoderado en las circunstancias previstas en 
los artIculos 8 y9 del presente decreto y las que sean de competencia de la Secretarla JurIdica 
Distrital. 

10.4. Determinar la entidad del sector central de la Administración Distrital que atenderá la 
representación legal en lo judicial y extrajudicial de Bogota, Distrito Capital, cuando en un 
mismo proceso o actuación se vincule a más de una entidad Distrital, o cuando se demande 
genéricamente al Distrito Capital, la Alcaidla Mayor de Bogota, y/o el/la Alcalde/sa Mayor 
de Bogota y el asunto no esté previsto en el artIculo 9 del presente decreto. 

10.5. Conformar Comités de Coordinación Interinstitucional para el desarrollo de la defensa 
judicial o extrajudicial de la Adniinistración Distrital. En aquellos procesos que requieran 
un alto nivel de coordinación. 

10.6. Conformar Comités de Coordinación Interinstitucional para el cumplimiento de 
sentencias o decisiones j udiciales o extrajudiciales, que involucren a más de una entidad del 
nivel central, entidad descentralizada o localidad de la Administración Distrital, cuyos 
mandatos requieran un despliegue de actuaciones que correspondan a entidades del Distrito, 
aun cuando no hubieren sido expresamente estabiecidos a su cargo. 

Parágrafo. Los Comités de los que trata el presente artIculo también podrán ser 
conformados por solicitud de las entidades distritales, a través de escrito donde se 
fundamente su necesidad. Dicha solicitud será evaluada por la Dirección Distrital de Gestión 
Judicial de la Secretarla Juridica Distrital. 

SECTOR GOBIERNO 

Articulo 11°.-Delegaci6n especial de la representación judicial y extrajudicial en la 
Secretarla Distrital de Gobierno. Delegase en ci Jefe de la Dirección JurIdica de la 
Secretarla Distrital de Gobierno la representaciónjudicial y extrajudicial de Bogota, Distrito 
Capital, con las facuitades previstas en el artIculo 5 de este decreto. En relación con todos 
aquellos procesos, diligencias y/o actuaciones, judiciales, extrajudiciales o administrativas 
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que se adelanten con ocasión de los actos, hechos, omisiones u operaciones que expidan o 
realicen las AlcaldIas Locales, las Juntas Administradoras Locales, los Fondos de Desarrollo 
Local y las Inspecciones de Policla. 

Parágrafo. Se exceptian de esta asignaciOn, los procesos relacionados en el numeral 9.4 del 
articulo 9 de este decreto. 

Articulo 12°.- Delegación especial de la representación judicial y extrajudicial en el 
Departamento Administrativo de la DefensorIa del Espacio Püblico-DADEP. Delegase 
en el/la Jefe de la Oficina Asesora JurIdica del DADEP, con las facultades previstas en ci 
articulo 5 de este decreto, la representación legal en lo judicial y extrajudicial de Bogota, 
Distrito Capital, en lo que se refiere a la defensa y saneamiento de los bienes inmuebles que 
conforman el patrimonio inmobiliario Distrital, incluidos los procesos necesarios para la 
defensa, custodia, preservación y recuperación de los bienes del espacio püblico del Distrito 
Capital, iniciados con posterioridad al 1 de enero de 2002. 

Parágrafo 1. ExceptCiense de esta delegacion las acciones judiciales que deban iniciarse 
como consecuencia de la adquisicion de inmuebles por via de expropiaciOn, conforme a lo 
dispuesto en el articulo 2 del Decreto Distrital 61 de 2005, o la norma que lo modifique. 

Parágrafo 2. La presente delegacion no comprende la asunción de las cargas u obligaciones 
a cargo del inmueble, relacionadas con pagos pendientes o deudas de este, las cuaies son 
responsabilidad de las entidades disiritales a las que se les haya entregado la administraciOn 
del respectivo inmueble. 

SECTOR HACIENDA 

Articulo 13°.-Delegaciones especiales de la representación judicial y extrajudicial en la 
SecretarIa Distrital de Hacienda. Delegase en el/la Directorala JurIdico/a de la Secretaria 
Distrital de Hacienda la representación judicial y extrajudicial de Bogota, Distrito Capital, 
con las facultades previstas en el articulo 5 de este decreto, en las siguientes materias: 
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13.1. En la presentación de reclamaciones ante entidades financieras püblicas o privadas, o 
de cualquier otra Indole, relativas a recaudos por concepto de impuestos distritales o ingresos 
no tributarios. 

13.2. En los procesos judiciales en materia fiscal y tributaria. 

13.3. En los procesos, diligencias y actuaciones que se adelanten con ocasión de los procesos 
concursales - Acuerdos de reestructuración, Regimen de Insolvencia Empresarial, 
Insolvencia de Persona Natural No Comerciante y Liquidación Administrativa, en los cuales 
las entidades de la Administración Central del Distrito Capital y del sector de las Localidades 
tengan interés, exceptuando las liquidaciones voluntarias. 

Los entes distritales cumplirán con los requerimientos de las autoridades judiciales y 
admiriistrativas en procura de la defensa de los intereses de su entidad. Para efecto de atender 
dichos requerimientos, deberán cumplir con los lineamientos que expidan la Secretarla 
Distrital de Hacienda y la Secretarla JurIdica Distrital. 

13.4. En los asuntos de carácter administrativos relativos a temas de administración de 
personal, acciones contractuales, entre otros, de las entidades liquidadas o en procesos de 
liquidación que deben ser atendidos y resueltos por la Secretarla Distrital de Hacienda. Lo 
anterior sin perjuicio de las facultades especiales previstas en el numeral 14.2 artIculo 14 de 
este decreto. 

ArtIculo 14°.- Delegaciones especiales en el Fondo de Prestaciones Económicas, 
CesantIas y Pensiones -FONCEP. Delegase en el Jefe de la Oficina Asesora JurIdica del 
FONCEP la representación legal en lo judicial y extrajudicial de Bogota, Distrito Capital, 
con las facultades previstas en el articulo 5 de este decreto, en las siguientes materias: 

14.1. En los procesos del Fondo de Pensiones Püblicas de Bogota, D.C., Fondo de Ahorro 
y Vivienda Distrital -FAVIDI (ahora FONCEP), relacionados con el reconocimiento y pago 
de las pensiones legal, convencional, sanción, indexación, asI como los demás procesos que 
se refieran a dichas pensiones. 
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14.2. En los procesos de los entes liquidados Caja de Prevision Social Distrital -CPSD, 
Empresa Distrital de Transporte Urbano -EDTU, Centro Distrital de Sistematización y 
Servicios Técnicos —SISE, Empresa Distrital de Servicios Püblicos -EDIS, Fondo de 
Educación y Seguridad Vial -FONDATT y de la SecretarIa de Obras PUblicas -SOP, 
relacionados con pensiones legal, convencional, sanción y otras obligaciones pensionales. 

Parágrafo. El FONCEP asumirá y pagará las condenas judiciales ordenadas por las 
diferentes instancias judiciales, derivadas de las entidades liquidadas o suprimidas en 
materia pensional con cargo al Fondo de Pensiones Püblicas de Bogota, D.C., efecto para el 
cual debe liquidar las condenas a que haya lugar y expedir la resolución de cumplimiento y 
pago de estas, con cargo al Fondo de Pensiones Püblicas de Bogota, D.C. 

De la misma manera, las costas que se decreten en providencias judiciales en las cuales la 
condena principal se refiere a los derechos antes referidos, se pagarán con cargo a los Fondos 
de Pasivos de las entidades liquidadas o suprimidas. 

SECTOR MOVILIDAD 

ArtIculo 15°.- Delegación especial de la representación legal en lo judicial y 
extrajudicial en la Secretarla Distrital de Movilidad. Delegase en el/la Director/a de 
Representación Judicial de la SecretarIa Distrital de Movilidad la representaciOn judicial y 
extrajudicial, de Bogota, Distrito Capital, con las facultades previstas en el artIculo 5 de este 
decreto, para iniciar los procesos judiciales o mecanismos altemativos de solución de 
conflictos derivados de asuntos del resorte exclusivo de la suprimida Secretarla de Tránsito 
y Transporte, y del liquidado Fondo de Educación y Seguridad Vial -FONDATT, en los 
cuales tenga interés Bogota, Distrito Capital. 

De la misma forma, asumirá la representación judicial de los procesos activos contra el 
FONDATT iniciados a partir del 1 de enero de 2012. Lo anterior sin perjuicio de las 
facultades especiales previstas en el numeral 14.2 artIculo 14 de este decreto. 

CAPITULO III 
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DE LAS NOTIFICACIONES 

ArtIculo 16°.- Dirección para notificaciones judiciales, extrajudiciales y 
administrativas. La dirección oficial para notificaciones de autos admisorios, inicio de 
actuaciones extrajudiciales o administrativas, en los que Bogota, Distrito Capital o el/la 
Alcalde/sa Mayor sea sujeto procesal, corresponde a la sede administrativa donde funcione 
la Dirección Distrital de Gestión Judicial de la Secretaria JurIdica Distrital. 

En consecuencia, las entidades del sector central deberán abstenerse de notificarse en sus 
respectivas sedes administrativas de las referidas actuaciones en representación de Bogota, 
Distrito Capital. 

Paragrafo. Se exceptüan de la aplicación de este artIculo y pueden ser recibidas 
directamente ya sea de manera fisica o a través de mensajes de datos, las notificaciones que 
se describen a continuación. 

La admisión de acciones de tutela. 
La admisión de acciones de repetición. 
La apertura de querellas contra una entidad determinada. 
La apertura de actuaciones administrativas que involucre a una entidad especIfica. 

ArtIculo 170.- Dirección para notificaciones electrónicas en lo judicial y 
extrajudicial. La dirección electrónica oficial para la notificación de autos admisorios de 
demanda y citaciones a audiencia de conciliación extrajudicial de Bogota Distrito Capital, 
es ci buzón de correo electrónico notificacionesiudiciales(isecretariaiuridica.gov.co  

Parágrafo 1. Corresponde a la Dirección Distrital de GestiOn Judicial de la Secretarla 
Juridica Distrital administrar el buzón electrónico seflalado en el presente artIculo. AsI como 
remitir los mensajes de datos contentivos de las notificaciones de autos admisorios de 
demandas a las entidades que conforme con criterios fijados en el presente decreto deban 
ejercer la representación en lo judicial y extrajudicial. La remisión deberá ilevarse a cabo 
máximo al dIa siguiente de su recibo. Para la contabilización de los términos sefialados en la 
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ley se deberá tener en cuenta la fecha en la que el Despacho Judicial remitió la notificación 
en el buzón expresamente seflalado en este artIculo. 

Parágrafo 2. Todas las entidades deben contar con una dirección electrónica para recibir ci 
traslado de las notificaciones judiciales, en los términos seflalados en las Circulares 
Nos. 086 de 2012, 028 de 2013 y 51 de 2015 de la Secretarla General de la AlcaldIa Mayor 
de Bogota, D.C., o las que las sustituyan o modifiquen. En caso de generarse cambio de 
dominio o dirección electrónica, deberá informarse de manera inmediata a la DirecciOn 
Distrital de GestiOn Judicial de la Secretarla JurIdica Distrital. 

Articulo 18°.- Radicación en ci Sistema de Información de Procesos judiciales. Surtida 
la notificación de un auto admisorio de demanda, del inicio de actuaciones, extrajudiciales 
o administrativas, corresponde a la Dirección Distrital de Gestión Judicial de la Secretarla 
Juridica Distrital realizar la radicación en el Sistema de Información de Procesos Judiciales, 
para posteriormente ser aceptada y actualizada por parte de la entidad competente para 
ejercer la representación en lo judicial o extrajudicial del Distrito Capital. 

Parágrafo. Las acciones de tutela y de cumplimiento deberán radicarse y controlarse 
judiciatmente de manera directa por las entidades y organismos distritales de todos los 
niveles y sectores. 

CAPITULO LV 

COORDINACION INTERADMINISTRATIVA 

ArtIculo 19°.- Conflictos o controversias entre organismos y/o entidades 
distritales. Cuando se presenten conflictos o controversias juridicas, administrativas o 
económicas entre organismos y/o entidades distritales, éstas antes de iniciar cualquier acción 
judicial, extrajudicial, o administrativa, deberán solicitar la intervención de la Secretaria 
Juridica Distrital, para que a través de una negociaciOn interadministrativa se procure un 
acuerdo voiuntario que ponga fin a la controversia, procurando evitar que las entidades 
acudan a lajurisdicción. 
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Corresponde a la Subsecretarla JurIdica Distrital de la Secretarla Juridica Distrital, dirigir la 
negociación, para lo cual establecerá los lineamientos intemos para adelantar la intervenciOn, 
determinará la concurrencia de las dependencias que conforme a la temática deban apoyar 
la intervención, segin lo previsto en el numeral 13 del artIculo 9 del Decreto Distrital 323 
de 2016 modificado por el artIculo 7 del Decreto Distrital 798 de 2019 y en concordancia 
con el numeral 9.3 del artIculo 9 del Decreto Distrital 430 de 2018. 

19.1. Se deberá Ilevar un registro del niimero de mediaciones realizadas, indicando como 
mInimo los siguientes aspectos: entidades participantes, naturaleza de la controversia, 
problema j uridico, resultado de la intervención. 

19.2. En los casos en que se identifiquen causas reiterativas, la Subsecretaria JurIdica 
Distrital, establecerá lineamientos o polIticas distritales, sectoriales o temáticas para evitar 
que se presenten nuevas intervenciones susceptibles de ser llevadas a la jurisdicción. 

19.3. La naturaleza de la intervención realizada por la Secretaria JurIdica Distrital es una 
buena práctica de carácter administrativo que no suspende términos de caducidad ni 
constituye un requisito de procedibilidad fij ado por la ley. 

ArtIculo 200. Representación judicial y extrajudicial en caso de traslado de 
competencias. En los casos en que se presente un traslado de competencias funcionales 
entre entidades del sector central, o entre una entidad del sector central y una del sector 
descentralizado, la representación judicial y extrajudicial en los procesos y actuaciones que 
se encuentren en trámite, asi como en aquellos que se inicien con posterioridad, será asuniida 
por la entidad en cabeza de la cual quedaron fijadas las competencias funcionales y 
misionales que se relacionen con el objeto del proceso. 

En todo caso, las entidades interesadas deberán adoptar las medidas necesarias para 
garantizar que la defensa de los intereses del Distrito Capital no se yea afectada o 
interrumpida. La transferencia documental se deberá realizar con sujeción a las normas 
archivIsticas vigentes. Adicionalmente, se deberá actualizar la totalidad del proceso en el 
Sistema de Procesos Judiciales 
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Articulo 21°.-Actuaciones en acciones populares entre particulares. Corresponde a cada 
entidad atender las acciones populares entre particulares en las que conforme su 
misionalidad y competencia deban concurrir ante los Jueces Civiles del Circuito como 
entidad encargada de proteger ci derecho o el interés colectivo afectado por un particular. 
Lo anterior en los términos del ültimo inciso del artIculo 21 de la Ley 472 de 1998 o aquellas 
que la modifiquen o droguen. 

En el caso de que en el auto de apertura o medida cautelar se vincule a la entidad de la 
administración distrital con la calidad de demandada. Esta deberá recurrir la decision y alegar 
falta de jurisdicción conforme lo previsto en el artIculo 104 de la Ley 1437 de 2011 o aquelias 
que la sustituyan. 

ArtIculo 22°.- Identidad corporativa de Bogota, Distrito Capital, en materia de 
representación judicial y extrajudicial. En el cuerpo de todas las intervenciones 
procesales, de las entidades del sector central deberá señalarse al respectivo Despacho 
Judicial que se está obrando en nombre de "BOGOTA, DISTRITO CAPITAL", y seguido 
entre guiones ci nombre de la respectiva entidad distrital. Cuando se esté representando a 
más de una entidad, solo se deberá seflalar "BOGOTA, DISTRITO CAPITAL- SECTOR 
CENTRAL". 

Todas las entidades distritales deberán incorporar en el encabezado o margen superior del 
cuerpo de los poderes que se otorguen, ci escudo de la ciudad de Bogota y la expresión 
"Bogota, D.C.". Cuando se otorgue poder para asistir a audiencia de conciliación o de pacto 
de cumplimiento, deberá dejarse expresa constancia que el apoderado queda facuitado para 
conciliar o presentar proyecto de pacto de cumpiimiento en nombre de "Bogota, Distrito 
Capital". 

ArtIculo 23°.- Buenas prácticas y lineamientos para ci ejercicio de los apoderados del 
Distrito Capital. Los abogados que representen al Distrito Capital de Bogota, D.C., deberán 
observar los siguientes lineamientos: 
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23.1. Cuando en un proceso se encuentren vinculadas varlas entidades distritales, deberá 
V 

promover la defensa estratégica de la âdminisia4ion distrital, coordinado con los sectores 
administrativos estrategias conjuntas;  

23.2. Debe conocer los sistemas de información y las herramientas disponibles por la 
administración distrital queacilitan la obtención de inlormación relacionada con la defensa 
judicial y extrajudicial del Distrito Capital. Wsi como mantener actualizada la inlormación 
de los procesos a su cargo. 

Parágrafo: Corresponde a los Jefes y/o Directores de las Oficinas Asesoras JurIdicas yb 
Subsecretarios Juridicos de las entidades y organismos distritales del sector central, en 
coordinación con las dependencias de contratación de la respectiva entidad, verificar que los 
abogados externos que sean contratados para defender los intereses de la administración 
distrital, no se encuentren asesorando o adelantando procesosjudiciales en contra del Distrito 
Capital, y mantener dicha probibiciOn durante la vigencia del contrato, conforme al 
parágrafo del artIculo 45 del Decreto Distrital 430 de 2018. 
Articulo 24°.- Coordinación del Sistema de procesos judiciales. La Dirección Distrital de 
Gestión Judicial de la Secretarla Juridica Distrital, tendrá a su cargo la coordinación general 
e interinstitucional del Sistema de Procesos Judiciales. 

Corresponde a los Jefes y/o Directores de las Oficinas Asesoras JurIdicas o Subsecretarios 
Juridicos de las entidades de todos los niveles y sectores, garantizar la actualizaciOn oportuna 
de la información. 

ArtIculo 25°- Cobro de costas judiciales y agencias en derecho. Las entidades Distritales 
deberán realizar el cobro de costas judiciales y agencias en derecho, de manera preferente, a 
través del cobro persuasivo y/o de la jurisdicción coactiva reglamentada en el Decreto 
Distrital 397 de 2011, o el que lo sustituya. 

ArtIculo 26°.- Vigencia y derogatorias. El presente Decreto rige a partir del dIa siguiente a 
la fecha de su publicaciOn y deroga los Decretos Distritales 212 y 270 de 2018. 

PUBLIQUESE, Y CUMPLASE. 
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DadoenBogotá,D.C.,alos ' 	

lu 
CLAUDIA NAYIBE LOPEZ HERNANDEZ 

24 MAR 2021 	 Alcaldesa Mayor 

6Z) 
--

I 

- WILLI IBARDOAM  
Secretario 	'dico Distrita 

ProyectO: Paola Andrea G6mez Vdlez - Abogada - Contratista Direccidn de Gestidn judicial. 
Reviad: Luz Elena Rodriguez Quimbayo - Directora de GestiOn judicial. 	I 

Paulo Andrds Rincdn Garay - Asesor -Subsecretaria Juridica fr(, 
AprobO: Ivan David Marquez Castelblanco - Subsecretario Juridico Distrital 
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*20211184066321* 
Al contestar por favor cite: 

Radicado No.: 20211184066321 
Fecha: 09-12-2021 

 

Señores 
JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

E.                                                  S.                                                                           D. 
 

PROCESO: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 

DERECHO 

DEMANDANTE: MARIA ALEJANDRA CASTILLO RODRIGUEZ 

DEMANDADO: NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

NACIONAL- FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

RADICADO:   11001333501420210020500 
 

ASUNTO: CONTESTACIÓN DE DEMANDA. 

 

KAREN ELIANA RUEDA AGREDO identificada con cédula de ciudadanía número 

1.018.443.763 de Bogotá y portadora de la Tarjeta Profesional 260125 del Consejo Superior de 

la Judicatura, actuando en nombre y representación de la NACION- MINISTERIO DE 

EDUCACION, FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO-, conforme al poder de sustitución conferido por el Dr. LUIS ALFREDO 

SANABRIA RIOS actuando en ejercicio de la delegación efectuada por el Dr. GUSTAVO 

FIERRO MAYA, jefe de la oficina asesora jurídica y delegado por la Ministra de Educación para 

la función de otorgar poderes en representación de la misma, a través de la escritura pública No. 

522 del 28 de marzo de 2019, me permito dar contestación a la demanda del presente asunto en 

los siguientes términos: 

A LOS HECHOS 

A continuación, se dará respuesta a cada uno de los hechos relatados por la parte actora dentro 

de la demanda, en los términos siguientes:  

PRIMERO: NO ES UN HECHO. Es una apreciación subjetiva del apoderado de la parte 

actora, acerca de la interpretación de una norma, lo cual no es objeto de pronunciamiento alguno. 

SEGUNDO: NO ES UN HECHO. Es una apreciación subjetiva del apoderado de la parte 

actora, acerca de la interpretación de una norma, lo cual no es objeto de pronunciamiento alguno. 

TERCERO: ES CIERTO. De acuerdo a los soportes documentales se evidencia que la señora 

MARIA ALEJANDRA CASTILLO RODRIGUEZ presento solicitud de reconocimiento y pago de 

cesantías definitivas, el día 18 de marzo de 2019. 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

 

CUARTO: ES CIERTO: Mediante resolución 434 del 22 de enero de 2020 se reconoció y 

ordeno el pago de las cesantías definitivas; tal y como consta en la documentación adjunta con 

la demanda. 

QUINTO: ES CIERTO. La cesantía fue pagada a la docente el día 05 de febrero de 2020. 
 
SEXTO: NO ES UN HECHO. Es una apreciación subjetiva del apoderado de la parte actora, 

acerca de la interpretación de una norma, lo cual no es objeto de pronunciamiento alguno. 

SEPTIMO: NO ES UN HECHO. Es una apreciación subjetiva del apoderado de la parte 

actora, acerca de la interpretación de una norma, lo cual no es objeto de pronunciamiento alguno. 

OCTAVO: NO ES UN HECHO. Es una apreciación subjetiva del apoderado de la parte 

actora, acerca de la interpretación de una norma, lo cual no es objeto de pronunciamiento alguno. 

NOVENO: NO ES CIERTO. La docente solicito reconocimiento y pago de sanción 

moratoria el día 17 de marzo de 2020, tal y como consta en la documental allegada al expediente. 

DECIMO: NO ME CONSTA. Me atengo a lo que se pruebe en el transcurso del proceso y a 

las pruebas allegadas al expediente 

A LAS PRETENSIONES 

Me opongo a las pretensiones de la demanda frente a la condena por sanción moratoria, en los 

fundamentos de la defensa y acorde con lo que resulte probado dentro del proceso. En términos 

precisos la oposición a las pretensiones se fundamenta en las siguientes razones:  

 
 
DECLARATIVAS 
 
PRIMERA: ME OPONGO, como quiera que no es cierto la configuración del acto ficto 
negativo o presunto frente a la solicitud de pago de la sanción por la no consignación oportuna 
de las cesantías radicada el día 17 de marzo de 2020, toda vez que no existe prueba de la 
configuración del mismo. 
 
CONDENATORIAS 
 
PRIMERA: ME OPONGO A que a título de nulidad y restablecimiento de derecho se ordene 

a NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- (FOMAG) a reconocer y pagar sanción 

moratoria toda vez que la misma no es procedente. 

 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

SEGUNDA: ME OPONGO pues la sentencia en si ya tiene un carácter vinculante y no se 

requiere la solicitud de la misma. 

 

TERCERO: ME OPONGO A que a título de nulidad y restablecimiento de derecho se ordene 

a NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO-  (FOMAG)  a reconocer de manera 

adicional a una posible sanción moratoria el valor de reajuste el índice de variación de precios 

del consumidor, pues esta postura contraría la sentencia de unificación 00580 del 2018 del 

Consejo de Estado donde se señala que la sentencia que reconoce la sanción moratoria 

“simplemente declara su ocurrencia y la cuantifica, sin que ello implique el incumplimiento de una obligación 

generada por ministerio de la ley, tratándose de empleados públicos, susceptible de ser ajustada con los índices de 

precios al consumidor, cuyo propósito es mantener la capacidad adquisitiva y la finalidad que la justifica en el 

ordenamiento jurídico”1.  

 

La sanción moratoria prevista por la Ley 244 de 1995 no es, en sentido estricto, un mecanismo 

de indexación que pretenda proteger el valor adquisitivo de la cesantía, sino que tiene un sentido 

en parte diferente, por lo cual no estamos, en estricto sentido, frente a una protección del valor 

adquisitivo de la cesantía sino a una sanción moratoria tarifada que se impone a las autoridades 

pagadoras debido a su ineficiencia.   

 

La naturaleza sancionadora, el cuantioso cómputo sistemático y prolongado en el tiempo sin que 

implique periodicidad, y la previsión intrínseca del ajuste del salario base con el IPC, indican con 

toda certeza que la sanción moratoria no puede indexarse a valor presente, razón por la cual, se 

rechaza de forma categórica esta pretensión.  

 

CUARTO: ME OPONGO A que a título de nulidad y restablecimiento de derecho se ordene 

a NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO-  (FOMAG)  a reconocer intereses de 

mora, teniendo en cuenta que los mismos no son procedentes. 

 

CUARTO: ME OPONGO, de modo que la legislación es clara al afirmar que se tiene el 

Derecho a la legitima defensa y por ende no se debe condenar en costa si no hay gastos en los 

que hizo incurrir la parte vencida de conformidad con lo dispuesto por el articulo 365 Código 

General del Proceso. 

 

 

 

                                                           
1 Consejo de Estado. Sección Segunda. Subsección B. Sentencia de Unificación del 18 de julio de 2018. C.P: 
Sandra Lisset Ibarra Vélez. Radicación: 73001-23-33-000-2014-00580-01(4961-15) 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

EXCEPCIONES PREVIAS 

 
FALTA DE LEGITIMACION EN LA CAUSA POR PASIVA 
 
En el presente asunto se evidencia que la sanción moratoria solicitada fue causada en el año 
2020, teniendo en cuenta esta situación y ante lo dispuesto en la ley 1955 de 2019 la cual establece 
que los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio solo podrán 
destinarse para garantizar el pago de las prestaciones económicas, sociales y asistenciales a sus 
afiliados docentes, pensionados y beneficiarios. No podrá decretarse el pago de indemnizaciones 
económicas por vía judicial o administrativa con cargo a los recursos del Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio. 
 
Es decir que será la entidad territorial en este caso la secretaria de educación de Bogotá la titular 
de la obligación ante una eventual condena a reconocimiento de la sanción moratoria pretendida. 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, solicito al despacho la desvinculación del Ministerio de 
Educación Nacional- (FOMAG) pues en esta entidad no recae obligación alguna en este litigio. 
 

1. INEPTITUD DE LA DEMANDA POR FALTA DE INTEGRACIÓN DE 

LITISCONSORTE NECESARIO 

 

En el presente caso no se integró en debida forma el contradictorio en tanto que no se demandó 

a la Secretaría de educación de Bogotá, entidad territorial encargada de la expedición y 

notificación del acto administrativo de reconocimiento de las cesantías de la actora y sobre quien 

recae la responsabilidad  por mora en el pago de esa prestación social al no haber expedido y 

notificado el acto administrativo de reconocimiento de tales prestaciones dentro del término de 

quince (15) días hábiles siguientes posteriores a la fecha de la solicitud. 

 

Respecto de la integración del contradictorio, el artículo 61 de la ley 1564 de 2012 señaló: 

 

“Cuando el proceso verse sobre relaciones o actos jurídicos respecto de los cuales, por su 

naturaleza o por disposición legal, haya de resolverse de manera uniforme y no sea posible decidir 

de mérito sin la comparecencia de las personas que sean sujetos de tales relaciones o que 

intervinieron en dichos actos, la demanda deberá formularse por todas o dirigirse contra todas; 

si no se hiciere así, el juez, en el auto que admite la demanda, ordenará notificar y dar traslado 

de esta a quienes falten para integrar el contradictorio, en la forma y con el término de 

comparecencia dispuestos para el demandado. 

 

En caso de no haberse ordenado el traslado al admitirse la demanda, el juez dispondrá la citación 

de las mencionadas personas, de oficio o a petición de parte, mientras no se haya dictado 

sentencia de primera instancia, y concederá a los citados el mismo término para que 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

comparezcan. El proceso se suspenderá durante dicho término (…)” (Subraya no hace parte del 

texto original) 

Sobre el particular, el H. Consejo de Estado indicó: 

 

“(…) Las partes que participan en la composición de un litigio, como demandante y demandado, pueden 

estar conformadas por una sola persona en cada caso o por el contrario pueden converger a integrarlas, 

una pluralidad de sujetos, evento en el cual se está en presencia de lo que la ley y la doctrina han 

denominado un litisconsorcio. Dicha figura consagrada en nuestra legislación procesal puede ser de tres 

clases atendiendo a la naturaleza y número de relaciones jurídicas que intervengan en el proceso estas son, 

litisconsorcio necesario, cuasinecesario y voluntario o facultativo. Respecto de la figura del litisconsorcio 

necesario, el cual corresponde analizar en este caso, se presenta cuando existe pluralidad de sujetos en 

calidad demandante (litisconsorcio por activa) o demandado (litisconsorcio por pasiva) que están 

vinculados por una única “relación jurídico sustancial”. En este caso y por expreso mandato de la ley, es 

indispensable la presencia dentro del litigio de todos y cada uno de ellos, para que el proceso pueda 

desarrollarse, pues cualquier decisión que se tome dentro de este puede perjudicar o beneficiarlos a todos. 

(…) La vinculación de quienes conforman el litisconsorcio necesario puede hacerse dentro de la demanda, 

bien obrando como demandante o bien llamando como demandados a todos quienes lo integran y, en el 

evento en que el juez omita citarlos, debe declararse la nulidad de lo actuado desde el auto admisorio de 

la demanda. Si esto no ocurre, el juez de oficio o por solicitud de parte podrá vincularlos en el auto 

admisorio de la demanda o en cualquier tiempo antes de la sentencia de primera instancia, otorgándoles 

un término para que comparezcan, esto con el fin de lograr su vinculación al proceso para que tengan la 

oportunidad de asumir la defensa de sus intereses dado que la sentencia los puede afectar. (…)  (Subraya 

y negrita no hacen parte del texto original) 

 

Quiere decir lo anterior que todas las partes en las que pueda llegar a tener incidencia el proceso 

deben ser citadas dentro de la litis para integrar el contradictorio, con el objeto que se garantice 

el derecho de defensa y contradicción de las partes intervinientes previo a emitir una sentencia 

de fondo. Todo ello con el objeto de que evitar cualquier vicio que puede representar una nulidad 

dentro del procesos. 

 

Partiendo de la norma en cita, el acto administrativo de reconocimiento de las cesantías No. 

11122 del 05 de diciembre de 2019, fue expedido por la Secretaría de Educación de Bogotá, 

Dirección de Talento Humano quien a la postre remitió con posterioridad a su ejecutoria, dicho 

acto a mi representada para que procediera con su pago. Por ende, siendo la entidad territorial 

quien profiere el acto administrativo y sobre el cual se ejerce el presente medio de control, debe 

hacer parte dentro del contradictorio con el objeto de informar el trámite dado a la solicitud de 

reconocimiento de las cesantías e indicar el procedimiento interadministrativo surtido con el 

objeto de esclarecer si tuvo incidencia en el retardo para el pago de la prestación solicitada por 

la parte demandante y en consecuencia sea condenado el ente territorial por incumplir el término 

indicado en la ley al no expedir y notificar el acto administrativo dentro de los quince (15) días 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

hábiles posteriores a la solicitud de reconocimiento de las cesantías, máxime cuando tiene interés 

en las resultas del proceso al expedir el acto administrativo por fuera de término. 

 

Sobre el tema en particular, recientemente con la expedición del Plan Nacional de desarrollo 
2018-2022, expedido a través de la Ley 1955 de 2019 se puntualizó: 
 

“Artículo 57. Eficiencia en la Administración de los Recursos del Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio. Las cesantías definitivas y parciales de los docentes de que trata la Ley 91 de 
1989 serán reconocidas y liquidadas por la Secretaría de Educación de la entidad territorial y pagadas 
por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 
Las pensiones que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán re-
conocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de 
quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la 
Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El 
acto administrativo de reconocimiento de la pensión se hará mediante resolución que llevará la 
firma del Secretario de Educación de la entidad territorial. 
 
Para el pago de las prestaciones económicas y los servicios de salud, el Fondo deberá aplicar el 
principio de unidad de caja con el fin de lograr mayor eficiencia en la administración y pago de 
las obligaciones definidas por la ley, con excepción de los recursos provenientes del Fondo 
Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales (FONPET). En todo caso, el Fondo debe 
priorizar el pago de los servicios de salud y de las mesadas pensionales de los maestros. 
 
Los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio solo podrán destinarse 
para garantizar el pago de las prestaciones económicas, sociales y asistenciales a sus afiliados 
docentes, pensionados y beneficiarios. No podrá decretarse el pago de indemnizaciones 
económicas por vía judicial o administrativa con cargo a los recursos del Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio.” 
 
A su vez, en el parágrafo del mencionado artículo se dispuso: 
 

“Parágrafo. La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por mora en 
el pago de las cesantías en aquellos eventos en los que el pago extemporáneo se genere 
como consecuencia del incumplimiento de los plazos previstos para la radicación o entrega 
de la solicitud de pago de cesantías por parte de la Secretaría de Educación territorial al 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. En estos eventos el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio será responsable únicamente del pago de 
las cesantías.” (Negrillas y subrayas fuera del texto. 

 

 

 

 

 

 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

EXCEPCIONES DE FONDO 

 

1. TÉRMINO SEÑALADO COMO SANCIÓN MORATORIA A CARGO DEL 
FOMAG Y LA FIDUPREVISORA ES MENOR AL QUE SEÑALA LA PARTE 
DEMANDANTE 

 
En el presente caso debe señalarse que el término mediante el cual la secretaria de educación 
tenía para dar contestación a la solicitud de cesantías era hasta el ocho (08) de abril de 2019, 
teniendo en cuenta que la radicación de la solicitud de las mismas se realizó el día 18 de marzo 
de 2019 No obstante, el acto administrativo No 434 del que accedió al reconocimiento de las 
cesantías, fue expedido hasta el 22 de enero de 2020. 
 
El 05 de febrero de 2020, el acto administrativo quedó en firme, por lo tanto, a partir de este 
momento se cuenta el término para el ente pagador de cuarenta y cinco (45) días para realizar el 
pago, es decir hasta el veinte (20) de marzo de 2020 y las mismas fueron pagadas el día 05 de 
febrero de 2020.  
 
Analizado lo anterior el retardo es por cuenta de la Secretaria de Educación del Distrito. 
 
Esto en consonancia con la ley 1955 del 25 de mayo de 2019 que en su artículo 57 señaló:  

 
“Artículo 57. Eficiencia en la Administración de los Recursos del Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio. Las cesantías definitivas y parciales de los docentes de que trata la Ley 91 de 
1989 serán reconocidas y liquidadas por la Secretaría de Educación de la entidad territorial y pagadas 
por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 
  
Las pensiones que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas 
por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre el 
Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial certificada 
correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto administrativo de reconocimiento de 
la pensión se hará mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad 
territorial. 
  
Para el pago de las prestaciones económicas y los servicios de salud, el Fondo deberá aplicar el principio 
de unidad de caja con el fin de lograr mayor eficiencia en la administración y pago de las obligaciones 
definidas por la ley, con excepción de los recursos provenientes del Fondo Nacional de Pensiones de las 
Entidades Territoriales (FONPET). En todo caso, el Fondo debe priorizar el pago de los servicios de 
salud y de las mesadas pensionales de los maestros. 
  
Los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio solo podrán destinarse para 
garantizar el pago de las prestaciones económicas, sociales y asistenciales a sus afiliados docentes, 
pensionados y beneficiarios. No podrá decretarse el pago de indemnizaciones económicas por vía judicial 
o administrativa con cargo a los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 
  
Parágrafo. La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por mora en el pago de las 
cesantías en aquellos eventos en los que el pago extemporáneo se genere como consecuencia del 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

incumplimiento de los plazos previstos para la radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías 
por parte de la Secretaría de Educación territorial al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio será responsable 
únicamente del pago de las cesantías.” (Subraya y negrita no hacen parte del texto original) 

 
En principio la Secretaría, señalará que se ciñó al procedimiento enmarcado en los artículos 2,3,4 
y 5 del Decreto 2831 del 16 de agosto de 2005que reglamentó el artículo 56 de la Ley 962 de 
2005 indicando que suscribió el acto administrativo previa aprobación por parte del ente 
pagador. No obstante, el H. Consejo de Estado en sentencia SU 00580 de18 de julio de 2018 
señaló que dicha normatividad tiene una contradicción frente a los términos enmarcados en ley 
1071 de 2006 debiéndose aplicar los términos establecidos en la ley y no en el decreto 
reglamentario:  
 

“(…) En consecuencia, estima la Sala que el Decreto Reglamentario 2831 de 2005 desconoce la 
jerarquía normativa de la ley, al establecer trámites y términos diferentes a los previstos en ella para el 
reconocimiento y pago de la cesantía, que como hemos visto, resultan aplicables al sector docente oficial. 
Por ende, y a pesar de no ser objeto de este proceso (…) la Sala inaplicará para los efectos de unificación 
jurisprudencial contenida en esta providencia, la mencionada norma reglamentaria (… )” 
 

Entonces y en virtud de lo señalado en la Ley 1071 de 2006, el acto administrativo debió 
expedirse dentro de los quince (15) días siguientes a la fecha de solicitud de las cesantías, para 
después de quedar ejecutoriado el ente pagador dentro de los cuarenta y cinco (45) días siguientes 
ponga los recursos a disposición del peticionario y no haberse tomado el término en el decreto 
2831 de 2005, en tanto que los términos señalados en ambas normativas son contradictorios, 
teniéndose que aplicar la regla de mayor jerarquía, esto es la ley por encima de los reglamentos.  
 
En consecuencia hubo un retardo por parte del ente territorial en expedir el acto administrativo 
al no haber sido proferido dentro del término de los quince (15) días posteriores a la radicación 
de la solicitud, situación que a la luz del artículo 57 de la ley 1955 de 2019, son de única 
responsabilidad de dicha entidad siendo necesario su condena proporcional en la sentencia. 
 

IMPROCEDENCIA DE LA INDEXACIÓN DE LA SANCIÓN MORATORIA  

 

La indemnización moratoria de que trata la Ley 244 de 1995, es una multa a cargo del empleador 

y a favor del empleado, establecida con el fin de resarcir los daños que se causan a este último 

con el incumplimiento en el pago de la liquidación definitiva del auxilio de cesantía en los 

términos de la citada Ley.  

 

En ese orden de ideas, esta sanción moratoria por pago extemporáneo de las cesantías, es una 

penalidad cuyo propósito es procurar que el empleador reconozca y pague de manera oportuna 

la mencionada prestación, más no mantener el poder adquisitivo de la suma de dinero que la 

representa y con ella, la capacidad para adquirir bienes y servicios o lo que la ley disponga como 

su propósito. Desde la óptica del empleado, si bien la sanción moratoria representa una suma de 

dinero considerable, sucesiva mientras no se produzca el pago de las cesantías; ella ni lo 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

compensa ni lo indemniza por la ocurrencia de la mora del empleador en cumplir con su 

obligación de dar, puesto que su propósito es procurar el pago oportuno de la prestación social, 

razón por la cual, no es posible hablar que estamos ante un derecho o una acreencia derivada de 

la relación de trabajo o de las eventualidades que el empleador ampare en virtud de lo que ordena 

la ley.  

 

La indexación es una simple actualización de una obligación dineraria con el fin de proteger el 

poder adquisitivo de los trabajadores debido a los fenómenos inflacionarios, mientras que la 

sanción moratoria impuesta por la ley 244 de 1995 busca penalizar económicamente a las 

entidades que incurran en mora. 

En tal sentido, al no tratarse de un derecho laboral, sino de una penalidad de carácter económica 

que sanciona la negligencia del empleador en la gestión administrativa y presupuestal para 

reconocer y pagar en tiempo la cesantía, no es procedente ordenar su ajuste a valor presente, 

pues, se trata de valores monetarios que no tienen intención de compensar ninguna contingencia 

relacionada con el trabajo ni menos remunerarlo. 

 

Según el Consejo de Estado “para justificar la indexación de la sanción por mora en el pago de las cesantías, 

no es viable acudir al contenido del último inciso del artículo 187 del CPACA, según el cual, «Las condenas al 

pago o devolución de una cantidad líquida de dinero se ajustarán tomando como base el índice de precios al 

consumidor», pues en estricto sentido, la sentencia no reivindica ningún derecho ni obligación insatisfecha, 

erigiéndose como generadora de un beneficio económico para el demandante cuya única causa fue la demora en el 

pago de una prestación”2.  

 

Igualmente la Corte Constitucional ha señalado que “la sanción moratoria impuesta por la ley busca 

penalizar económicamente a las entidades que incurran en mora, y por ello su monto es en general superior a la 

indexación. En ese orden de ideas, no resulta razonable que un trabajador que tenga derecho a la sanción 

moratoria impuesta reclame también la indexación, por cuanto se entiende que esa sanción moratoria no sólo cubre 

la actualización monetaria sino que incluso es superior a ella”3. 

 

IMPOSIBILIDAD DE INDEMNIZAR CONJUNTAMENTE INTERESES 

MORATORIOS Y SANCIÓN MORATORIA  

 

La Corte Constitucional ha señalado que la sanción moratoria y los intereses moratorios cumplen 

una doble función: servir de apremio al empleador moroso y salvaguardar el ingreso del 

trabajador de los efectos adversos de la disminución del poder adquisitivo, y en tal sentido son 

mecanismos dirigidos a proteger la retribución por el servicio personal del empleado4. El Alto 

                                                           
2 Consejo de Estado. Sección Segunda. Subsección B. Sentencia de Unificación del 18 de julio de 2018. C.P: 
Sandra Lisset Ibarra Vélez. Radicación: 73001-23-33-000-2014-00580-01(4961-15) 
3 Corte Constitucional. Sentencia C-448 de 1996. M.P: Alejandro Martínez Caballero.  
4 Corte Constitucional. Sentencia C-892 de 2009. M.P: Luis Ernesto Vargas Silva.  



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

Tribunal ha indicado que se trata de institutos que responden a las siguientes características 

definitorias: i) Son mecanismos que buscan desincentivar el incumplimiento del empleador en el 

pago de salarios y prestaciones, insolutas al momento de terminar la relación laboral; ii) 

Encuentran sustento constitucional en la necesidad de proteger la remuneración del trabajador 

que, al finalizar su vínculo laboral queda desprotegido económicamente, lo que obliga al pago 

oportuno de las acreencias debidas. 

 

Ello implica que no es posible hacer confluir los intereses moratorios con la sanción moratoria 

porque ambos buscan preservar el poder adquisitivo y pretenden proteger al empleado del 

retardo de la obligación o prestación principal, y en ese sentido no es lógico ni razonable pedir 

que se indemnicen simultáneamente estos valores, ya que ello supondría que la Administración 

tenga que realizar dos pagos diferentes que provienen de una misma fuente jurídica. 

 

PETICIONES 
 

Al tenor de las excepciones anteriormente planteadas, comedidamente solicito a Ud., que previo 

el trámite correspondiente, se efectúen las siguientes declaraciones y condenas. 

 

PRIMERO. Declarar probadas las excepciones propuestas.  

SEGUNDO. En consecuencia, ordenar el Archivo del Expediente.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

Invoco como normas aplicables a la presente contestación, la Ley 91 de 1989, Por la cual se crea 

el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio; la Ley 244 de 1995; La Ley 1071 de 

2006; artículo 151 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, Decreto-Ley 2158 

de 1948. 

ANEXOS 

 

 Poder para actuar 

 Copia de Escritura pública No. 522 de fecha 28 de marzo de 2019 

 

 

 

 

 

 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

NOTIFICACIONES 

Mi representada recibe notificaciones en la calle 72 No. 10-03, correo electrónico: 

t_krueda@fiduprevisora.com.co 

Cordialmente, 

 
KAREN ELIANA RUEDA AGREDO 

CC. No. 1.018.443.763 de Bogotá 

T.P No. 260125 del C.S. de la J 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
“Defensoría del Consumidor Financiero: Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity en la ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 
/ 6108164, Fax: Ext. 500. E-mail: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada continua”. 
Las funciones del Defensor del Consumidor son: Dar trámite a las quejas contra las entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros 
ante la institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u 
oficina de atención al público de la entidad, asimismo tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule recomendaciones y propuestas en aquellos 
aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del Consumidor no se exige 
ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio 
(dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App “Defensoría del Consumidor 
Financiero" disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store. 


